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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 24 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 78ª, ordinaria, en 30 de noviembre de 2011; 79ª, especial, en 12 de diciembre del mismo año; 80ª y 81ª, ordinarias, en 13 y 14 de diciembre de 2011, respectivamente; 82ª, ordinaria y 83ª, especial, ambas en 20 de diciembre del mismo año, y 84ª, ordinaria, en 21 de diciembre de 2011, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados: 



Con el primero informa que prestó su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín  N° 4.991-15) (con urgencia calificada de “suma”).



--Queda para la tabla de esta sesión.



Con el segundo comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (boletín N° 7.911-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.



Del señor Subsecretario de Previsión Social:



Atiende petición, remitida en nombre del Senador señor Bianchi, sobre requisitos para acceder a beneficios del Sistema de Pensiones Solidarias de la ley N° 20.025 y a exención de la cotización que establece el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980.



--Queda a disposición de las señoras y señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Chahuán, señora Alvear y señores Espina y Larraín Fernández, en primer trámite constitucional, respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín  N° 7.765-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Queda para tabla.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Uriarte, Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Prokurica, sobre decisión del Partido Comunista de Chile de expresar condolencias por la muerte de Kim Jong Il (boletín  N° S 1.439-12) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta. 

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede intervenir, señor Senador.

El señor PROKURICA.- En nombre de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, quiero pedir a la Mesa que revierta el acuerdo para que el proyecto de ley sobre tolerancia cero en el manejo bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad sea visto también por la Comisión de Constitución.



La razón es la siguiente.



Todas las indicaciones relacionadas con las penas y con el procedimiento establecido a solicitud del Ejecutivo fueron retiradas por el Senador Gómez, por lo que no habría razón para que la iniciativa fuera analizada por dicho organismo.



Además, existe urgencia para despachar el proyecto, cuya importancia no tengo para qué explicar al Senado. 



Por lo tanto, señor Presidente, quiero pedirle que recabe el asentimiento de la Sala para revertir el acuerdo en virtud del cual la iniciativa debe pasar igualmente por la Comisión de Constitución.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señores Senadores, les pido atención porque se requiere la unanimidad de la Sala para lo siguiente. 



Anteriormente se resolvió que el proyecto que modifica las penas para quienes manejen en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol fuera enviado a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



El Senador señor Prokurica solicita revertir tal acuerdo.

El señor PROKURICA.- Porque se sacaron todos los temas relacionados con las penas, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En consecuencia, se solicita el asentimiento de la Sala para omitir el trámite de la referida Comisión.



Entonces, si no hubiera objeción, se procedería en esos términos.



--Así se acuerda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de entrar en el Fácil Despacho, quiero pedir la anuencia del Hemiciclo para ofrecer la palabra, por cinco minutos, al Senador señor Hernán Larraín, Presidente de la Comisión de Ética del Senado, para referirse a un evento que se va a desarrollar.



Si no hay inconveniente, así se hará.



Acordado.

SEMINARIO SOBRE PROBIDAD Y TRANSPARENCIA EN EL CONGRESO NACIONAL Y EN EL SISTEMA DE PARTIDOS POLÍTICOS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.-  Gracias, señor Presidente.



Quiero pedir brevemente la atención de la Sala para recordar que nuestra Comisión de Ética, integrada por las Senadoras señoras Isabel Allende y Soledad Alvear y los Senadores señores Eugenio Tuma, José García y el que habla, como su Presidente, ha organizado un seminario internacional sobre transparencia y probidad en el Congreso Nacional y en los partidos políticos.



En dicho foro se tratarán temas contingentes, vinculados con nuestra acción tanto parlamentaria como política, de una manera probablemente inédita en el país.



Quizás nosotros, como Senadores, no tenemos conciencia del evento que estamos organizando por no estar dentro de nuestras actividades legislativas. Por eso, deseo pedirles especialmente que ojalá pudieran dedicarle tiempo y participar en él.



Los legisladores somos objeto de permanentes cuestionamientos por el modo como desarrollamos nuestra tarea parlamentaria, por conflictos de interés, porque nuestros partidos no funcionan en forma transparente, por problemas de lobby.



Y, en ese escenario, hemos decidido abrir un debate internacional, auspiciado por los principales organismos relacionados con la materia -la OEA, el BID, el Banco Mundial, el PNUD, la Unión Europea, varias embajadas- y en el cual van a participar alrededor de cincuenta especialistas provenientes de Estados Unidos, América Latina, Europa y Australia.



Por lo mismo, les pido un esfuerzo especial para que consideren dentro de su agenda de la próxima semana la asistencia al mencionado seminario, que se celebrará el jueves 12 y el viernes 13 de enero en la sede antigua del Congreso Nacional.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, ojalá pudiera remitir ahora todos los antecedentes del encuentro que realizará nuestra Corporación para que fueran repartidos a todos los Senadores y Senadoras durante el transcurso de la sesión.

ATRASO EN NOMBRAMIENTO DE MIEMBROS DE CONSEJO NACIONAL DE EDUCACIÓN

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, antes de pasar al Fácil Despacho y, aunque no se refiere exactamente a la Cuenta, deseo plantear lo siguiente.



Hoy hemos tomado conocimiento de que el nuevo Ministro de Educación ha refrendado una decisión del Consejo Nacional de Educación, cuatro de cuyos integrantes, como se sabe, deben ser nombrados por este Senado.



En función de la ley N° 20.370, de 2009, ya se debió haber procedido al nombramiento de los consejeros de dicha entidad. 



Por lo tanto, estamos frente a un órgano ilegítimo que está tomando decisiones sobre el currículum. Mientras el país sigue debatiendo temas educacionales como el lucro, la gratuidad y muchos otros, hay unos señores en el Ministerio de Educación tomando decisiones respecto de qué es lo que tienen que aprender nuestros niños de 1° a 6° básico. 



Me parece una situación bastante grave, que no está fuera de la discusión. Esto fue comentado y discutido a propósito del Presupuesto para este año, y el Gobierno se comprometió a enviar una propuesta de nombres para el Consejo Nacional de Educación.



En el intertanto, unos señores siguen tomando decisiones en materias tan sensibles como el currículum.



Por consiguiente, quiero pedirle a la Sala un pronunciamiento sobre el asunto, atendido el hecho de que al Senado le corresponde designar a cuatro consejeros.

V. FÁCIL DESPACHO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En conformidad a lo acordado, a continuación se verán en Fácil Despacho numerosos proyectos de acuerdo que, como se sabe, deben ser votados sin discusión.

COMISIÓN ESPECIAL PARA ESTUDIO DE REFORMAS A SISTEMA DE AFP. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Tuma, señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, que propone la constitución de una Comisión Especial del Senado para el estudio de reformas al sistema de administradoras de fondos de pensiones que promueva cambios que permitan ampliar la cobertura, aumentar la competencia del sistema, resguardar los fondos  de los trabajadores y evaluar la creación de un sistema mixto y universal para quienes no obtengan pensiones dignas en el sistema privado.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1424-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 66ª, en 8 de noviembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay debate en los proyectos de acuerdo, señor Senador.



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (18 votos a favor y 6 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Carlos) y Orpis.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Quiero recordar que el acuerdo era tratar primero el proyecto que ayer aparecía con el número 18 en el Tiempo de Votaciones y luego el resto, en el mismo orden.

FORTALECIMIENTO DE MEDIDAS EN FAVOR DE NIÑOS PREMATUROS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, señora Rincón y señores Gómez, Quintana y Tuma por medio del cual se solicita al Presidente de la República el fortalecimiento de las medidas de prevención, atención y apoyo a niños nacidos en forma prematura y que se establezca el Día del Niño Prematuro.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1404-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.

 El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba por unanimidad el proyecto de acuerdo.

OTORGAMIENTO DE CUOTAS DE CAPTURA A SECTOR PESQUERO ARTESANAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, señora Rincón y señores Quintana y Rossi cuyo objetivo es solicitar al Presidente de la República que se envíe a tramitación legislativa un proyecto que otorgue al sector artesanal el cien por ciento de las cuotas globales en todas las especies de valor comercial, de modo que sean solo los pescadores artesanales quienes realicen la extracción para luego venderla en subasta pública.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1405-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos a favor y 8 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Gómez, Navarro, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Recuerdo a las señoras y señores Senadores que los Comités acordaron proceder de esta forma en el Fácil Despacho y la Mesa lo aplicará estrictamente.

REGULACIÓN DE PESQUERÍA DE JIBIA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, señora Rincón y señores Gómez, Quintana, Rossi y Tuma mediante el cual se solicita al Presidente de la República la elaboración de normas que regulen la pesca de la jibia, disponiendo que se realice esencialmente por los pescadores artesanales.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1406-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entiendo que esta materia ya fue abordada en un proyecto de ley.



No sé si los autores de la iniciativa desean mantenerla o retirarla.



¿Senador Navarro?

El señor NAVARRO.- ¡No está resuelto el tema, señor Presidente!

El señor COLOMA.- Se abordó en una normativa legal.

El señor NAVARRO.- ¿En cuál?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Mantiene el proyecto de acuerdo, Senador Navarro?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entonces, en votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (9 votos a favor, 6 en contra, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Chahuán, Escalona, Gómez, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Larraín (don Hernán), Orpis y Uriarte.



Se abstuvo el señor Espina.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés).

El señor PROKURICA.- ¿Se aprobó con 9 votos, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se cumple el quórum, señor Senador. 



Si los Senadores presentes en la Sala no quieren votar, no están obligados a hacerlo. Reglamentariamente, se ha cumplido el quórum.

FOMENTO DE PESCA ARTESANAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez, Quintana y Tuma cuyo propósito es solicitar al Presidente de la República que tenga en consideración en las modificaciones a la legislación pesquera el fomento real de la pesca artesanal, dado el manejo sustentable de los recursos que aplica y el empleo que este sector genera.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1407-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor TUMA.- “Si le parece”.

El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.



--Se aprueba por unanimidad el proyecto de acuerdo.

IMPLEMENTACIÓN DE TORRE DE CONTROL PARA AERÓDROMO DE ARCHIPIÉLAGO JUAN FERNÁNDEZ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Chahuán y Quintana, en virtud del cual se solicita al Ejecutivo que disponga establecer la infraestructura y el equipamiento necesarios para que el aeródromo del archipiélago Juan Fernández cuente con una torre de control que cumpla con los requisitos de seguridad imprescindibles para dicha zona.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1410-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 54ª, en 14 de septiembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.


--Se aprueba por unanimidad el proyecto de acuerdo.

CREACIÓN DE COMISIÓN BICAMERAL PARA ESTUDIO DE NUEVA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por 21 señoras y señores Senadores cuyo objetivo es proponer la creación de una Comisión Bicameral que redacte un nuevo texto de la Carta Fundamental escuchando la opinión de los diversos actores sociales y contando con la asesoría de especialistas en la materia.



Según el proyecto de acuerdo, el texto final de la nueva Constitución Política deberá ser ratificado por medio de un plebiscito ciudadano.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1411-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.

El señor NAVARRO.- ¡Nueva Constitución ahora!

El señor COLOMA.- ¡A la venezolana...!

El señor LARRAÍN.- ¡A lo bien Chávez...!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (19 votos a favor, 11 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Orpis, Prokurica y Uriarte.



Se abstuvo el señor Espina.



--(Aplausos en la Sala).

REBAJA O ELIMINACIÓN DE IMPUESTO ESPECÍFICO A LOS COMBUSTIBLES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por 18 señoras y señores Senadores para solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se adopten medidas urgentes con el objetivo de rebajar, en forma permanente o transitoria, o eliminar el impuesto específico a los combustibles.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1412-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 57ª, en 28 de septiembre de 2011.

El señor COLOMA.- ¿Por qué no lo hicieron antes?

El señor LARRAÍN.- La iniciativa del Gobierno pasado fue para subirlo.

El señor PIZARRO.- ¡Coloma, estoy contigo en esto...!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pido orden en la Sala.

El señor COLOMA.- ¡Es que estamos perplejos, señor Presidente!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¡Qué bueno que se conmueva alguna vez, señor Senador...!



En votación el proyecto de acuerdo.



Señor Secretario, por favor lea de nuevo la parte resolutiva.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es rebajar, en forma permanente o transitoria, o eliminar el impuesto específico a los combustibles.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Hay unanimidad?



Entonces, en votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (28 votos a favor y 2 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa los señores García y Lagos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito a los señores Senadores mantener el orden en la Sala.



El acuerdo es despachar cierta cantidad de proyectos en esta parte de la sesión. Para ello, se requiere la cooperación de todos. 



Si alguien quiere hacer un comentario, que lo haga fuera de la Sala.



Pido que faciliten el trabajo de la Mesa. 

CONSULTA A COMUNIDAD KAWÉSQAR DE PUERTO EDÉN SOBRE ZONIFICACIÓN DE BORDE COSTERO DE REGIÓN DE MAGALLANES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1413-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 57ª, en 28 de septiembre de 2011.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Ejecutivo que, en el proceso de zonificación del borde costero de la Región de Magallanes y de la Antártica chilena, se resguarde el cumplimiento de las normas del Convenio N° 169 de la OIT respecto de la consulta previa a la comunidad kawésqar residente en Puerto Edén.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¿Me permite, señor Presidente, sobre una cuestión de Reglamento?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Estamos en votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (26 votos a favor, 2 en contra, 1 abstención y 1 pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa los señores Kuschel y Larraín (don Carlos).



Se abstuvo el señor Espina.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés). 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín, para plantear un punto reglamentario.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, agradezco que me dé la palabra.



Solo deseo hacer presente que una cosa es facilitar la labor de la Mesa y otra distinta, aprobar cualquier cosa a la velocidad de las carreras de Indianápolis. Todos estamos por agilizar el trabajo de la Sala, pero no podemos acoger cualquier iniciativa al ritmo que usted personalmente desea. ¡Es muy incómodo para el resto!



Le ruego que se ponga en los zapatos de los que ocupamos el “valle”, como dije en otra ocasión.

El señor LAGOS.- ¡Hay que traer leídos los proyectos a la Sala!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito al señor Senador que tome en cuenta que, en la reunión de Comités de ayer, se planteó una metodología para despachar los proyectos de acuerdo. 

El señor ESPINA.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero formularle una consulta, desde el punto de vista reglamentario.



Recuerdo que hace un año se acordó enviar a la Comisión respectiva los proyectos de acuerdo que se presentaran, a fin de realizar un breve filtro respecto de ellos. 



Si algo nos diferenciaba de la Cámara de Diputados -lo digo con el mayor respeto que ella me merece-, era que nosotros no presentábamos cientos de esas iniciativas. Estas se despachan a toda velocidad; suelen contener materias que son probablemente populares, pero imposibles de realizar, y confunden mucho a la gente, porque, luego de ser aprobadas, algunos parlamentarios las dan a conocer en su respectiva Región diciendo: “El Senado aprobó tal proyecto de acuerdo”. Y la gente cree que es ley.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Así es.

El señor ESPINA.- Tal práctica contribuye enormemente a nuestro desprestigio. ¡Enormemente! Porque se arman ilusiones respecto de materias que se sabe que no son posibles.



Algunos Senadores que estuvieron en esta Corporación años atrás recordaban que en el Senado se aprobaban cinco, seis, siete, ocho proyectos de acuerdo al año. Pero estos eran de tal volumen, de tal relevancia, por la excepcionalidad, que provocaban un hecho político importante.



Aquí se pretenden votar casi 30 iniciativas. Garantizo que la gran mayoría de los Senadores, probablemente por la recarga de trabajo, no ha alcanzado a leerlas en detalle. Es la verdad. Varios veníamos saliendo de distintas comisiones.



Entonces, propongo que retomemos un sistema para que procedamos como se espera del Senado, con mayúsculas. Sugiero que los proyectos de acuerdo sean pocos; que tengan un filtro; que traten materias de fondo; que sean iniciativas serias, y que no nos hagan caer en la rutina en la que está la Cámara de Diputados, que debe llevar 250 mil proyectos de acuerdo. 



Esto no contribuye a mejorar el funcionamiento de nuestra Corporación y tampoco el prestigio del Parlamento, menos si se ilusiona a la gente.



Señor Presidente, si se puede, pido suspender estas votaciones. Recomiendo que el asunto se vea en la próxima reunión de Comités para resolver una manera de debatir tales iniciativas. 



Hagamos un trabajo parlamentario serio, como se espera del Senado.



Ese es mi punto de vista.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Muchas gracias, Senador.



El acuerdo al que hizo alusión fue modificado por otro en reunión de Comités, el cual solo puede ser cambiado por un acuerdo unánime de la Sala, que no existe ahora.



Seguimos con el tratamiento de la tabla. 

SOLICITUD DE
REVISIÓN DE VALORES MÁXIMOS PARA EMISIÓN DE ARSÉNICO EN PROVINCIA DE VALPARAÍSO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Walker (don Ignacio), García, Kuschel, Sabag y Walker (don Patricio).



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1414-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 61ª, en 11 de octubre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se revisen los valores máximos de concentración para la emisión de arsénico en la provincia de Valparaíso, principalmente con relación al desarrollo sustentable en la bahía de Quintero.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

DISMINUCIÓN DE CILINDRADA PARA VEHÍCULOS DE ALQUILER. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor García-Huidobro, señora Von Baer y los señores Coloma, Larraín (don Hernán), Orpis y Pérez Varela.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1415-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 62ª, en 12 de octubre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es solicitar al Presidente de la República que considere disminuir la cilindrada para los vehículos de servicio de alquiler de reemplazo, de 1.500 centímetros cúbicos a 1.400, que son más eficientes y menos ruidosos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo que pide al Ejecutivo bajar la cilindrada para un vehículo de alquiler -es decir, un taxi- a 1.400 centímetros cúbicos.

La señora RINCÓN.- ¿De quién es la iniciativa?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- De colegas del oficialismo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor, 4 en contra y 1 pareo).



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Uriarte.



Votaron por la negativa los señores Lagos, Letelier, Quintana y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés). 

SOLUCIÓN A PROBLEMA PREVISIONAL DE EMPLEADOS PÚBLICOS TRASPASADOS A SISTEMA DE AFP. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Ruiz-Esquide, señoras Allende, Alvear y Pérez (doña Lily) y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Tuma y Zaldívar (don Andrés), sobre la situación de los empleados públicos que se traspasaron al sistema de AFP. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1417-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que permita a esos trabajadores optar entre incorporarse al sistema aplicable a los beneficiarios de la ley N° 19.200, que corrigió la situación para los imponentes del ex INP, o mantenerse en el actual régimen de pensiones de las AFP. 



Asimismo, se le pide que prorrogue por cinco años la vigencia de las normas legales que promueven las desvinculaciones en el sector público para que quienes están en condiciones de jubilar puedan postergar su retiro manteniendo el derecho a los bonos especiales que dichas normas contemplan.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor, 5 abstenciones y 1 pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvieron los señores Coloma, Espina, Larraín (don Hernán), Orpis y Uriarte.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés).

SOLICITUD DE PROTECCIÓN DE ESTROMATOLITOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez y Lagos, sobre protección de los estromatolitos.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1418-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar que se adopten las siguientes medidas respecto de estos organismos fósiles:



-Establecer los criterios legales y ambientales que permitan su conservación.



-Disponer los recursos que promuevan investigaciones científicas sobre la materia.



-Implementar, de acuerdo al Convenio Nº 169 de la OIT, los mecanismos de consulta a los pueblos originarios residentes en la zona en que se encuentran.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor, 1 en contra y 7 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Chahuán, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.



Votó por la negativa el señor Orpis.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Kuschel, Pérez Varela y Uriarte.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hago presente a la Sala que la tabla de Fácil Despacho finaliza a las 17:02.

INCORPORACION DE CONTENIDOS DE DECLARACIÓN CONJUNTA SOBRE LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN POLÍTICAS PÚBLICAS SOBRE INTERNET. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez y Lagos, relativo al desarrollo de políticas públicas referidas a Internet.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1419-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Presidente de la República que se incorporen, en las políticas públicas sobre acceso uso y regulación de Internet, los criterios y las recomendaciones contenidos en las Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet, adoptada en junio de 2011 por distintos organismos internacionales.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor y 5 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Chahuán, García, Gómez, Larraín (don Hernán), Navarro, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvieron los señores Coloma, Espina, Kuschel, Orpis y Uriarte.

SUGERENCIA DE REALIZACIÓN DE CAMPAÑAS PARA PREVENCIÓN DE TRAUMA ACÚSTICO EN POBLACIÓN JUVENIL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, relativo a la prevención del trauma acústico en la población juvenil.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1421-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 65ª, en 2 de noviembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se disponga la realización de campañas educativas preventivas que eviten el aumento de casos de trauma acústico y reduzcan el impacto de estos en la salud y vida laboral de los jóvenes.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 6 votos a favor, 1 en contra y 5 abstenciones.



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Navarro, Prokurica, Quintana, Rossi y Tuma.



Votó por la negativa el señor Orpis.



Se abstuvieron los señores Coloma, Espina, Larraín (don Carlos), Letelier y Uriarte.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las abstenciones influyen en el resultado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se debe repetir la votación.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor, 2 en contra y 6 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Walker (don Ignacio).



Votaron por la negativa los señores Orpis y Uriarte.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Larraín (don Hernán) y Pérez Varela.

PETICIÓN DE MEDIDAS A FAVOR DE EDUCACIÓN TÉCNICO-PROFESIONAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, sobre medidas a favor de la educación técnico-profesional.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1420-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 65ª, en 2 de noviembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es que el Ministerio de Educación adopte las siguientes medidas:



1.- Atender las demandas planteadas por la Asamblea Coordinadora de Estudiantes de Liceos Técnico Profesionales.



2.- Garantizar el acceso y admisión a la educación superior de estudiantes en posesión de un título técnico profesional sin rendir la PSU.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (10 votos a favor, 1 en contra y 7 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.



Votó por la negativa el señor Kuschel.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Larraín (don Hernán), Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

SOLICITUD DE INICATIVA PARA MEJORAMIENTO DE PRESTACIONES EN SALUD A PERSONAL EN RETIRO DE FUERZAS ARMADAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, señora Pérez (doña Lily) y señores Chahuán, García, García-Huidobro, Horvath, Muñoz Aburto, Prokurica, Ruiz-Esquide y Walker (don Ignacio), sobre mejoramiento de prestaciones de salud al personal en retiro de las Fuerzas Armadas.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1422-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 65ª, en 2 de noviembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Presidente de la República que envíe a tramitación un proyecto de ley que derogue la norma que establece un descuento del 0,5 por ciento sobre los sueldos, los salarios, las pensiones de retiro y los montepíos del personal afecto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional para el Fondo de Revalorización de Pensiones, y que destine los recursos existentes en dicho Fondo al mejoramiento de las señaladas prestaciones de salud del personal en retiro de las Fuerzas Armadas.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (24 votos a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Letelier.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar (don Andrés).

SOLICITUD DE AMPLIACIÓN DE VIGENCIA DE LEYES SOBRE CASINOS MUNICIPALES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Pérez (doña Lily) y señores Chahuán, García, García-Huidobro, Horvath y Muñoz Aburto, referente a la ampliación de vigencia de leyes sobre casinos municipales. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1423-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 65ª, en 2 de noviembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa tiene por objeto solicitar al Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que modifique el artículo 3º transitorio  de la ley Nº 19.995, ampliando hasta el 2030 el plazo máximo de vigencia de las leyes sobre autorización y funcionamiento de casinos municipales.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El propósito de la iniciativa es ampliar el plazo de los casinos que deben licitarse en fecha próxima.


En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 10 votos en contra, 9 votos a favor, una abstención y un pareo.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Letelier, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Orpis y Uriarte.



Se abstuvo  el señor Kuschel.



No votó, por estar pareado,  el señor Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ello significa que la abstención incide en que quede sin resolver. 



Correspondería repetir la votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No influye. Queda empatado en el peor de los casos. No hay votos para aprobar.



Se repetirá la votación.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 10 votos a favor, 9 votos en contra y una abstención.



Votaron por la afirmativa los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Orpis, Tuma y Uriarte.



Votaron por la negativa las señoras Allende y Rincón y los señores Frei (don Eduardo), Letelier, Navarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Kuschel.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No se resuelve el asunto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es.



Corresponde repetir la votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay votos para aprobar. Tenemos que resolver. Este es el último proyecto de acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Estamos justo en la hora.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Queda pendiente para la próxima sesión.



Se ha cumplido la hora...

El señor COLOMA.- Después de repetida la votación, las abstenciones se suman a la mayoría.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Senador señor Pizarro ha pedido que se pueda contabilizar su voto, que no se registró.

El señor ESCALONA.- El mío también.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Perdón, señor Presidente. Tiene razón el Honorable señor Coloma.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-
 Se registrará la votación de los Senadores señores Escalona y Pizarro.

El señor ESPINA- ¡Por qué!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si no hay objeción, se repetirá la votación. Los Senadores mencionados estaban en la Sala, marcaron, pero no se registró su voto.

El señor ORPIS.- Algunos se retiraron.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo unánime para repetir la votación?

El señor LARRAÍN (don Hernán).- Que quede pendiente para la próxima sesión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-
 Así se hará.



Pasamos a la...

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero ser riguroso. Porque usted nos ha forzado a votar a un ritmo, como decía, de “Indianápolis”, para tratar de cumplir dentro del horario establecido.



El Reglamento hay que respetarlo. 



El Reglamento no lo hice yo. Lo hicieron hace 200 años los parlamentarios. Y en él se establece que en la segunda situación, cuando se repite una votación, las abstenciones se suman a la mayoría.



Por lo tanto, aquí hay una votación que se ajusta a lo que acabo de señalar. No me digan, entonces, que queda pendiente para otra vez, porque si no, va a depender de mil factores. Y estamos hablando de un proyecto que no es de vida o muerte para nadie.

El señor CHAHUÁN.- ¡Sí!

El señor COLOMA.- ¡Lo es para el Senador señor Chahuán...!



Entonces, señor Presidente, lo que le quiero decir es que, si usted registra una votación y el Secretario le da lectura, se entiende aceptada. Y si esta arroja el resultado antes mencionado, lo que procede es dar por aprobado el proyecto. No me digan después que un Senador, cualquiera que sea, no alcanzó a marcar, porque si no, estaríamos imposibilitados de funcionar reglamentariamente.



En consecuencia, yo quiero dejar constancia de esta situación, por cuanto debemos ser cuidadosos y respetarnos mutuamente los derechos.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa resolvió que el asunto queda pendiente, porque no hubo el acuerdo unánime para repetir la votación.

El señor COLOMA.- ¡No! ¡Si se había repetido...!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Senador Pizarro efectivamente estaba planteando que su voto no quedó registrado. Y el que pudiera dejar constancia de su votación es una práctica entre nosotros que en esta ocasión no se quiso validar.



Y como eso no ocurrió, queda pendiente para la próxima sesión.

El señor COLOMA.- ¡Es lo más arbitrario que he visto! ¡Que quede constancia de ello!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pasamos al Orden del Día, señor Secretario.

VI. ORDEN DEL DÍA

PROHIBICIÓN DE APORTES ESTATALES A ENTIDADES CON FINES DE LUCRO EN EDUCACIÓN

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde continuar la discusión en general del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7856-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Letelier, Bianchi, Cantero, Escalona y Quintana):


En primer trámite, sesión 42ª, en 10 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 49ª, en 6 de septiembre de 2011.


Discusión:



Sesiones 84ª, en 21 de diciembre de 2011 y 85ª, en 3 de enero de 2012 (queda pendiente su discusión en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo informar a Sus Señorías que quedaron inscritos para hacer uso de la palabra los Senadores señores Kuschel, Sabag, Cantero, Letelier, Lagos, García, Espina y Orpis.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Está abierta la inscripción para quienes deseen intervenir.



Continúa la discusión en general del proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor LARRAÍN (don Hernán).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Senador señor Kuschel ¿le concede una interrupción a Su Señoría? 

El señor KUSCHEL.- Sí, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, había pedido intervenir antes de que usted pusiera en discusión este proyecto, para consultar si habría voluntad de tratar algunas iniciativas que tienen urgencia y más relevancia que la que ahora nos ocupa.  



Tenemos con urgencia “suma” el proyecto que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones; y otros, con “discusión inmediata”, por ejemplo, el que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos. 



En fin, hay una serie de otras iniciativas que tienen mayor urgencia. 



Por ello, deseo que se someta a consideración de la Sala la posibilidad de tratar estos proyectos antes del que se halla en debate.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay acuerdo en la Sala.



Estamos analizando el vencimiento de las urgencias, para ver si al final de la sesión hay que despachar alguno de ellos.



Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero hacer reserva de constitucionalidad respecto de esta iniciativa, pues me parece que afecta la libertad de enseñanza; la libertad de los padres de elegir la modalidad de educación que quieren para sus hijos; la libertad de los jóvenes, cuando cuentan con la posibilidad de elegir la educación superior, y, también, la libertad de trabajo y la de iniciativa de las personas, por las implicancias que tiene.



En el caso de Castro, por ejemplo, había una profesora que no encontró trabajo en ninguna municipalidad y que hoy día tiene su propio establecimiento educacional. Es un plantel exitoso, donde se han obtenido puntajes nacionales.



En la Décima Región de Los Lagos hay casi quinientos establecimientos particulares y varios miles de alumnos que participan en la educación particular y particular subvencionada. Y las experiencias al respecto son favorables, de permanente aumento en la cantidad de los alumnos y en la calidad de esa enseñanza.



Nosotros estamos propiciando siempre una educación libre para personas libres en una sociedad libre.



En lo personal, cuando recién se inició el poblamiento de la provincia de Llanquihue, el primer colegio particular que se fundó en la zona del lago Llanquihue fue, precisamente, el de mi familia, hace casi 160 años. Así que no puedo votar por una educación solamente pública, municipal, toda vez que aquella dio origen a todo lo que tenemos hoy día en las provincias de Llanquihue y Osorno. En dicho establecimiento se enseñó arquitectura, alimentación, ganadería, construcción. Todo tipo de disciplinas, pesca, navegación, en fin. Algunas de esas obras todavía quedan -son patrimonios nacionales- y las exhibimos con mucho orgullo.





Quiero referirme al cambio tecnológico que estamos viviendo en nuestra sociedad. No podemos centralizar, y menos aún en la Capital, toda la enseñanza pública, en circunstancias de que hay cambios tecnológicos que los santiaguinos no captan. Todos los cambios tecnológicos están sucediendo en la pesca, en la ganadería, en la lechería. Eso ocurre en el sur, no en Santiago. No nos van a habilitar la enseñanza tecnológica profesional acá, en la Capital. Allá tenemos instancias particulares -escuelas agrícolas, escuelas industriales de pesca- privadas y privadas subvencionadas que inmediatamente reaccionan a las necesidades que se exigen. En cambio, los liceos industriales municipales, incluso de comunas locales, no son capaces de actualizarse a los requerimientos instantáneos. E imagino que en zonas específicamente mineras sucede lo mismo.



En un esquema de sociedad libre tan exigente, en que el conocimiento se incrementa rápidamente, no podemos estar dependiendo de una educación centralizada, jerarquizada y única.



Yo, por lo tanto, anuncio mi voto en contra.



Y también deseo expresar mi incomodidad con el nombre que se les ha puesto a este tipo de proyectos, porque se dice que son iniciativas con las que vamos a eliminar el lucro en la educación. No es así. 



En el caso de los aproximadamente 500 establecimientos que hay en la Región que yo tengo el honor de representar, la mayor parte de ellos son de profesores normales y corrientes que dedican su vida a este tipo de proyectos y no persiguen grandes ganancias -aunque podrían hacerlo (yo creo que merecen y debieran hacerlo, incluso). Ellos tienen la libertad de elegir el camino y el destino que les dan a sus vidas. Y, como decía un antiguo economista, persiguiendo su propio beneficio generan un gran bienestar y solucionan infinidades de problemas que experimenta la sociedad.



Así que yo expreso, una vez más -tal como lo hicimos en una discusión hace unas semanas con el Senador Hernán Larraín-, mi oposición a este y a todo tipo de proyectos que restrinjan la libertad de elección de los padres, de los alumnos -cuando tienen edad para elegir- y la que le corresponde a los mismos profesores para ejercer como empleados de la educación pública o municipal o como profesores dueños de sus propias iniciativas educacionales. Nosotros también queremos que los médicos sean propietarios de sus iniciativas de salud. No tiene por qué ser todo público.



Muchas gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).-
 Quiero informarles a nuestros invitados en las tribunas que está prohibido hacer cualquier tipo de manifestación. Reglamentariamente, tengo que darles garantías a todos los sectores a fin de que puedan pronunciarse en un sentido u otro. No obstante, los invitamos a participar, pero pasivamente.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el proyecto en debate, que varios Senadores presentaron, nació al calor de los movimientos estudiantiles, muy fuertes, que hubo el año pasado. Y, sin duda alguna, esta materia nos abre la posibilidad de realizar un estudio serio, razonable, meditado y de analizar las consecuencias de cada una de las cuestiones que aquí se formulen.



Por ello, yo voy a votar a favor la idea de legislar: para abrir este debate.



Es evidente que puedo tener visiones muy distintas respecto de lo que se señala que puede ocurrir. Y es evidente que se requiere hacer un análisis estricto, responsable y no tomar medidas precipitadas, influidos por el calor de algunos movimientos, que hacen que perdamos la razón sobre algo profundo y grande para nuestro país.



Yo reconozco el aporte del sector privado en la educación chilena.



Desde el año 1840 que los particulares han participado en la educación. Y hoy día, el mayor porcentaje de la educación primaria y universitaria se halla en el sector privado. Y lo han hecho bien, sin lugar a dudas.



Por eso, cada día sigue aumentando el número de padres que prefieren los establecimientos particulares subvencionados.



Ahora bien, aquí se han colocado eslóganes muy importantes, como el problema del lucro. ¿Qué es el lucro? ¿Es posible, entonces, que los profesores puedan recibir un mejor sueldo o cubrir los gastos de infraestructura o del personal de apoyo? Ellos, por supuesto, ganan su remuneración y en muchos establecimientos los mismos profesores son los propietarios, administradores y trabajadores.



Yo diría que más del 80 por ciento de los planteles  subvencionados ostentan esta calidad.



Por eso, cuando aquí se habla de que se va a perjudicar al sector subvencionado, yo no estoy en esa parada y no lo voy a estar. Sí estoy porque discutamos ahora y se efectúe un análisis al respecto. Y daré mis razones acerca de cada una de estas materias.



Ahora bien, en los diversos debates habidos respecto de la educación secundaria y universitaria, señalaba que una institucionalidad que discrimina al sistema privado está discriminando al 72 por ciento de los alumnos, los que coincidentemente son quienes tienen menores ingresos.



Por lo tanto, cuando queremos cortar la válvula del apoyo estatal, debemos pensar que les estamos quitando ayuda a muchos de esos jóvenes que estudian en establecimientos privados, en universidades privadas, que no pueden pagar.



Y ese es un punto que a mí me interesa analizarlo y llegar a una conclusión con todos nuestros colegas. Pero es evidente que nosotros aquí debemos realizar los estudios necesarios sobre esta materia.



¿Qué dice la Constitución? 



El número 10° del artículo 19 de nuestro ordenamiento constitucional establece el derecho a la educación y señala: “La educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida”.



Y agrega: “Los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos. Corresponderá al Estado otorgar especial protección al ejercicio de este derecho”.



De acuerdo a esa disposición constitucional, la educación es lo que capacita a la persona para vivir en sociedad, ejerciendo los derechos y cumpliendo las obligaciones pertinentes.



El derecho y el deber de educar a sus hijos son primariamente de los padres. Y la educación abarca todos los aspectos: religiosos, morales, intelectuales, físicos, afectivos y sociales.



¿Qué hemos visto con el traslado de la educación pública a la privada, de las universidades públicas a las privadas? ¿Hay una campaña donde se hable de ello? ¿O es la decisión soberana de los padres, quienes saben que lo más grande que pueden dejarles a sus hijos es la educación y, en consecuencia, se preocupan de que aprendan en prekínder, en kínder, en la básica, en la media y en la universitaria para que sean hombres útiles a la patria y el día de mañana puedan defenderse con esto que nos iguala a todos: la posibilidad de educarse?



Ese es el derecho que han ejercido. Nadie los ha inducido para que cambien a sus niños a los establecimientos particulares subvencionados o a los universitarios privados. 



La norma fundamental antes señalada se complementa con lo establecido en el artículo 19, número 11º, donde se consagra la libertad de enseñanza, que es la facultad de impartir educación pública o privada en la forma y condiciones que se estimen convenientes.



Dispone dicho precepto:



“La libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales.



“La libertad de enseñanza no tiene otras limitaciones que las impuestas por la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional.”. 



En esa norma el constituyente reafirma el principio de que los padres tienen el derecho a escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos”, lo que supone, indudablemente, un pluralismo en el sistema educacional, como ha ocurrido durante las últimas décadas en nuestro país.



Esa es la parte constitucional, que es la básica. Y nosotros no podemos atropellarla, porque la Carta tiene supremacía sobre las otras leyes, incluida la Orgánica Constitucional de Enseñanza. 



Pero uno de los fundamentos legales de esta iniciativa es la ley N° 20.370, General de Educación -contiene la Ley Orgánica Constitucional correspondiente-, que cumplió con el ordenamiento fundamental en orden a garantizar los derechos que contempla la Carta en el artículo 19, números 10º y 11º -ya comentados-, producto de un acuerdo ampliamente discutido en el Congreso Nacional. 



Ahora bien, la Comisión de Educación propone introducir al decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, modificaciones en los artículos 10, letra f), y 46, letra a), inciso segundo, y agregarle un artículo 64 bis, nuevo. Todo ello trae como consecuencia “prohibir todo aporte del Estado a los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro”. 



El fundamento de la conclusión anterior se origina en las propias normas contenidas en la ley N° 20.370, particularmente en los requisitos que el artículo 46 fija para efectuar el reconocimiento oficial a los establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, entre los cuales se encuentran: 



“a) Tener un sostenedor. Serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público, tales como las municipalidades y otras entidades creadas por ley, y las personas jurídicas de derecho privado cuyo objeto único sea la educación.”. Es decir, o son corporaciones o fundaciones, “entidades religiosas”, o...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Está terminando su tiempo, señor Senador. 



Tiene un minuto más.

El señor SABAG.- ¿No eran 10 minutos, señor Presidente? Yo estaba programado para hablar durante ese lapso, pero me cortaron el tiempo.

El señor ESPINA.- ¿Cuál es el tiempo, señor Secretario?

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero aclarar la situación: ¿eran o no 10 minutos?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Su Señoría ha hecho uso de la palabra por más de 9 minutos.

El señor SABAG.- Entonces, trataré de acortar mi exposición.



Surgen entonces, señor Presidente, las preguntas: ¿Qué pasa con todos los establecimientos educacionales reconocidos a la fecha? ¿No les asistiría a los sostenedores un derecho adquirido a impetrar la subvención? ¿O el Estado, que les está cambiando las reglas del juego, tendría que indemnizarlos, ya que muchos han invertido recursos propios en la construcción y funcionamiento de aquellos? ¿Puede el Estado hacerse cargo de todos esos establecimientos, donde está más de 60 por ciento de los estudiantes de nuestro país y casi 60 por ciento de los universitarios?



Si miramos la propiedad actual de los establecimientos de educación particular subvencionada, comprobamos que 85 por ciento del total de sostenedores tiene un solo colegio; 70 por ciento son profesores; la matrícula corresponde en 43 por ciento a las familias más vulnerables, y 67 por ciento de ellos son gratuitos. 



Aquí lo fundamental es que debemos activar la puesta en marcha de la Superintendencia y de la Agencia de Calidad de la Educación, que deben asegurar que todos los establecimientos educacionales, sin excepción, entreguen un servicio de calidad y tienen que suspender la subvención a todos aquellos que no cumplan los estándares previamente determinados. Con esto el Estado dispondría de una herramienta eficaz para controlar y exigir mejores rendimientos, pudiendo incluso terminar con el reconocimiento oficial de cada uno de ellos.



Señor Presidente, yo estoy totalmente de acuerdo en que discutamos aquí y en la Comisión todo lo que sea necesario. Pero no perjudiquemos lo mucho que hemos avanzado en este aspecto. Por cierto, eliminemos las injusticias y los abusos; convengo plenamente con ello. Pero no paralicemos algo que ha sido grande y provechoso para nuestro país. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero. 

El señor CANTERO.- A continuación, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, bien concreto y en directo: este proyecto impide que se entreguen recursos estatales -es decir, dinero de todos los chilenos- a sociedades con fines de lucro dedicadas a la educación. 



Me parece importante aprovechar esta instancia para intentar despejar parte de las numerosas dudas y confusiones que algunos pueden tener legítimamente o han intentado generar en esta materia, y además, desmitificar los escenarios apocalípticos que otros han anunciado con ocasión de este proyecto, como el de que más de un millón de educandos que asisten a escuelas con fines de lucro subvencionadas podrían quedarse sin estudiar o el de que este es el fin de la libertad de enseñanza en Chile.



En primer término, cabe señalar que esta iniciativa no pretende ni cercenar ni fustigar la libertad de emprendimiento, ni terminar con la provisión mixta de educación en Chile, ni restringir el derecho de los padres a elegir la educación de sus hijos como algunos han insinuado, incluso en esta Sala.



Muy por el contrario, su objetivo básico es evitar que quienes opten por lucrar -esto es, utilizar las utilidades de sus emprendimientos educacionales para aumentar legítimamente su patrimonio personal- lo hagan con recursos estatales.



En castellano -para que se entienda-, el que quiera lucrar en educación puede hacerlo. Pone su establecimiento educacional. La discusión consiste en si es correcto o no, legítimo o no, que la sociedad chilena, con sus impuestos, financie esa utilidad a fin de año. Porque lo que persigue este proyecto es que el excedente obtenido por el sostenedor del establecimiento educacional se reinvierta en educación -o sea, en mejores salarios, en mejor infraestructura, entre otras cosas- y no dé lugar a un retiro que va al bolsillo personal de esa persona. Eso, no porque el lucro sea un pecado -él es parte de nuestra sociedad-, sino porque aquello no puede hacerse con recursos de todos los chilenos.



Esa es la discusión. 



Entonces, no se trata de cercenamiento de la libertad de enseñanza, ni de que los niños no van a tener establecimiento donde estudiar, ni de que alguien no pueda lucrar con la educación si quiere hacerlo.



Hay otra visión, que sostiene que nunca debería haber lucro en la educación -¡punto!-, con recursos públicos o sin ellos. 



No es lo que dice este proyecto de ley. Él es más categórico y sencillo: “Si hay recursos públicos, usted no lucra con la educación”.



Entonces, esta iniciativa establece con claridad las reglas del juego, condicionando la recepción de recursos públicos en materia educativa a que no se lucre con ellos.



Las pocas escuelas que quieran seguir lucrando podrán hacerlo. Y a los padres les será factible escogerlas.



Las libertades de enseñanza y de elegir el establecimiento están ahí. Pero no nos parece justo que los sostenedores se enriquezcan a costa de subvenciones provenientes de los bolsillos de todos los chilenos, menos aún cuando ha quedado demostrado que no necesariamente los establecimientos con fines de lucro entregan una educación mejor. Está transversalmente probado que ello depende de otras condicionantes, como los factores socioeconómicos y culturales de las familias de los estudiantes.



Según este proyecto, ¿para quién es la subvención? ¿Para los alumnos o para el sostenedor? Es para los alumnos. En consecuencia, se propone avanzar hacia un esquema donde la subvención escolar general deje de ser de libre disposición del sostenedor y pase, tal como ocurre con la subvención escolar preferencial, a estar afecta al cumplimiento de fines educativos, tales como (y los voy a enumerar, señor Presidente, porque dicen “Y para qué son los recursos si no”):



a) Pago de las remuneraciones del personal docente, directivo y asistente de la educación.



b) Adquisición de toda clase de materiales, recursos didácticos e insumos complementarios que sean útiles en el proceso integral de la enseñanza y aprendizaje del alumno.



c) Adquisición de materiales e insumos necesarios para la buena administración de la unidad educativa.



d) Adquisición o arriendo del inmueble donde operará la unidad educativa, así como el mobiliario para ejercer la función educacional y los gastos asociados a su total administración, reparación, mantención de los bienes inmuebles o muebles precitados.



e) Cualquier otra inversión destinada al servicio de la función docente.



La subvención educacional, en su carácter de subsidio estatal para los alumnos, no ingresará al patrimonio del sostenedor, sino que solo estará bajo su administración; deberá rendirse cuenta detallada de su uso y la fiscalización de ello quedará en manos de la nueva Superintendencia de Educación.



En suma, seguirá habiendo subvención escolar para todos los estudiantes que hoy la reciben, con independencia del establecimiento donde estudien (municipal o subvencionado), pero estará condicionada a ser utilizada exclusivamente en fines educacionales.



Dado el interés público que hay en materia educativa, la Constitución habilita al Estado para establecer las reglas del juego sobre cuya base se podrá acceder o no a los subsidios públicos.



En suma, señor Presidente, esta iniciativa de ley permite poner en el debate un asunto serio, respecto del cual nuestra sociedad finalmente viene madurando, en que el chileno consumidor termina siendo derrotado por el chileno ciudadano, quien desea ejercer de mejor manera sus derechos y decidir cómo quiere que se gasten los recursos públicos.



Sé que hay pequeños establecimientos organizados hoy bajo la estructura del fin de lucro y que no pretenden hacerse ricos con eso. Pero existen fórmulas jurídicas que pueden cautelar el legítimo interés de proveer educación con un proyecto educativo de calidad y que al mismo tiempo permita sostener el establecimiento y tener sus finanzas equilibradas.



La pregunta que debe responder la sociedad chilena -y lo va a hacer a través del Parlamento- es si resulta correcto o no que con dineros públicos algunos intenten financiar un lucro que no corresponde.



No me parece que haya sostenedores que con los recursos de todos los chilenos terminen financiando, como he escuchado por ahí, la segunda casa de veraneo o el automóvil adicional.



Ciertamente, no queremos eso. Pero en la discusión en particular vamos a preocuparnos de no afectar a las pequeñas comunidades educativas, muchas de ellas constituidas por profesores, que ven amenazas o tienen serios temores en cuanto a cómo se va a desarrollar este proyecto de ley.



No somos ciegos ni lesos. Pero debo decir que la cuestión de fondo es otra: va a haber un cambio estructural en el financiamiento y la organización de la educación en Chile.



Ese es el problema de fondo de esta iniciativa. Y durante el trámite particular en la Comisión velaremos por que se dé una respuesta adecuada a las legítimas preocupaciones de muchos sostenedores existentes a lo largo del país.



Reitero: este proyecto de ley, en lo grueso, apunta a una mejor educación y a la mayor equidad.



He dicho.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, como Comité, pido abrir la votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala?

El señor COLOMA.- No.

El señor ORPIS.- Es que no ha terminado el debate.

La señora RINCÓN.- ¡Si continúa, pues!

El señor QUINTANA.- ¡Llevamos ya tres días!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se podría seguir con los mismos tiempos destinados a las intervenciones.

La señora RINCÓN.- ¡Llevamos tres días con este proyecto, señor Presidente, y nunca podemos votarlo!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se abrirá la votación, manteniendo los mismos tiempos destinados a las intervenciones.

La señora RINCÓN.- Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la idea de legislar.


--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, la moción que dio origen a esta iniciativa busca regular un aspecto de la relación contractual entre quien provee el servicio y el Estado, en un caso, y el Estado y los apoderados, en otro. Procura que no exista lucro con dineros públicos, es decir, que los recursos de la subvención para la educación se destinen al logro de una educación de calidad con equidad.



En tal sentido, quiero valorar que en el Congreso Nacional, y particularmente en el Senado, se haya conseguido un acuerdo entre un grupo transversal de parlamentarios.



Dije en todos los tonos, cada vez que pude, a lo largo del año recién ido, que la instancia donde se establecen los acuerdos, el espacio republicano y democrático para el debate de las transformaciones institucionales que el país requiere en materia de educación, no estaba ni en La Moneda ni en la Alameda, sino en el Parlamento, que es el lugar donde se tienen que buscar los entendimientos y los grandes consensos para el propósito tan noble de lograr calidad y equidad en el sistema educacional.



También he señalado que se requiere un nuevo acuerdo político sobre un modelo educativo que garantice las expectativas de calidad y equidad, y asimismo, que la educación ha de entenderse como un bien público que se entrega a instancias de la acción del Estado, quien debe garantizar un servicio gratuito al que los ciudadanos accedan con entera libertad.



La educación no puede ser entendida como un negocio. Mucho menos, como un espacio orientado a maximizar las utilidades y a minimizar los costos.



Eso es precisamente lo que nunca debiera estar vinculado al quehacer educacional.



Por cierto, un negocio persigue aquello: maximizar utilidades y minimizar los costos.



Al revés, la educación debe ser entendida como un derecho básico de todos los niños y niñas de este país que les permita una formación integral como ciudadanos, desarrollar sus competencias sociales y cognitivas en el marco de un sistema que efectivamente garantice equidad y calidad.



Valoro que un grupo transversal de Senadores (de la Concertación y de la Coalición), asumiendo la responsabilidad que nos cabe en esta importante materia, haya podido establecer un acuerdo para avanzar en una moción que busca garantizar el buen uso de los recursos públicos en materia educativa y que tiene la virtud de abrir el debate sobre una aspiración ampliamente compartida por la sociedad: concebir la educación como un bien público que el Estado ha de garantizar, con miras a otorgar una educación escolar y preescolar equitativa, liberando a las familias chilenas (particularmente a los más pobres y a la clase media) de la carga que significa tener que actuar en el copago para poder acceder, como es hoy, a una formación de calidad, la que, por lo demás, no siempre se alcanza.



Adherimos a la idea de que la educación de calidad se reconozca en los distintos niveles como un derecho inalienable y esencial de todo chileno.



Ese grupo transversal de parlamentarios valora la provisión mixta en educación.



No estamos en contra de la educación particular, ni tampoco de la particular subvencionada. Sin embargo, creemos necesario avanzar en su regulación, a fin de que opere bajo parámetros establecidos por la ley, asegurando la entrega de una educación de calidad.



Deseamos que el Estado garantice el buen uso de los recursos públicos en materia educativa condicionando el uso de la subvención exclusivamente al cumplimiento de fines educativos e imponiendo exigencias en materia de transparencia y rendición de cuentas.



Quiero también abrir una reflexión respecto de la cobertura, en la cual hemos avanzado en forma significativa.



En algunas áreas, particularmente en la educación superior, hemos exagerado la importancia del logro, porque si bien es cierto que se registra un progreso -es decir, hay más alumnos matriculados-, se observan algunas cuestiones perversas que más bien se deben a motivaciones de mercado que a requerimientos del país.



Es evidente que un número de estudiantes universitarios se encuentra matriculado en carreras que no garantizan la calidad, mucho menos la equidad, y, en definitiva, me parece que ello constituye un fraude.



La relación internacional es de ocho técnicos por cada ingeniero. En Chile se da una relación inversa, es decir, de ocho alumnos universitarios por cada estudiante técnico. Es una cuestión que estimo francamente muy arbitraria y que se debe a que el mercado no exhibe ninguna transparencia.



Pero vale la pena destacar que hemos avanzado sustantivamente -repito- en cobertura y que la población escolar irá decreciendo, dada nuestra pirámide poblacional.



Otro aspecto relevante es que la situación fiscal del Estado ha cambiado en forma esencial.



Vamos ahora a los aspectos de fondo.



La calidad es un imperativo para el conjunto del sistema escolar. La razón es simple: no podemos ser complacientes con una mala educación de nuestros niños y jóvenes y condenarlos a una vida que parte con enormes desventajas en conocimientos y destrezas.



Los logros educativos no están asociados a la naturaleza del establecimiento. De ahí que nuestro desafío sea avanzar hacia un sistema que garantice estándares de calidad. Es el Estado el que tiene que establecer estos últimos y, en particular, garantizarlos en todas las instancias, jugándose definitivamente por la educación pública para que pueda alcanzar ese propósito.



En ese sentido, vale la pena señalar que ello tiene que estar asociado a un valor. Queremos hoy una educación de un precio que bordea los 90 mil o 100 mil pesos y la subvención escolar que entrega el Estado es del orden de los 50 mil. O sea, alcanzamos a cubrir la mitad del costo que representa el estándar al cual aspiramos. Francamente, constituye un engaño o un fraude, entonces, reclamar en ese sentido.



Ahora, se ha dicho por ahí que el proyecto tiende a eliminar los colegios particulares subvencionados. Eso se encuentra completamente alejado de la realidad. Es una falsedad. Lo que se busca es, simplemente, regular.



Para eso se establecieron criterios de qué es lo que debe irrogar gasto dentro del sistema educacional: el pago de remuneraciones de personal, directivos, asistentes de la educación, así como también por concepto de administración; la adquisición de toda clase de materiales, recursos didácticos e insumos; la adquisición de materiales e insumos necesarios para la buena administración de la unidad educativa; la adquisición o arriendo de inmuebles, y cualquier otra inversión destinada a la función docente.



En ese marco, no hay ningún problema para utilizar la subvención educacional con entera legitimidad.



Dado el interés público en juego, la Constitución habilita al Estado para establecer las reglas que deben regir este quehacer, en particular cuando se trata de subsidios públicos.



Cabe destacar que la iniciativa es complementaria al compromiso del Gobierno de aumentar progresivamente el valor de la subvención escolar. Reitero que este último tiene que estar íntimamente vinculado al estándar que queremos alcanzar.



En definitiva, no se atenta contra la educación particular subvencionada ni tampoco contra la educación particular. Lo que se busca es que la educación pública pueda cumplir efectivamente sus propósitos al aumentarse sus recursos y que la educación particular subvencionada cuente con los estándares pertinentes para garantizar calidad y equidad.



Por esas razones, señor Presidente, voto a favor.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, quisiera consignar que hago mías las reservas de constitucionalidad formuladas por otros señores Senadores en relación con el proyecto.



Creo que la iniciativa vulnera la garantía constitucional del derecho a la educación; la garantía constitucional de que “Los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos.”; el número 11° del artículo 19 de la Carta Fundamental, el cual expresa que “La libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales.”, y, por supuesto, la garantía constitucional de que “Los padres tienen el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos.”.



Dicho lo anterior en materia constitucional, debo remitirme también a situaciones de hecho.



Anoche se dieron a conocer los resultados de la Prueba de Selección Universitaria. En la Región de La Araucanía registramos 13 puntajes nacionales, 9 de ellos en la capital regional, Temuco. De estos últimos, 6 los obtuvo el Liceo Camilo Henríquez.



Pues bien, ese establecimiento es una sociedad conformada por profesores hace aproximadamente unos 20 años y logra tales resultados.



Los padres y los apoderados se amanecen para poder matricular allí a los niños, porque les están garantizando calidad de enseñanza. Es donde encuentran lo que quieren para sus hijos.



Aprobar el proyecto de ley significaría dejar sin subvención al Liceo por perseguir fines de lucro; significaría dejar a más de 2 mil alumnos sin saber dónde estudiar.



Y creo que, en lugar de beneficiar y mejorar la educación, ocasionaríamos un grave perjuicio.



Otro establecimiento emblemático es el Colegio Anglicano Para Niños Sordos, de Temuco.



No creo que gane un peso, para ser franco; pero se incluye entre las sociedades que persiguen fines de lucro. 



No puedo llegar a decirles: “A partir de tal fecha dejarán de recibir la subvención educacional, porque se aprobó una ley en el Congreso”.



Me parece que, en estas situaciones concretas y en las de muchos otros establecimientos particulares subvencionados que aparecen, en la práctica, con fines de lucro, habiendo sido reiteradamente premiados por sus buenos resultados en la Prueba SIMCE, estaríamos ocasionando un grave daño al aprobar el proyecto de ley, en lugar de que este fuera una contribución al desarrollo del país, al mejoramiento de la educación.



Y estaríamos obligando a esos colegios a desaparecer, porque los padres no tendrían cómo pagar la mensualidad, y a esas personas a buscar otras alternativas que, probablemente, no se hallan a la misma altura en calidad, con los rendimientos y resultados que he señalado.



Se nos ha dicho que la iniciativa se va a modificar en la discusión particular; que, en lugar de prohibirse los aportes estatales a los establecimientos particulares subvencionados que persiguen fines de lucro, la medida se va a cambiar por determinadas exigencias de información financiera, económica, administrativa, de mayor transparencia.



Pero quiero recordar, señor Presidente, que eso es precisamente lo que hicimos cuando legislamos para crear la Superintendencia de Educación. Al revisar lo que aprobamos recién el año pasado y las exigencias que recaen en los sostenedores particulares, que tienen que detallar ante padres y apoderados y toda la comunidad educativa los aportes que reciben, estatales y privados, e indicar en qué los han invertido, entonces no veo justificación para el proyecto. Ello, porque a la mayor transparencia, a la mayor información que seguramente se piensa exigir luego en la discusión particular, los colegios particulares subvencionados ya se encuentran obligados, en virtud de las normas de la Superintendencia.



Finalmente, creo que también tenemos la obligación de ser consecuentes con nuestra historia: la educación particular subvencionada ha existido en Chile desde hace más de 150 años.



Represento aquí a la Novena Región, con sus particularidades. Pues bien, personas privadas, naturales o jurídicas, llegaron a esa zona a abrir colegios mucho antes que el Estado. La Araucanía tiene mucho que agradecer a quienes fueron pioneros de la educación particular subvencionada en esos años en los que existía en la ley una subvención, pero que se pagaba una vez al año o cada dos años y era una cantidad ínfima. Así y todo, impartieron enseñanza. Así y todo, formaron a generaciones.



Por eso, en 1981, cuando se reconoció igual trato ante la ley y se dio la misma subvención, creo que se hizo una profunda justicia a esas personas que llegaron a entregar educación mucho antes que el Estado, como dije.



No retrocedamos en el tiempo. No volvamos atrás. Mejoremos lo que es preciso mejorar, pero no le neguemos el derecho a ser educadora a gente que se lo ha ganado con esfuerzo. Ella se ha ganado con el sudor de su frente el derecho a tener establecimientos particulares subvencionados. Se lo ha ganado sabiendo ser buena empleadora. Se lo ha ganado sabiendo construir establecimientos educacionales en lo físico y lo espiritual. Se lo ha ganado de corazón por ser educadora de corazón.



Voto que no.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hago presente a nuestros invitados que está prohibida cualquier manifestación.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina,

El señor ESPINA.- Señor Presidente, con toda franqueza, quiero expresar que este es uno de los proyectos a mi juicio más negativo, discriminador y dañino presentado en el ámbito de la educación en muchos años.



Y quiero fundamentar mi afirmación.



El texto apunta, fundamentalmente, a prohibir la obtención de una legítima ganancia a quienes realizan un emprendimiento educacional y utilizan recursos públicos. Su concepto es: “Si usted recibe recursos públicos, no puede obtener lo que se denomina lucro”.



Esta última palabra, de acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española, significa, en concreto: “Ganancia o provecho que se saca por algo”.



Entiendo que esta va a ser la primera etapa, porque si los autores de la moción son coherentes, debieran prohibir luego la legítima ganancia en la vivienda, en la alimentación en los establecimientos educacionales y en la política.



Y quiero explicar por qué.



El Estado destina 970 mil millones de pesos a subsidios habitacionales cuyo objetivo es la construcción o reparación de viviendas, obras que realizan empresas constructoras con fines de lucro. Si existiera coherencia, sería preciso pedir que esas entidades no pudieran llevarlas a cabo, porque ello se opone a la idea matriz de la iniciativa.



Pero los parlamentarios también recibimos del Estado 18 mil millones de pesos en la última elección. ¿Para qué? Para financiar nuestras campañas. ¿Y esa plata a quién se la pagamos? A empresas que realizaban publicidad, a radios, en fin, por actividades propias de esa época. ¿Y ellas trabajaban por amor al arte? Lo hacían por un legítimo lucro.



Si existe coherencia, debiera concluirse que esas entidades, como no es posible lucrar con platas públicas, no podrían haber obtenido los recursos, por lo que estos serían mal habidos.



Y si nos vamos a la JUNAEB, señor Presidente, dos millones de alumnos reciben alimentación por 380 mil millones de pesos anuales. ¿Proporcionada por quién? Por empresas con fines de lucro.



Los casos anteriores dicen relación -repito- con la coherencia. Es la posición que representaría al socialismo ortodoxo, legítimo en democracia, válido, ganador de elecciones, pero respecto del cual el Senador que habla y su Partido se hallan a una distancia sideral.



Deseo consignar quiénes serían las víctimas del proyecto. Porque por algo se presenta. Se supone que ganan plata en forma indebida. Son 4 mil 500 colegios, donde estudia un millón 245 mil alumnos, los que representan el 33,7 por ciento de la educación en nuestro país.



La portada de “La Tercera” dice hoy día que los establecimientos subvencionados lograron un número récord de puntajes nacionales en la Prueba de Selección Universitaria.



Pero ¿quién es esta gente que lucra indebidamente? El 83 por ciento de los sostenedores, señor Presidente -y es bueno tenerlo en cuenta-, tienen solo un colegio, con un promedio de 324 alumnos. Y el 70 por ciento de los establecimientos particulares con fines de lucro pertenecen a ¡profesores! que cometieron el “crimen”, en vez de irse a trabajar a uno del sector municipalizado, de iniciar su emprendimiento en donde nadie más quería hacerlo, de trasladarse a zonas rurales o a comunas en donde no llegaba el colegio municipal, de endeudarse con recursos propios, de generar una infraestructura para poder proporcionar educación.



¿Imparten buena o mala enseñanza? Al menos admitamos algo: es levemente mejor que la de los establecimientos municipales.



¿Y a qué alumnos reciben? ¿A los ricos? ¡No, señor! Al 40 por ciento de los más pobres.



La mitad de ellos carece de financiamiento compartido. Y este es 14 por ciento inferior, en el caso de existir, que el de los colegios sin fines de lucro.



Aplican proyectos laicos y pluralistas. En cambio, los que no persiguen fines de lucro, en su gran mayoría, concentran otros de carácter religioso.



Y permiten, por último, la diversidad educativa.



Porque, además, con el proyecto se discrimina a los pobres y la clase media. El que es rico o dispone de recursos legítimamente ganados puede llevar a su hijo a un colegio particular pagado. Y está bien. Nadie lo objeta. El que no cuenta con los medios suficientes puede elegir hoy día entre un establecimiento municipal, uno subvencionado con fines de lucro y uno sin fines de lucro, y lo que se le está diciendo es que no podrá hacerlo en el caso de un colegio particular con fines de lucro, porque se va a acabar la legítima ganancia de un profesor que lleva a cabo un emprendimiento para dar educación de calidad.



¿Hay malos establecimientos particulares subvencionados? Por supuesto. Como los hay entre los municipales o las universidades. Pero esto es como el chiste de don Otto: se vende el sofá. Creamos la Agencia Acreditadora para la Calidad de la Educación y la Superintendencia a fin de regular y castigar a los colegios que imparten una educación deficiente, los cuales son apoyados primero para que salgan adelante, y de sacar del sistema, si no lo logran, a los malos colegios, tengan o no fines de lucro.



Lo importante no es avanzar en una ley para realizar lo que en la demagogia de la calle se expresa con mucha facilidad: “El término del lucro”. Porque cuando uno legisla a lo menos debe respetar a los que piensan distinto.



Desde mi perspectiva, durante todos estos años se ha permitido que crezcan colegios, cuyos dueños en su mayoría son profesores, y que se reciba una legítima ganancia por ese emprendimiento. 



Si lo hacen mal, señor Presidente, entonces, persigan o no lucro, deben ser sacados del sistema. Pero si lo hacen bien, ¿por qué castigarlos? ¿Por qué impedir que un padre elija libremente si lleva a su hijo a un colegio sin fines de lucro o con fines de lucro? Y estos establecimientos educacionales son tan negativos -supuestamente- que han crecido de la siguiente manera:



En 1992 sus alumnos eran 529 mil. Y al año 2009 esa cifra había aumentado, libre y voluntariamente, a un millón 54 mil. ¡Quinientas mil familias chilenas resolvieron cambiar a sus niños desde un colegio municipalizado a uno particular subvencionado con fines de lucro! ¿Qué culpa tienen ellos? ¿Por qué los discriminan?



Se dice que se quiere regular esta materia. ¡Que se regule, señor Presidente! Si existe una ley, aprobada por este Parlamento, que establece la Superintendencia de Educación y la Agencia Acreditadora de la Calidad de la Educación, para que la persona que abuse sea drástica y duramente castigada por ello. Pero no podemos hacer pagar a justos por pecadores, porque eso sería una arbitrariedad infinita.



Finalmente, alguien podría señalar que este es mi parecer -por cierto, he sido encargado por mi Partido para este tema, y se lo agradezco-, pero quiero dar a conocer la opinión del empresario de educación don Walter Oliva, dos veces Vicepresidente del Partido Demócrata Cristiano, y Consejero Nacional de este conglomerado.



Él declaró: “Pero si hay colegios, como los nuestros” -que persiguen fines de lucro- “que están funcionando bien, que tienen un compromiso con la calidad, buenos resultados en el SIMCE y buenos porcentajes de ingreso a la universidad, me parece legítimo que obtengan una utilidad por esa gestión”.



Al mencionarle que en su partido la mayoría es contraria al lucro, él afirmó lo siguiente: 



“Es una situación muy incómoda. Nosotros somos una sociedad” -sus establecimientos educacionales- “que tiene 41 años en el sector, tenemos el orgullo de decir que lo hemos hecho bien y lo muestran nuestros resultados. Tenemos un buen cuerpo de profesores y un buen cuerpo directivo. Lo lógico sería que te consultaran, pero hay mucha gente que quiere prescindir de la opinión de uno”.



Reitero: se trata de un ex Vicepresidente del Partido Demócrata Cristiano.

El señor ROSSI.- ¡Que se vaya a RN...!

El señor ESPINA.- Y luego, señor Presidente, está la opinión de doña Mariana Aylwin, ex Ministra e hija de un Presidente de la República, quien, al preguntarle sobre esta materia, aseveró:



“En el caso escolar, un tercio de la matrícula y de los colegios son con fines de lucro. Un porcentaje importante atiende a sectores vulnerables. No cobran financiamiento compartido”.



 “La mayoría de los sostenedores de colegios subvencionados con fines de lucro tienen un solo colegio, muchas veces muy pequeño. El lucro en la práctica es un sueldo para la subsistencia y recuperación de las inversiones. Los más están pagando deudas”.



Esas palabras -termino en un minuto, señor Presidente-, no provienen de alguien de la Derecha, sino de dos personas destacadas del Partido Demócrata Cristiano, quienes han realizado emprendimientos que han ayudado a la educación en Chile.



Por tales consideraciones, señor Presidente, votaré abierta y resueltamente en contra de este proyecto. Porque no resuelve los problemas de calidad, de gestión o de financiamiento; atenta contra la libertad de elegir de los padres; discrimina arbitrariamente a las familias más humildes, que pierden su derecho a elección; y perjudica a más de un millón 200 mil estudiantes y a 4 mil 500 colegios -el 70 por ciento de los cuales pertenece a un profesor-, por el solo hecho de percibir la legítima ganancia que merece cualquier emprendimiento en un país que desea progresar.



Voto que no.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- He sido bastante moderado con las visitas en las tribunas. Pero es la última vez que lo voy a ser. El Reglamento me obliga a que a la tercera advertencia los desaloje, y les pido a quienes nos acompañan en ellas que comprendan que sus manifestaciones en nada cambian las opiniones de quienes se encuentran en la Sala. Este no es un lugar para venir a reaccionar desde las galerías ante el debate que se desarrolla. Les asiste el derecho a participar, pero les ruego que respeten el Reglamento. Tenemos normas, y voy a exigir que se cumplan para todos.



Es la última advertencia que voy a hacer.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, voy a votar en contra de esta iniciativa de ley, pero quiero entregar una mirada diferente respecto del problema.



Aquí se han mencionado distintos antecedentes sobre los colegios particulares subvencionados y el mérito que les corresponde en el desarrollo de la educación en nuestro país. Sin embargo, pienso que el foco esencial debe dirigirse a otro ámbito, porque toda la demanda en materia educacional ha de apuntar al alumno. 



Ese es el foco esencial. Y en Chile, desde mi punto de vista, han existido dos grandes dificultades, particularmente con los sectores más vulnerables: el acceso y la calidad. 



Se trata del centro del debate. Y este proyecto no aborda ninguno de esos elementos fundamentales: ni la calidad ni el acceso.



Por eso, señor Presidente, enfrento esta iniciativa sin prejuicios de naturaleza alguna. Porque aquí el tema central no se halla en la defensa de unos u otros, sino en la defensa de la calidad y el acceso.



Desde mi perspectiva, lo que le interesa a un padre, sobre todo de sectores vulnerables, es que su hijo acceda a una buena calidad de enseñanza. Y eso se da por otros parámetros, entregados fundamentalmente por la determinación de estándares mínimos en materia educacional.



Independiente de cuál sea la naturaleza jurídica del colegio que imparte la enseñanza: particular pagado, particular subvencionado o municipal, de no cumplirse ciertos estándares mínimos -para mí, ahí debería estar el centro del debate-, ese establecimiento, ese sostenedor no puede seguir ejerciendo la función educacional. ¡Así de categórico!



Y, a mi juicio, el lucro es un tema completamente accidental, porque no apunta a ese tema esencial. ¡Qué le puede importar a un padre, a un apoderado, el colocar a su hijo en un colegio particular subvencionado o municipal si al final ese establecimiento obtiene malos resultados! El foco de un padre al tomar la decisión debe ser cuál colegio garantiza recibir la mejor educación.



Eso no depende de las estructuras, sino de la función educacional que se realiza al interior de cada establecimiento. 



El día de mañana sería posible extremar el argumento planteando que se acaben los colegios particulares con y sin fines de lucro y que solo sea correcta la enseñanza financiada por el Estado. Y podríamos cometer el error histórico de que ese cambio estructural no estuviera avalado por buenos resultados en materia educacional.



En consecuencia -tal como lo señalé-, el centro del debate parlamentario debe hallarse en otro ámbito: en asegurar los mejores estándares educacionales, que ojalá sean progresivos, vayan aumentando en el tiempo y comprendan a los sectores vulnerables.



Revisando los indicadores del SIMCE, en espacio de cuadras uno se puede encontrar con diferencias notables en materia educacional. En una misma población, las diferencias en los resultados son notables. Y cuando uno empieza a analizar por qué se produce aquello muchas veces descubre que, más allá de que el colegio respectivo tenga o no fines de lucro, lo más probable es que disponga de un muy buen director, un estamento docente comprometido y un proyecto educativo específico. Al final, ello es avalado con buenos resultados.



Nunca me voy a olvidar, señor Presidente, de que algunos años atrás uno de los mejores resultados académicos en el SIMCE se produjo en Tierra del Fuego, concretamente en Cerro Sombrero, en un colegio municipal. Y quise ir a ver por qué se dio tan buen resultado.



La respuesta estaba a la vista: había un municipio comprometido con la educación, que entendía que ella no es un gasto, sino una inversión; un proyecto educativo específico; apoderados y profesores comprometidos. Y esa realidad, si uno revisa las cifras del SIMCE, se encuentra en variadas estructuras educacionales.



En definitiva, señor Presidente, creo que hemos cometido un error al privilegiar las estructuras por sobre el resultado. Y, más allá de la estructura jurídica que tenga un colegio y de que persiga o no fines de lucro -por eso decía que enfrento este debate sin ningún tipo de prejuicio-, si un sostenedor no cumple los estándares mínimos no se puede seguir desenvolviendo en el campo educacional. Y el apoderado debe disponer de todas las opciones, sin limitaciones, en el ámbito docente, educativo.



Cuando colocamos las estructuras por sobre lo esencial: los resultados, podemos cometer el error histórico de limitar e impedir el desarrollo de proyectos educacionales que eleven la calidad de la enseñanza, que constituye el elemento esencial por el cual se generó todo el debate habido el año anterior.



Ahí tenemos que colocar el foco, y no en temas accidentales como el que se aborda en esta iniciativa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- 
Señor Presidente, primero que todo, declaro mi admiración por la inteligencia de algunos señores de la Derecha, quienes han sido extremadamente claros al usar el argumento ad hóminem respecto de lo que piensan algunos Senadores, Diputados o dirigentes de la Democracia Cristiana.



Quiero decir que nuestro Partido es disciplinado, pero respeta la libre disposición de las conciencias de sus miembros para sostener formas distintas de mirar un mismo problema, por muy importante que sea. Así también lo hace la Derecha democrática que integra hoy día esta Corporación, al permitir que algunos personeros de su bando hayan firmado este proyecto, que los Senadores conocen perfectamente bien. Cuatro colegas que lo suscribieron provienen de sectores de la Derecha, y me alegra que tengan esa capacidad de apertura.



Eso es lo primero.



Segundo, creo que el gran problema que nos ha afectado en materia de educación radica en no haber sido fieles a la definición exacta del término usado en esta discusión.



Aquí se quiere cambiar por ley el significado de las palabras y las frases. Un señor Senador mencionó lo que era el lucro. Yo podría hacerlo a través de la visión de la Iglesia Católica -a la que él pertenece-, reflejada en 47 definiciones, que sería bueno discutir alguna vez.



Pero, a mi juicio, los señores Senadores de la Derecha están ya sobrepasando esa capacidad de cambiar el sentido de las palabras.



Fíjense que en el día de hoy apareció en la prensa lo siguiente: “Ministro Beyer explicó por qué se habla de `régimen militar`”. ¡Por ley se cambia el sentido de la historia! Ya no es dictadura, en circunstancias de que ese régimen nefasto para Chile, que implica el afán de determinadas personas de actuar de manera personal sin ajustarse a las leyes, cuando lo lleva a eso el bien público, es la mejor descripción de “dictadura”. En vez de imputarnos el pertenecer a un grupo que quiere denostar al régimen de Pinochet, deberían agradecernos porque deberíamos haber usado el término “tiranía”.

El señor ROSSI.- ¡Fue una tiranía!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Segundo, señor Presidente, para que entendamos la mentalidad con que funcionamos en el Senado -porque no se trata solo de palabras, sino también de mentalidades-, debo decir que los señores dirigentes de los Partidos de la Alianza han criticado incluso a su Presidente por hablar con la ex Jefa del Estado señora Bachelet.



Menciono lo anterior, porque es la única manera de enfocar el fondo de la cuestión.



Y, volviendo a lo primero, cuando se dice que determinados personeros de la Democracia Cristiana sostienen una visión sobre el tema del lucro, debo decir que ella no me interpreta. Por lo tanto, estoy claro de que no representa la visión oficial de nuestro Partido para todos los efectos del caso.



Entonces, ¿de qué hablamos, señor Presidente? De una cosa muy simple: hay tres maneras de enfrentar la enseñanza en Chile.



Por un lado, desde el punto de vista de la educación pública que, por desgracia, se municipalizó en los tiempos de la “ex dictadura” -ahora “régimen militar”-, y se minimizó.



En el otro extremo, en cuanto a las personas que reciben una enseñanza privada sin ningún aporte del Estado: colegios A, B, C o equis. Está bien. A ellos asisten los que más riqueza poseen, porque esto no se puede entender sin tener claro que nuestro país es el peor del mundo en materia de distribución del ingreso y de concentración -salvo algunas naciones de África-, porque se les permite a algunas personas tener de todo.



Y, por último, respecto al tema de los particulares subvencionados por el Estado.



Ahora, cuál es la lógica y el sentido de lo que estamos planteando -por eso di a conocer antes esos puntos concretos-. Que cuando se empieza a tergiversar el significado de las palabras comienzan a interpretarse de una manera inadecuada.



Si algún señor Senador extrapola lo que proponemos a que queremos evitar la educación público-privada o subvencionada -como se le quiera llamar- está entendiendo en forma equivocada el propósito de la iniciativa.



El lucro, de acuerdo a cualquier definición, significa la ganancia obtenida por una persona en el ejercicio de su actividad de empresario o de su trabajo. Gana, percibe utilidades, se lucra con eso y puede comprar lo que quiera. Si lo desea adquiere tres o veinticinco casas. Me da lo mismo.



Pero lo que criticamos es que la mayoría de estos personeros -en verdad, bastaría que fuera uno; alguna señora que todos conocemos por un nombre y cuyo verdadero apelativo no quiero saber- ganan plata con el aporte del Estado más allá de lo que significa una buena educación, una estructura y un ingreso legítimo.



En su momento, monseñor Ezzati propuso que dijéramos que se podía ganar cerca de 3 a 5 por ciento.



Lo que queremos son dos cosas.



La primera, que aquella persona que tiene un establecimiento educacional gane lo necesario para hacer bien su tarea y vivir en buena forma. Lo que no queremos es que con esa plata se armen cadenas de restoranes o se construyan edificios, que la gente gane más de lo que corresponde. Si quieren llamarlo lucro ilegítimo, le ponemos el adjetivo de “ilegítimo”. Si en la discusión particular desean una fórmula distinta, bueno, lo analizaremos. Pero lo que no se puede decir aquí es que los que tienen colegios subvencionados son todos unos santos que vienen a la tierra a redimir a sus alumnos, porque eso tampoco es verdad.



Por lo tanto, se trata de discutir en esencia lo que estamos diciendo: que respetemos el castellano o el sentido de las palabras.



¡Cómo vamos a aceptar que no haya colegios subvencionados! ¡Si no somos imbéciles! Se podrá estar en desacuerdo con nuestras ideas, pero los Senadores de la Concertación tenemos una tarea de largo plazo. Y este asunto lo venimos planteando desde hace muchísimos años.



Segundo: lo que no aceptamos es que la plata del Estado para atender a jóvenes se gaste en cosas distintas, en niveles usurarios. Por ende, debemos resolver en mejor forma ese punto.



Finalmente, señor Presidente, quiero pedirles a los señores Senadores que de aquí en adelante actuemos en este tema a la luz del exacto nombre de las cosas, con una discusión sin exageraciones, y en términos de que se sepa que aquí nadie está -aunque en un momento pudo haberse pensado- por un sistema de educación más centralizado en el Estado. ¡No estamos en eso! Pero tampoco somos partidarios de un régimen de liberalismo absoluto, como el que rigió durante la dictadura -actualmente llamada “Régimen militar”, como una forma de liberar a los civiles que participaron en ella-, y, por lo tanto, debemos hacer las cosas más en concreto, más sistemáticamente y sin aseveraciones que signifiquen imputar lo peor de todo. 



Voto que sí, señor Presidente, porque creo que tenemos la razón.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, la verdad es que, en un proyecto tan relevante en el ámbito de la educación, me sorprende que, así como antes un Ministro de este Gobierno intentó bajar las horas de Historia, hoy tengamos a otro que quiere cambiar la historia. 



Yo espero que en los próximos días -se lo decía al Ministro Larroulet- el Gobierno emita un pronunciamiento, pues considero tremendamente grave que se intente cambiar la historia, en especial porque muchos queremos que los hechos que ocurrieron en Chile no vuelvan a repetirse. 



Eso también es parte de la educación.



Asimismo, quisiera señalarle al Senador Espina -por su intermedio, señor Presidente- que hay una pequeña diferencia entre el lucro y el cobro de un salario por la realización de un trabajo.



Me parece superimportante porque, cuando se criticaba a los dirigentes estudiantiles, algunos les decían -y esto lo saqué literal-: “Si reclaman por el lucro en la educación, ¡entonces después deberían trabajar gratis!”.



Eso es, derechamente, un error conceptual grosero. Es muy distinto, en términos económicos, el retorno de excedentes producto de la inversión de dineros en una actividad comercial que el cobro de un salario por desarrollar un trabajo.



No hay que confundir ambas cosas, pues, de lo contrario, los médicos o los parlamentarios no podrán cobrar sus honorarios.  Lo otro es una caricatura que no nos ayuda en el asunto que estamos discutiendo, que es bastante serio. 



La otra caricatura es decir que se acaba la educación particular subvencionada, con 3 millones de jóvenes huyendo por las calles y buscando donde estudiar.



¡No! Yo creo que si abordamos la situación de esa manera no vamos a llegar a ninguna parte.



A mí me gustaría aterrizar el debate a la luz de los resultados de la PSU, que han puesto el dedo en la llaga y que justamente dicen relación con el tema del lucro. Y voy a explicar por qué. Porque los jóvenes hijos de padres con educación escolar incompleta obtuvieron, en promedio, 200 puntos menos que aquellos cuyos padres concluyeron una carrera universitaria.



De igual manera, si uno compara estudiantes de hogares más pobres con estudiantes cuyos padres obtienen mayores ingresos, comprueba que las diferencias son de 100, 150 puntos; obviamente, en favor de los últimos.



Pues bien, el lucro en la educación tiene que ver con eso.



Yo estoy absolutamente convencido -no es una consigna- de que el lucro sí importa. 



Ahora, antes de ir al fondo, quiero aclarar que lo relevante no es que existan excedentes respecto de una inversión efectuada en un proyecto educacional, sino qué se hace con esos dineros, más aún -ya lo dijo el Senador Ruiz-Esquide- si estos han sido obtenidos con recursos de todos los chilenos, sea a través de la subvención en el ámbito escolar, sea a través de becas, créditos o aportes fiscales en la educación superior.



El problema se produce cuando dichos excedentes se invierten en otras actividades económicas, como bien podría ser una pizzería, o se retiran como utilidades. Es perfectamente posible que yo, con recursos del Estado, vía subvención, saque esos excedentes y emprenda un negocio: un restorán, un centro comercial, un cine, en fin.



¡De eso estamos hablando! ¡No del cobro de un salario por un trabajo realizado! 



De más está decir que, si se reinvierten las ganancias en el proyecto educativo y se mejora la calidad de este y, por tanto, se beneficia a los alumnos, no hay problema alguno. Y es lo que hacen todos los colegios o corporaciones de derecho privado que no persiguen fines de lucro, en Chile y en el resto del mundo donde existen.



Alguien dijo que la educación de mercado no es mala porque promueve la calidad a partir de la competencia entre las diversas ofertas educativas.



En verdad, lo que hoy día ocurre es que los demandantes compiten entre sí, particularmente en la educación superior, y la calidad poco importa, puesto que el foco no está puesto en ella.



Esa concepción de la educación, como un bien de consumo más -y aquí se halla el problema de fondo-, olvida que ella es un derecho que el Estado debe garantizar. Y lo es, además, porque la sociedad -no porque se me ocurrió a mí- definió y ha definido que la educación promueve la igualdad y el bienestar social.



El lucro no solo no promueve la calidad, como está archidemostrado en todos los lugares y en todos los estudios (de hecho, las mejores universidades de Chile y el mundo no lo persiguen, pues, ciertamente, existen mejores motores de calidad que el simple hecho de apropiarse de excedentes provenientes de -comillas- “una actividad económica más”, como algunos parecen ver esta garantía constitucional), sino que, además -y esto, para mí al menos, es lo más grave-, el lucro promueve la desintegración y la exclusión social. 



Y no me vengan a decir que eso no es así, porque se puede corroborar si uno compara el nivel socioeconómico de los niños que están en escuelas públicas, que son pobres, con el de los niños de escuelas particulares subvencionadas, con financiamiento compartido o particulares pagadas, que han existido siempre, por lo demás.



Y fíjense que en ello hay una contradicción vital en sí misma, por cuanto la promoción de la cohesión y la paz social -uno de los objetivos de la educación- se logra justamente fomentando una rica convivencia entre toda la diversidad.



¿Cuál es la expresión más clara de este fenómeno? El financiamiento compartido, obra nuestra. ¡Un gran error! Sus creadores están profundamente arrepentidos. Porque con los recursos de todos los chilenos -recordemos que la subvención que se entrega a los colegios que piden un copago sale del bolsillo de todos nuestros compatriotas- se excluye y se discrimina a los más pobres.



No hay un proceso de selección transparente. No son los padres los que eligen el colegio de sus hijos -como aquí se ha dicho tantas veces a propósito de la libertad de enseñanza-, sino que más bien son los sostenedores los que eligen a los niños. Porque, ¿qué libertad tiene una familia que quiere llevar a su hijo a determinado colegio si el financiamiento compartido que este le pide significa un pago adicional, aparte de la subvención, de 70 mil pesos? ¿Puede elegir ese colegio? ¡Por supuesto que no! ¿Dónde queda ahí la libertad de enseñanza?  



Por lo tanto, lo que me parece grave es que se discrimine, se excluya, se desintegre y no se promueva la cohesión social, que es el objetivo de toda sociedad, con recursos de todos los chilenos, con recursos del Estado.



Eso es, francamente, inaceptable.



En todos los lugares del mundo donde existe subvención -Holanda y Bélgica son dos ejemplos- se les ponen dos requisitos a los establecimientos: obviamente, que acrediten calidad, pero también que no persigan fines de lucro y que no haya copago, es decir, financiamiento compartido. 



Hoy en la educación superior está prohibido el lucro. Sin embargo, todos sabemos que se ha ideado un ardid para, a través de sociedades inmobiliarias relacionadas -el mecanismo más utilizado-, sacar excedentes y finalmente lucrar de manera legal. Hay otro proyecto de ley que también se hace cargo de esa realidad.



Por último, quiero señalar que, a mi juicio, el fondo del problema reside en la forma como hacemos realidad la Declaración Universal de los Derechos Humanos con relación a la educación.



Si una sociedad considera su actividad educativa como una actividad económica más, y su producto (la educación), como un bien de consumo más, entonces, de acuerdo a la lógica con que opera el mercado, tendremos como resultado que el acceso a una educación de calidad estará determinado por el bolsillo de los padres de los alumnos. 



Tenemos que preguntarnos si esa es la clase de sociedad que queremos, donde el acceso a la educación y su calidad están delimitados por la cantidad de recursos económicos de la familia de un estudiante.



Por cierto, bajo esa lógica es legítimo -y coherente, por lo demás- apoyar el lucro en la educación. 



Por el contrario, si vemos la educación como un derecho humano que el Estado tiene la obligación de garantizar y este último se hace cargo de aquello, entonces hablar de lucro resulta algo tan absurdo como buscar un bote en medio del desierto.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, al referirme a este proyecto, que, obviamente, ha tensionado la discusión pública en los últimos meses, quiero enfocarme en dos elementos centrales que han sido parte de ese debate: lo que es y lo no es un correcto uso de los recursos del Estado, y cómo se contribuye a mejorar la calidad de la educación.



Para tal efecto, voy a partir describiendo, sucintamente, en qué consiste esta iniciativa.



Ella, básicamente, contiene tres ideas matrices: prohibir a los sostenedores de establecimientos educacionales que persigan fines de lucro acceder a financiamiento estatal; prohibir a las corporaciones sin fines de lucro mantener vínculos contractuales con quienes integran los órganos de dirección, administración o ejecución de dichas corporaciones, y prohibir a las universidades y, sobre todo, a los institutos profesionales y centros de formación técnica recibir, en forma directa o indirecta, aportes del Estado, si persiguen fines de lucro.



Desde mi perspectiva, señor Presidente, y más allá de la intención de sus autores, esta moción va exactamente en contra del mejoramiento de la calidad de la educación y de un adecuado uso de los recursos del Estado. 



De ahí la gravedad, la tensión y la pasión que se han impuesto en este debate, el cual, al final, tiene mucho que ver con una cuestión ideológica que es bueno que se sustancie y se exponga. 



En ese sentido, cuando se dice que este es un mal proyecto, no veo por qué alguien debería sentirse afectado en lo personal. Algunos señores parlamentarios que me antecedieron en el uso de la palabra han planteado que uno casi no podría tener discrepancias con una idea de esta naturaleza. 



Cuando una idea es mala, más allá de la intención de sus autores, quienes ostentamos condiciones de representatividad tenemos la obligación de denunciarla.



En este caso, ¿por qué considero que el proyecto de ley es malo? 



Primero, por el concepto de “correcto uso de recursos del Estado”. ¿Qué significa lo que aquí se ha planteado en cuanto a que sería ilegítimo o indebido que alguien, con recursos fiscales, obtuviera un beneficio o ganancia? 



Mi pregunta es por qué tendría que ser así. En mi opinión, es exactamente a la inversa. Lo que le debe importar al Estado es que sus recursos se utilicen para dar bienestar a la gente. ¡Para eso está el Estado, para eso se conformó, para eso es necesario que una sociedad cuente con una entidad de tal naturaleza! Y no se puede afirmar que lo administrado por el Estado o por una institución sin fines de lucro sea, automáticamente y por ese solo hecho, mejor que lo que realizan privados con fines de lucro.



Yo, señor Presidente, pienso exactamente al revés. 



Creo que el rol del Estado es velar por la calidad de vida de los ciudadanos. En ese sentido, si su preocupación es la educación y su calidad, lo que tiene que hacer es velar porque el resultado final de la inversión pública sea adecuado. Y, desde mi perspectiva, basta comparar los resultados de los establecimientos particulares subvencionados versus los obtenidos por aquellos que no tienen fines de lucro para darse cuenta de que hay una diferencia brutal respecto de la calidad y la inclusión social. Porque, claramente, el aporte privado, la inteligencia, la capacidad de gestión, el esfuerzo, rinden frutos en materia de calidad. Y el que no lo crea que vea los últimos resultados de la PSU, que revelan que uno de los sectores que crecen es, precisamente, el de los alumnos que vienen de escuelas particulares subvencionadas con fines de lucro. ¡Sí: con fines de lucro! 



El 70 por ciento de esos establecimientos es propiedad de un profesor. ¿Desde cuándo se sataniza la capacidad de una persona para realizar un esfuerzo por mejorar las condiciones de vida de la gente, simplemente porque los recursos provienen del Estado?



¡Yo la felicitaría, señor Presidente!



O sea, más que satanizar a quien usa recursos del Estado para otorgar calidad a la educación y, por tanto, mejores condiciones de vida, aquel debería representar el tipo de integración subsidiaria que un país sano siempre tendría que lograr.



Y me extraña, señor Presidente, que este mismo criterio no exista en otras actividades estatales



La pregunta es obvia y obedece a una situación que se ha mantenido durante todos los gobiernos: ¿por qué se valora el hecho de que empresas privadas con fines de lucro puedan construir viviendas sociales o dar alimentación escolar? 



¿Dónde está la coherencia entre una cosa y otra? 



Como nos hemos dado cuenta de que queremos entregar más viviendas, hemos considerado que la inversión privada es decisiva en esa línea. ¡Y bienvenida! 



De otro lado, como se ha entendido que la repartición de alimentación a los lugares más vulnerables se hace mucho mejor a través de la iniciativa privada que del aparato del Estado, la favorecemos y la aplaudimos. 



Pero algo raro pasa: ese mismo criterio encuentra una contraposición total cuando se trata del ámbito educativo. Y, desde mi perspectiva, no hay ninguna razón sensata que genere dos tipos de decisión respecto de un mismo problema.



El punto es el siguiente. ¿Para qué están los recursos del Estado? Están para generar bienestar en la calidad de vida de las personas. Y no es un fin en sí mismo que ellos sean administrados por el mismo Estado ni menos por sociedades sin fines de lucro, 



Eso es una regresión que significa volver al Chile del siglo XIX, donde la opción era, o entidades estatales, o la Iglesia. Y yo no quiero eso. Creo que hay un inmenso espacio para la iniciativa individual, particular, que muestre fórmulas diferentes para mejorar la educación y, a través de eso, construir una sociedad más justa.



Tampoco he oído ni un argumento en que se afirme que la calidad se ve afectada con este tipo de sociedades que, en la práctica -lo voy a expresar sin ningún aspaviento-, se quieren terminar, pulverizar. 



Perdónenme que les diga: no entiendo que alguien sostenga que no habrá ningún problema en una transición de alguien que comenzó con un esquema y a quien después le prohíben recibir recursos del Estado y debe desaparecer. No tiene ninguna coherencia suponer que eso no va a ocurrir. ¡Va a ocurrir! Y eso, obviamente, generará un traspaso a la educación municipal o estatal muy relevante, lo cual me parece una regresión y algo que, definitivamente, no traerá ningún beneficio desde el punto de vista de la calidad. 



¿Dónde se confunden -creo- los autores de esta moción? En el asunto de fondo, que es cómo mejorar el acceso, el financiamiento y la calidad de la educación. 



Ahí están los problemas pendientes del país. 



En el acceso, porque sabemos que mientras dos tercios de los niños de entre 2 y 6 años no tengan posibilidades de educación preescolar va a existir una cancha desbalanceada. Ahí es donde hay que hacer el máximo esfuerzo, donde hay que invertir a través de entidades, con o sin fines de lucro, que cumplan su tarea. ¡Eso es lo relevante! Y mientras más se haga, más justa será la sociedad. 



Y hay problemas de acceso cuando todavía tenemos a un 45 por ciento de jóvenes -cifra que, en todo caso, es muy superior a la que teníamos hace tres décadas en el ámbito universitario- con problemas de financiamiento, financiamiento que, señores -lo voy a repetir por tercera vez- fue aprobado hace cuatro años por las bancadas del frente con motivo de un proyecto de la Concertación que dividió el financiamiento según el tipo de universidad. A algunas se les otorgó el 2 por ciento, mientras que a otras, demonizadas, se les cobraba el 6 por ciento. Estas últimas son las que han generado gran parte de los problemas de injusticia e inequidad en el país.



¡Ahí está el problema de fondo!



Mientras no se superen las dificultades de acceso; mientras no se dé un financiamiento adecuado -ambas tareas son prioridades del Gobierno, discutidas y compartidas por este Senado y, no me cabe duda, por la Cámara de Diputados-; mientras no entendamos que la calidad de la educación es mucho más relevante que regular a los dueños de las instituciones educativas, vamos a seguir equivocando el camino.



La receta no es terminar con 4 mil 500 establecimientos educacionales; la receta no es que un millón 200 mil jóvenes vuelvan a la educación pública municipal; la receta no es cerrar los centros de formación técnica. ¡Ninguna de esas es la fórmula para mejorar la educación en Chile!



La solución radica en perfeccionar lo relativo al acceso, al financiamiento y a la calidad ¡para todos! 



Yo reclamo el derecho de la iniciativa privada a actuar en educación. Su emprendimiento ha sido importante. Al igual que ustedes, he visto distintos casos a lo largo de Chile, en los lugares más remotos y de más difícil acceso, como el de un profesor que, con su esfuerzo, logró instalar un establecimiento educacional que da mejor calidad al mismo precio que otros colegios, y a veces con aporte de los padres, quienes se sienten orgullosos -vean los números- de colaborar en la educación de sus hijos. De hecho, eso es lo más noble que uno puede hacer como padre.



Señor Presidente, no juzgo las intenciones de los autores de la moción. Son buenas. No me cabe duda. 



Sin embargo, el proyecto que nos ocupa se equivoca en la médula: en vez de apuntar a mejorar el acceso, el financiamiento y la calidad, termina en un problema ideológico. Lo que se propone es un retroceso para la educación en Chile.



Voto en contra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, hemos esperado muchos años para hacer este debate en serio.



Ello es posible gracias a que en el último año hubo una gran movilización no solamente de los estudiantes, sino también de los ciudadanos, quienes reclamaron otro tipo de sociedad. Estos no están conformes con la que estamos construyendo.



Y hacer modificaciones de fondo en educación resulta fundamental para atender una de las demandas más sentidas de la población.



Quiero partir señalando una cifra que revela lo injusto de nuestro sistema educacional.



El monto del endeudamiento de la actual generación solo se conoce en sus trazos generales. La Superintendencia de Bancos consigna que más de 370 mil estudiantes deben un billón -¡un billón!- 118 mil millones de pesos. Eso da un promedio de 3 millones por alumno.



Sin embargo, esa cifra gruesa no incluye a los que estudian con el Fondo Solidario. Según dijo el ex Ministro Joaquín Lavín, entre ellos, había 110 mil morosos que acumulaban una deuda de 300 mil millones de pesos.



Además, no hay distingo entre jóvenes que se endeudaron por un año de universidad y desertaron, y otros -como Natalia, una estudiante universitaria- que egresan con mochilas que se convierten en impagables.



Ese es el modelo de mercado que nos ha regido en los últimos años. Eso sucede cuando entregamos al mercado la tarea de definir cómo formar a los hijos de Chile.



Señor Presidente, yo soy un profesional de una generación que se educó gratis en una universidad estatal. Soy tributario de la tradición de la educación pública chilena.



Como miembros de la Concertación reconocemos los avances en cobertura, infraestructura y dignificación de la carrera docente. Y no negamos los muchos vacíos y las deudas que existen en materia de educación pública. 



Nos hacemos cargo y responsables de las tareas pendientes. No tenemos amnesia en la gestión pública. 



Y uno de esos temas pendientes es la reforma en análisis, la que solo se da -repito- en el contexto de las movilizaciones del año recién pasado.



Lo que está en juego en esta discusión es el tipo de sociedad que estamos construyendo. Las desigualdades se consolidan y se reproducen de generación en generación a través del sistema de educación segregado, clasista y excluyente, que se ha afianzado en nuestro país.



Ya no se trata solo de mejoras institucionales o de más recursos, los que, por cierto, se requieren con urgencia. Lo que ha puesto sobre la mesa el movimiento estudiantil y social es el fortalecimiento de una educación pública, de calidad, inclusiva, democrática y multicultural.



Los datos de los diversos informes sobre calidad de la educación demuestran que nuestro sistema está replicando y profundizando las desigualdades sociales y que los resultados en la educación dependen del nivel socioeconómico del alumno y de su familia, y no de sus talentos.



Algunos parlamentarios plantean -con estupor o candor- su preocupación por abordar el debate desde las visiones ideológicas de cada sector. Por supuesto que se trata de un debate valórico e ideológico: es sobre el tipo de sociedad que queremos construir. Y la forma de interpretar a la sociedad se elabora a partir de nuestros valores y principios, los que se expresan en nuestras intervenciones y creencias.



¡Qué duda cabe! El debate en educación, en su institucionalidad e, incluso, en sus textos de estudio, no es ingenuo. El propio Ministro de Educación en el día de hoy nos ha sorprendido facilitando un ejemplo sobre este tema. Para nosotros, dictadura es dictadura, y para él no. Y su convicción y compromiso con el régimen militar es tan profundo que desea borrar de la memoria de las presentes y futuras generaciones de estudiantes esa visión tan horrenda, pero tan realista, de nuestra historia.



Si queremos mantener un sistema segregado, en el que se definen las oportunidades educacionales según la capacidad económica de cada familia, mantengamos la situación actual y dejemos los problemas de la educación en manos del mercado. Si estamos contentos con lo que tenemos, dejémoslo como está.



Pero la ciudadanía no expresa eso. Ella quiere un cambio. Y este es el primer paso para una transformación profunda en materia educacional.



Si queremos una sociedad inclusiva, en la que las oportunidades se definan según las capacidades de cada joven, debemos articular un sistema público de educación.



No se trata de prohibir ninguna visión; no se trata de coartar la iniciativa benefactora de nadie. Pero es responsabilidad del Estado garantizar un sistema de enseñanza para todos los chilenos y en todos los niveles, independiente del credo, condición social o étnica, y que exprese la diversidad de nuestra sociedad.



Y el financiamiento público debe enfocarse a ese objetivo. Eso es todo. Si una institución requiere recursos fiscales, deberá estar disponible para colaborar con las funciones públicas del sistema educacional. Si desea realizar un giro comercial y lograr un legítimo interés económico, entonces no deberá solicitar el concurso del Estado.



En efecto, no cabe el uso de fondos públicos, si se busca rentabilizar y emprender una actividad comercial similar a muchas otras, que son legítimas. En tal caso no corresponde emplear los escasos recursos fiscales. En educación, estos deben destinarse a garantizar equidad y calidad.



De ese modo, se construye una sociedad más justa.



Si para algunos sectores políticos la defensa del lucro y de la libertad de emprendimiento está por sobre el derecho a la educación, es muy sano que lo reconozcan. 



Yo tengo la convicción de que Chile requiere fortalecer la educación pública y de que las instituciones que reciben dineros del Estado no deben lucrar. Seamos claros: ello significa que no se retiren las utilidades para repartirlas entre los propietarios.



Eso no es contradictorio con el justo pago: tanto los administradores como los docentes deben recibir una retribución por el servicio que prestan a la educación y a los alumnos.



Si un ciudadano o un grupo de personas desea crear una corporación de educación, los ingresos generados se deberán reinvertir en la universidad, instituto, centro de formación, colegio o liceo.



Pero alguien planteó aquí que eso significaría terminar con el incentivo a la educación o a la buena calidad de esta.



¡Por qué se piensa eso!



¡Por qué no hablamos del justo pago para el profesor de calidad, para el administrador de calidad!



El ejemplo dado acá sobre colegios particulares subvencionados exitosos lo quisiéramos ver replicado en todos los establecimientos educacionales del país, públicos y privados. Pero ello se presenta como una excepción o como si tales colegios -financiados con recursos del Estado y con copago- fueran los únicos que pueden tener calidad.



En buenas cuentas, no es posible pensar en una gran educación para los alumnos de escuelas unidocentes en localidades apartadas. En mi Región, la de La Araucanía, el 61 por ciento de las escuelas rurales tiene un solo profesor, quien atiende cinco niveles en una misma sala. En tal condición, ¿qué calidad puede garantizarse?



En este ámbito se requieren más recursos. Pero estos en muchas ocasiones se derivan a otras actividades. Hay administradores de establecimientos educacionales que, sin duda, obtienen buena parte de su rentabilidad quedándose con los fondos que el Estado ha destinado a la educación, caso en el cual no llegan a los alumnos.



Eso es lo que estamos cuestionando. 



Por lo tanto, en mi opinión, este proyecto es el primer paso para apuntar a una educación de calidad para todos, no solamente para algunos.



Me gustaría que los resultados del Colegio Camilo Henríquez de Temuco se dieran también en todos los establecimientos del país.



En consecuencia, voto a favor de la iniciativa, que sin duda contribuye a crear una sociedad más justa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, parto diciendo que soy hija de la educación pública: estudié en el Liceo Nº 1 de Niñas y, con posterioridad, en la Universidad de Chile. Por tanto, valoro enormemente la formación que recibí, la cual me permitió desarrollarme en lo profesional y, también, en lo político, asumiendo muchos cargos de responsabilidad como servidora pública. Espero haber cumplido las expectativas de quienes han confiado en mí.



Al mismo tiempo, deseo señalar algo fundamental.



Todos sabemos que las instituciones en este país, lamentablemente, están muy desprestigiadas. Y este Senado y el Parlamento, en general, también. Por ende, la forma en que nosotros hagamos política y realicemos nuestra actividad es esencial para nuestra credibilidad.



Señor Presidente, yo me voy a inhabilitar de votar en este proyecto. Y diré por qué.



Mi marido, Gutenberg Martínez, es rector de la Universidad Miguel de Cervantes. Aclaro, sí, que dicho plantel es una institución sin fines de lucro que no recibe ningún aporte estatal. ¡Ninguno!



Al respecto, hubo una discusión y un emplazamiento de parte de la Alianza. Aquí tengo la información de prensa. Dice: “la Senadora Soledad Alvear (...) debería quedar inhabilitada en la discusión”. 



Y agrega: “‘Hay que analizar los grados de parentesco. Si el caso de Ernesto Silva prospera, debiera ser igual para Soledad Alvear por su vínculo con Gutenberg Martínez’, explicó el Diputado Germán Becker (RN), que integra la comisión de Educación.”.



Eso se publicó el 8 de julio del 2011.



Hago presente que ese mismo día, frente a la consulta sobre el tema, yo señalé públicamente que me iba a inhabilitar y que conozco muy bien las disposiciones que nos rigen.



He tenido la confianza de esta Sala para integrar la Comisión de Ética del Senado. Por ende, el respeto a las normas de ética y de probidad, sobre todo en lo relativo a evitar conflictos de intereses de cualquier tipo, es una máxima en mi vida. Por ello, nadie tenía ninguna necesidad de decirme -o preguntarme siquiera- que me inhabilitara. Conozco muy bien las normas. 



Aun cuando -insisto- dicha universidad no persigue fines de lucro y no recibe ningún aporte estatal -nunca lo ha pedido, por lo demás, pues es una institución de beneficencia-, deseo recordar lo que establece el artículo 8° del Reglamento del Senado: “No podrán los Senadores promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos, sus ascendientes, sus descendientes, su cónyuge, sus colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad”, etcétera. 



“Con todo, podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellos, o las personas mencionadas, tengan en el asunto.”.



Es de similar tenor el artículo 5° B de la Ley Orgánica del Congreso Nacional: “Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad”, etcétera.



Insisto en el punto, señor Presidente, porque me molesta que se hagan afirmaciones gratuitas.



Mi marido, Gutenberg Martínez, es rector de la Universidad Miguel de Cervantes, plantel sin fines de lucro y sin aporte estatal alguno. 



Como señalé, tanto la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional como el Reglamento del Senado, nos inhiben a todas y a todos en este sentido. Espero que ese principio siempre opere de igual manera y que los colegas y las colegas, cuando tengan algún interés particular, efectivamente se inhabiliten. De esa forma se hace buen uso de la facultad que nos dieron quienes nos apoyaron para representarlos.



Esta misma opinión -quiero valorarla- fue expresada públicamente por otras personas. Por ejemplo, en el “El Mercurio” del 11 de julio de 2011, el Senador Quintana dijo: “Quisiera destacar el que la senadora Soledad Alvear se inhabilite en la discusión de educación superior y ésa debiera ser la vara con la cual se actúe en adelante. Espero que todos los ministros y parlamentarios -de ambos lados- que tengan intereses, de ahora y antes, se inhabiliten. La Concertación debiera separar completamente del debate a quienes tienen intereses, y no hablo de inhabilitarse solo en el día de la votación.”.



En consecuencia, señor Presidente, quiero dejar completamente claro que, por las razones ya señaladas, según lo dispone la Ley Orgánica del Congreso Nacional y nuestro Reglamento, voy a inhabilitarme en el ejercicio del voto en este proyecto de ley.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo señalar que yo estudié en un colegio particular: el Santo Thomas Morus, el mismo donde se educó, entre otros, Giorgio Jackson. Y me alegro de que dicho establecimiento mantenga, junto con su calidad educacional, el alto compromiso social que hemos visto en los dirigentes que han salido de ahí.



En la época en que yo fui alumno, todo el esfuerzo del año dependía al final de un examen que nos tomaban de un liceo fiscal. Fui testigo -lo experimenté en carne propia- de los abusos y las discriminaciones de tal situación. Las notas, los trabajos de todo el año eran meras referencias. Dependíamos de la voluntad de los profesores y fiscales que nos examinaban.



Por suerte, los tiempos han cambiado. 



Hoy día tenemos -lo han dicho varios Senadores y el propio Presidente de la República- una amplia cobertura educacional. Equivale a la de países de más alto nivel en desarrollo humano, según indicadores del PNUD. 



Pero estamos muy mal en calidad.



En las instancias internacionales, como son las pruebas TIMSS y PISA, los expertos señalan con claridad que los problemas de la educación de nuestro país solo se resuelven dignificando y mejorando radicalmente la situación salarial y las condiciones de trabajo de los docentes y directores; dando más autonomía a las escuelas y liceos; focalizando en un gran tema objetivo educacional, y logrando un respaldo político transversal que reconozca y valore la educación como una gran tarea nacional.



Los resultados que muestran algunas de las pruebas internacionales que he mencionado -como la PISA (Programa para la Evaluación Internacional de los Estudiantes, establecida por la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico)- son para tenerlos muy claramente a la vista y ocuparse de ellos.



Chile se halla en el lugar 40 entre 57 países evaluados.



Andreas Schleicher, creador y director de la prueba PISA, señala que el nuestro es el país más desigual de todos los que rinden dicha prueba, y que en los resultados no se observan mayores diferencias entre lo que hace la educación pública y lo que realiza la privada si trabajan con niños del mismo nivel social. Agrega que las escuelas de elite, que tienen condiciones sociales comparables con las del mundo desarrollado, están muy por debajo del promedio de las naciones de la OCDE.



Corea -y me refiero, obviamente, a Corea del sur-, que estuvo muy bajo en los años sesenta, en dos generaciones ya se encuentra entre los primeros.



Alemania quedó impactada por sus malos resultados del año 2000, y aumentó el gasto y el esfuerzo en educación en 40 por ciento. A los profesores se los hizo trabajar una hora más y se introdujo una educación más temprana.



En el caso de la prueba TIMSS -evalúa las tendencias en matemáticas y ciencias a nivel internacional y es realizada por la Asociación Internacional para la Evaluación del Rendimiento Educativo- sucede algo similar o peor, pues las cifras de 1999 para Chile son bastante malas: ocupamos el lugar 35 de un total de 38 países evaluados. El año 2003, el lugar 39 de un total de 46 en la prueba de matemáticas; 36 en la de ciencias, superando solo a Botsuana, Arabia Saudita, Ghana y Sudáfrica (con el debido respeto a esas naciones).



¿Qué hace Chile el año 2007? En vez de realizar un esfuerzo nacional, se margina de rendir la prueba TIMSS. O sea, no queremos ni siquiera ser evaluados bajo ese escenario.



Este proyecto nos llama a una discusión abierta para enfrentar derechamente el caso.



En el lucro hay que detenerse más de un minuto. La Real Academia Española y distintos diccionarios lo definen como: ganancia, beneficio, provecho que se consigue en un asunto o negocio. 



Por lo tanto, la pregunta que corresponde: ¿es la educación un “asunto” o “negocio”? Yo creo que ahí está el tema.



Nosotros tenemos casos -aquí se han mencionado algunos positivos (he escuchado con mucha atención) de la Región de La Araucanía- de escuelas que se cierran porque dejan de ser un buen negocio. Por ejemplo, la escuela Eluhuén en Coyhaique, la única con proyecto de integración -incorpora a los discapacitados-, fue súbitamente cerrada, no llegando a acuerdo con el municipio por razones de carácter monetario.

¿Dónde están los objetivos de la educación respecto a estos hechos reales?



Aquí estamos propiciando -desde luego, porque nos hallamos en la votación en general- que la subvención que da el Estado vaya al proyecto de educación (en los objetivos y en los tiempos que corresponden), que vaya al personal docente y de apoyo en condiciones dignas (todos los que participan del proyecto, sostenedores incluidos), que tenga indicadores de calidad, infraestructura, mantención, talleres, gimnasios, aulas, con todos los medios.



Que la diferencia con respecto a la subvención del Estado constituya no solamente lo que algunos denominan “ganancia legítima”, sino que sea la justa proporción y compensación por todo el esfuerzo de ese proyecto educativo.



Centremos el punto en los objetivos de la moción. Esto requiere que sea enriquecida y mejor definida mediante indicaciones. Una de ellas es definir el lucro. Porque hoy en día está instalada en nuestra conciencia social, en la red que constituyen las personas, que el lucro no es una ganancia legítima, sino el abuso de un aporte del Estado.



En cuanto a las cifras que han señalado, por ejemplo, el Senador Alberto Espina, yo tengo las del Instituto Libertad que son aún más grandes: 5 mil 536 establecimientos; un millón 722 mil 503 alumnos no tienen nada que temer. Esos colegios no se van a cerrar. Lo que importa es que algunos no hagan un abuso de la subvención educacional.



Y hacia eso apuntamos: la educación no es lo mismo que invertir en una inmobiliaria, en un local comercial, en abrir una financiera o un banco.



El objetivo de estos proyectos debe tener carácter educativo.



Es una materia que nosotros tenemos que definir, porque el lucro se instaló como palabra en nuestro convivir nacional. Nosotros no podemos guiarnos por lo que dice una enciclopedia -por muy legal que sea- o un diccionario, sino por lo que la gente verdaderamente entiende al respecto.



Quiero terminar señalando que en esta materia, desde luego, presentaremos indicaciones vinculadas a: definición, los fines en que se debe utilizar la subvención educacional, y garantizar que el sistema diverso que tenemos en nuestro país realmente cumpla su objetivo, que es un salto cualitativo relevante. 



Es en este afán transversal -como se nos ha sugerido tanto a nivel nacional como internacional- el que se requiere que hagamos de la educación verdaderamente la gran tarea nacional que el país necesita.



Por eso, votaré a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el objetivo de esta moción es evitar que los recursos públicos sean destinados a propósitos distintos a los educativos.



Ese es el fin último del proyecto.



Como uno de sus autores, debo decir que lo que hemos querido hacer es situar el debate de esta iniciativa en el contexto de una hermosa y tremenda movilización social, que fue responsabilidad, por sobre todo, de los jóvenes de nuestro país y de los estudiantes. Estos han cuestionado el actual modelo educativo en Chile en su conjunto, los pilares sobre los cuales se sustenta, que a los menos son cuatro.



Uno, la definición constitucional sobre educación: si es un derecho, si es un bien público. ¿Cuál es el equilibrio entre este derecho fundamental y el derecho al emprendimiento?



Precisamente, porque en la Constitución las definiciones han trastocado las tradiciones del país. 



Las definiciones constitucionales de los años ochenta variaron profundamente el concepto de educación como un bien público y un derecho fundamental de la sociedad.



Por eso, ello ha sido uno de los pilares cuestionados.



Otro dice relación al principio de autofinanciamiento de la educación superior, que trastocó absolutamente el concepto de la educación como bien público y no solo un bien privado y personal.



En tercer término, se cuestiona el mecanismo de gestión del modelo escolar a través de la municipalización. Por eso se ha planteado la desmunicipalización.



Y, por último, está el concepto de que los recursos de todos los chilenos se dediquen a fines educativos y no a otros. Es decir, el término al lucro con recursos de todos los chilenos en la generación de oportunidades que dicen relación con la educación.



Ese es el contexto de este proyecto.



La historia de nuestro país es muy curiosa. Se lo mencionaba en el día de ayer al Senador Carlos Larraín, quizás el mayor exponente del conservadurismo en esta Sala.



A principios del siglo pasado, la defensa de la Derecha era que el Estado no financie la educación. ¡Por ningún motivo puede dedicar recursos de todos a un fin como la educación! Por eso, durante 20 años se discutió una Ley de Instrucción Primaria Obligatoria en nuestro país, con el rol del Estado o no. Porque había quienes en ese tiempo creían que esta era una responsabilidad exclusivamente de la familia y no del Estado.



En los años 80 del siglo pasado, durante la dictadura, se impuso otra lógica. Y en ese contexto, se planteó un concepto neoliberal donde los privados asumen un rol, pero que no se precisó, no se reguló bien.



No estamos discutiendo, señor Presidente, si hay un modelo mixto de educación; no estamos discutiendo sobre la diversidad de la oferta educacional en el país: colegios privados, colegios públicos. Esa no es la discusión. Existen establecimientos privados y muy buenos. 



La discusión es si aquellos planteles que se financien con recursos públicos, de todos los chilenos, han de dedicarlos solamente a fines educativos, o si algunos deben tener la facultad, tanto a nivel escolar como de educación superior, de retirar parte de los excedentes para propósitos distintos a la educación. 



Y aquí no está en discusión si se paga un sueldo a los profesores, al administrador, a un director de establecimiento. Eso nunca ha sido lucro, no lo va a ser ni desde la perspectiva de Impuestos Internos, ni de una definición de un economista, ni en lo más mínimo. 



Lo que se halla en discusión, señor Presidente, tiene que ver con que si los recursos de todos los chilenos se destinan al fin que se presume. 
Somos el único país del mundo donde se dedican fondos públicos a financiar colegios administrados por privados que tienen fines de lucro. Hay muchos otros lugares -lo han dicho algunos Senadores aquí- en los que se financia con recursos públicos la administración de colegios por particulares, pero son sin fines de lucro. 



Sin embargo, hablemos de los datos, porque aquí ha habido una campaña de terror escandalosa. Se dice que un millón 200 mil alumnos van a quedar sin clases, sin financiamiento, sin subvención. ¡Mentira! 



Hay dos tipos de colegios particulares subvencionados: los con fines de lucro y los sin fines de lucro. 



En cuanto a calidad, las cifras indican que estos últimos están muy por sobre, en promedio, los con fines de lucro. 



Ese es el dato. 



Y eso es lo que destaca el diario “La Segunda”. Porque los colegios particulares subvencionados que tuvieron grandes logros no son necesariamente los con fines de lucro versus los sin fines de lucro. Unos dicen que los primeros logran excelentes resultados. Algunos, sí. El Grange, es un colegio particular subvencionado sin fines de lucro...

El señor ESPINA.- ¿El Grange?



No. Es particular pagado.

El señor LETELIER.- Excúsenme. Es un colegio... 

El señor PIZARRO.- El Grange de Rancagua, puede ser. 

El señor LETELIER.- Está bien. 



Quiero decir, señor Presidente, que si uno retira o no recursos es un debate muy de fondo. 



Aquí no estamos discutiendo respecto a la calidad, al acceso. Ese es otro debate. 



Sí deseo señalar que estamos discutiendo si se usan los recursos públicos en cierta forma. 



Acá dos Senadores hablaron de reserva de constitucionalidad. ¡Qué bien! La Ley General de Educación establece que las universidades que reciben fondos públicos deben ser sin fines de lucro. Todos los planteles de educación superior han de tener dicho carácter. No es una discriminación arbitraria, como alguien quiere sugerir. 



El argumento del Senador Espina, señor Presidente -por su intermedio-, de que hay lucro con los fondos para las viviendas, no es efectivo. Él se equivocó conceptualmente. La persona que recibe la subvención no puede lucrar con ese recurso. Otra cosa es lo que hace la empresa constructora. Asimismo, el alumno que percibe la subvención de alimentos, no lucra.



Hay un concepto equívoco, errado. Pero lo quieren intencionar en cierta dirección. 



Señor Presidente, lo que está en discusión es si con plata de todos los chilenos, que ha de tener un fin educativo, los sostenedores pueden extraer parte de esos recursos para objetivos distintos a la educación. 



Yo he sido de aquellos muy críticos al ver cómo ciertos colegios particulares subvencionados, escandalosamente, retiran dinero de todos los chilenos para otros fines. No es el caso de todos. Hay muchos establecimientos particulares subvencionados que han sido formalmente creados con fines de lucro y no retiran excedentes. Eso también existe. 



Hay muchos planteles que legalmente están constituidos como sociedades, pero que no retiran recursos en forma abusiva. 



Una normativa que regule de mejor manera tal situación va a demostrar que la gran mayoría de los colegios cuya propiedad pertenece a profesores, no van a tener ningún problema para seguir recibiendo la subvención. 



Es más, el debate del país radica en cuánto vamos a aumentar la subvención. Sin duda, con 50 mil pesos por alumno la calidad de educación que damos es insuficiente. Probablemente, necesitamos duplicar esa cifra en un plazo bastante más breve de lo que se ha planteado hasta ahora. 



Pero esa es otra discusión. Porque lo que debemos asegurar es que, si vamos a inyectar más recursos, estos se vayan a la educación. 



Yo quiero dar un ejemplo de algo que considero escandaloso. Sé que al decir esto me he generado bastantes adversarios en otras ocasiones.



Las escuelas de lenguaje reciben subvenciones tres veces superiores a las que perciben otros planteles. Chile está plagado de escuelas de lenguaje -me van a disculpar-: somos el país, de acuerdo con su población, que tiene la mayor cantidad de niños del planeta con problemas de lenguaje. 



Excúsenme. No todos los recursos se inyectan a fines educativos. Eso no es correcto. Eso es inadecuado. Yo diría que, incluso, es, por momentos, inmoral. 



Lo que queremos es que los fondos públicos, de todos los chilenos, se dediquen al fin educativo. 



Y me parece importante que podamos evitar los conceptos que son inadecuados. No se terminará ni se cerrará ningún colegio. Los sostenedores deberán decidir si van a retirar platas de la subvención para otros fines o no. Si poseen vocación educativa no tendrán ningún problema. ¡Ninguno! A nadie le van a quitar ni un peso, como se ha insinuado. ¡A nadie! A nadie se le impedirá ejercer el derecho de pagar los sueldos a profesores, cuerpos directivos, funcionarios administrativos, cuestión que hoy la ley lo permite con la subvención escolar. 



Aquí se ha querido hacer una campaña de terror, señor Presidente, en forma inadecuada. Pero sí es importante señalar que si hay colegios que quieren tener fines de lucro, bueno no les sigamos otorgando franquicias tributarias, como las que les damos hoy. Porque eso ocurre con algunos establecimientos que reciben subvención escolar: tienen utilidades y las extraen para otros fines. 



Eso me parece improcedente. 



Votaré a favor del proyecto. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, quiero señalar que cuando intervine en la sesión anterior lo hice como Presidente de la Comisión de Educación. Y, por lo tanto, lo reglamentario es que me asigne los 10 minutos que corresponde, no para fundamentar el voto, sino para hacer uso de mi tiempo en la discusión en general. 



Deseo partir diciendo que de lo que estamos hablando aquí no es precisamente de la revolución rusa. Porque algunos piensan que el mundo se va a acabar. Y la verdad es que nada de eso va a ocurrir. Esto no es la revolución rusa; no es la ENU, la Escuela Nacional Unificada, que en su momento, en los años 70, era un cambio curricular.



Lo señalo a propósito de los cambios curriculares que estamos conociendo el día de hoy entre gallos y medianoche, con Consejos Nacionales de Educación que carecen de toda legitimidad. En virtud de la ley 20.370, Ley General de Educación, este Gobierno debió ya haber constituido el nuevo Consejo. No obstante, estos señores que tienen origen de hace ya muchísimos años, de la dictadura, son los que hoy día están cambiando conceptos como el de “dictadura” por “régimen militar”. Porque una de las explicaciones que daba el Ministro Harald Beyer es que internacionalmente se usa más el concepto de “régimen militar”. 



Bueno, yo le podría decir también que internacionalmente el lucro con fondos públicos no existe. Entonces, vamos a ser coherentes o no. Si vamos a mirar la realidad internacional, mirémosla para todas las cosas. 



Entrando al proyecto, quiero citar a la Senadora Lily Pérez -Su Señoría se encuentra aquí, en la Sala-, quien anoche señaló en la Comisión de Educación algo que a muchos nos ha llamado la atención.



En estos días la propaganda de las universidades, de todo tipo, privadas y estatales, ha inundado el país, por supuesto con una gran diferencia: las particulares, al menos según lo que se declara, invierten en publicidad cinco veces más que las públicas. Pero lo curioso es que todas dicen hoy: “Nosotros sí que no lucramos”, “Esta es la universidad que menos lucra”. O sea, ahora todo el mundo intenta poner distancia con relación lucro.



Entonces, no sé si algunos señores de la Derecha habrán tomado conciencia de lo que significa aquello.



Y tenía razón el Senador Cantero cuando expresaba hace un rato que este tema no fue planteado por el Parlamento.



Por mi parte, debo puntualizar que el Gobierno tampoco instaló esa demanda: ella viene del movimiento estudiantil.



En mi concepto, de no haber sido por lo vivido durante los últimos diez meses en Chile, no tendríamos hoy un cambio de la magnitud del que podría haber tras el término de esta votación.



Algunos Senadores se entusiasmaron bastante con la discusión del Presupuesto, y decían que ahí se hallaba el cambio estructural.



¡Por favor! ¡De qué cambio estructural hablamos cuando le estamos pasando más plata a un mismo modelo...! ¡Eso es subsidio a la demanda pura!



O sea, de ningún modo ello aborda los problemas centrales del movimiento estudiantil. Tampoco lo hacen el CAE y el proyecto sobre reprogramación de créditos del Fondo Solidario, porque apuntan a otro segmento, no al que se encuentra movilizado.



Y el mejor testimonio de que el Gobierno optó por el portazo es que a los estudiantes movilizados les aumentó sus becas en 6,5 por ciento, y a los no movilizados, ¡en 373 por ciento!



Ahora, el actual titular de Educación, que es un Ministro técnico, deberá enfrentar la situación muy grave que ocurrió con el cambio curricular, que él aprobó, que él refrendó, consistente en reemplazar el concepto de “dictadura” por el de “Régimen militar”. Al respecto, incluso vamos a recurrir al Instituto de Derechos Humanos. Y con los Senadores Rossi, Cantero, Girardi, Lagos y Navarro no descartamos la interposición de acciones legales, porque nos parece que aquello no es una generalidad, sino una aberración en todo el sentido de la palabra.



Ahora, creo del caso connotar -esto no lo dije el otro día en mi calidad de Presidente de la Comisión de Educación; pero quiero expresarlo ahora, pues a veces se sostiene que estos debates son muy superficiales- que sobre esta materia tuvimos casi cuarenta horas de discusión. Oímos a aproximadamente 37 personas naturales e instituciones. Recibimos opiniones técnicas. Y el consenso es muy amplio.



Porque alguien podría desear saber qué hace justificar el lucro con fondos públicos hoy día.



Entonces, uno tendría que preguntarse, con independencia de lo ocurrido en el país durante el último año, por qué debiéramos seguir permitiendo el lucro dentro del sistema educacional, qué es lo positivo que ello aporta.



Porque en cobertura, donde uno podría justificarlo, eso ya ocurrió: tuvimos una explosión de cobertura.



He dicho en discusiones con el Senador Cantero -lo señalaba recién- “No sé si será tan necesario”.



Muchos países nórdicos, modelos educativos exitosos actualmente, se ríen de lo que estamos haciendo: 100 por ciento de cobertura.



¿Cuál es el sentido? Si tampoco existe la mejor calidad. Tenemos un sistema sumamente segmentado, donde la Ley General de Educación no ha rendido sus frutos, porque en muchos colegios se sigue seleccionando, se continúa discriminando.



Los resultados de la reciente Prueba de Selección Universitaria, por cierto, debieran hacernos reflexionar.



Yo les juro que esta mañana, al conocer los análisis de la prensa y las distintas miradas sobre la PSU, dije: “Creo que hoy día vamos a tener más votos de la Derecha, aparte los de Lily Pérez, Cantero, Bianchi” -Su Señoría no se encuentra en la Sala- “y Horvath”.



No está aquí el Ministro. Pero al menos valoro que no nos haya aportillado este proyecto. Entiendo que se va a encontrar con un texto aprobado. Y, por supuesto, en la discusión particular recogeremos lo que plantee el Gobierno.



Por eso, no entendí cuando un Senador señalaba aquí que iban a ¡recurrir al Tribunal Constitucional!



¡Por favor!



Es bueno que tomen nota. El país entero, los estudiantes, los rectores...



Sí: el Senador Carlos Larraín me asiente con la cabeza en el sentido de que van a recurrir al Tribunal Constitucional para echar abajo este proyecto.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Porque es malo.

El señor QUINTANA.- Dice que es un proyecto malo. Y van a recurrir probablemente porque a Su Señoría le parece poco el resguardo que la libertad de enseñanza tiene en la Constitución, artículo 19, numerales 10º y 11º.



Senador Carlos Larraín -lo digo por intermedio de la Mesa-, ¿a la libertad de enseñanza consagrada en la Constitución de la dictadura (perdón: del Régimen militar), en un lugar sagrado, hoy día tenemos que darle otro estatus?



¡Por favor! ¡Si la libertad de enseñanza existe en este país!



Basta citar lo que en la discusión a que hice referencia decía Cristián Bellei.



Hoy día tenemos un Ministro técnico. Vamos a ver los argumentos técnicos, no los políticos.



Cristián Bellei nos señaló: “Chile ha creado el sistema escolar más ‘orientado por el mercado’ del mundo, es decir, nuestro sistema educacional es el que permite, facilita y promueve con más decisión que la lógica de funcionamiento de los mercados sea la lógica que organice la provisión de servicios educacionales.”.



O sea, en Chile no tenemos solo un instrumento de mercado para la educación: los tenemos todos.



Otros países -Estados Unidos, Australia- tienen algunos: promoción de la competencia entre escuelas; financiamiento vía subvención a la demanda; completa libertad de las familias para elegir; cobro a los alumnos que asisten a establecimientos financiados por el Estado.



¡Aquí, en Chile, los tenemos todos!



Por eso, como dice Bellei, lo que hemos construido en estos últimos treinta años es un verdadero laboratorio del libremercadismo en educación. Y ello, de verdad, nos genera mucho daño.



Por eso estamos en la situación actual. Y parchamos un sistema, por supuesto con responsabilidad también de los Gobiernos anteriores. No estamos simplemente responsabilizando a la Administración actual.



¿Qué nos expresó Cristián Cox en la Comisión? “Las regulaciones vigentes sobre financiamiento público de la educación privada con fines de lucro, ubica al sistema escolar del país en una situación única en el mundo: no hay otro caso comparable”.



Y quiero decirles más: el propio Ministro Harald Beyer manifestó algo muy similar. Él tampoco fue muy categórico para señalar que estaba en contra de este proyecto. Y por eso entiendo su silencio de estos días (no está acá).



Señor Presidente, quiero terminar con una cita de Eduardo Grass, muy destacado empresario de la construcción -seguramente muchos lo conocen-, quien también fue invitado a la Comisión.



Se trata de un empresario inmobiliario, del ámbito de la vivienda. Pero al mismo tiempo tiene siete colegios, llamados -entiendo- “Emprender”. Por supuesto, recibe subvención, pero no lucra.



¿Qué nos dijo Eduardo Grass? “Con 60 mil pesos en promedio,” (todos sabemos que en ciertos casos son más; algunos reciben cerca de 90 mil pesos a raíz del último aumento de la SEP- “si alguien pretende educar y lucrar al mismo tiempo, termina haciendo mal al menos una de esas dos cosas”.



No podemos generalizar. Pero temo que muchos optan por el lucro. 



El Ministro de Educación, el Presidente del Senado, el Presidente de la República, los alcaldes, etcétera, no tienen un fondo de libre disposición.



Simplemente, estamos planteando más transparencia, tal como la pedimos a otro Poder del Estado.



Así como este Senado estableció hace mucho tiempo que las dietas...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.

El señor QUINTANA.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Si en general los órganos del Estado deben ser más transparentes, ¿cuál es la razón de tener un sector económico que no paga impuestos, que no está afecto al IVA, que goza de un verdadero paraíso tributario, que se fija sus remuneraciones por sí y ante sí?



Este proyecto, como bien lo explicaron varios Senadores, se halla completamente reglamentado.



En síntesis, deseamos que la rendición de cuentas detallada y la claridad y la transparencia existentes en el caso de la SEP -nadie duda, ni siquiera los sostenedores, de que han sido eficaces y, por sobre todas las cosas, influyen en la calidad del aprendizaje- estén presentes también tratándose de la subvención general.



No queremos más un fondo de libre disposición que les permite a muchos señores declarar que reciben “un millón”, en circunstancias de que todos sabemos que ganan bastante más. 



Señor Presidente, los sostenedores -por cierto, en Temuco y en Malleco (mi zona) hay muchos que son extraordinarios- no pueden seguir fijándose su sueldo. Tal práctica no cabe en una sociedad democrática como la actual. Eso es no haber aprendido nada.



Voto a favor.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que dirija la sesión el Senador señor Pizarro.



¿Les parece?



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este es un debate largo, importante. Empero, no puedo dejar de recordar que estamos postergando cuestiones urgentes, que requieren nuestro trabajo legislativo, para dar paso a una discusión que bien podría haberse hecho en una o dos semanas más.



Creo que eso es atendible, porque estamos atascando una serie de iniciativas que el Congreso (y particularmente el Senado) debería despachar.



En todo caso, entrando de lleno al debate, debo puntualizar que no creo que este sea un buen proyecto, porque está construido sobre un principio que puede tener consecuencias muy negativas y que, en sí mismo, no va a resolver los problemas que se busca zanjar a través de esta y muchas otras iniciativas.



Me refiero a la idea de que solo por el hecho de perseguir fines de lucro una entidad esté impedida de recibir subvención pública porque, eventualmente, de los recursos que obtenga por tal vía puede terminar logrando una utilidad, un excedente: lucro, legítima ganancia, como lo quieran llamar.



Considero extremadamente negativo instalar ese principio en la educación o en cualquier otra actividad. Pero eso es lo que se está haciendo con este proyecto.



Por ello, pienso que no se han entendido las dificultades por que atraviesa la educación. Se ha leído mal al movimiento estudiantil.



Porque uno pregunta: ¿Cuál es el problema de la educación particular subvencionada que motiva que hoy día requiramos establecer restricciones a esta actividad?



¿Su mala calidad? Probablemente su calidad no es la mejor, pero es más buena que la de la educación pública. 



¿Han existido abusos del sistema económico? Tal vez, como los hay en la educación pública. Porque ello tiene que ver más con las condiciones humanas que con el sistema.



La verdad es que no media una justificación objetiva para instalar este proyecto, que tiene efectos negativos en la oferta educacional.



¿Cuál es su justificación?



Yo creo que no entendieron lo que dijo el movimiento estudiantil. Sin embargo, afirman que deriva de lo que planteó este. Y la verdad es que el movimiento estudiantil -los estudiantes, los dirigentes, en fin-, con razón, sostuvieron que la educación pública, tanto la escolar como la universitaria, acusaba un grave deterioro de su calidad.



Lo curioso es que aquí se trata de resolver el problema expuesto por los estudiantes de la educación pública afectando a la educación particular subvencionada.



No veo dónde está la coherencia.



Es lo mismo que ocurrió con la “revolución de los pingüinos”. Los estudiantes reclamaban contra los malos liceos, contra las malas escuelas públicas. Y sostenían: “¡Hay que cambiar la LOCE!”.



Yo pensaba: “¡Qué raro! ¿Por qué dirán que hay que cambiar la LOCE? Si se cambia la LOCE no se va a arreglar el problema de la educación pública a nivel escolar”. 



Se cambió la LOCE. Tenemos la LEGE. ¿Y qué pasó con la educación? ¡Sigue igual, si no peor!



Entonces, hay aquí falta de comprensión.



El problema real que tiene nuestro país es la educación pública. 



¡Ese es el problema! ¡Ahí deberíamos trabajar y discutir, en vez de estar perjudicando a quienes ayudan a desarrollar mejor nuestro sistema educacional!



La educación pública es tarea prioritaria. Y la situación se resuelve de muchas maneras.



La desmunicipalización, por cierto, es un camino necesario para avanzar. Pero también hay que mejorar la calidad, la carrera docente, el financiamiento.



Efectivamente -como dijo el Senador que me antecedió en el uso de la palabra-, con 50 mil o 60 mil pesos no se entrega educación de buena calidad.



Lo expresó Gonzalo Vial hace mucho rato: la subvención escolar debe duplicarse para poder hacer algo correcto (no me refiero a la subvención preferencial, sino a la normal). Y esa medida corregiría varios de los problemas. Porque estamos haciendo agua por todos lados.



Ahora, lo que se dice de la educación escolar pública -y no quiero entrar a la educación superior pública- también se aplica a la educación particular subvencionada.



Yo quiero expresar -en las tribunas hay distinguidos representantes de este sector- que la educación particular subvencionada no es de muy buena calidad.



¡Perdónenme!



No considero que sea mala. No. En términos relativos, según los datos SIMCE y otros, la que tiene resultado o rendimiento más bajo es la municipal; luego viene la particular subvencionada, y en seguida, la particular pagada.



Pero si uno analiza rendimientos comparativos de la educación particular pagada, de los mejores en las pruebas internacionales, tenemos malos resultados. Porque no es un problema de educación particular pagada, no pagada, pública o privada: es un problema de la calidad de la educación en Chile.



Eso es lo que debemos atacar, sea en la educación pública o en la particular subvencionada.



Si una escuela particular subvencionada que recibe excedentes porque maneja bien sus recursos hace una educación de buena calidad, ¿por qué la van a cortar, por qué le van a impedir que use de sus excedentes? ¿Cuál es la dificultad de tener un sistema que permita eso?



No se ve la lógica en el planteamiento que se busca instalar.



Por lo tanto, aquí necesitamos la Superintendencia de Educación, la Agencia Acreditadora para la Calidad de la Educación, el marco normativo necesario para asegurar la calidad de la educación. Y el que no cumple -sea privado, público, particular subvencionado-, se cierra. Se le darán las oportunidades, por cierto: se corregirá, se tratará de ayudar. Pero si llega el minuto y no da, debe cerrarse. La cuestión, pues, no tiene que ver con el financiamiento, sino con la calidad del proceso educativo.



Si hay gente que lo hace bien, que realiza sus gastos en forma transparente y puede ser fiscalizada respecto de todos ellos -me parece que la fiscalización debe efectuarse-, ¿por qué le vamos cortar las alas?



Opino que se ha entendido mal la solución del problema: la causa está en un lado, pero se busca resolverlo por la parte que no se halla en crisis. 



Las soluciones que deben aplicarse en la educación pública pueden hacerse extensivas a la particular subvencionada, pero en aquello que es necesario y que no tiene que ver con las utilidades sino con la calidad.



Si la gente entrega educación de buena calidad y paga impuestos como todos los chilenos, ¿qué problema hay para que tenga utilidades? ¿Y si hay dudas sobre su manejo? Transparencia, fiscalización, marco normativo.



¡Esa es la cuestión de fondo! Y me parece que aquí no se aborda.



En seguida está el problema del financiamiento compartido, instalado por Gobiernos de la Concertación.



Puede tener un efecto de segregación, sin lugar a dudas. Pero no se resuelve terminando con el lucro en los establecimientos educacionales. Se puede solucionar de otras maneras.



Por ejemplo, a quienes no tengan financiamiento compartido les podemos dar una subvención complementaria.



¿Por qué no?



“¿Usted quiere tener financiamiento compartido? Lo regulo. Téngalo”. Al que no quiere le doy un subsidio educacional. Y vamos equiparando.



Hay muchas maneras. El problema -de nuevo- no es el que se está tratando de corregir: es otro.



La iniciativa que nos ocupa es grave por dos razones adicionales, señor Presidente. Primero, porque está instalando una normativa que, si se proyecta en su lógica, va a afectar a otras actividades.



Como decía al inicio de mis palabras, aquí se busca impedir que alguien persiga fines de lucro a través de un servicio por el que recibe subvención pública.



¿Pero no ocurre eso asimismo en la salud, en virtud del Plan AUGE? FONASA no funciona; el paciente va a una clínica privada, que por ende persigue fines de lucro, y paga el Estado.



¿Vamos a terminar también aquello?



¿Y qué pasa con la construcción de viviendas sociales? ¿La terminaremos igualmente? Porque ahí se beneficia con un subsidio del Estado a una empresa constructora.



¿Notan ustedes que cuando uno se equivoca en el principio rector los errores se suceden en cadena y los problemas no son resueltos?



Adicionalmente, este proyecto dificulta el derecho de los padres a elegir. El Estado, sin lugar a dudas, tiene una prioridad irreemplazable en materia de educación. Y esta ha sido la tradición chilena, incluida la educación pública. 



Sin embargo, ello no significa que otros no puedan participar en este proceso. Por el contrario, deben hacerlo. Porque la educación es un derecho de todos. Y la libertad de enseñanza, no en la Carta del 80 sino en la historia constitucional de Chile y en las repúblicas democráticas...

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.

El señor LARRAÍN.- Le pido ampliarlo, señor Presidente. Se han entregado generosamente minutos adicionales a otros colegas.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¿Cuánto le falta, Su Señoría, según usted? ¿Un minuto?

El señor LARRAÍN.- Dos minutos, y concluyo.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Bien.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la educación es un bien público. Pero en él pueden participar los privados. Y nadie puede restarles ese derecho.



Lo grave, por lo tanto, es que se ideologiza el debate, distrayéndolo del objetivo central, y se retrocede, solapadamente, a viejos tiempos estatistas. Lo que se quiere es reducir el espacio privado.



¡No! Si lo que necesitamos es una buena educación. Porque el problema de fondo es la desigualdad entre los chilenos, y la desigualdad se rompe con una mejor educación, quienquiera que la aporte.



Lo que quiero es calidad. Lo que quiero es asegurar un buen uso de los recursos. Pero no antepongamos principios ideológicos que, en definitiva, no van a resolver el problema.



Al final, si se llegara a aplicar el principio, va a tener lugar una exclusión de sostenedores, de alumnos. Y eso no lo queremos para Chile.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Se halla inscrito a continuación el Senador señor Navarro, quien no se encuentra presente.



Puede intervenir la Honorable señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, usé de la palabra el día en que se inició el debate, que fue el 21 de diciembre. Hoy, cuando la votación ya se encuentra abierta, me parece pertinente volver a hacerlo.



Cabe reiterar algunos conceptos. Para la Senadora que habla, el de la educación es un tema valórico y de derechos, y, por lo tanto, algo completamente transversal.



No creo en aquellos que aquí, en la Sala, intentan ideologizar el debate, recriminándose mutuamente acerca de quién tiene más culpas.



¿Por qué hemos llegado a esta situación? Porque tuvimos que hacernos cargo de algo que no estaban tratando ni nuestro Gobierno ni el Congreso, que es la calidad de la educación pública. Y ese aspecto presenta algunas aristas, una de las cuales, importante, tiene que ver con el lucro que se obtiene con fondos del Estado.



No estamos haciendo referencia a la educación privada. Consideramos solo la educación pública, que es aquella que sí recibe recursos estatales.



Y es preciso hacer una distinción que ya efectuaron algunos como el Senador señor Quintana, Presidente de la Comisión de Educación: existen colegios subvencionados particulares con fines de lucro, y otros, sin fines de lucro. En ambas categorías, algunos funcionan extraordinariamente bien; otros, muy mal.



En Villa Alemana, comuna que forma parte de la circunscripción que represento, la dueña del colegio Buckingham, subvencionado particular con fines de lucro, les anunció a sus 350 alumnos el jueves 29 de diciembre, en vísperas del término de año, que quedaban sin establecimiento, porque el negocio no estaba bueno. Eso es inaceptable.



En esta materia, desgraciadamente, es preciso dictar siempre la norma para que todos la cumplan. Existen muy buenos sostenedores. Hay gente que ama realmente sus proyectos educativos. Muchos imparten una buena educación y utilizan bien los recursos del Estado que se les entregan. Pero otros no lo hacen.



Y quiero reiterar lo que aquí se ha dicho en orden a que pretendemos dar luz verde a la discusión, para configurar después, en el proceso legislativo -porque este es el primer trámite-, una arquitectura, un cuerpo legal, que permita a los que ya han invertido en educación, a los que han creado proyectos educativos, tengan o no fines de lucro, contar con reglas y disposiciones claras con respecto al uso de los recursos del Estado.



Los dueños de la subvención escolar son los alumnos, no los propietarios de los establecimientos educacionales. Y por esa razón es tan importante crear una normativa legal que condicione la entrega del beneficio.



No se está cuestionando el principio de la libertad de enseñanza, como tampoco una sociedad docente. Porque no soy de las que creen que el Estado tiene que resolverlo todo en la educación; pero tampoco de las que piensan que el mercado soluciona todo por sí mismo en ese ámbito. Estoy convencida de que no es así.



Es más. Me habría encantado que varias personas del sector político al que pertenezco hubieran escuchado ayer la intervención de Arturo Fontaine, Director del Centro de Estudios Públicos, muy citado por gente de esa orientación. En la Comisión de Educación expresó una frase que encontré notable y a la cual hizo referencia el diario “La Tercera” -también nos acompañó el nuevo titular de la Cartera-: “¿Por qué simplemente no se prohíbe el lucro de manera tajante?”.



Todos entendemos que este último es visto como algo abusivo en materia de ganancia. Es cuando no se reinvierte en educación. Pagar los colegios, los directores, y mantener infraestructura no es lucrar. Esa es la actividad legítima de alguien que ha llevado a cabo un emprendimiento. A lo que nos estamos refiriendo es a cuando la subvención escolar no se destina realmente a la educación, sino a fines que tienen que ver con otros negocios de los dueños del proyecto educativo.



Y por esa razón es importante dar luz verde al proyecto de ley en examen, originado en moción de los Senadores señores Cantero, Bianchi, Quintana, entre otros, lo que a muchos de nosotros nos parece que permitirá entrar a un tema de fondo, que es el de si la educación puede seguir siendo realmente solo un negocio o se requiere darle un contexto distinto, porque se trata de la de carácter público.



En una sociedad docente, donde los privados participan y apoyan el rol del Estado en la materia, es importante contar con normas claras de fiscalización, transparencia y regulación.



A muchos de nosotros, como los Senadores señores Horvath, quien ya intervino, y Cantero, nos parece realmente importante que este debate transversal nos convoque mucho más allá de nuestras diferencias, pero, sobre todo, para ponernos de acuerdo en algo esencial, que es apuntar a la calidad de la educación pública. Y estoy convencida de que esta es una arista que no podemos dejar de lado.



Por tanto, votaré a favor.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, parece una paradoja que estemos discutiendo la iniciativa que nos ocupa, porque el artículo 34 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza dispone claramente que las universidades serán corporaciones de derecho privado sin fines de lucro.



O sea, la norma legal prohíbe el lucro, y quienes la violen -ya lo he dicho y algunos se han molestado- cometen un delito. Los que lo hacen son delincuentes.



Por lo tanto, lo que estamos tratando ahora no dice relación con lo planteado por el Ministro señor Lavín: “Sinceremos el lucro”. ¡Si este se halla prohibido! ¡Es una ilegalidad! ¡Constituye un delito!



Intenté hacer un esfuerzo de investigación. Muy pocos abogados quieren pelear con los poderes fácticos y llevar adelante un proceso de esta naturaleza, en el que hay mucho que ganar, pero en el cual se deberá lidiar durante demasiado tiempo.



El libro El negocio de las universidades, de María Olivia Mönckeberg, señala que “el 2 de agosto de 1991 se constituyó la Inmobiliaria Ainavillo con un capital de 30.500.000 pesos. La formaron los mismos fundadores de la Universidad: Joaquín Lavín, Ernesto Silva Bafalluy y Cristián Larroulet.



“En 1994 Ainavillo fue modificada y cuatro sociedades de papel reemplazaron a las personas naturales en calidad de socias: Estudios Económicos Limitada, sociedad constituida por Joaquín Lavín, quedó con un 17,1 por ciento; Inversiones El Otoñal S.A. de Cristián Larroulet, aumentó al 20 por ciento; Inversiones Sydarta Limitada, de Ernesto Silva Bafalluy subió a 22,7 por ciento; Inversiones El Estribo, de Federico Valdés, con 10,4 y Administraciones e Inversiones Penta, de Carlos Alberto Délano y Carlos Eugenio Lavín, con un 16,6 por ciento”.



Al debatir sobre el asunto en este Gobierno de Derecha, lo estamos haciendo con quienes establecieron, ideológicamente, el lucro en las universidades; con quienes buscaron, ideológicamente, “ventanas” para burlar la ley.



Porque la denuncia que María Olivia Mönckeberg formula en su libro se refiere a 1991, hace 20 años. Es algo que sabía la Concertación, que sabía la Derecha, y el sistema se mantuvo.



¿Qué dice el destacado profesor Fernando Atria, a quien hemos escuchado muchas veces en la Comisión de Educación del Senado, en “La angustia del privilegiado”?



“Para el que tiene privilegio, el sistema educacional chileno es el mejor mundo posible. Por supuesto, se podría imaginar uno todavía mejor, que le garantizara legalmente el derecho a mantener sus privilegios a través de las generaciones. Pero eso (tener una clase nobiliaria y voto censitario, etc.)” -como ocurrió en la historia del país- “es claramente imposible. Y en rigor innecesario: el sistema chileno es casi perfecto para asegurarle al que tiene privilegio que lo mantendrá”.



¿Qué ha dicho la OCDE, que reúne a todos los países desarrollados a los cuales queremos parecernos y a la que ingresamos? Que el sistema educacional chileno está fundado, conscientemente, en clases sociales y que el ensayo mercantilista no ha dado los resultados esperados.



Es decir, es falso lo que afirma el Senador señor Hernán Larraín en el sentido de que, en definitiva, se ha obtenido calidad. ¡El sistema ha fracasado! Por eso estamos debatiendo sobre el asunto. Y así ocurrió en la educación superior y la municipalización, porque dicho factor no se registra.



No estamos haciendo referencia, en definitiva, a un análisis sobre un modelo exitoso. Si lo fuera, no sería preciso cambiar nada. Y el 80 por ciento de los chilenos quiere hoy día cambiar todo. Porque lo que estamos discutiendo no es producto de una reflexión del Gobierno -ni siquiera de la Oposición, como tampoco de la Concertación-, sino de una consideración ciudadana ante el aburrimiento de pagar. El 85 por ciento del costo de la educación lo financian las familias. En los países de la OCDE es al revés: ese porcentaje lo paga el Estado.



Por tanto, lamento de verdad que no se encuentre presente el Ministro señor Beyer para tratar la cuestión por la cual los estudiantes se movilizaron durante siete u ocho meses. Todavía hay liceos en paro. Miles de alumnos repitieron curso. Y algunos de los movilizados sacaron los mejores puntajes en la PSU. Nos ocupamos, básicamente, en una de las reformas más importantes que debieran tener lugar en la educación chilena después del clamor ciudadano que se registró, y no ha asistido el titular de la Cartera.



Claro, nos acompaña el Ministro señor Larroulet, pero habríamos deseado que concurriera el Ministro de Educación.



Creo que este último tuvo un mal debut. Se lo dije ayer. Estoy dispuesto a apoyarlo.



Ambos hemos discutido ideológicamente, y ello es algo que aquí no se ha hecho a escondidas y se encuentra pleno y vigente sobre la mesa. Y es bueno transparentar. Me parece bien que el Gobierno jugara esa carta. El que nos ocupa es un asunto propio de un debate ideológico. El problema de la educación en Chile no es pedagógico, sino que reviste ese otro carácter. Dice relación con el tipo de sociedad y de ciudadano que queremos construir.



Hemos hecho una inflexión, porque la gente ya no quiere el tipo de sociedad que estábamos construyendo. Y los que apoyaron a Piñera están hoy día arrepentidos, porque pensaron que iba a venir el cambio, pero ello no sucedió. Se consolidó la integración económica, la concentración.



Espero que el señor Ministro pueda asistir a estos debates, porque es el encargado de participar en ellos.



Cuando los sectores conservadores rechazaron, en 1920, la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria, afirmaban que los campos se iban a despoblar, porque se carecería de mano de obra para el trabajo. ¡La oligarquía y la Derecha han temido siempre los cambios en educación! Les pido no abrigar una aprensión semejante. La criatura que engendraron con las universidades privadas puede ser modificada, porque nadie quiere suprimirla.



Y nuevamente surge la falacia: no se busca eliminar la educación privada. Se va a mantener el sistema de provisión mixta. Lo que queremos es fortalecer el rol del Estado y que no se obtenga lucro con recursos públicos.



Si un 5 por ciento de la población puede pagar educación particular, que lo haga. Pero, en definitiva, un 80 por ciento carece de medios para ello. 



El 70 por ciento de los chilenos -y lo saben los señores Senadores- ¡ganan menos de 500 mil pesos mensuales!



Las llamadas “carreras top” demandan esta última suma. La de Medicina, en la Universidad Católica, cuesta seis millones de pesos, por ejemplo. ¿Deseamos médicos de todos los estratos sociales o de la elite? Esa es la diferencia.



Queremos una educación integradora, que genere mayor igualdad.



Tres Ministros de Educación en seis meses, señor Presidente, implica un cambio vertiginoso que debiera variar.



Espero que así sea, porque, en definitiva, como algunos lo han dicho aquí, uno tiene que hacer caso también de la historia. Mi padre y mi madre no terminaron su enseñanza básica. Declaro, con mucho orgullo, que él era obrero y ella, dueña de casa. Estudié en liceos con números: el N° 2 de Santiago y el N° 25 de Conchalí, y luego, en la Universidad de Concepción, con crédito fiscal, y, por cierto, asimismo con arancel diferenciado. Ese plantel de enseñanza superior es, entre comillas, privado, pero con un espíritu de lo público. Por eso está endeudado.



Pienso que la lucha que dimos contra la Dictadura, de 1980 a 1988 -me expulsaron dos veces de la Universidad; me suspendieron tres-, todavía continúa. ¡Y qué alegrón tener a los estudiantes movilizados, porque aquello que no pudimos hacer quienes luchamos en los años ochenta para derrocar a ese régimen, lo cual significaba cambiar también la educación, les resulta factible a los jóvenes de hoy!



Por eso, creemos que este proyecto es solo un puntapié. Porque va a enfrentar muchas dificultades. Espero que avance, en definitiva, porque Piñera, Aylwin, Lavín, Lagos, Bachelet y Frei estudiaron gratis en las universidades. Y también la mayoría de los señores Senadores presentes. ¡Gratis! No pagaron nunca un peso. Y estimo, entonces, que existe una deuda.



En Finlandia, el ciento por ciento de la educación es gratuita -¡el ciento por ciento!- y pública. Siendo neoliberales, son los mejores del mundo en ese ámbito. Estuvimos allá con la Comisión de Educación. En Cuba, lo mismo: educación ciento por ciento pública y gratuita. Y es la mejor de América Latina. No importa el tipo de Gobierno. Lo que estoy señalando es el rol del Estado.



La OCDE y el Banco Mundial nos han recomendado muchas modificaciones. El lucro tuvo aquí su oportunidad y ha fracasado. Y ello se debe reconocer. No hay integración. Por cierto, existe un alto costo familiar. ¿Y la calidad? No se vislumbra. La municipalización falló. Absolutamente. Vamos a cambiarla.



Pero la verdad es que la cuestión radica en más Estado y menos mercado. Y si es preciso realizar un debate ideológico, hagámoslo. Porque no queremos Estado en toda la sociedad chilena, sino en la educación. No deseamos que esta última sea un negocio. Eso es lo que hemos estado planteando y lo que persigue el proyecto.



El 70 por ciento de los estudiantes en la educación superior corresponden hoy día a universidades particulares privadas, pagadas. Solo el 30 por ciento dice relación con la universidad estatal gratuita, entre comillas, por el sistema de becas. Y, por lo tanto, no se trata de que se vaya a privatizar la educación: esta se encuentra privatizada.



Existen más colegios particulares subvencionados y privados que municipales, los cuales van a decaer brutalmente en marzo, como efecto de las movilizaciones. Es el costo en que se ha incurrido.



Pido, en consecuencia, a los parlamentarios de la Alianza, a los de Gobierno, escuchar más al Banco Mundial, que ha expuesto que si no se flexibiliza el sistema de financiamiento de la educación tendrá lugar una movilización social. Y desde ya expresamos que así será y que la apoyaremos, porque parece ser el único lenguaje que entienden los Gobiernos. Ello fue necesario con la Concertación y hoy día lo es con la Derecha. Estos cambios no se hacen por la sola voluntad de los gobernantes: se verifican por la voluntad del pueblo, expresada en las calles.



No vamos a cerrar ningún colegio particular subvencionado. Existirá un mecanismo gradual, por cierto, para permitir a quienes se desempeñen en la educación obtener los ingresos necesarios para realizar su actividad no así con el lucro y los excedentes, que tienen que ser reinvertidos.



Voto a favor.



¡Nueva Constitución ahora, señor Presidente!

El señor PIZARRO.- (Presidente accidental).- El último inscrito es el Senador señor Gómez.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quisiera consignar que no hay discusión más importante que se deba efectuar en el Congreso Nacional y en el país que la relativa a la educación. Y deseo manifestar una enérgica protesta por la ausencia del señor Ministro, haya sido nombrado ayer, anteayer o cuando fuera. Porque si el Gobierno mantuviera una opinión contraria sobre la materia, el titular de la Cartera debiera estar en la Sala para explicarla y señalar cuál es la decisión que se tomará frente al proyecto.



En seguida, el debate se da desde una perspectiva lógica e ideológica. No tenemos ningún problema en expresar que, en nuestro concepto, la educación es lo que permite el desarrollo de las familias, de los jóvenes, de las niñas. Y, para eso, el Estado tiene que asumir un rol permanente, claro y que no puede dejar entregado al mercado. Eso es lo que denominamos “educación pública”.



Desde 1981 en adelante se establecieron criterios distintos, los cuales han permitido que parte de los recursos públicos se les entreguen a privados -algunos los han denominado “emprendedores”- para que puedan utilizarlos y desarrollar escuelas. Hasta ahí llega la situación.



El punto radica en que hemos escuchado, por ejemplo, que se vulnera la libertad de elección de los padres. En Chile, esta no existe, desde el punto de vista educacional. El único que la tiene es el que puede definir si paga o no y cuánto. Porque el que carece de recursos, aun cuando sea para cancelar 10 mil pesos en el financiamiento compartido, se halla obligado a llevar a sus hijos a la escuela municipal. Esa es la realidad.



Entonces, con el proyecto no se lesiona -repito- la libertad de elección. Esta se encuentra afectada desde hace muchos años por no existir la capacidad del Estado de proporcionar educación pública gratuita y de calidad, que es lo que le permitiría a la gente definir entre lo privado y lo público, ya que lo relevante es la calidad. Y ese punto lo tocaré más adelante.



Aclarado lo anterior, también se dijo que no habrá libertad para abrir establecimientos educacionales. Ello es igualmente falso. Tal libertad existirá. El punto radica en si es legítimo utilizar recursos públicos para crear colegios y utilizar esos fondos no en educación, sino en “lucro”, como se ha llamado.



Entonces, no es cierto que se vulnere la libertad para entregar recursos con el fin de abrir establecimientos de enseñanza.



Por otra parte, escuché que la aprobación del proyecto significará dejar sin subvención a los colegios. ¡No es verdad! Es cierto que, viendo como está su texto, los sostenedores que han efectuado inversiones bajo determinada ley pueden sentir una legítima inquietud. Y es nuestra obligación preocuparnos de eso, porque no se trata de expropiarlos, sino de establecer hacia el futuro un criterio diferente del que consagra la normativa actual.



¿Y cuál es el criterio, en mi opinión? Que la educación sea de calidad.



Por eso, quiero decir algo medio complejo -por supuesto, votaré a favor de esta iniciativa-, y lo voy a explicar.



¿El problema de la educación es el lucro? Lo he dicho otras veces. Si uno lo analiza nuestra enseñanza, ve que en ella se dan tres fórmulas: la educación municipal, la educación subvencionada con fines de lucro y sin fines de lucro, y la educación privada.



Debo manifestar que con alguien debemos compararnos y, como somos tan modernos y tan exitosos, lo hacemos con los países ricos, con los de la OCDE. En estos, los colegios municipales registran 400 puntos; los colegios subvencionados, 440 puntos, y la diferencia entre los subvencionados con fines de lucro y los sin fines de lucro alcanza a 10 o 20 puntos. ¿Quiénes realmente sobrepasan la línea de la calidad? Los colegios particulares pagados. Ellos llegan a 520 puntos; superan la línea de la OCDE.



Entonces, ¿es el lucro el problema? ¡No! El problema es que nuestro país no ha tomado la decisión de que la educación sea de calidad.



Ahora, cabe preguntarse: ¿Es legítimo que, existiendo estos niveles de desigualdad se puedan usar platas públicas para el lucro en educación? En mi opinión, no lo es. Porque no hemos llegado ni a los pies de los colegios que presentan la calidad que la sociedad y las familias esperan.



Cualquiera de los que hoy nos observan -algunos de los cuales son dueños de colegios-, o quienquiera -ya sea mamá o papá- al que le preguntaran lo que desea, respondería: “Que mis hijos reciban buena educación”. Y eso significa educación de calidad”.



Por consiguiente, el punto que hacemos valer en esta discusión radica en si es posible aceptar que en una sociedad como la nuestra, desigual, segregada -basta mirar los resultados de la PSU: de los cien colegios con mejores puntajes, 96 son particulares pagados, dos subvencionados y dos municipales, y el 46 por ciento de ellos pertenecen a las cuatro comunas del sector alto de la Región Metropolitana: ¡es la segregación que ha producido la educación!-, los recursos sean utilizados para el lucro.



Creo que no, señor Presidente, porque no es correcto. Mientras la sociedad chilena no logre tener educación de calidad y las familias no puedan tomar su decisión por esta y no por los recursos, ello no será correcto.



Por lo tanto, este proyecto va en la línea de un debate mediante el cual podamos, en definitiva, adoptar decisiones desde el Estado.



Algunos han sostenido aquí que esto equivale a que más adelante tengamos que impedir la construcción de viviendas sociales por medio de recursos estatales.



Soy partidario de que el Estado sea pequeño, pero fuerte, y de que realice las acciones de protección que la sociedad espera. Ellas tienen que ver con educación, con salud, con seguridad pública. Y, para eso, un peso del Estado debe estar bien destinado y utilizado.



Y, en el caso que nos ocupa, señor Presidente, no hay duda de que aquello no se cumplirá de esa forma.



En tal perspectiva, si uno mira las estadísticas -como señalaba-, es posible concluir que la educación en Chile, excepto la particular pagada, no es de calidad. Y cuando hablamos de que hay educación de calidad, si nos comparamos con quien corresponde, nos daremos cuenta de que no es así. Es la realidad. Puede haber algunos que se destaquen, pero el resultado porcentual y de las estadísticas por las cuales nos comparamos, nos demuestran claramente que no es así.



Y siendo de esa manera, tenemos que lograr que este debate vaya más allá del lucro, del problema que significa que este exista o no; que vaya sobre la decisión del Gobierno, que dispone de las facultades necesarias -por eso reclamo que no se encuentre el Ministro de Educación- para establecer un programa y un proyecto que nos permitan desarrollar educación pública, gratuita y de calidad.



Eso significa preocuparse, en primer lugar, de los preescolares.



En Chile tenemos más de 600 mil niños sin cobertura en materia preescolar. Si no somos capaces de darles cobertura, sus posibilidades hacia el futuro serán bajas.



Hemos de evitar que en esa etapa de su vida sean incapaces de alcanzar un desarrollo que les permita continuar en el futuro.   



Debemos preocuparnos de que los que asisten a los colegios técnico-profesionales puedan seguir hacia delante en el desenvolvimiento de su vida cotidiana.



Tenemos que lograr que esos estudiantes -¡todos!- dispongan también de una enseñanza que los haga ser ciudadanos.



¡Eso es hablar en serio de la educación! ¡Hablar de un crecimiento hacia el futuro, transformar la sociedad, convertir de verdad a la enseñanza en la mayor herramienta de progreso para las familias!



Lo anterior tiene que ver con la calidad y con la obligación del Estado de que ella sea definitivamente desarrollada, y no con la creación de diversos organismos: Superintendencia, Agencia de Calidad.



Me resulta curioso que este Gobierno sea el que más burocracia ha creado. Sin embargo, no basta con la burocracia. Hay que adoptar una decisión política, y ello no ha ocurrido en este Gobierno ni en los Gobiernos anteriores. Ese es el problema.



En consecuencia, de una vez por todas, tomemos la decisión de discutir el asunto de fondo: la educación de calidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos a favor y 12 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Corresponde establecer un plazo para presentar indicaciones.



¿Les parece bien la primera semana de marzo?

El señor CANTERO.- De acuerdo.

El señor QUINTANA.- Sí.



--Se fija plazo para formular indicaciones hasta el lunes 5 de marzo, a las 12.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS.



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Agricultura, solicitándole FUNDAMENTACIÓN TÉCNICA PARA EXIGUO INCREMENTO DE PRESUPUESTO DE CONAF (ÁREAS PROTEGIDAS); a la señora Ministra del Medio Ambiente, pidiéndole señalar MEDIDAS PARA CUMPLIMIENTO DE OBJETIVOS DE CONSERVACIÓN EN PARQUE NACIONAL TORRES DEL PAINE, y al Director Nacional de la CONAF, requiriéndole información sobre APORTE DE CONCESIONES  PRIVADAS DE HOTELES, COSTOS DE PREVENCIÓN Y MITIGACIÓN DE RIESGOS Y CONTROL CON BAJA DOTACIÓN DE GUARDABOSQUES EN PARQUE NACIONAL TORRES DEL PAINE. 


Del señor HORVATH:



A los señores Ministro del Interior y Seguridad Pública, Director del SERNAGEOMIN y Director de la ONEMI, solicitándoles antecedentes relativos a INCLUSIÓN DE RIESGOS POR FENÓMENOS SÍSMICOS, VOLCÁNICOS Y DE REMOCIÓN EN MASA EN EVALUACIÓN AMBIENTAL DE PROYECTO PARA CONSTRUCCIÓN DE CENTRAL HIDROELÉCTRICA EN RÍO CUERVO (UNDÉCIMA REGIÓN).

)-------------(



--Se levantó a las 20:8. 







Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 78ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 30 DE NOVIEMBRE DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Gómez. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social, señores Felipe Larraín y Cristián Larroulet y señora Evelyn Matthei, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

CUENTA

Oficios

Del señor Subsecretario General de la Presidencia:


Atiende petición remitida en nombre de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Prokurica y Ruiz-Esquide, para que se estudie la factibilidad de enviar a tramitación legislativa una modificación de la ley que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, en el sentido de reconocerle facultades certificadoras a los Comités Regionales y crear la figura de inspectores civiles. 


Da respuesta a solicitud cursada en nombre de los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Prokurica y Zaldívar, con el propósito de que se pondere el envío de una iniciativa que modifique la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo, con el fin de eliminar la diferenciación entre empleados y obreros. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías. 

Mociones


Del Senador señor Navarro, con las que da inicio a las siguientes iniciativas: 


1.- Proyecto de ley que establece normas sobre respeto y promoción de los derechos de los pueblos originarios en los establecimientos educacionales (Boletín Nº 8.073-04). 


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 


2.- Proyecto que reemplaza la definición de recurso sobreexplotado en la Ley General de Pesca y Acuicultura (Boletín Nº 8.074-03). 


3.- Proyecto de ley relativo al procedimiento de declaración de sobreexplotación de pesquerías (Boletín Nº 8.077-03). 


- Pasan a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. 


4.- Proyecto de ley que incorpora el concepto de trastorno del desarrollo intelectual en la ley Nº 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales (Boletín Nº 8.078-11). 


- Pasa a la Comisión de Salud. 

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Navarro y Lagos, sobre los siguientes asuntos: 


1.- Reconocimiento de la actividad de los pescadores artesanales de Chile como un oficio y tradición que debe ser considerado en el Programa "Tesoros Humanos Vivos" (Boletín Nº S 1.431-12). 


2.- Urgente adopción de medidas legales y reglamentarias por el estado de sobreexplotación de diversas pesquerías nacionales (Boletín Nº S 1.432-12). 


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva. 

- - -


Luego de terminada la cuenta, han llegado a la Mesa dos oficios de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N° 19.764 (Boletín Nº 8.066-05) (con urgencia calificada de "discusión inmediata"). 


- Pasa a la Comisión de Hacienda. 


Con el segundo, informa que dio su aprobación a la iniciativa que establece la ley marco de los Bomberos de Chile (Boletín Nº 7.897-22). 


- Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso. 

- - -


El señor Presidente indica que en la tabla de hoy se había incorporado, en primer lugar, el Tiempo de Votaciones, con el fin de tratar los numerosos proyectos de acuerdo que allí figuran. Sin embargo, debido a la premura que existe para despachar otros proyectos con urgencia, varios Comités han solicitado dejarlos para una próxima sesión. 


Así se acuerda.

- - -


El señor Presidente señala que la Comisión Mixta que dirimirá las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la discusión del proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15), ha solicitado autorización para funcionar en paralelo con la Sala. 


Se accede a lo solicitado.

_______________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura, con segundo informe de la Comisión de Intereses

Marítimos, Pesca y Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar la discusión del asunto de la referencia.

El señor Secretario General señala que en este proyecto, que tiene el Boletín N° 8.010-03, queda pendiente lo siguiente: 


- Respecto del artículo 6°, la petición de votación separada efectuada por el Honorable Senador señor Letelier, y la situación planteada por varios Senadores en cuanto a si esta norma, por ser de quórum calificado y haber sido objeto de una enmienda meramente formal, ya estaría aprobada, sin perjuicio de dejar constancia del número de votos recibidos. 


- En cuanto al artículo 4° transitorio, también hay petición de votación separada.


Sobre el particular, intervienen los Honorables Senadores señores Navarro y Horvath.

- - -


En seguida, el señor Presidente somete a consideración de la Sala si el artículo 6° debe votarse o debe entenderse aprobado.


Sometida a votación la alternativa, se rechaza la opción de votar el artículo 6° por 20 votos en contra, 6 a favor y 4 abstenciones.


Votan en contra, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag y Uriarte. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma. 


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Frei, Ruiz-Esquide y Walker (don Patricio). 

- - -


En consecuencia, con la misma votación, en sentido inverso, se da por aprobado el artículo 6°, es decir, por 20 votos a favor, 6 en contra y 4 abstenciones, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 

- - -


Seguidamente, se pone en votación el artículo 4º transitorio, que es aprobado por 30 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Navarro, Horvath, Orpis y Rossi.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los armadores artesanales y sus embarcaciones que, no encontrándose inscritos en la misma, hubieren informado desembarques al Servicio Nacional de Pesca, de acuerdo a lo establecido en el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en el marco de pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, en las pesquerías que a continuación se individualizan: 


a) Jurel (Trachurus Murphy) de la III, V y VIII Regiones, con cerco.


b) Raya volantín (Zearaja chilensis) de la X y XI Regiones, con espinel. 


c) Pejegallo (Callorhynchus callorhynchus) y Tollos (Mustelus mento, Squalus acanthias y Mustelus whitneyi) de la X Región, con espinel y enmalle.


d) Reineta (Brama australis) de la VII, VIII y X Regiones, con espinel y enmalle.


e) Sardina austral (Sprattus fueguensis) de la X y XI Región, con cerco.


f) Merluza común (Merluccius gayi) de la VII y VIII Regiones, con enmalle y espinel.


Asimismo, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los buzos y recolectores de orilla, algueros o buzos apnea que, no encontrándose inscritos en la misma, acrediten operación pesquera extractiva en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en el marco de pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, y que se encuentren individualizados en los informes entregados a la Subsecretaría de Pesca por las entidades ejecutoras de dichas investigaciones con anterioridad al 31 de enero de 2012, en las pesquerías que a continuación se individualizan:


a) Algas pardas (Lessonia trabeculata, Lessonia nigrescens y Macrocystis integrifolia) de la XV, I, II, III y IV Regiones, mediante buceo y recolección de alga varada. 


b) Pulpo del norte (Octopus mimus), Erizo (Loxechinus albus) y Lapas (Fissurela spp) de la III Región, mediante buceo o recolección. 


c) Macha (Mesodesma donacium) y Pulpo chilote (Enteroctopus megalocyathus) de la X Región, mediante buceo y recolección.


d) Erizo (Loxechinus albus) de la X y XI Regiones, mediante buceo.


Artículo 2°.- En el caso de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los armadores artesanales y sus embarcaciones que, no encontrándose inscritos en la misma, se hubieren inscrito en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011 en las pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, en las pesquerías que a continuación se individualizan:


a) Centollón (Paralomis granulosa), con trampas. 


b) Centolla (Lithodes santolla), con trampas. 


c) Congrio dorado (Genypterus blacodes), con espinel.


d) Raya volantín (Zearaja chilensis), con espinel.


e) Reineta (Brama australis), con espinel y enmalle.


Asimismo, en la Región señalada en el inciso anterior, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en todas las pesquerías que a continuación se indican a los buzos que, no encontrándose inscritos en cualquiera de ellas, se hubieren inscrito en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011 en la pesca de investigación autorizada por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, y que se encuentren individualizados en los informes entregados a la Subsecretaría de Pesca por las entidades ejecutoras de dicha investigación con anterioridad al 31 de enero de 2012:


- Caracol trofon (Trofon geversianus), Ostión patagónico (Chlamys patagónica), Ostión del sur (Chlamys vitreae), Loco (Concholepas concholepas), Huepo (Ensis macha) y Erizo (Loxechinus albus), mediante buceo.


Artículo 3°.- Para los efectos indicados, mediante una o más resoluciones, la Subsecretaría de Pesca establecerá, conjunta o separadamente, una o más nóminas de los pescadores artesanales y embarcaciones que cumplan con los requisitos contemplados en los artículos anteriores. Dichas resoluciones deberán ser publicadas en extracto en el Diario Oficial, a más tardar el día 31 de marzo de 2012, sin perjuicio de la publicación de su texto íntegro en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría de Pesca. 


Los pescadores artesanales y embarcaciones que, cumpliendo con los requisitos anteriores, no hubieren sido incorporados en la nómina respectiva, podrán interponer los recursos administrativos que correspondan de conformidad con la ley N° 19.880, con las siguientes salvedades:


a) El plazo para presentar el recurso de reposición será de 15 días hábiles contados desde la fecha de publicación en extracto en el Diario Oficial de la última resolución que establece la nómina de la pesquería que se impugna, y


b) En caso de que sólo se interponga el recurso jerárquico, el plazo será el establecido en la letra anterior.


La Subsecretaría de Pesca establecerá, mediante una o más resoluciones, las nóminas definitivas resultantes del procedimiento antes indicado. Dichas resoluciones se publicarán en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría de Pesca y en extracto en el Diario Oficial, y en contra de ellas no procederá recurso administrativo alguno. 


En el plazo de treinta días, contado desde la publicación en extracto en el Diario Oficial de la resolución indicada en el inciso anterior, los pescadores artesanales y sus embarcaciones que se encuentren individualizados en las nóminas deberán acreditar ante el Servicio Nacional de Pesca el cumplimiento de las normas de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos en materia de inscripción en el Registro Artesanal.


Una vez vencido el plazo establecido en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Pesca, en el término de un mes, procederá a modificar el Registro Artesanal en la sección de pesquería que corresponda, incorporando las embarcaciones con el arte o aparejo de pesca respectivo, así como a los pescadores artesanales de acuerdo a su categoría. 


Artículo 4°.- Lo dispuesto en los artículos anteriores se entenderá sin perjuicio de las inscripciones vigentes en el Registro Artesanal a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo 5°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente manera:


1) Modifícase el artículo 2° del modo que sigue:


a) Intercálase el siguiente numeral 26 bis):


“26 bis) Observador científico: persona natural, encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos.


Los observadores científicos deberán acreditar conocimientos y aptitudes para llevar a cabo tareas científicas básicas y podrán ser profesionales o técnicos ligados a las ciencias marinas, pesqueras o acuícolas, de universidades e institutos profesionales acreditados.”.


b) Reemplázase el numeral 29), por el siguiente:


“29) Pesca de investigación: extracción sin fines de lucro de individuos de una especie hidrobiológica o parte de ellos, con la finalidad de obtener datos e información para alguno de los siguientes propósitos: generar conocimiento científico o tecnológico, realizar actividades de docencia, contar con antecedentes para adoptar medidas de administración o proteger la biodiversidad, el ambiente acuático y el patrimonio sanitario del país. Asimismo, se considerarán pescas de investigación aquellas de carácter exploratorio, de prospección y experimental.


La extracción podrá comprender la captura con retención temporal o permanente de los individuos.”. 


2) Incorpórase el siguiente artículo 9° bis:


“Artículo 9° bis.- Para la administración y manejo de una o más pesquerías de recursos bentónicos de invertebrados y algas, la Subsecretaría podrá establecer un plan de manejo aplicable a todo o parte de una región o regiones, el que deberá contener las menciones y se implementará de conformidad a las reglas establecidas en el artículo 9°.


No obstante lo anterior, en la formulación de estos planes de manejo se deberá determinar los pescadores artesanales involucrados en la o las pesquerías que lo integren. En los casos en que éste sea aplicable sólo a una parte de la región o regiones, participarán los pescadores artesanales inscritos en la pesquería que cumplan con los criterios de participación establecidos en el plan, entre los cuales deberá considerarse el haber efectuado operaciones extractivas en el área de aplicación del plan. Sólo podrán continuar operando en el área quienes cumplan con los requisitos de participación y operación establecidos en el plan. Al menos cada tres años se evaluará el esfuerzo pesquero aplicado al área, pudiendo la Subsecretaría, mediante resolución fundada, determinar el ingreso de nuevos pescadores artesanales, siempre que ello no afecte la sustentabilidad de la pesquería. 


Además de las medidas de conservación y administración contempladas en esta ley, en los planes de manejo a que se refiere este artículo se podrán establecer por resolución del Subsecretario las siguientes medidas:


a) Rotación de áreas de pesca.


b) Criterio y limitación de la extracción.


c) Traslocación y repoblación de recursos bentónicos.


d) Técnicas de extracción o cosecha.


e) Buenas prácticas, sustentabilidad y recuperación de ecosistemas.


f) Programas de educación y capacitación.”.


3) Intercálase, en el inciso primero del artículo 50, a continuación de la palabra “Servicio”, la siguiente frase final: “, salvo que se configure alguna de las causales denegatorias del artículo 50 A”. 


4) Incorpórase el siguiente artículo 50 A, nuevo, pasando el artículo 50 A a ser artículo 50 B: 


“Artículo 50 A.- Se inscribirán en el Registro Artesanal las solicitudes de inscripción que recaigan sobre las pesquerías que se encuentran incorporadas en una nómina que determinará la Subsecretaría por región. 


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución, la nómina de pesquerías y las especies que la constituyen por región, el respectivo arte o aparejo de pesca y categoría de pescador artesanal que la puede extraer, y que conformarán el Registro Artesanal. Dicha nómina se deberá actualizar, a lo menos, cada dos años.


La solicitud de inscripción será denegada cuando concurra alguna de las siguientes causales:


a) Encontrarse suspendida transitoriamente la inscripción de la pesquería solicitada en el Registro Artesanal, de conformidad con los artículos 20, 33 y 50 de esta ley.


b) Constituir la o las pesquerías solicitadas, unidades de pesquerías declaradas en régimen de recuperación o de desarrollo incipiente, según lo dispuesto en el Párrafo 3° del Título III de esta ley.


c) Constituir la o las especies solicitadas, en conformidad a una nómina que establecerá la Subsecretaría de Pesca, fauna acompañante de las pesquerías señaladas en las letras a) o b) anteriores, salvo que el solicitante se encuentre inscrito en ellas.


En el evento que la especie solicitada no se encuentre en la nómina el Servicio deberá remitir dicha solicitud a la Subsecretaría la que deberá pronunciarse en el plazo de un mes, incluyendo en la nómina las respectivas especies y artes o denegándola mediante resolución fundada en virtud de las siguientes causales:


a) Por no tener distribución geográfica en el área solicitada.


b) Cuando la actividad solicitada sea contraria a la normativa pesquera vigente.”.


5) Agrégase, a continuación del artículo 55 H, el siguiente artículo 55 I:


“Artículo 55 I.- Dentro del marco del Régimen Artesanal de Extracción establecido de conformidad con el artículo 48 A, los titulares de asignaciones podrán ceder las toneladas asignadas para el respectivo año calendario a otro titular de la misma región o a titulares de otras regiones, siempre que se trate de una misma unidad poblacional. También se podrán celebrar estos actos jurídicos en beneficio de uno o más pescadores artesanales inscritos en el Registro Artesanal en el recurso respectivo en regiones no sometidas al régimen y dentro de la misma unidad poblacional.


La Subsecretaría, mediante resolución fundada, autorizará las cesiones a que se refiere el inciso anterior. 


El Servicio llevará, de oficio, un registro público de traspasos que estará disponible en su página de dominio electrónico, en el que se registrará la cesión celebrada, debiendo constar en ella el cedente y el cesionario y las toneladas objeto de la cesión, así como el listado de los pescadores artesanales propiamente tales que hayan participado en el último zarpe de la embarcación del cedente, de conformidad con el registro de zarpe otorgado por la Autoridad Marítima o en el contrato de embarque, cualquiera que conste en la solicitud de cesión. En el evento de que las toneladas objeto de la cesión superen los saldos de asignación disponibles al momento de la autorización, ésta se realizará hasta el límite disponible.


En los casos antes regulados las capturas se imputarán al titular original de la asignación.


No obstante lo anterior, el titular de la asignación sólo podrá ceder, en un período de tres años corridos, hasta el 50% de la cuota asignada para dicho período. 


La infracción a la obligación señalada en el inciso anterior será causal de caducidad de la inscripción en el Registro Artesanal del pescador o pescadores titulares de la asignación y de la embarcación artesanal, en su caso.”.


6) Reemplázanse los artículos 98, 99, 100, 101 y 102, por los siguientes:


“Artículo 98.- La Subsecretaría autorizará mediante resolución la pesca de investigación de conformidad con las normas de este Párrafo. Las solicitudes deberán enmarcarse dentro de los propósitos definidos en el número 29) del artículo 2° de esta ley.


Los resultados de las investigaciones deberán comunicarse a la Subsecretaría mediante el envío de informes, incluyendo los datos recopilados, dentro de los plazos y de acuerdo con la metodología y objetivos del proyecto aprobado. Dentro del plazo de diez días de cumplida la exigencia de enviar el informe de resultados, éstos deberán publicarse en el sitio web de la Subsecretaría.


El incumplimiento de la obligación antes señalada se considerará como causal suficiente para denegar cualquier nueva solicitud de pesca de investigación, mientras no se regularice la entrega y aprobación del informe final, el que será público. 


Todos los resultados y bases de datos obtenidos mediante la investigación realizada con pesca de investigación serán públicos. La Subsecretaría deberá llevar un registro de ellos y publicarlos en su sitio web.


Artículo 99.- Las personas naturales y jurídicas interesadas en realizar pesca de investigación deberán presentar una solicitud a la Subsecretaría de Pesca, acompañada de los términos técnicos de referencia del proyecto y de los demás antecedentes que establezca el reglamento. 


Si el solicitante es una persona natural o jurídica extranjera deberá contar con el patrocinio de una institución pública o privada chilena dedicada a la investigación.


Los términos técnicos de referencia y la ejecución de las actividades de investigación deberán ser realizadas por personas naturales y jurídicas que tengan conocimiento y experiencia profesional o académica en relación a los objetivos planteados en el estudio. 


Artículo 100.- La Subsecretaría podrá autorizar, en casos fundados, la ejecución de proyectos de investigación, exceptuándolos de las medidas de administración vigentes para las especies en estudio.


No obstante, tratándose de recursos hidrobiológicos sometidos a cuotas globales anuales de captura, sólo se podrán eximir de tales medidas de administración las pescas de investigación que se efectúen con cargo a la cuota de investigación. Asimismo, tratándose de recursos hidrobiológicos no sometidos a cuotas globales de captura, no se podrá autorizar a capturar más del 2% de los desembarques del año calendario anterior exceptuándolos de las medidas de administración.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará tratándose de los proyectos de investigación que tengan por objeto proteger la biodiversidad, el ambiente acuático o el patrimonio sanitario del país, en cuyo caso la Subsecretaría podrá, fundadamente, eximir de las medidas de administración vigentes para las especies en estudio.


En ningún caso podrá eximirse de las prohibiciones contempladas por esta ley ni de las obligaciones legales y reglamentarias establecidas para la realización de actividades pesqueras extractivas. 


Artículo 101.- Las naves industriales o embarcaciones artesanales que se utilicen en pesca de investigación deberán estar inscritas en el Registro Nacional Pesquero Industrial o en el Registro Artesanal, según corresponda, y en los casos que la pesquería esté declarada en plena explotación o con su acceso cerrado, dichas naves deberán contar con autorización o inscripción sobre el respectivo recurso. En el caso de las pesquerías bentónicas la obligación antes señalada se hará aplicable al buzo y al recolector de orilla, alguero o buzo apnea. 


Quedarán exceptuados de las disposiciones antes señaladas los buques de investigación matriculados como tales ante la Autoridad Marítima o aquellos con dedicación preferente a la ejecución de actividades de investigación, lo cual deberá ser acreditado ante la Subsecretaría. En el caso de proyectos de investigación sobre recursos bentónicos, o que tengan por objeto proteger la biodiversidad, el ambiente acuático o el patrimonio sanitario del país, quedarán exceptuados los muestreadores científicos acreditados por instituciones de investigación.


La Subsecretaría podrá exigir al peticionario la obligación de admitir a bordo al o a los observadores científicos o profesionales que ésta determine y las demás obligaciones necesarias para el cabal cumplimiento de los objetivos de la investigación.


Los armadores podrán disponer de las capturas obtenidas, incluyendo el desembarque y procesamiento de las mismas, una vez recopilada la información necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la investigación.


Artículo 102.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 11 del decreto ley N° 2.222, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional, que sustituye la Ley de Navegación, se podrá autorizar la operación de naves extranjeras para los efectos de la pesca de investigación, supeditada a la celebración de un convenio con organismos de investigación públicos o privados chilenos. La solicitud deberá señalar el nombre y dirección de la persona responsable, domiciliada en el país, para efectos de esta ley. 


Los armadores extranjeros deberán cumplir con las disposiciones de la presente ley y con aquellas que otorgan atribuciones a la Autoridad Marítima.”.


Artículo 6°.- Agrégase, en el artículo transitorio de la ley N° 20.485, el siguiente texto final: “Durante dicho período y en las Unidades de Pesquería comprendidas entre la XV y II, y III y IV Regiones, la extracción de jurel se efectuará sobre una talla mínima de carácter referencial de 22 centímetros de longitud de horquilla. Sin perjuicio de lo anterior, se aceptará un margen de tolerancia de un 35% medido en número de ejemplares, respecto de la captura por cada viaje de pesca, durante períodos que serán definidos por la Subsecretaría, debiendo cerrase temporalmente por un lapso de siete días corridos, el área o las áreas definidas por la Subsecretaría dentro de cada Unidad de Pesquería, si se excede dicho porcentaje.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las pescas de investigación en las pesquerías a que se refiere el artículo 1° de esta ley, que se encuentren vigentes a la fecha de su publicación, se entenderán prorrogadas hasta el día 30 de junio de 2012, en los mismos términos autorizados. Con todo, en las citadas pescas de investigación sólo podrán participar los pescadores artesanales y embarcaciones que se encuentren operando en el marco de la respectiva pesca de investigación con anterioridad al 1 de enero de 2012. 


Artículo segundo.- Los armadores industriales que se encuentren sometidos a la medida de administración de límite máximo de captura por armador, de conformidad con la ley N° 19.713 y sus modificaciones, podrán ceder total o parcialmente las toneladas asignadas durante el año calendario a un armador artesanal inscrito en dicha pesquería, el que podrá extraerla en la región de su inscripción y dando cumplimiento a las exigencias de certificación de las capturas al momento del desembarque de conformidad con la ley antes citada, o a un titular de límite máximo de captura, el que deberá extraerla en la unidad de pesquería autorizada. En ambos casos, las cesiones sólo podrán efectuarse dentro de la misma unidad poblacional. 


Asimismo, los titulares de asignación artesanal como consecuencia del Régimen Artesanal de Extracción, establecido de conformidad con el artículo 48 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán ceder las toneladas asignadas para el respectivo año a un armador industrial, quien deberá extraerlas de acuerdo con la normativa del sector industrial y dentro de la unidad de pesquería autorizada. En este caso las cesiones tendrán un límite del 50% de las toneladas asignadas cada año. 


Las cesiones a que se refieren los incisos anteriores deberán ser autorizadas mediante resolución fundada de la Subsecretaría de Pesca. 


En todos los casos precedentes, una vez autorizadas las cesiones, éstas se deberán publicar en el registro que llevará el Servicio al efecto, de conformidad con las reglas del artículo 55 I de la Ley General de Pesca y Acuicultura. 


En los casos antes regulados las capturas se imputarán al titular original de la asignación.


Artículo tercero.- Dictada la resolución a que se refiere el inciso segundo del artículo 50 A el Servicio, de oficio, deberá proceder a reinscribir a los pescadores artesanales y sus embarcaciones, si corresponde, que tengan inscritas una o más especies con su acceso cerrado en una determinada pesquería de conformidad con la nómina, esto es, incorporando en la inscripción todas aquellas especies contenidas en la nómina y que tengan su acceso abierto. En relación a las especies que tengan su acceso cerrado, sólo se permitirá que puedan ser extraídas como fauna acompañante de la especie principal en los porcentajes que determine la Subsecretaría de Pesca.


Artículo cuarto.- Los requisitos de estudios para inscribir en el registro de pescador artesanal se entenderán cumplidos, dándose el plazo de un año para que rindan exámenes de carácter laboral o el que exige la ley.”.

___________

Proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica, con informe verbal de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la solicitud de insistencia de S.E. el Presidente de la República respecto al proyecto aludido (Boletín N° 8.067-05), con urgencia de "discusión inmediata". 


Agrega que esta iniciativa fue desechada en general por la Cámara de Diputados, y, en virtud del artículo 68 de la Constitución Política de la República, el Primer Mandatario solicitó a dicha Corporación enviarla al Senado para que éste la apruebe en general por los dos tercios de sus miembros presentes. 


Cabe considerar, en todo caso, que el proyecto de ley contiene normas de rango orgánico constitucional.

- - -


Se suspende la sesión para realizar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General informa que los Comités han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


a) Que el trámite habilitante de la iniciativa de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín N° 8.067-05), se discuta y vote en la presente sesión. 


b) Que el quórum exigido es el dispuesto por el artículo 68 de la Constitución, que lo establece expresamente para este efecto. En consecuencia, se requieren dos tercios de los Senadores presentes para la aprobación. 


c) Que si ésta tiene lugar, el proyecto volverá a la Cámara de origen, desde donde, según la votación que se registre, regresará al Senado, momento en el cual tendrán que votarse las normas de rango orgánico constitucional en la discusión particular. 


d) Que a fin de llevar a cabo este último trámite, se citará a sesión especial para el lunes 12 de diciembre.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general la solicitud de insistencia de S.E. el Presidente de la República, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Bianchi, Zaldívar, Escalona, Frei, Gómez, Cantero y Rossi. Intervienen también los Ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social.


Cerrado el debate y puesta en votación, se aprueba la solicitud por 18 votos a favor, de un total de 18 Senadores presentes, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte. 

- - -


El Honorable Senador señor Navarro hace reserva de constitucionalidad respecto de los artículos 28, 30 y 32 del proyecto.

- - -


El señor Presidente señala que de esta forma se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República. 


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_____________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señor Frei, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
_______________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 79ª, ESPECIAL, EN LUNES 12 DE DICIEMBRE DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Gómez. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, y el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


El acta de la sesión 71ª especial del día 23 de noviembre del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con los tres primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes asuntos:


1.-  Proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín Nº 8.067-05).


2.- Proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (Boletín N° 7.308-06).


3.- Proyecto de ley que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°19.764  (Boletín Nº 8.066-05).


Con el cuarto, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).


2.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes (Boletín N° 7.862-03).


4.- Proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín N° 7.947-03).


5.-  Proyecto de ley sobre reprogramación de créditos universitarios (Boletín N° 7.874-04).


6.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 7.503-19).


7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.444 y la ley N° 19.885, con el objeto de fomentar las donaciones y simplificar sus procedimientos (Boletín Nº 7.953-05).


8.- Proyecto de ley que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos (Boletín N° 6.733-06).


9.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).


10.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines N°s 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).


11.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).


12.- Proyecto de ley que establece normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías (Boletín N° 7.217-07).


13.- Proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia (Boletín Nº 7.408-07).


14.- Proyecto de ley sobre indulto general (Boletín N° 7.533-07).


15.- Proyecto de ley que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (Boletín Nº 7.689-07).


16.- Proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados (Boletín N° 7.854-07).


17.- Proyecto de ley que regula la certificación de los artefactos para combustibles de leña y otros productos dendroenergéticos (Boletín Nº 7.141-08).


18.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residentes en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y Santiago, respectivamente (Boletín N° 7.584-10).


19.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010 (Boletín N° 7.726-10).


20.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010 (Boletín N° 7.754-10).


21.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), suscrito en Santiago, el 6 de enero de 2011 (Boletín N° 7.755-10).


22.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre la República de Chile y Malasia, suscrito en Yokohama, el 13 de noviembre de 2010 (Boletín Nº 7.830-10).


23.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Marco para la Implementación de Sistemas de Control Integrado y de Cooperación para la Facilitación del Tránsito en los Pasos de Frontera Habilitados entre la República de Chile y la República del Perú, suscrito en Santiago, el 19 de enero de 2011 (Boletín Nº 7.967-10).


24.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Cooperación Técnico-Militar entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia, suscrito en Santiago, el 19 de noviembre de 2004 (Boletín Nº 7.968-10).


25.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011 (Boletín Nº 7.987-10).


26.- Proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11).


27.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).


28.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).


29.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo (Boletín Nº 7.449-11).


30.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (Boletín N° 6.747-12).


31.- Proyecto de ley sobre derechos de empaquetadores de supermercados u otros establecimientos comerciales (Boletín N° 7.592-13).


32.- Proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15).


33.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


Con el último, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho del proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional, entre los días 2 y 5 de diciembre del año en curso, para participar en la “II Cumbre de América Latina y el Caribe sobre Integración y Desarrollo”, en la ciudad de Caracas, República Bolivariana de Venezuela, y en la “XIII Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del Mecanismo de Diálogo y Concertación de Tuxtla”, en la ciudad de Mérida, Estados Unidos Mexicanos.


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.


- Se toma conocimiento.


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín Nº 8.067-05).


- Se mandó a la Comisión de Hacienda.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática (Boletín N° 7.962-06).


- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.


Envía copia autorizada de resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 206 del Código Civil; 23 y 24 del decreto ley N° 3.063 sobre Rentas Municipales; 6°, letra B, numeral 6° y 115 del Código Tributario y letra b) del artículo 19 de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980.


- Se toma conocimiento y se manda remitir los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad de los artículos 21 de la ley Nº 19.342, que regula los derechos de los obtentores de nuevas variedades vegetales; 38 y 38 ter de la ley Nº 18.933 y 2° de la ley Nº 20.015.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Contralor General de la República


Remite, en respuesta a petición cursada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, copia del informe de la Contraloría Regional de Magallanes y Antártica Chilena respecto de la inversión en obras de desarrollo en esa Región de los recursos provenientes del impuesto que establece la ley N° 19.995, de Bases Generales para la Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juegos.  

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde dos solicitudes de información, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativas a los siguientes asuntos: 


1.- Accidente que costó la vida a tres excursionistas en el Campo de Hielo Patagónico Sur. 


2.- Monto de los recursos asignados y distribuidos a los pescadores artesanales de la Región de Aysén, en virtud del Convenio de Zonas Contiguas entre las Regiones de Los Ríos y de Aysén.


Da contestación a consulta, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, referente a realización de la Encuesta de Victimización, en la Comuna de Longaví.

Del señor Ministro de Hacienda


Absuelve consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en lo que concierne al monto de recursos asignados al Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, por el proyecto de ley de presupuestos del Sector Público, correspondiente al año 2012.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar, relativo al envío de un proyecto de ley en materia de beneficios tributarios para empresas de menor tamaño (Boletín Nº S 1.399-12). 


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Lagos, Quintana y Sabag, respecto de incorporación de Chile a Conferencias Internacionales de Protección de Datos y Privacidad (Boletín Nº S 1.380-12).


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de reevaluación de los valores que se cobran por permisos de pesca deportiva.


Contesta petición de antecedentes, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la descarga de anchoveta sin desovar en los puertos de Arica e Iquique.

Del señor Ministro de Justicia


Atiende petición cursada en nombre de los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señores Walker, don Patricio, Rossi y Zaldívar, para que se estudie la factibilidad de enviar un proyecto de ley que establezca la obligación del Servicio de Registro Civil e Identificación de llevar un registro de domicilios. 

Del señor Ministro de Obras Públicas


Suministra información, solicitada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa al Convenio de Programación acordado por esa Secretaría de Estado y el Gobierno Regional de la Región del Maule.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Contesta petición de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de los planteamientos que recibió de comités de vivienda de la comuna de Cisnes en materia de criterios de zonificación de subsidios.

De la señora Ministra del Medio Ambiente


Contesta peticiones de información, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativas a los siguientes asuntos:


1.- Resultado de las fiscalizaciones y de las medidas adoptadas por la Secretaría Regional Ministerial del Bío Bío en lo que se refiere a la aparición de polvillo negro sobre la comuna de Hualpén.


2.- Existencia de denuncias o fiscalizaciones por eventuales daños a salares en el Norte del país, especialmente al de Llamara, debidos a la presencia de estromatolitos originados en faenas mineras.


3.- Denuncias de vecinos de los sectores Lagunillas, Escuadrón y Jorge Alessandri, de la comuna de Coronel, sobre emisiones de material particulado.


Suministra información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, sobre la construcción y sometimiento al sistema de evaluación de impacto ambiental de un conjunto habitacional, en el sector declarado Zona Típica, en Isla Negra, comuna de El Quisco.  

De la señora Directora del Trabajo


Informa resultado de fiscalizaciones, solicitadas en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto de la nacionalidad de los trabajadores que desempeñan faenas de exploración o de explotación de hidrocarburos en la Región de Magallanes y Antártica Chilena.


Informa antecedentes sobre solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referente a la disolución de un sindicato de la empresa Emin S. A., requerida por un particular. 

Del señor Intendente de la Región del Bío Bío


Atiende petición de informe, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los recursos invertidos en esa Región y sobre el monto destinado a la construcción de viviendas.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Informa sobre petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor Quintana, respecto de la factibilidad de proponer un marco legal de fomento para la Región de La Araucanía. 

Del señor Coordinador Nacional de Subvenciones, Ministerio de Educación


Responde consultas, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre monto erogado por subvenciones por el Programa “Salvemos el Año Escolar”, y la metodología de cálculo de las subvenciones por asistencia en establecimientos en situación de toma o de movilización.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Cuatro de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos, en segundo trámite constitucional:


1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010 (Boletín N° 7.726-10) (con urgencia calificada de “suma”).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residentes en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y Santiago, respectivamente (Boletín N° 7.584-10) (con urgencia calificada de “suma”).


3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010 (Boletín N° 7.754-10) (con urgencia calificada de “suma”).


4.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), suscrito en Santiago, el 6 de enero de 2011 (Boletín N° 7.755-10) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.444 y la ley N° 19.885, con el objeto de fomentar las donaciones y simplificar sus procedimientos (Boletín Nº 7.953-05) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica fecha de cuenta anual del Presidente de la República y establece derecho parlamentario a formular observaciones y consultas (Boletín Nº 8.079-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De la Honorable Senadora señora Allende, con la que da inicio a un proyecto de ley sobre sanciones a civiles y oficiales que rindan homenaje a personas condenadas por delito de lesa humanidad (Boletín Nº 8.080-07).


- Pasa a las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y de Defensa Nacional.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Chahuán y Lagos, sobre la necesidad de declarar la utilidad pública para la expropiación del campo dunar de Concón (Boletín N° S 1.433-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación


De la Honorable Senadora señora Allende, para retirar la Moción que inicia el proyecto de ley que sanciona al que realizare actos en honor, homenaje o tributo a personas condenadas por delitos de lesa humanidad (Boletín N° 8.064-07). 


- Queda retirada. 

- - -


El señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para que ingrese el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.


Se accede a lo solicitado.

- - -


Seguidamente, señala que se suspende la sesión a la espera del informe de la Comisión de Hacienda, respecto de la iniciativa objeto de aquélla.


Se reanuda la sesión.

- - -


Ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín Nº 8.067-05).


Queda para la Tabla de esta sesión.

- - -


El Honorable Senador señor Quintana, a nombre de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, solicita la autorización de la Sala para refundir dos proyectos de ley: uno iniciado en Moción suscrita por él y los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Espina y Larraín Fernández, sobre transparencia de instituciones educativas que reciban aportes del Estado (Boletín N° 7.913-04), y el otro, en Moción también suscrita por él y los Honorables Senadores señor Gómez, señora Rincón y señores Lagos y Rossi, relativo a transparencia de establecimientos educacionales que reciben aportes estatales (Boletín N° 7.929-04). 


Asimismo, recaba el asentimiento de la Sala con el objeto de dejar sin efecto el acuerdo adoptado por ésta en la sesión 57ª ordinaria, de 28 de septiembre del año en curso, para refundir diversos proyectos correspondientes a los Boletines N°s. 7.961-04; 7.748-04; 7.788-04; 7.851-04; 7.959-04; 7.883-04; 7.907-04, y 7.867-04. 


Se accede a lo solicitado. 

- - -


El Honorable Senador señor Tuma plantea que la Comisión de Economía, y también el Ejecutivo, estiman necesario requerir el asentimiento de la Sala a fin de abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03 y 7.932-03 refundidos). 


Se fija un nuevo plazo, hasta el 9 de enero de 2012, a las 13 horas. 

- - -


El Honorable Senador señor Escalona pregunta sobre un oficio del Tribunal Constitucional vinculado a consultas de diferentes Diputados acerca del despacho del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2012, en lo relativo a la Partida Tesoro Público, específicamente en cuanto al establecimiento del Fondo de Educación. Al respecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Zaldívar, García, Novoa y Lagos y el señor Ministro de Hacienda.

_______________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica, con informe de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente, anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que procede iniciar la discusión en particular del proyecto de ley (Boletín N° 8.067-05), con urgencia de "discusión inmediata". 

- - -


La Comisión de Hacienda propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados:


- Incorporar el siguiente artículo 1°, pasando el actual artículo 1°, a ser Artículo 17:


“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2011 un reajuste de 5% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.


El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.


Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2011.”. 


- Incorporar el siguiente artículo 2°, pasando el actual artículo 2°, a ser Artículo 18:


“Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.


El monto del aguinaldo será de $42.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $551.250.- y de $ 22.285.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.”.


- Incorporar el siguiente artículo 3°, pasando el actual artículo 3°, a ser Artículo 23:


“Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.”.


- Agregar el siguiente artículo 4°, pasando el actual artículo 4° a ser Artículo 24:


“Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.”.


- Incorporar el siguiente artículo 5°, pasando el actual artículo 5° a ser Artículo 26:


“Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.”.


- Agregar el siguiente artículo 6°, pasando el actual artículo 6° a ser Artículo 27:


“Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.


El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.


Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.”.


- Incorporar el siguiente artículo 7°, pasando el actual artículo 7°, a ser Artículo 29:


“Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.”.


- Agregar el siguiente artículo 8°, pasando el actual artículo 8°, a ser Artículo 30:


“Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2012, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.


El monto del aguinaldo será de $54.075.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2012, sea igual o inferior a $551.250.-, y de $37.669.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.”.


- Incorporar el siguiente artículo 9°, pasando el actual artículo 9°, a ser Artículo 31:


“Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.”.


- Agregar los siguientes artículos 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 21, 22, 25, y 28:


“Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.


Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.


Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.


La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.


Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $52.730.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $26.365.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.


En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.


Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2012, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $22.055.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $551.250.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.


Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.


Artículo 15.- Concédese durante el año 2012, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.


Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.


Artículo 16.- Durante el año 2012 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $ 91.647.-


El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.


Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.830.308.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.


Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2012, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $47.250.


El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2012, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.


Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.


Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2012, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, de $14.700.- Este aguinaldo se incrementará en $7.560.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2012 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.


Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2012, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2012 de $16.905.- dicho aguinaldo se incrementará en $9.555.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.


En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.


Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.


Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el artículo anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes. 


Artículo 25.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:


Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2011" por " y enero del año 2012,", y


Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2012" por "2013".


Artículo 28.- Los incrementos concedidos por las letras b) y c) del artículo tercero de la ley N° 19.553 y sus modificaciones, se otorgarán durante el año 2012 a los funcionarios de la Subsecretaría de Turismo que corresponda, en función del cumplimiento de los indicadores de desempeño formulados para esa Subsecretaría en el proceso presupuestario 2011. Para ello, durante enero de 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos evaluará su grado de cumplimiento. Tratándose del incremento de desempeño colectivo, podrá aplicarse lo dispuesto en la letra b) del artículo 7° de dicha ley.”.


- Reemplazar en el inciso final del actual artículo 4° que pasa a ser Artículo 24, el texto contenido entre las expresiones “contenido en el artículo” y “de la presente ley”, por el guarismo “1°”.


- Intercalar en el inciso final del actual artículo 5°, que pasa a ser Artículo 26, entre las expresiones “aplicable al personal” y “regido por la ley N° 19.378”, las expresiones “actualmente en funciones”.


- Reemplazar en el inciso primero del actual artículo 6°, que pasa a ser Artículo 27, el texto contenido entre las expresiones “al contenido en el artículo” y “de la presente ley” por el guarismo "1°”, y en el inciso segundo, el guarismo “152.040” por “125.040”.


- Sustituir en el actual artículo 8°, que pasa a ser Artículo 30, el texto contenido entre las expresiones “mencionadas en los artículos” y “de la presente ley” por los siguientes guarismos: “2°, 3°, 5° y 6°”; y en la oración final, el texto contenido entre las expresiones “en el artículo” y  “de la presente ley”, por el guarismo “19”.


- Reemplazar en el inciso segundo del actual artículo 9°, que pasa a ser Artículo 31, el texto contenido entre las expresiones “dispuesto en los artículos” y “de esta ley,” por los siguientes guarismos: “1º, 8°, 13, 14 y 16”.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Bianchi y Ruiz-Esquide, señora Alvear, señores Lagos, Tuma y Zaldívar, señora Rincón y señores García y Escalona y al señor Ministro de Hacienda.

- - -


Seguidamente, pone en discusión dos indicaciones, suscritas por los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona. 


La primera propone agregar, en el artículo 1º del proyecto, sendos incisos cuarto y quinto, nuevos, del siguiente tenor: 


"El Ministerio de Educación deberá informar durante el mes de marzo de cada año, a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, acerca de la aplicación del reajuste de remuneraciones y demás prestaciones, tales como bonos y aguinaldos, a los trabajadores de los establecimientos particulares subvencionados y de otras instituciones colaboradoras del Estado que reciben aportes de éste, vinculados con la presente ley. Al respecto deberá singularizarse la información respecto de cada trabajador y los montos respectivos. 


Del mismo modo, el Ministerio de Hacienda entregará similar información respecto de los trabajadores de las entidades colaboradoras del Estado que reciban aportes de éste para el cumplimiento de la presente ley.".


La segunda indicación es para intercalar el siguiente artículo 31, nuevo, pasando el actual artículo 31 a ser 32: 


"Artículo 31.- Los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de educación técnica profesional traspasado en administración de acuerdo al decreto ley N° 3.166, de 1980, deberán informar al Ministerio de Educación, antes del 28 de febrero del 2012, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajustes de remuneraciones que reciban cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento. El Ministerio de Educación deberá enviar esta información a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, antes del 30 de marzo del 2012, según lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 1°.". 


Sobre ellas, hacen uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda y los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Rossi.


Cerrado el debate y puestas en votación las indicaciones reseñadas, se aprueban por 15 votos a favor, 12 en contra, una abstención y un pareo. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor García. 


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín. 

- - -


En seguida, el señor Presidente pone en discusión el resto del articulado propuesto por la Comisión de Hacienda. Al respecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Frei.


Cerrado el debate y puesto en votación, se aprueba por 17 votos a favor, 8 en contra, una abstención y un pareo. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte. 


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Kuschel y Horvath.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Ruiz-Esquide. 


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Gómez, Quintana, Rossi y Navarro.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto. 


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


A continuación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Prokurica, Letelier, Zaldívar y Lagos, al señor Ministro de Hacienda, y a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Navarro, Quintana y Horvath.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 

El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2011 un reajuste de 5% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.


El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.


Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2011.


El Ministerio de Educación deberá informar durante el mes de marzo de cada año, a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, acerca de la aplicación del reajuste de remuneraciones y demás prestaciones, tales como bonos y aguinaldos, a los trabajadores de los establecimientos particulares subvencionados y de otras instituciones colaboradoras del Estado que reciben aportes de éste, vinculados con esta ley. Para tales efectos, deberá singularizarse la información respecto de cada trabajador y los montos correspondientes.


Del mismo modo, el Ministerio de Hacienda entregará similar información respecto de los trabajadores de las entidades colaboradoras del Estado que reciban aportes de éste para el cumplimiento de esta ley.


Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.


El monto del aguinaldo será de $42.000 para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $551.250 y de $22.285, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.


El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.


Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.


Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2012, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.


El monto del aguinaldo será de $54.075 para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2012, sea igual o inferior a $551.250, y de $37.669, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo 5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.


Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.


Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.


Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.


Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.


La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.


Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $52.730 el que será pagado en dos cuotas iguales de $26.365 cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.


En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.


Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2012, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $22.055 por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $551.250, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.


Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.


Artículo 15.- Concédese durante el año 2012, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.


Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.


Artículo 16.- Durante el año 2012 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $91.647.


El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.


Artículo 17.- Increméntase en $3.213.600.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2011. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.


La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2011.


Artículo 18.- Sustitúyense, a partir del 1 de enero del año 2012, los montos de "$223.565”, “$253.538” y “$272.713”, a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.429, por “$234.743”, “$266.215” y “$286.349”, respectivamente.


Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.830.308, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.


Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2012, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $47.250.


El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2012, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.


Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.


Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2012, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, de $14.700. Este aguinaldo se incrementará en $7.560 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2012 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.


Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2012, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2012 de $16.905 dicho aguinaldo se incrementará en $9.555 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.


En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.


Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.


Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el artículo anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.


Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2012, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $194.243 trimestrales.


Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.


La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.


En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.


Artículo 24.- Establécese, a contar del día 1 de enero de 2012, una bonificación especial de carácter permanente para los profesionales y técnicos, sean de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública, que laboren directamente en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos.


Para tener derecho a la bonificación, los funcionarios que cumplan con las condiciones establecidas en el inciso anterior deberán ser individualizados mediante una o más resoluciones del Director del Instituto de Salud Pública.


La bonificación ascenderá a un monto mensual de $165.000 para los profesionales y de $60.000 para los técnicos. Será imponible para fines de pensiones y salud, no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración y será incompatible con la bonificación a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.209.


La bonificación especial se podrá conceder a un máximo de diez profesionales y de diez técnicos. Será reajustable conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo 1º de la presente ley.


Artículo 25.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2011" por " y enero del año 2012,", y


b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2012" por "2013".


Artículo 26.- Establécese que la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 30 de la ley N° 20.313 al personal asistente de la educación, que actualmente se encuentre en funciones, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1° de la ley N° 20.486. 


Asimismo, la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 3° de la ley N° 20.250, aplicable al personal actualmente en funciones regido por la ley N° 19.378, sobre Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1°de la ley N° 20.486.


Artículo 27.- Establécese que las bonificaciones señaladas en los artículos 29 y 30 de la ley N°20.313, 13 de la ley N° 20.212, y 3° de la ley N°20.250, se reajustarán en lo sucesivo, conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo 1º de la presente ley.


Con todo, respecto de la provincia de Chiloé, fíjanse los siguientes montos para las bonificaciones que establecen las leyes que en cada caso se indican, para los años que se señalan:



 Año 2012
 Año 2013
Año 2014
Año 2015

Ley N°20.313

  121.575
  133.150
   144.725
 156.300

Artículo 30

Ley N°20.198

  109.410
  125.040
   140.670  
 156.300

Ley N°20.250

  109.410
  125.040
   140.670
 156.300


A contar del año 2016, se aplicará la norma de reajustabilidad del inciso primero de este artículo.


Artículo 28.- Los incrementos concedidos por las letras b) y c) del artículo tercero de la ley N° 19.553 y sus modificaciones, se otorgarán durante el año 2012 a los funcionarios de la Subsecretaría de Turismo que corresponda, en función del cumplimiento de los indicadores de desempeño formulados para esa Subsecretaría en el proceso presupuestario 2011. Para ello, durante enero de 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos evaluará su grado de cumplimiento. Tratándose del incremento de desempeño colectivo, podrá aplicarse lo dispuesto en la letra b) del artículo 7° de dicha ley.


Artículo 29.- Prorrógase para el año 2012 el artículo segundo transitorio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, respecto del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente que haya ingresado a prestar servicios durante el segundo semestre de 2011.


Artículo 30°.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2º, 3º, 5º y 6º de la presente ley, un bono especial no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2011, y cuyo monto será de $230.000 para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $600.000, y de $115.000 para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.830.308. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.


Artículo 31.- Los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de educación técnico profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, deberán informar al Ministerio de Educación, antes del 28 de febrero de 2012, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajuste de remuneraciones que reciban cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento. El Ministerio de Educación deberá enviar esta información a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, antes del 30 de marzo de 2012, según lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 1º de esta ley.


Artículo 32.- El mayor gasto que represente en el año 2011 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.


El gasto que irrogue durante el año 2012 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 8º, 13, 14 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2012, y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2012. Todo lo anterior podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_____________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 80ª, ORDINARIA, EN MARTES 13 DE DICIEMBRE DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Tuma. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, y de Salud, señor Jaime Mañalich.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


Las actas de las sesiones 72ª y 73ª, especiales, ambas del día 24 de noviembre del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato (Boletín N° 7.411-01).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas el 11 de noviembre de 1989 (Boletín N° 6.152-10).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple” respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 4.864-29).


3.- Proyecto de ley que modifica el D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el D.L. N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (Boletín N° 6.312-11).


4.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (Boletín N° 7.487-12).


5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, estableciendo normas especiales para la representación en juicio de adultos mayores (Boletín N° 7.507-18). 


6.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ), sobre los privilegios e inmunidades de la OPAQ”, suscrito en La Haya, el 30 de octubre de 2007 (Boletín N° 7.685-10).


Así mismo, hace presente la urgencia, calificada de simple, respecto del proyecto de ley que establece el “Día de la adopción y del que está por nacer” (Boletín N° 7.254-07).


Con el último, hace presente, la urgencia, calificada de “simple” al proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:


Con el primero, comunica su ausencia del territorio nacional, el día 10 de diciembre del año en curso, para asistir al cambio de mando en la República de Argentina.


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.


- Se toma conocimiento.


Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín N° S 1.434-05). 


- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


De la Cámara de Diputados, con el que informa que ha rechazado las modificaciones propuestas por el Senado al proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica, con excepción de los dos últimos incisos del artículo 1° y del artículo 31, que ha aprobado, y remite nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 8.067-05).


- Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa como miembros de la referida Comisión Mixta a los Honorables Senadores integrantes de la Comisión de Hacienda.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la resolución de esa Magistratura, de fecha 9 del presente mes, que no acogió a tramitación el requerimiento deducido por 43 señores Diputados, respecto de inconstitucionalidad de “las actuaciones del Honorable Senado durante la tramitación del Mensaje de S. E. el Presidente de la República, sobre la ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2012 (Boletín N° 7.972-05)”.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Responde petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre autorización provisoria del número de taxis en los porcentajes autorizados por la ley N° 20.474, en tanto no se promulgue el reglamento de ésta.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Atiende peticiones de estudio sobre la factibilidad del envío a tramitación legislativa de proyectos de ley concernientes a las siguientes materias: 


1.- Bonificaciones fiscales para zonas extremas, enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Muñoz Aburto, Rossi y Walker, don Patricio.


2.- Rebaja del interés penal a contribuyentes morosos, cursado en nombre de los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, García-Huidobro, Larraín Peña y Pérez Varela.


3.- Ampliación del concepto de empresa hotelera para efectos de exención del impuesto sobre ventas y servicios, requerido en nombre de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán y Pérez Varela.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Horvath y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo al uso y mantenimiento de ascensores, montacargas y otros aparatos similares (Boletín Nº 8.083-14).


- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que inicia un proyecto de ley que modifica el régimen aplicable a aeronaves militares en circunstancias que señala (Boletín Nº 8.084-02).


- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

- - -


El Honorable Senador señor Frei solicita recabar el asentimiento de la Sala, para que sesione en paralelo con ésta la Comisión Mixta que debe constituirse para resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras respecto del proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín N° 8.067-05).


Así se acuerda.

- - -


El Honorable Senador señor García-Huidobro, deja constancia de su molestia por la conducción de la Mesa en los disturbios que se produjeron en la Sala durante la sesión del día de ayer.


Al respecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Quintana y Larraín Peña.

- - -


El Honorable Senador señor Rossi solicita revisar el acuerdo de la Sala en orden a que el proyecto que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletín N° 6.523-11), sea visto, además de la Comisión de Salud, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


El señor Presidente señala que ese acuerdo se adoptó en agosto del año 2010, pero sólo para conocer las normas que modifican el Código Penal.


Intervienen al respecto los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Novoa.

- - -


El Honorable Senador señor Quintana pide autorización de la Sala para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología pueda sesionar a partir de las 19 horas de hoy, para tratar el proyecto sobre transparencia de instituciones educativas que reciban aportes del Estado (Boletines N°s 7.913-04 y 7.929-04, refundidos) y la iniciativa sobre reprogramación de créditos universitarios (Boletín N° 7.874-04). 


Se accede a lo solicitado. 

- - -


El Honorable Senador señor García pide el asentimiento de la Sala para tratar en la sesión de hoy, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes (Boletín Nº 7.862-03), que figura con el número 5 del Orden del Día. 


Así se acuerda. 

- - -


El señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, ha pedido recabar el acuerdo de la Sala para que no se vea en la sesión de hoy el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).


Se accede a lo solicitado.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General informa que los Comités han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Tratar en la presente sesión, como si fueran de Fácil Despacho, las siguientes iniciativas de la Tabla:


- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre la República de Chile y Malasia, suscrito en Yokohama, el 13 de noviembre de 2010 (Boletín Nº 7.830-10), signado con el número 4.


- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010 (Boletín Nº 7.726-10), signado con el número 6.


- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residentes en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009, en Madrid y Santiago, respectivamente (Boletín Nº 7.584-10), signado con el número 7.


- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010 (Boletín Nº 7.754-10), signado con el número 8.


- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), suscrito en Santiago, el 6 de enero de 2011 (Boletín Nº 7.755-10), signado con el número 9.


- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas el 11 de noviembre de 1989 (Boletín N° 6.152-10), signado con el número 22.


2) Citar a sesión especial para mañana miércoles 14 de diciembre, de 15:00 a 16:00 horas, para tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín Nº 8.067-05).


3) Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta el día lunes 2 de enero de 2012, a las 13:00 horas, en la Secretaría de la Comisión de Obras Públicas, respecto de los siguientes proyectos:


- Proyecto de ley que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable (Boletín Nº 7.636-09), y 


- Proyecto de ley sobre normas sobre compensaciones a usuarios de servicios de distribución de agua potable en caso de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín Nº 2.357-09).


4) Volver a la Comisión de Salud, para un nuevo segundo informe, el proyecto de ley que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (Boletín N° 7.036-11).


5) Tratar en la sesión del día martes 20 de diciembre, en Tabla de Fácil Despacho, el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señores Bianchi, Frei y Muñoz Aburto, que instituye el 6 de octubre de cada año como el “Día Nacional del Trabajador Ferroviario” (Boletín Nº 7.974-13).

_______________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre la República de Chile y Malasia, suscrito en Yokohama, el 13 de noviembre de 2010, con informes de las Comisiones de

Relaciones Exteriores y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín N° 7.830-10 y urgencia “suma”. El objetivo principal es lograr una mayor apertura económica entre Chile y Malasia. 


La Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier y Tuma. 


Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se aprueba en general y en particular por 25 votos a favor. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


Terminada la votación, la Honorable Senadora señora Rincón solicita se deje constancia de su intención de voto favorable al proyecto.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 

El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Libre Comercio entre la República de Chile y Malasia, suscrito en Yokohama, el 13 de noviembre de 2010.”.

___________

Proyecto de acuerdo, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010, con

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín N° 7.726-10 y urgencia “suma”. El objetivo principal de la iniciativa es eximir del requisito de visa a los titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y de servicio, válidamente emitidos, de ambos países. 


La Comisión de Relaciones Exteriores la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Pizarro y Tuma. 


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se aprueba en general y en particular por 28 votos favorables. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010.”.

__________

Proyecto de acuerdo, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residentes en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009, en Madrid y Santiago, respectivamente, con informe de la

Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín N° 7.584-10 y urgencia “suma”. Su objetivo principal es que los chilenos residentes en España puedan votar en las elecciones municipales de ese país. 


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Pizarro y Tuma.
- - -



Enseguida, se pone en discusión y hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Tuma.


Cerrado el debate y sometido a votación, el proyecto de acuerdo se aprueba en general y en particular por 29 votos afirmativos. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residente en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y Santiago, respectivamente.”.

__________

Proyecto de acuerdo, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010, con

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.754-10 y urgencia “suma”. El objetivo principal de la iniciativa es preservar el orden democrático en los países miembros. 


La Comisión de Relaciones Exteriores la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Pizarro y Tuma.

- - -


Se pone en discusión el proyecto de acuerdo y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Tuma, Larraín Fernández y Pizarro.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, se aprueba en general y en particular por 29 votos a favor. 


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"Artículo Único.- Apruébase el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010.”.

____________

Proyecto de acuerdo, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo Relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), suscrito en Santiago, el 6 de enero de 2011, con informe de la Comisión de

Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.755-10 y urgencia “suma”. El objetivo principal de la iniciativa es permitir el desempeño de actividades remuneradas en Chile a los familiares dependientes de funcionarios del Banco Interamericano de Desarrollo. 


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Pizarro y Tuma.

- - -


Sometido a votación el proyecto de acuerdo, se aprueba en general y en particular por 25 votos a favor. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile", suscrito en Santiago, el 06 de enero de 2011.".

___________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas el 11 de noviembre de 1989, con informes de las Comisiones de Relaciones

Exteriores y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 6.152-10 y urgencia “suma”. Su objetivo es impulsar iniciativas que beneficien a la industria audiovisual de los países miembros. 


La Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Pizarro y Tuma. 


Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se aprueba en general y en particular por 28 votos favorables. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989.”.

__________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes, con

informe de la Comisión de Economía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.862-03 y urgencia “suma”.


Agrega que la finalidad principal de la iniciativa es estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes, adecuando la legislación nacional a los tratados internacionales en la materia suscritos por Chile. 


La Comisión de Economía discutió el proyecto sólo en general y dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela y Prokurica.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto, y otorga la palabra al Honorable Senador señor García.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, se aprueba por 18 votos a favor. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


Luego de terminada la votación, solicitan dejar constancia de su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Prokurica y Ruiz-Esquide.

- - -


La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto, hasta las 13:00 horas del día 9 de enero de 2012. 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Economía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

____________


El Honorable Senador señor Tuma recaba el asentimiento de la Sala para que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, puedan funcionar en paralelo con aquélla en la sesión del día de mañana, a fin de conocer el Oficio de S.E. el Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA) (Boletín N° S 1.434-05).


Se accede a lo solicitado.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre plebiscitos y consultas de carácter comunal, con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Gobierno,

Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.308-06 y urgencia de “discusión inmediata”.

- - -


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en su nuevo segundo informe, propone las siguientes modificaciones al texto consignado en su segundo informe:

Artículo 1°

N° 2

Artículo 100

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 100.- Para la procedencia del plebiscito a requerimiento de la ciudadanía, deberá concurrir con su firma ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado del Servicio Electoral, a lo menos el 10% de los electores que sufragaron en la última elección municipal al 31 de diciembre del año anterior, debiendo acreditarse dicho porcentaje mediante certificación que expedirá el Director Regional del Servicio Electoral.”.

N° 3

Letras b), c) y d)


Suprimirlas, pasando las letras e) y f) a ser letras b) y c), respectivamente.

Letra f)


Pasa a ser letra c).


Sustituirla por la siguiente:


“c) Reemplázase en el inciso tercero, que pasa a ser sexto, la frase “siempre que vote en él más del 50% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna” por “siempre que vote en él más de un 40% del total de electores habilitados para votar en la última elección de alcalde”.”.

- - -


El señor Secretario General señala que, en primer lugar, deben darse por aprobados sin debate los artículos segundo y tercero, en atención a que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. 


Se aprueban reglamentariamente, dejándose constancia de haber obtenido 23 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo segundo. 


Agrega el señor Secretario General, que a continuación deben votarse las enmiendas unánimes efectuadas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización al texto aprobado en general. Vale decir, las referidas al artículo primero, con excepción de aquellas para las que hasta el momento se ha solicitado votación separada, que corresponden al artículo 100 contenido en el número 2), la indicación renovada número 2 y la admisibilidad de la indicación número 5.

- - -


En primer término, el señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Gómez presentó en la Comisión la indicación Nº 2, que ha sido renovada. Su propósito es sustituir el inciso primero del artículo 100 por el siguiente: "Para la procedencia del plebiscito a requerimiento de la ciudadanía, deberá concurrir con su firma ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado del Servicio Electoral, en aquellas comunas con menos de 30.000 habitantes, a lo menos el 10% de los ciudadanos que concurrieron a sufragar en la última elección de alcalde que haya tenido lugar en la comuna; y, para aquellas comunas con más de 30.000 habitantes, el porcentaje de ciudadanos habilitados que deberán concurrir con su firma será de a lo menos el 5% de ellos. La acreditación de dicho porcentaje se tendrá por válida mediante certificación que expedirá el Director Regional del Servicio Electoral.". 


El señor Presidente pone en discusión la indicación y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Novoa, Zaldívar, Sabag, Espina y Orpis, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señora Rincón y señores Letelier, Horvath y Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación, se produce el siguiente resultado: 11 votos a favor, 10 en contra y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, por lo que se rechaza la indicación renovada, al no reunirse el quórum constitucional exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Espina, García, García-Huidobro, Larraín Peña, Orpis, Prokurica, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor Larraín Fernández.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


El señor Presidente pone en votación el inciso primero del artículo 100 propuesto por la Comisión, el cual obtiene el siguiente resultado: 19 votos a favor y uno en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, por lo que se rechaza al no reunirse el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Espina, García, García-Huidobro, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Horvath.

- - -


Con relación al inciso segundo del mismo artículo 100, el señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Gómez efectuó dos planteamientos: uno, que la Sala se pronuncie sobre la admisibilidad de la indicación número 5, declarada inadmisible por la Comisión; y el otro, que dicho inciso se vote en forma separada. 


La mencionada indicación consiste en reemplazar la frase "quienes sólo deberán pagar derechos equivalentes a los costos de traslado y a horas extraordinarias, según determine el Director del Servicio Electoral" por "La inscripción de las firmas requeridas en el presente artículo, independiente de si el trámite se efectúa ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado del Servicio Electoral, tendrá el carácter de gratuito para los interesados.".


El señor Presidente pone en discusión la admisibilidad de la indicación N° 5 y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Espina, Sabag, Zaldívar, Navarro y Larraín Fernández y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia. 


El señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para declarar inadmisible la indicación, pero permitiendo que la norma de que se trata, en su texto, fije la gratuidad sólo respecto de los notarios.


Así se acuerda.

- - -


El señor Presidente señala que los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath han pedido votación separada del artículo primero, número 3), letra c), que reemplaza en el inciso tercero, que pasa a ser sexto, del artículo 101, la frase "siempre que vote en él más del 50% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna" por "siempre que vote en él más de un 40% del total de electores habilitados para votar en la última elección de alcalde".


Se produce acuerdo en la Sala, para introducir una modificación en la norma, consistente en que el porcentaje sea del 50 por ciento de los que han participado en el último acto electoral.


En consecuencia, se aprueba la letra c) del número 3) del artículo primero, con la enmienda referida, por 23 votos a favor y una abstención (del Honorable Senador señor Orpis), de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente somete a votación el resto de las modificaciones de la Comisión, y son aprobadas por 25 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Espina, Frei, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


La misma votación y constancia proceden respecto de la propuesta cuya redacción había quedado pendiente, que es del siguiente tenor: “Incorporar, en el nuevo inciso segundo del artículo 100, propuesto por el número 2) del artículo primero, la siguiente oración final: “El trámite efectuado ante notario público a que se refiere el inciso primero tendrá el carácter de gratuito para los interesados.”.”.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:


1) Modifícase el artículo 99 de la siguiente manera:


a) Intercálase, a continuación de la frase “administración local”, la locución “tales como aquellas”, y a continuación de la expresión “plan regulador”, la frase “, al uso, denominación y conservación de bienes nacionales de uso público como plazas y parques, a otras materias contenidas en ordenanzas”.


b) Incorpórase el siguiente inciso segundo:


“Las materias que según el inciso primero puedan someterse a plebiscito no podrán contravenir las normas legales y reglamentarias, ni afectar derechos adquiridos. Asimismo, las materias que se refieren al ingreso, uso y destino de fondos municipales sólo se podrán someter a plebiscito por el alcalde, con acuerdo del concejo, y la consulta podrá considerar más de una alternativa de inversión de montos similares.”.


2) Incorporánse, en el artículo 100, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“El Director Regional del Servicio Electoral, o el funcionario habilitado que éste designe, certificará las firmas de los electores a solicitud de los interesados, quienes sólo deberán pagar derechos equivalentes a los costos de traslado y a horas extraordinarias, según determine el Director del Servicio Electoral. El trámite efectuado ante notario público a que se refiere el inciso primero tendrá el carácter de gratuito para los interesados. 


Un reglamento establecerá el procedimiento y las condiciones para la referida certificación de firmas.”.


3) Modifícase el artículo 101 de la siguiente forma:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, la expresión “quince días” por “diez días”, y la frase “y en un periódico de los de mayor circulación en la comuna” por “, en un periódico de los de mayor circulación en la comuna y en el sitio electrónico institucional de la municipalidad”.


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“La convocatoria a plebiscito, su rechazo u omisión, así como el texto de las cuestiones sometidas a plebiscito, podrán ser reclamadas ante el Tribunal Electoral Regional por al menos dos concejales, en su calidad de tales, los electores requirentes o por cualquier elector, dentro de los diez días siguientes a la publicación del decreto o de vencido el plazo sin que se hubiere dictado. El Tribunal Electoral Regional deberá citar al Alcalde y a los reclamantes o a los requirentes del plebiscito, según corresponda, para que presenten sus observaciones y descargos dentro del plazo de 5 días desde la notificación. Si el tribunal lo estima necesario por existir hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, podrá abrir un término de prueba de un máximo de 10 días, debiendo emitir su fallo en el plazo de 30 días de presentado el reclamo.


Las sentencias del Tribunal Electoral Regional serán apelables por cualquiera de las partes dentro del plazo de 5 días, contados desde la fecha de su notificación, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, que deberá fallar dentro de un plazo de 10 días de presentada la apelación.


Los locales de votación se podrán ubicar en la sede comunal u otros lugares públicos que faciliten una mayor participación de los electores. Dicha ubicación deberá contar en todo caso con la aprobación del Servicio Electoral. Las mesas receptoras de sufragios funcionarán con tres vocales elegidos según lo dispuesto en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.


c) Reemplázase en el inciso tercero, que pasa a ser sexto, la frase “de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna”, por la siguiente: “del total de electores que haya sufragado en la última elección de alcalde”.

4) Modifícase el artículo 102 de la siguiente manera:


a) Suprímese su inciso primero.


b) Reemplázase en su inciso segundo, que pasa a ser primero, el vocablo “Tampoco” por “No”.


c) Intercálase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“En caso de elecciones populares distintas de las elecciones municipales, no se podrán celebrar plebiscitos entre los 90 días anteriores y los 60 días posteriores a ellas, pero se podrán celebrar el mismo día en que se efectúen tales elecciones. En este caso el procedimiento de plebiscito se someterá a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo que sea aplicable. Si en el tiempo intermedio entre la convocatoria y la celebración del plebiscito comunal se convoca a plebiscito nacional o a elección extraordinaria de Presidente de la República, el plebiscito comunal se deberá celebrar en conjunto con esas elecciones.”.


5) Derógase el artículo 103.


6) Reemplázase el inciso primero del artículo 104 por el siguiente:


“Artículo 104.- En todo lo no regulado por esta ley será aplicable a la realización de los plebiscitos comunales lo dispuesto en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con excepción de lo dispuesto en el Título VI. En todo caso, son aplicables los artículos 115 y 119 de dicha ley.”.


7) Agrégase, a continuación del artículo 104, el siguiente párrafo 4°, nuevo:

“Párrafo 4°

De las Consultas No Vinculantes


Artículo 104 bis.- El alcalde, con acuerdo del concejo, a requerimiento de los dos tercios de los concejales o por iniciativa de la proporción de los electores inscritos con derecho a sufragio en la comuna que determine la ordenanza que se indica en el inciso siguiente, someterá a consulta no vinculante las materias indicadas en el artículo 99, con excepción de la aprobación o modificación del plano regulador, del plan comunal de desarrollo y materias propias de ordenanzas, respetando las condiciones indicadas en su inciso segundo.


Las municipalidades deberán dictar una ordenanza en que se regulen los períodos en que se podrán celebrar consultas no vinculantes. No se podrán efectuar estas consultas durante el año en que se celebren elecciones municipales.


Asimismo, dicha ordenanza deberá regular los plazos y formalidades que deberá cumplir el alcalde para convocar a consulta no vinculante, debiendo a lo menos establecer la publicación de la convocatoria en un medio de comunicación local, en la sede comunal y en el sitio electrónico institucional al menos 15 días antes de su celebración. Deberá regular además la forma en que se efectuará la consulta no vinculante, asegurando la posibilidad de participar en ella a todos los electores de la comuna o del sector donde se celebre.


Si la consulta se celebra en un sector de la comuna, la convocatoria deberá señalar la zona geográfica, unidades vecinales u organizaciones funcionales cuyos electores podrán participar, según la materia de la consulta, debiendo asegurarse la participación de todas las personas habilitadas para votar que tengan interés directo en la materia sometida a consulta no vinculante. Las personas habilitadas para votar serán determinadas según el domicilio inscrito en el respectivo registro electoral. Un reglamento determinará las zonas geográficas, unidades vecinales u organizaciones funcionales que podrán considerarse en las convocatorias a consulta no vinculante para asegurar la participación de todos los electores que tengan interés directo en la materia sometida a consulta no vinculante.


Los resultados de la consulta no vinculante deberán ser publicados en la sede comunal, en el o los medios de comunicación indicados en el inciso tercero y en el sitio electrónico institucional.”.


Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Elimínase, en el artículo 26, la frase “En los plebiscitos comunales dicho texto será fijado por el alcalde.”.


2) Derógase el artículo 171 bis.


Artículo tercero.- Introdúcese, en el inciso primero del artículo 10 de la ley N° 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, el siguiente número 4°, nuevo, pasando su actual número 4° a ser número 5°:


“4°.- Resolver las reclamaciones de que deba conocer según lo dispuesto en el artículo 101 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.”.
__________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre derecho a defensa de los imputados, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.854-07 y urgencia “suma”.


La iniciativa inició su tramitación en el Senado, y en el segundo trámite constitucional la Cámara Baja le introdujo las siguientes modificaciones:

Artículo Único

Numeral 1)


Lo ha reemplazado por el siguiente: 


“1) Agréganse en el inciso primero del artículo 8°, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), las siguientes oraciones: “Todo imputado que carezca de abogado, tendrá derecho irrenunciable a que el Estado le proporcione uno. La designación del abogado la efectuará el juez antes de celebrar la primera actuación del procedimiento que requiera de la presencia de dicho imputado.”.”.

Numeral 2)


Lo ha sustituido por el siguiente:


“2) Agréganse en la letra g) del inciso segundo del artículo 93, reemplazando el punto y coma (;) por un punto seguido (.), las siguientes oraciones: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 91 y 102, al ser informado el imputado del derecho que le asiste conforme a esta letra, respecto de la primera declaración que preste ante el fiscal o la policía, según el caso, deberá señalársele lo siguiente: “Tiene derecho a guardar silencio. El ejercicio de este derecho no le ocasionará ninguna consecuencia legal adversa; con todo, si renuncia a él, todo lo que manifieste podrá ser usado en su contra.”.”.”.

Numeral 3)


Lo ha suprimido. 

Numeral nuevo


Ha incorporado el siguiente numeral nuevo, que ha pasado a ser 3): 


“3) Suprímese el inciso final del artículo 102.”.

- - -


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, rechazó todas las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Orpis y Walker (don Patricio).

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el informe de la Comisión y otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear.


Cerrado el debate y puesto en votación, se aprueba el informe, y, por ende, quedan rechazadas las modificaciones de la Cámara de Diputados, por 22 votos afirmativos. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Quintana, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


El señor Presidente propone a la Sala designar a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la Comisión Mixta que ha de formarse. 


Así se acuerda.

- - -


Queda despachado este asunto.

___________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.444 y la ley Nº 19.885, con el objeto de fomentar las donaciones y simplificar sus procedimientos, con

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.953-05 y urgencia “suma”.


Los principales objetivos de la iniciativa son adecuar las leyes ya señaladas, en materia de donaciones, con el objeto de que puedan cumplir de mejor manera la finalidad para la que fueron diseñadas, en los ámbitos de los fines sociales y de la reconstrucción, respectivamente. 


La Comisión de Hacienda prestó su aprobación a la idea de legislar por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Frei, Kuschel y Novoa, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Escalona y Lagos. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Letelier.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, se aprueba por 13 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Prokurica, Tuma, Uriarte y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones, hasta las 13 horas del día 9 de enero de 2012.


Así se acuerda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Gómez y Horvath, en primer trámite constitucional, que regula el trabajo en altura por sobre el nivel del mar, con informe de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y

de Minería y Energía, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.749-13. 


El objetivo principal de la iniciativa es regular la prestación de los servicios de los trabajadores que se desempeñan a más de 3 mil metros de altura por sobre el nivel del mar, para lo cual se proponen nuevos parámetros respecto de la duración de la jornada de trabajo y del tiempo de descanso, así como también en lo referente a las medidas de seguridad y seguimiento de la salud de los trabajadores y condiciones mínimas de los lugares de descanso diario, que deberán encontrarse, preferentemente, bajo los 3 mil metros de altura. 


Las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Minería y Energía, unidas, discutieron el proyecto solamente en general y aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y Rincón (esta última como integrante de ambas Comisiones) y señores Cantero (también como miembro de los dos organismos), Gómez, Muñoz Aburto y Orpis. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Cantero y Gómez.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, se aprueba por 13 votos a favor y uno en contra. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Cantero, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica y Tuma. 


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Novoa. 

- - -


La Sala acuerda dejar pendiente la fijación del plazo para presentar indicaciones, a la espera de un estudio encargado por el Ministerio de Minería sobre la materia.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Minería y Energía, unidas, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_____________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora la fiscalización  para la prevención del delito de abigeato, con informe de

la Comisión de Agricultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.411-01 y urgencia “suma”.


El objetivo principal de la iniciativa es mejorar la fiscalización y el control que realizan los organismos del Estado dotándolos con mejores y mayores herramientas. 


La Comisión de Agricultura aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Coloma, García y Larraín Peña. 


Ese órgano técnico deja constancia de que en la discusión en particular el proyecto también deberá ser informado por la Comisión de Hacienda, por contener normas sobre materias propias de su competencia. 

- - -


El señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 21 votos a favor. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Espina, Coloma, Larraín Fernández, Prokurica, Tuma, García, Escalona, Uriarte, Kuschel, Walker (don Patricio) y García-Huidobro.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Agricultura, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_____________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Muñoz Aburto y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
_______________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 81ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 14 DE DICIEMBRE DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Tuma. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 71ª, 72ª y 73ª, especiales, de los días 23 y 24 de noviembre del año en curso, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (Boletín N° 5.838-07).


2.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (Boletín N° 7.534-07).


3.- Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica (Boletín N° 6.244-07).


4.- Proyecto de ley que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas sobre comprobación judicial de muerte (Boletín N° 7.973-07).


5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, aumentando las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, y bajo la influencia del alcohol (Boletín N° 7.652-15).


6.- Proyecto de ley relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (Boletín N° 7.050-07).


7.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s. 7.786-03 y 7.932-03, refundidos).


Con el siguiente, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2.- Proyecto de ley que reemplaza los artículos 2° bis y 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos (Boletín Nº 7.849-11).


Con el último, retira la urgencia respecto del proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).


- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que, habida consideración del informe de la Comisión Mixta formada para resolver las discrepancias entre ambas Ramas del Congreso Nacional acerca del proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín Nº 8.067-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”), del que consta que no se llegó a acuerdo, y de la decisión de S. E. el Presidente de la República de ejercer la atribución que le confiere el inciso segundo del artículo 71 de la Constitución Política de la República, procedió a considerar nuevamente el proyecto que fue despachado por el Senado, en segundo trámite constitucional, aprobándolo por mayoría de votos. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con el segundo, informa que rechazó la idea de legislar respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07) (con urgencia calificada de “suma”), y comunica la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 de aquélla.


- Se toma conocimiento y se designa a los miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización como integrantes de la referida Comisión Mixta.

Del señor Ministro de Justicia


Responde petición de antecedentes, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre acceso de pastores y obispos de diversos credos religiosos a recintos penitenciarios para prestar asistencia espiritual a personas privadas de libertad.

Del señor Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado (S)


Informa sobre trámite de revisión por ese Servicio de todos los documentos que contengan la representación de los límites internacionales de Chile.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Frei, Rossi y Walker, don Patricio, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica las leyes N°s 20.027 y 19.628, para garantizar el consentimiento del deudor en materia de contratación de créditos con aval del Estado (Boletín Nº 8.086-04).


De los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Tuma, con la que se inicia un proyecto de ley que autoriza a erigir un monumento en memoria del ex Diputado señor Juan Bustos Ramírez (Boletín Nº 8.087-04).


- Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Honorables Senadores señores Escalona y Frei, con la que inician un proyecto de ley que tipifica y sanciona la colusión respecto de los bienes de consumo y servicios que señala (Boletín Nº 8.088-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.

- - -


Terminada la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que prestó su aprobación, con las enmiendas que señala, al proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín Nº 7.338-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas.

- - -

HOMENAJE


La Sala del Senado rinde homenaje en memoria del ex Senador don Jorge Martínez Busch.


Durante el mismo, hacen uso de la palabra el señor Presidente, Honorable Senador señor Girardi, en representación del Senado, y los Honorables Senadores señores Chahuán y Horvath, en nombre del Comité Partido Renovación Nacional; Coloma, en nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y Zaldívar, en nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano.


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el homenaje.


Se suspende la sesión para despedir a los invitados.


Se reanuda la sesión.

_______________


A continuación, el señor Secretario General señala que en la sesión del día de ayer quedó pendiente la fijación del plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato (Boletín Nº 7.411-01), proponiéndose para tal efecto el día 16 de enero de 2012 a las 13 horas.


Así se acuerda.
- - -


En seguida, el Honorable Senador señor Uriarte, solicita recabar el acuerdo de la Sala para ampliar el plazo, que se había fijado hasta el 19 de diciembre, para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece un nuevo concepto de empresa (Boletín N° 4.456-13), hasta el día 20 de enero de 2012, a las 13 horas.


Así se acuerda.

- - -


El Honorable Senador señor Orpis se refiere al planteamiento efectuado en la sesión del día de ayer, en orden a revisar el acuerdo de la Sala para que el proyecto que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletín N° 6.523-11), sea visto, además de la Comisión de Salud, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


A este respecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Rossi, Larraín Fernández y Girardi, señora Alvear y señores Espina y Uriarte.


La Sala acuerda, por unanimidad, que el pronunciamiento de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaiga solamente en el artículo 2° del proyecto reseñado. 

- - -


El señor Presidente subraya que ha sido retirada la urgencia a la iniciativa signada con el número 1 en el Orden del Día, correspondiente al proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11), y propone que sea discutida en la próxima sesión. 


Así se acuerda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo, con

informe de la Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.456-11.


Los objetivos principales de la iniciativa son: 


- Prohibir totalmente la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con aquel. 


- Prohibir, además, la publicidad transfronteriza de productos hechos con tabaco o de marcas relacionadas con ellos. 


- Prohibir cualquier forma de exhibición, venta y comercialización de tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de establecimientos de enseñanza preescolar, básica y media. 


- Establecer la prohibición de fumar en oficinas y lugares de trabajo donde laboren dos o más personas y en restoranes, bares, pubs y otros. 


La Comisión discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Girardi.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, se aprueba por 15 votos a favor, 11 en contra, una abstención y 2 pareos. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Rossi y Uriarte. 


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Bianchi, Uriarte, Orpis, Navarro, Gómez y Chahuán.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Pizarro, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Tuma, Escalona, Zaldívar, Larraín Peña, Pizarro y Lagos.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Larraín Fernández, quien fundamenta su decisión. 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma y Espina.
- - -


El Honorable Senador señor Larraín Fernández, hace expresa reserva de constitucionalidad respecto de los numerales 3), 4), 7) y 8) del Artículo Único propuesto por la Comisión de Salud.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Salud, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Frei y Horvath, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Cantero (en el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano) y Gómez (en el tiempo de los Comités Partido Radical Social Demócrata y Partido por la Democracia), quienes solicitan el envío de oficios en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Independientes, Partido Movimiento Amplio Social y Partido Socialista.


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 82ª, ORDINARIA, EN MARTES 20 DE DICIEMBRE DE 2011


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, en calidad de Presidentes accidentales, de los Honorables Senadores señores Gómez y Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


Las actas de las sesiones 74ª y 75ª, especiales, de los días 24 y 29 de noviembre del año en curso, respectivamente, y 76ª ordinaria, del día 29 del mismo mes y año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°19.764 (Boletín Nº 8.066-05).


2.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín Nº 7.338-07).


3.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha tomado conocimiento del rechazo de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados (Boletín Nº 7.854-07) (con urgencia calificada de “suma”) y comunica la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


- Se toma conocimiento y, de acuerdo con el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento como integrantes de la referida Comisión Mixta. 


Con el segundo, informa que prestó su aprobación, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley que extiende los plazos de los servicios de radiodifusión comunitaria para adecuarse a la normativa en materia de concesiones (Boletín N° 8.031-19) (con urgencia calificada de “simple”).


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Con los cuatro últimos, comunica que ha dado aprobación, en primer trámite constitucional, a los siguientes proyectos de acuerdo:  


1.- “Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China”, suscrito en Singapur el 13 de noviembre de 2009 (Boletín Nº 7.919-10) (con urgencia calificada de “simple”).


2.- “Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Malasia y su Anexo”, suscrito en Kuala Lumpur, Malasia, el 14 de abril de 2010 (Boletín Nº 7.920-10) (con urgencia calificada de “simple”).


3.- “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre Servicios Aéreos”, suscrito en Santiago, el 13 de diciembre de 2010 (Boletín Nº 7.884-10) (con urgencia calificada de “simple”).


4.- “Acuerdo en materia de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait y su Anexo”, suscrito en Santiago, el 27 de julio de 2010 (Boletín Nº 7.885-10) (con urgencia calificada de “simple”). 


- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad de los artículos 4° y 292 del Código del Trabajo y 238 del Código de Procedimiento Civil.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Atiende petición de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, respecto de la inquietud planteada por la Agrupación de ex Presos Políticos y Torturados José Felmer Klenner, de Coyhaique, sobre el plazo de funcionamiento de la Comisión Asesora Presidencial para la calificación como víctimas de prisión política y tortura. 


Responde solicitud de antecedentes, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los allanamientos ocurridos en la Región Metropolitana, en especial, en el Colegio Polivalente San José, de la comuna de Maipú.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Informa gestiones realizadas en relación con la petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para que se transfiera al Servicio de Vivienda y Urbanización de Aysén un inmueble fiscal destinado al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina, Armada de Chile.

Del señor Ministro de Salud


Informa, al tenor de la solicitud enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre intervención quirúrgica urgente de un niño domiciliado en la comuna de Peyuhue, que sufre una grave enfermedad renal.  


Da contestación a solicitudes de antecedentes, requeridos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las siguientes materias: 


1.- Fiscalización de vertimiento de residuos industriales líquidos sin tratar, por una planta de celulosa, en el Estero Velenunque, en la comuna de Ránquil.


2.- Situación de recuperación de gastos resultante del cierre del relleno sanitario Santa Alicia, ubicado en el sector Patagual, comuna de Coronel.


3.- Estadísticas relativas a presencia de hipoacusia, presbiacusia y trauma acústico en Chile, diagnosticada y tratada durante los últimos cinco años.


4.- Presencia de material particulado que estaría afectando a vecinos de los sectores Lagunilla, Escuadrón y Jorge Alessandri, en la comuna de Coronel. 


Responde consulta, realizada en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de la factibilidad de construir un Centro de Salud Familiar en el sector Miraflores de la comuna de Valdivia. 


Atiende petición, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Rossi, sobre instrucción de una investigación sumaria en el Servicio de Salud Arica, ante la negativa de practicar una autopsia a mortinato de una paciente sometida a una operación cesárea el 24 de febrero pasado.

Del señor Director de Presupuestos (S)


Da contestación a solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre recursos para aumento de dotación de profesionales y técnicos en la Partida del Ministerio de Salud, bono de zonas extremas e incentivo a retiro de funcionarios públicos. 

Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena


Expone, en respuesta a una consulta formulada en nombre del Honorable Senador señor Frei, las razones por las que no se prosiguió con el trámite de adquisición del predio de una particular. 

Del señor Director de Obras Municipales de La Florida


Informa, en respuesta a petición de antecedentes enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, los antecedentes en que se fundan las resoluciones de aprobación que esa Dirección hizo de los anteproyectos de loteo y de edificación, en el Fundo El Panul, en la comuna de La Florida.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín N° S 1.434-05).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°19.764 (Boletín Nº 8.066-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo a transparencia de establecimientos educacionales que reciben aportes estatales (Boletines N°s 7.913-04 y 7.929-04).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Letelier, Gómez y Walker, don Patricio, con la que se da inicio a un proyecto de ley que permite el acceso judicial a información tributaria en los procesos de divorcio y de nulidad matrimonial (Boletín Nº 8.100-07).  


De los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero y Horvath, con la que inician un proyecto de ley que añade la multa a la pena contemplada en el artículo 268 bis del Código Penal, por delito de falsa alarma, y faculta al juez para conmutar la sanción (Boletín Nº 8.099-07).


Dos del Honorable Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de reforma constitucional que precisa el concepto de acusación en el artículo 16 Nº 2 de la Constitución Política de la República y permite el sufragio del ciudadano privado de libertad que no ha sido condenado a pena aflictiva (Boletín Nº 8.101-07).


2.- Proyecto de ley que modifica el Código Penal incorporando en el tipo de la injuria a la que se realiza contra grupos de niños (Boletín Nº 8.102-07).


- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Letelier, Cantero, Girardi y Muñoz Aburto, con la que se da inicio a un proyecto de ley que excluye de la definición de relación laboral a la que existe entre el propietario de un transporte menor y el titular de una concesión de transporte público (Boletín Nº 8.098-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


De los Honorables Senadores señores Letelier, Larraín Fernández, Tuma y Walker, don Ignacio, con la que inician un proyecto de ley que reconoce a la rayuela como deporte nacional (Boletín Nº 8.097-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, que define y regula el concepto de modificación de un proyecto sujeto a estudio de impacto ambiental (Boletín Nº 8.103-12). 


- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, en materia de determinación de los aranceles de establecimientos educacionales de nivel superior (Boletín Nº 8.104-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.

Permisos constitucionales


Solicitudes de los Honorables Senadores individualizados a continuación, para ausentarse del territorio nacional, en las fechas que en cada caso se señala.


Del Honorable Senador señor Espina, entre los días 19 y 24 de diciembre del año en curso.


Del Honorable Senador señor Novoa, a contar del día 20 del mes en curso.


Del Honorable Senador señor Zaldívar, a contar del día 6 de enero de 2012.


- Se accede a lo solicitado.

Comunicación


De la Comisión de Régimen Interior, con la que propone la aprobación del Reglamento del artículo 3° A de la ley N° 18.918, sobre contratación de personal para los Senadores y Comités Parlamentarios, con cargo a sus asignaciones.


- Queda para Tabla.

- - -


El Honorable Senador señor Rossi, solicita fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (Boletín N° 7.036-11). 


El señor Presidente propone a la Sala que sea hasta el lunes 2 de enero de 2012, a las 13 horas. 


- Así se acuerda. 

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Quintana pide recabar la autorización de la Sala para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología pueda sesionar en paralelo, a partir de las 19 horas del día de hoy. 


- Se autoriza. 

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Tratar en la presente sesión, como si fuera de Fácil Despacho, la solicitud de acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Boletín N° S 1.434-05). (Con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas).


2) Tratar en primer lugar del Orden del Día de esta sesión, el proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín Nº 7.338-07); y, en segundo lugar, el proyecto de ley que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación (Boletín Nº 7.856-04).


3) Retirar de la Tabla del día de hoy el proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11) signado con el Nº 1.


4) Citar a sesión especial para el día de mañana, de 12:00 a 14:00 horas, para tratar el proyecto de ley que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°19.764 (Boletín Nº 8.066-05).


5) Tratar en la sesión ordinaria de mañana, miércoles 21 de diciembre, en Tabla de Fácil Despacho, el proyecto de ley que establece la ley marco de los Bomberos de Chile (Boletín Nº 7.897-22). Se autoriza a la Comisión de Gobierno, Regionalización y Descentralización emitir un informe oral.


6) Poner en votación, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de acuerdo signado con el Nº 18, que propone la constitución de una Comisión Especial del Senado para el estudio de reformas al sistema de administradoras de fondos de pensiones (Boletín Nº S 1.424-12).

- - -


El Honorable Senador señor Horvath, en nombre de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, solicita fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín N° 7.947-03), hasta las 19 horas del día de hoy, en la Secretaría de aquélla. 


- Así se acuerda. 

- - -


A continuación, el señor Secretario General señala que en la sesión del día de ayer quedó pendiente la fijación del plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo (Boletín Nº 7.456-11).


Sobre el particular, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro, Rossi, Larraín Peña, Tuma, Girardi, Ruiz-Esquide y Lagos.


Cerrado el debate, se constata una discrepancia entre quienes son partidarios de fijar un plazo que venza en el mes de enero de 2012 y los que estiman que éste debe terminar en marzo del próximo año, por lo que el señor Presidente somete a votación la alternativa: votar sí, significa que el plazo venza en el mes de enero, y votar no, conlleva que sea en marzo, ambos de 2012.


Puesto en votación lo anterior, se produce el siguiente resultado: 20 votos en contra y 13 a favor. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Bianchi, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Ruiz-Esquide.

En consecuencia, el plazo para presentar indicaciones será hasta el día 12 de marzo de 2012, a las 13 horas.
_______________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señores Bianchi, Frei y Muñoz Aburto, en primer trámite constitucional, que instituye el 6 de octubre de cada año como el “Día Nacional del Trabajador Ferroviario”, con informe de la

Comisión de Trabajo y Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 7.974-13.


El objetivo de esta iniciativa es declarar el 6 de octubre de cada año como Día Nacional del Trabajador Ferroviario. 


La Comisión de Trabajo y Previsión Social la discutió en general y particular y la aprobó por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto y una abstención del Honorable Senador señor Kuschel. 


La declaración en comento obedece a que el 6 de octubre de 1973 algunos trabajadores ferroviarios de la Maestranza de San Bernardo fueron detenidos en sus domicilios y lugares de trabajo, hechos consignados en el informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación y en investigaciones judiciales sobre el particular.

- - -


El señor Presidente pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señor Sabag.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, se aprueba por 34 votos a favor. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Coloma Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 

El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Institúyese el 6 de octubre de cada año como el “Día Nacional del Trabajador Ferroviario”.”.

__________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA), con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de

Defensa Nacional, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del referido oficio de S. E. el Presidente de la República, con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, y que tiene el Boletín N° S 1.434-05. 


Las Comisiones unidas recibieron información sobre la materia de parte del Subsecretario de Defensa y del Subdirector de Operaciones de Paz de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores, y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Tuma y Walker, don Patricio, resolvieron recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por S. E. el Presidente de la República.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el asunto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica y Tuma.


Cerrado el debate y puesta en votación la solicitud de S. E. el Presidente de la República, se aprueba por 27 votos a favor, una abstención y un pareo. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio). 


Se abstiene, el Honorable Senador señor Frei. 


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

______________


En otro orden de materias, el señor Presidente señala que, según lo prescrito en el artículo 120 del Reglamento del Senado, procede dar por aprobado en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, para la división de condominios de viviendas sociales (Boletín N° 7.342-14), que el Senado aprobó en general en sesión de 22 de noviembre de este año, ya que ha vencido el plazo para formular indicaciones sin que se haya presentado ninguna.

Se deja constancia de que es aprobado por 27 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los incisos primero, quinto y séptimo del artículo 46 quáter, contenido en el artículo único.

- - -


En consecuencia, el señor Presidente declara aprobada en particular dicha iniciativa, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

 
“Artículo único.- Incorpórase en la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, el siguiente artículo 46 quáter:


“Artículo 46 quáter.- Facúltase a las municipalidades para subdividir los condominios de viviendas sociales, conforme a lo dispuesto en el artículo 39.


Para tales efectos, los copropietarios podrán solicitar a la Dirección de Obras Municipales la división del condominio.


Esta solicitud puede contener una propuesta de división del condominio, que consta de un plano suscrito por un profesional competente, y que esté aprobado por los copropietarios que representen, a lo menos, el 75% de los derechos en el condominio.


El 10% de los copropietarios, alternativamente, pueden solicitar a la Dirección de Obras Municipales que elabore una propuesta de división. Esta propuesta, con su correspondiente plano, debe ser aprobada por el 75% de los derechos del condominio.


La municipalidad, por propia iniciativa, podrá proponerle a los condominios de vivienda social un plano de división que facilite una mejor administración. Esta propuesta será elaborada por la Dirección de Obras Municipales, y requerirá de la aprobación del 75% de los derechos del condominio.


Para acreditar la mayoría establecida en este artículo, bastará el acta de la asamblea suscrita por los copropietarios que reúnan el citado quórum legal o, en su defecto, el instrumento en que conste la aprobación de la propuesta de subdivisión firmada por los respectivos copropietarios, protocolizada ante notario.


El Director de Obras Municipales, después de aprobadas las modificaciones por los copropietarios dictará, si procediere, una resolución que disponga la subdivisión del condominio, la cual deberá inscribirse en el conservador de bienes raíces conjuntamente con el plano respectivo. Los cambios producidos como consecuencia de la división de los bienes del condominio regirán desde la fecha de la referida inscripción.


Las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones y de los respectivos instrumentos de planificación territorial, no serán aplicables a las edificaciones y a la división del suelo que se originen con motivo de la subdivisión de los condominios que se efectúe en virtud de lo dispuesto en los incisos anteriores.


Los condominios de viviendas sociales estarán exentos del pago de los derechos municipales que pudieren devengarse respecto de las actuaciones a que se refiere este artículo. Asimismo, los interesados gozarán de privilegio de pobreza en el pago de los derechos arancelarios que correspondan a notarios, conservadores y archiveros, con motivo de tales actuaciones.”.”.

__________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación,

Justicia y Reglamento, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que tiene el Boletín N° 7.338-07 y urgencia de "discusión inmediata".


El proyecto se presentó en esta Corporación, y, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto, las cuales fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, unidas, salvo en lo referente a la supresión de los artículos octavo, noveno y décimo, que fue acordada por mayoría de votos. 


La eliminación del artículo octavo se aprobó con los pronunciamientos favorables de los Honorables Senadores señores Orpis, Larraín Fernández, Bianchi, Kuschel y Pérez Varela, y los votos en contra de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Sabag, Zaldívar y Walker (don Patricio). 


Por su parte, los artículos noveno y décimo se suprimieron con el pronunciamiento afirmativo de los Honorables Senadores señores Orpis, Larraín Fernández, Bianchi, Kuschel y Pérez Varela, y la abstención de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Zaldívar y Walker (don Patricio). 


En caso de que la Sala acepte lo propuesto por las Comisiones unidas, las enmiendas recaídas en los artículos primero y segundo, permanentes, y 1°, 3° y 9°, transitorios, deben ser aprobadas con rango orgánico constitucional. 

- - -


Cabe destacar que la Cámara de Diputados ha dado su aprobación al proyecto de ley aprobado por el Senado, con las siguientes enmiendas: 

Al Artículo Primero

N°1


a) Ha reemplazado en el inciso primero del artículo 11 la palabra “ciudadano” por “elector”.


b) Ha sustituido en el inciso primero del artículo 12 la palabra “ciudadano” por “elector”.


c) Ha eliminado en el inciso final del artículo 13 la expresión “por un lapso no inferior a”.


d) Ha reemplazado en el inciso segundo del artículo 40 la expresión “las menores ofertas económicas” por “las mejores ofertas”.


e) Ha agregado en el inciso segundo del artículo 47, a continuación de la palabra “Electoral”, la frase “o que figuren con datos erróneos”.


f) Ha eliminado el inciso cuarto del artículo 48. 


g) Ha suprimido en el inciso octavo del artículo 48 la palabra “dilatorios”.


h) Ha reemplazado el inciso segundo del artículo 51 por el siguiente: “Cualquier persona capaz de comparecer en juicio, domiciliada en la región donde hubieren ocurrido los hechos, podrá deducir querella para la investigación de los delitos sancionados en esta ley.”.


i) Ha eliminado del numeral 3.- del artículo 53 la expresión “, un Libro de Actas,”.


j) Ha suprimido del inciso primero del artículo 56 la frase “o libros de actas que se le hubieren confiado”.

N°4


a) Ha reemplazado en el inciso primero del artículo 63 la expresión “dirigente de partido político” por “miembro de la Directiva Central de un partido político”.


b) Ha sustituido la letra l) del artículo 68 por la siguiente: “l) Contratar personal en forma transitoria, a contrata o a honorarios, a suma alzada o asimilado a grados, cuando por necesidades del Servicio así se requiera.”.

Al Artículo Segundo

N°3


- Ha reemplazado en el inciso cuarto del artículo 3° bis las palabras “de principios” por el vocablo “programáticas”.

N°21


- Ha agregado en el inciso primero del artículo 47 bis, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Se considerará, para estos efectos, como otro acto electoral, la segunda votación realizada, conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.”.

N°50


- Ha agregado en el inciso primero del artículo 85 bis, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Se considerará, para estos efectos, como otro acto electoral, la segunda votación realizada, conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.”.

N°75


- Ha sustituido en el inciso segundo del artículo 162 la palabra “representados” por la palabra “apoderados”.

N°79


- Ha reemplazado el inciso sexto del artículo 175 bis por el siguiente: “El Presidente del Consejo del Servicio Electoral deberá emitir, en forma pública y solemne, boletines parciales y final con los resultados de la elección o plebiscito.”.

Al Artículo Octavo


- Lo ha suprimido.

Al Artículo Noveno


- Lo ha eliminado.

Al Artículo Décimo


- Lo ha suprimido.

Al Artículo Duodécimo (que ha pasado a ser Noveno)


- Ha reemplazado en su inciso primero la expresión “trescientos treinta” por “doscientos setenta”.

Al Artículo 1° transitorio


- Ha agregado en su inciso  final, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Las respectivas Municipalidades mantendrán la obligación de proporcionar los locales, mobiliarios y servicios que se requieran para el funcionamiento de estas oficinas, en conformidad a los términos establecidos en el artículo 24 de la ley N° 18.556 vigente hasta antes de la fecha de la publicación de esta ley.”.

Al Artículo 3° transitorio


a) Ha reemplazado en su inciso cuarto, la expresión “doscientos diez” por “ciento ochenta”.


b) Ha sustituido en su inciso quinto el guarismo “noventa” por “sesenta”.

Al Artículo 6° transitorio


- Lo ha reemplazado por el siguiente: 


“Artículo 6°.- Para los efectos de esta ley, lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N° 18.556 comenzará a regir al año siguiente de la publicación de la presente ley.”.

Al Artículo 9° transitorio


- Lo ha sustituido por el siguiente: 


“Artículo 9°.- Desde la entrada en vigencia de la ley, y mientras no sean designados los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556 Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, las funciones y atribuciones conferidas al Consejo Directivo en virtud de dicha ley, serán asumidas por el Director del Servicio Electoral, salvo aquellas señaladas en las letras c) y d) del artículo 67 de dicha ley, las cuales serán asumidas por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Durante el mismo período, no se aplicará la facultad conferida en la letra h) del artículo 67 referido, y regirá lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 91 de la ley N°18.556 vigente hasta antes de la fecha de la publicación de esta ley.


En todo caso, la primera proposición a la que se refiere el inciso primero del artículo 62 de la ley N°18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, no podrá ser formulada antes del mes de noviembre del año 2012.”.

Artículo 10 transitorio, nuevo


- Ha agregado el siguiente artículo 10 transitorio: 


“Artículo 10.- En las elecciones que deban efectuarse durante el primer año de funcionamiento de esta ley, las funciones conferidas al Servicio Electoral en virtud de los artículos 175 bis, 72 inciso sexto y 76 bis de la ley N°18.700, continuarán siendo ejercidas por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

Artículo 11 transitorio, nuevo


- Ha agregado el siguiente artículo 11 transitorio: 


“Artículo 11.- Para las elecciones que deban efectuarse desde la vigencia de la ley, y hasta el mes de noviembre del año 2012, el plazo de siete meses señalado en el inciso tercero del artículo 72 de la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, será de cinco meses.”.

Artículo 12 transitorio, nuevo


- Ha incorporado el siguiente artículo 12 transitorio:


“Artículo 12.- El gasto fiscal que irrogue la puesta en marcha de la presente iniciativa durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

- - -


En primer término, el señor Presidente somete a votación el informe de las Comisiones unidas, salvo en lo referido al artículo octavo, aprobándose por 24 votos a favor y un pareo, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos primero y segundo, permanentes, y 1°, 3° y 9°, transitorios.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio). 


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar. 

- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Gómez, Navarro, Tuma, Quintana, Cantero y Lagos.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión el informe de las referidas Comisiones, en lo relativo al artículo octavo, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear, señores Larraín Fernández y Pérez Varela, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Tuma y Walker (don Patricio), señora Allende, señores Zaldívar, Gómez, Pizarro, Bianchi, Ruiz-Esquide, Orpis, Quintana y Lagos, señora Rincón y señor Sabag.


Cerrado el debate y puesto en votación el aludido informe, en lo relativo al artículo octavo, se aprueba por 25 votos a favor, 8 en contra y 3 abstenciones. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte. 


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Rossi y Coloma, señora Pérez San Martín y señores García-Huidobro, Larraín Peña y Chahuán.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, Letelier, Navarro, Pizarro, Sabag, Tuma y Walker (don Ignacio). 


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), Letelier y Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO PRIMERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral:


1) Reemplázanse su Título Preliminar y los Títulos I, II y III, por los siguientes:

“TÍTULO PRELIMINAR


Artículo 1°.- La presente ley regula el régimen de inscripción electoral y la organización y funcionamiento del Servicio Electoral, como parte del sistema electoral público a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de la República.


Artículo 2°.- El organismo encargado del proceso de inscripción electoral es el Servicio Electoral.

TÍTULO I

DEL REGISTRO ELECTORAL

Párrafo 1°

Disposiciones Generales


Artículo 3°.- Créase un Registro Electoral permanente bajo la dirección del Servicio Electoral, que contendrá la nómina de todos los chilenos comprendidos en los números 1° y 3° del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años.


El Registro Electoral contendrá también la nómina de los demás chilenos y extranjeros mayores de 17 años, que cumplan con los requisitos para sufragar establecidos en los artículos 13 y 14 de la Constitución Política de la República.


El Registro Electoral contendrá a todos los electores potenciales a que se refieren los incisos anteriores, aun cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.


El Registro Electoral servirá de base para conformar los Padrones Electorales que deberán usarse en cada plebiscito o elección, que contendrán exclusivamente los electores con derecho a sufragio en ella.


Artículo 4°.- El conocimiento público del Registro Electoral procederá en la forma dispuesta en el Párrafo 1° del Título II.


Los centros de estudio o de investigación podrán solicitar datos del Registro Electoral, Padrón Electoral y Nómina Provisoria de Inhabilitados, para el sólo efecto de su análisis. El Consejo del Servicio Electoral calificará la procedencia de la solicitud y entrega de los respectivos datos.


Los datos del Padrón Electoral no podrán ser usados para fines comerciales.


El Servicio Electoral deberá dar cumplimiento a lo previsto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, salvo en los casos señalados en esta ley.

Párrafo 2°

De la inscripción


Artículo 5°.- Los chilenos comprendidos en el número 1° del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años, serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral.


Los chilenos comprendidos en el número 3° del artículo 10 de la Constitución Política de la República serán inscritos automáticamente luego de obtener su carta de nacionalización de conformidad a la ley.


Artículo 6°.- Los chilenos comprendidos en los números 2° y 4° del artículo 10 y los extranjeros señalados en el artículo 14, ambos de la Constitución Política de la República, serán inscritos en el Registro Electoral desde que se acredite que cumplen los requisitos de edad y avecindamiento exigido por el inciso tercero del artículo 13 o por el artículo 14 de la Constitución Política de la República, según corresponda.


La inscripción procederá de forma automática en la medida que el Servicio Electoral tenga acceso a la información que acredite el cumplimiento del requisito de avecindamiento.


Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá presentar una solicitud de inscripción ante el Servicio Electoral en cualquiera de sus oficinas, acompañando los antecedentes que acrediten su avecindamiento en el país por el tiempo exigido, y declarando bajo juramento su domicilio electoral en Chile. Dicha solicitud será remitida al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior y Seguridad Pública o a la Jefatura Nacional de Extranjería y Policía Internacional de la Policía de Investigaciones de Chile, quienes, si correspondiere, emitirán un certificado que acreditará el hecho de haber cumplido el avecindamiento y lo remitirán al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción. En caso que la persona tenga su residencia en el extranjero, dicha solicitud podrá ser presentada en el Consulado de Chile respectivo.


Para los efectos de esta ley se entenderá por Consulado las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.


Artículo 7°.- El Servicio Electoral deberá comunicar a los nuevos electores el hecho de su inscripción en el Registro Electoral, entre los ciento ochenta y noventa días anteriores a la siguiente elección o plebiscito, indicando la circunscripción electoral y la mesa receptora de sufragios donde le corresponde votar, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.


El Servicio Electoral deberá poner a disposición del público en forma permanente, a través de su sitio web y de una línea telefónica, un sistema de consulta donde cada elector podrá verificar mediante su número de cédula de identidad o nombre, el hecho de su inscripción, la circunscripción y comuna donde se encuentra inscrito, su mesa de votación y si está habilitado para votar en la próxima elección.

Párrafo 3°

De los datos electorales


Artículo 8°.- El Registro Electoral deberá contener los nombres y apellidos de los inscritos, e indicará para cada uno el número de rol único nacional, la fecha y el lugar de nacimiento, la nacionalidad, el sexo, la profesión, el domicilio electoral, la circunscripción electoral que corresponde a dicho domicilio con identificación de la región, provincia y comuna a que pertenezca, el número de la mesa receptora de sufragios en que le corresponde votar y el cumplimiento del requisito de avecindamiento, si procede.


El Registro Electoral también deberá contener los antecedentes necesarios para determinar si la persona inscrita ha perdido la ciudadanía, el derecho a sufragio o se encuentra éste suspendido.


Se entenderá por datos electorales los señalados en este artículo y cualquier otro que sea necesario para mantener actualizado el Registro Electoral.


Artículo 9°.- Para el solo efecto de obtener los datos señalados en el artículo anterior, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a los datos electorales de todas las personas registradas en el Servicio de Registro Civil e Identificación y al registro de extranjeros avecindados del Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. La Jefatura Nacional de Extranjería y Policía Internacional de la Policía de Investigaciones de Chile deberán proporcionar, de la misma forma, la información del avecindamiento de los chilenos comprendidos en los números 2° y 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proporcionar al Servicio Electoral cualquier otro antecedente que resulte necesario para la inscripción de los chilenos y extranjeros en el Registro Electoral y que se encuentre en su poder, quedándole expresamente prohibido calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.


Artículo 10.- El domicilio electoral es aquel situado dentro de Chile, con el cual la persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él. En el caso de los chilenos que residen en el extranjero, dicho vínculo se considerará respecto del tiempo en que residieron en Chile o de su lugar de nacimiento.


Se tendrá como domicilio electoral el último domicilio declarado como tal ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.


Para efectos del registro automático de las personas referidas en los artículos 5° y 6°, el domicilio electoral será el último declarado ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, o el acreditado para el cumplimiento del requisito de avecindamiento, según corresponda. En caso que este último domicilio se encuentre ubicado en el extranjero, el domicilio electoral corresponderá al último domicilio en Chile informado al Servicio de Registro Civil e Identificación y, a falta de éste, al lugar de nacimiento en Chile.


Artículo 11.- Todo elector con derecho a sufragio deberá estar inscrito en una mesa receptora de sufragios que pertenezca a la circunscripción electoral correspondiente a su domicilio electoral.


Si los antecedentes del domicilio o lugar de nacimiento con que se cuente para el registro automático de las personas referidas en los artículos 5° y 6° no permitieran al Servicio Electoral poder identificarlos con una determinada circunscripción electoral, procederá a registrarlos en la circunscripción electoral con más electores de la comuna con cuya información se cuente. 


Artículo 12.- Al momento de la inscripción de un elector o modificación de la existente, el Servicio Electoral asignará a las mesas receptoras de sufragios a los nuevos electores inscritos o aquellos que hayan modificado su domicilio electoral, en orden correlativo de su rol único nacional y sin distinción de sexo.


En primer lugar serán asignados a las mesas receptoras de sufragios existentes de la circunscripción que tengan menos de trescientos cincuenta electores habilitados para votar debido a cancelaciones de inscripción producidas por cambio de domicilio electoral, por fallecimiento o por inhabilidad permanente para sufragar, hasta completar la cifra máxima de trescientos cincuenta electores por mesa.


Si realizado lo anterior quedaren nuevos electores por asignar, ellos serán destinados a nuevas mesas receptoras de sufragios que se crearán para estos efectos, las que tendrán como máximo trescientos cincuenta electores.


Cada elector sólo podrá ser asignado a una mesa receptora de sufragios y no podrá ser cambiado de ella mientras mantenga su domicilio electoral vigente en dicha circunscripción electoral.

Párrafo 4°

De las actualizaciones del Registro Electoral


Artículo 13.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el Registro Electoral considerando las siguientes circunstancias:


a) Fallecimiento de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del Registro.


b) Pérdida de ciudadanía de una persona inscrita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 de la Constitución Política de la República, o su recuperación.


c) Suspensión del derecho a sufragio de una persona inscrita, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de la República, o el cese de dicha suspensión.


d) Pérdida de la nacionalidad de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del Registro.


e) Revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, quienes deberán ser eliminados del Registro.


f) Reclamaciones al Padrón Electoral Provisorio Auditado acogidas en conformidad a la ley.


El Servicio Electoral conservará durante cinco años los antecedentes en que se funde la actualización.


Artículo 14.- Para el solo efecto de lo dispuesto en el artículo anterior, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a los datos electorales que el Servicio de Registro Civil e Identificación tenga de las personas cuyas defunciones hubieren sido registradas en el mes inmediatamente anterior; de las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva y las que recuperen su ciudadanía; y de las personas que hubieren perdido la nacionalidad.


Artículo 15.- El Tribunal Constitucional deberá comunicar al Servicio Electoral las sanciones que hubiere aplicado de conformidad con lo dispuesto en el numeral 15° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, como asimismo el cumplimiento del plazo a que se refiere dicha disposición, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que la sentencia quede firme y ejecutoriada.


Artículo 16.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior informará al Servicio Electoral las revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, ejecutoriadas dentro del mes anterior.


Artículo 17.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, los Juzgados de Garantía deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que, en el mes anterior, hayan sido acusadas por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.


En la misma oportunidad, los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal, según corresponda, deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, aunque no se haya impuesto dicha pena, o por delitos que la ley califique como conducta terrorista, o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos.


Artículo 18.- Dentro de los primeros cinco días de cada mes los jueces de letras comunicarán al Servicio Electoral los nombres de las personas que hubieren sido declaradas en interdicción por causa de demencia por sentencia ejecutoriada, en el mes anterior, indicando los antecedentes necesarios para su cabal identificación.


En el mismo plazo, los jueces de letras comunicarán sobre las revocaciones de dichas declaratorias.


Artículo 19.- Dentro de los primeros cinco días de cada mes, el Senado deberá comunicar al Servicio Electoral las personas a las cuales se hubiere rehabilitado su ciudadanía en el mes anterior, conforme al inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República.


Artículo 20.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes el Ministerio de Justicia deberá comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren extinguido su responsabilidad penal en el mes anterior, conforme a lo dispuesto en el número 4° del artículo 93 del Código Penal.


Artículo 21.- Los órganos, servicios y tribunales señalados en este Párrafo, así como cualquier otra repartición que deba aportar datos para la conformación y actualización del Registro Electoral, deberán proporcionar todos los antecedentes que para este solo efecto requiera el Servicio Electoral y, en ningún caso, podrán excluir información, calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.


Artículo 22.- Entre los ciento ochenta y los noventa días anteriores a una elección o plebiscito, el Servicio Electoral deberá informar a los electores que su derecho a sufragio ha sido suspendido o que han sido inhabilitados para votar en la siguiente elección, con indicación de la causa que dio origen a dicha suspensión o inhabilidad, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.

Párrafo 5°

De las modificaciones de los datos electorales


Artículo 23.- El Servicio Electoral modificará los datos de las personas inscritas en el Registro Electoral, considerando las siguientes circunstancias:


a) Las solicitudes de cambio de domicilio electoral y las actualizaciones de domicilio electoral realizadas al renovar los inscritos su cédula de identidad.


b) Las rectificaciones de inscripciones de nacimiento de los ciudadanos, con indicación de los datos originales que fueron objeto de la rectificación.


c) Cualquier otro cambio en los datos señalados en el artículo 8° de esta ley.


Artículo 24.- Con ocasión de la obtención o renovación de cédula de identidad o pasaporte, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá informar a la persona su domicilio electoral registrado, otorgándole la posibilidad de actualizarlo, declarando bajo juramento uno nuevo en ese acto, si así lo desea.


Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el cambio de domicilio podrá también efectuarse directamente ante el Servicio Electoral, mediante una solicitud escrita firmada por el peticionario en formularios especialmente diseñados por este organismo, donde declarará bajo juramento su nuevo domicilio electoral. Dichas solicitudes deberán ser presentadas en las oficinas que el Servicio Electoral disponga en el país. Los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero podrán presentar la solicitud a través del respectivo Consulado.


El Servicio Electoral deberá notificar al elector, mediante carta certificada dirigida al nuevo domicilio electoral, que ha procedido al cambio de su domicilio en el registro, indicando la circunscripción electoral y mesa de sufragio donde le corresponderá votar.


El Servicio Electoral podrá disponer de otras formas para solicitar el cambio de domicilio electoral, ya sea a distancia o por medios electrónicos, siempre que éstas garanticen la confiabilidad en la identidad del elector y la seguridad de sus datos.


Artículo 26.- El Servicio Electoral podrá convenir con otros organismos públicos la recepción de solicitudes de cambio de domicilio electoral.


Artículo 27.- Para todos los efectos legales se considerará como domicilio electoral el último declarado por el elector ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.

Párrafo 6°

De la suspensión de inscripciones, actualizaciones y modificaciones


Artículo 28.- Con el objeto de elaborar los padrones electorales que se utilizarán en cada elección o plebiscito, las inscripciones en el Registro Electoral que provengan de solicitudes de acreditación de avecindamiento conforme al artículo 6°, las actualizaciones de las circunstancias contenidas en las letras a) a la e) del artículo 13 y las modificaciones señaladas en el artículo 23 se suspenderán a los ciento veinte días anteriores a cada elección o plebiscito, reanudándose a partir del primer día del mes siguiente de la elección o plebiscito.


Artículo 29.- Tratándose de plebiscitos comunales, la suspensión a que alude el artículo precedente se aplicará sólo respecto de los electores que correspondan a la comuna o agrupación de comunas donde se realizará.

TÍTULO II

DEL PADRÓN ELECTORAL Y DE SU AUDITORÍA

Párrafo 1°

Del Padrón Electoral


Artículo 30.- El Servicio Electoral deberá elaborar un Padrón Electoral, el que contendrá la nómina de los electores inscritos en el Registro Electoral que reúnen los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio conforme a los antecedentes conocidos por él.


Cada elector podrá figurar sólo una vez en él.


Artículo 31.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de provisorio, ciento diez días antes de una elección o plebiscito. Éste contendrá una nómina de las personas inscritas en el Registro Electoral que, conforme a los antecedentes conocidos por el Servicio Electoral antes de los ciento veinte días previos al acto electoral, reúnan a la fecha de la elección o plebiscito correspondiente los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio.


El Padrón Electoral con carácter de provisorio será objeto de auditorías conforme al Párrafo 2° de este Título.


Este Padrón se ordenará en forma alfabética y contendrá los nombres y apellidos del elector, su número de rol único nacional, sexo, domicilio electoral con indicación de la circunscripción electoral, comuna, provincia y región a la que pertenezcan y el número de mesa receptora de sufragio en que le corresponde votar.


Junto con este Padrón, y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Provisoria de Inhabilitados, que incluirá a las personas inscritas que se encuentren inhabilitadas para votar en la correspondiente elección o plebiscito, con indicación de la causal que dio lugar a dicha condición.


El Padrón Electoral y la Nómina Provisoria de Inhabilitados son públicos para los partidos políticos, sólo en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero. Los partidos políticos podrán tener acceso y copia de ellos en medios magnéticos o digitales, no encriptados y procesables por software de general aplicación, debiendo pagar sólo los costos directos de la reproducción. Lo mismo se aplicará para los candidatos independientes, respecto de las circunscripciones electorales donde participan.


Sólo las personas inhabilitadas podrán conocer, además, la respectiva causal que las inhabilita.


Artículo 32.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de auditado, setenta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al Padrón Electoral con carácter de provisorio, después de ser auditado por las empresas de auditoría a las que se refiere el Título II de esta ley y que haya sido modificado sólo como consecuencia de la correcciones sugeridas por las empresas de auditorías en sus informes, si las hubiere, y que, conforme a lo señalado en el artículo 43 de esta ley, sean aceptadas por el Servicio Electoral.


El Padrón Electoral con carácter de auditado podrá ser objeto de reclamación de conformidad a lo establecido en la presente ley.


Junto con este Padrón, y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Auditada de Inhabilitados, modificando la anterior en base a las correcciones sugeridas por las empresas de auditorías que haya aceptado, si las hubiere.


El Padrón Electoral con carácter de auditado y la Nómina Auditada de Inhabilitados deberán ser publicados por el Servicio Electoral en su sitio web con setenta días de antelación a la fecha que deba verificarse una elección o plebiscito.


Serán aplicables al Padrón y la Nómina antes mencionados las disposiciones contenidas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo anterior.


Artículo 33.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de definitivo, treinta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al Padrón Electoral con carácter de auditado, que haya sido modificado sólo como consecuencia de las reclamaciones acogidas, si las hubiere, de conformidad con lo dispuesto en el Título siguiente.


Junto con este Padrón, y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Definitiva de Inhabilitados, modificando la anterior de acuerdo a las reclamaciones acogidas.


El Servicio Electoral publicará en su sitio web, con al menos treinta días de anticipación a la fecha en que deba verificarse una elección o plebiscito, el Padrón Electoral con carácter de definitivo, que contiene la nómina de electores con derecho a sufragio en la respectiva elección o plebiscito y la Nómina Definitiva de Electores Inhabilitados.


Serán aplicables al Padrón y la Nómina antes mencionados las disposiciones contenidas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo 31. 


Artículo 34.- El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio web las modificaciones efectuadas al Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados que provengan de las reclamaciones acogidas en conformidad a esta ley, o de las correcciones sugeridas por las empresas de auditoría que hayan sido aceptadas por el Servicio.


Artículo 35.- Para la segunda votación de la elección presidencial que se realice en virtud del inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República se utilizará el mismo Padrón Electoral de la primera votación.


Cuando deba repetirse la elección presidencial, en virtud de ocurrir alguna de las circunstancias contempladas en los incisos cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28 de la Constitución Política de la República, se utilizará el mismo Padrón Electoral de la primera votación de la elección que no pudo perfeccionarse, ya sea por fallecimiento de un candidato para la segunda votación o por impedimento absoluto del presidente electo para tomar posesión del cargo.


Artículo 36.- El Servicio Electoral, en la misma oportunidad en que debe determinar el Padrón Electoral con carácter de definitivo, deberá confeccionar los Padrones de Mesa que se utilizarán en la respectiva elección o plebiscito.


A cada Mesa Receptora de Sufragios le corresponderá un Padrón de Mesa.


Cada Padrón de Mesa contendrá una nómina, ordenada alfabéticamente, de las personas habilitadas para votar en la Mesa Receptora de Sufragios respectiva.


Los Padrones de Mesa contendrán los nombres y apellidos de cada elector y su número de rol único nacional.


Cada elector podrá figurar sólo en un Padrón de Mesa y una vez en él.


Artículo 37.- Veinte días antes de la elección o plebiscito, el Servicio Electoral en forma gratuita pondrá a disposición de los partidos que participan en la elección o plebiscito, un listado impreso de cada Padrón de Mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Igual información deberá entregarse a los candidatos independientes respecto de las circunscripciones electorales donde participan.

Párrafo 2°

De las Auditorías


Artículo 38.- El Registro Electoral, el Padrón Electoral con carácter de provisorio y la Nómina Provisoria de Inhabilitados serán sometidos a un proceso de auditoría con el objeto de revisar y determinar si contienen los antecedentes dispuestos por la ley. También se revisarán los procedimientos, sistemas de información, mecanismos de control y programas computacionales utilizados en su elaboración.


Artículo 39.- Las auditorías serán practicadas por dos empresas independientes de auditoría externa, de niveles equivalentes, inscritas en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, las cuales deberán cumplir con los requisitos de capacidad, tamaño, confiabilidad y garantía que, mediante una norma general, determinará el Consejo del Servicio Electoral.


El presupuesto del Servicio Electoral deberá contemplar los fondos necesarios para financiar los procesos de auditorías.


Artículo 40.- La selección de las empresas de auditoría se realizará a través de una licitación pública a la cual deberá convocar el Servicio Electoral, conforme a las bases que elaborará su Consejo.


El Consejo del Servicio Electoral seleccionará a dos empresas de entre las cuatro que, cumpliendo con las bases de la licitación, hayan efectuado las mejores ofertas por sus servicios. En caso de haber menos de cuatro, la selección se circunscribirá a todas ellas.


Las dos empresas de auditoría serán seleccionadas por la unanimidad de los Consejeros del Servicio Electoral. A falta de unanimidad, la selección se hará en una sola votación, teniendo cada Consejero derecho a votar sólo por una de las candidatas. Quedarán seleccionadas las empresas que obtuvieren las dos más altas mayorías.


Las empresas serán seleccionadas por un período de ocho años. Dentro de ese período sus servicios podrán ser revocados sólo por resolución del Tribunal Calificador de Elecciones, a petición fundada de la unanimidad del Consejo del Servicio Electoral, o por acuerdo del Senado.


Artículo 41.- Las empresas de auditoría deberán revisar anualmente y emitir un informe que contendrá su opinión, sobre los procedimientos, sistemas de información, mecanismos de control y programas computacionales del Servicio Electoral, destinados a la inscripción de los electores en el Registro Electoral y a la confección del Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados. Dicho informe deberá señalar la capacidad de ellos para cumplir las funciones para la cual están requeridos, sus errores, si los hubiere, y los factores de riesgo que pudieran  afectar su correcto funcionamiento. El informe deberá contener también sugerencias respecto a la solución de los problemas detectados.


En los años que correspondan elecciones generales, el informe deberá ser emitido doscientos diez días antes de la elección.


Artículo 42.- Determinado el Padrón Electoral con carácter de provisorio y la Nómina Provisoria de Inhabilitados conforme al artículo 31 de esta ley, las empresas de auditoría procederán a su revisión, que tendrá por objeto entregar una opinión respecto de si ellos cumplen con lo dispuesto en la ley. Terminada la revisión elaborarán un informe que deberá ser emitido ochenta días antes de la elección o plebiscito y que contendrá, al menos, un detalle de los errores encontrados con indicación de una sugerencia respecto de cómo pueden ser subsanados, y los demás comentarios u observaciones que los auditores estimen procedentes.


Artículo 43.- El Consejo del Servicio Electoral analizará los informes de auditoría y realizará las correcciones que estime pertinentes. Lo anterior constará en un acta que será publicada en la página web de dicho organismo.


Cumplido lo anterior, el Consejo del Servicio determinará el Padrón Electoral con carácter de auditado y la Nómina Auditada de Inhabilitados, conforme al artículo 32.


Artículo 44.- Todos los informes de las empresas de auditoría serán públicos, salvo respecto de las causales de inhabilidad. El informe deberá ser entregado al Consejo del Servicio Electoral, al Senado, a la Cámara de Diputados, a los Partidos Políticos, a los Tribunales Electorales Regionales y al Tribunal Calificador de Elecciones, en la misma oportunidad.


Artículo 45.- Las empresas de auditoría deberán efectuar sus funciones con total independencia entre ellas. En consecuencia, no podrán compartir sus antecedentes, consultarse entre sí, tomar acuerdos, coordinar o efectuar trabajos en forma conjunta, ni externalizar parte de las funciones encargadas con los mismos terceros.


Artículo 46.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición de las empresas de auditoría todos sus registros, físicos y computacionales y demás antecedentes que en opinión de ellas sean necesarios para realizar sus informes. El Servicio de Registro Civil e Identificación y los demás organismos señalados en los artículos 15 al 20 deberán poner a disposición de las empresas de auditoría la misma información que hubieren entregado al Servicio Electoral, cuando exista disconformidad entre los datos electorales y el Padrón Electoral.


Las empresas de auditoría deberán mantener reserva o secreto, según corresponda, de la información, datos y antecedentes que se les proporcione en virtud de este artículo, siendo públicos solamente los resultados de su auditoría.

TÍTULO III

DE LAS RECLAMACIONES


Artículo 47.- La persona que estimare que injustificadamente fue omitida del Padrón Electoral con carácter de auditado, publicado conforme al artículo 32, podrá reclamar de este hecho, por escrito o verbalmente, dentro de los diez días siguientes a la publicación, ante el Tribunal Electoral Regional de su domicilio electoral, que conocerá del asunto.


En el mismo plazo, los partidos políticos, candidato independiente y cualquier otra persona, podrán presentar reclamaciones ante el mismo Tribunal respecto de electores injustificadamente omitidos de dicho Padrón Electoral o que figuren con datos erróneos. Cuando estas reclamaciones involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones, en única instancia.


El Tribunal resolverá con los antecedentes que el interesado le suministre, previo informe del Servicio Electoral, el cual deberá ser emitido dentro del plazo de cuatro días de requerido. El Tribunal deberá fallar, con o sin informe, dentro del plazo de diez días, contados desde la fecha de la presentación del reclamo.


El Tribunal ordenará la incorporación del reclamante o electores afectados al Padrón Electoral en los casos en que hubiere lugar a la reclamación.


Las sentencias de los Tribunales Electorales Regionales serán apelables por el requirente o por el Servicio Electoral dentro del plazo de tres días, contado desde la fecha de su incorporación en el Estado Diario del respectivo Tribunal, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el cual deberá fallar dentro de un plazo de cinco días de presentada la apelación.


Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, la comunicará inmediatamente al Servicio Electoral, el cual procederá a cumplirla sin más trámite.


Artículo 48.- Dentro de los diez días siguientes a la publicación del Padrón Electoral con carácter de auditado, señalado en el artículo 32, cualquiera persona natural, partido político o candidato independiente podrá pedir al Tribunal Electoral Regional correspondiente al domicilio electoral del impugnado la exclusión de quien figure en el Padrón Electoral en contravención a la ley.


Cuando estas reclamaciones involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones en única instancia.


No procederá solicitar la exclusión del Padrón Electoral respecto de un candidato cuya aceptación de candidatura se encuentre ejecutoriada.


El Tribunal citará dentro de cinco días al reclamante y a la persona o personas cuya exclusión se pide, las que no estarán obligadas a asistir, pudiendo concurrir con todos sus medios de prueba. Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el Padrón. Si la persona reclamada o alguna de ellas hubiesen cambiado de domicilio, se le notificará por medio de un aviso que se publicará, a costa del recurrente, en un diario de los de mayor circulación en la localidad a que corresponda dicho domicilio.


Si la reclamación afectare a un considerable número de personas o si el número de reclamos fuere muy elevado, podrá el Tribunal ordenar que la citación se haga por medio de un aviso que se publicará, a costa del reclamante, en un diario de los de mayor circulación en la localidad que corresponda. Además, señalará diversas audiencias para oírlos, las cuales deberán celebrarse dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de ingreso del reclamo correspondiente.


La audiencia tendrá lugar con las partes que concurran. Si ninguna de ellas compareciere, el Tribunal resolverá con el mérito de los antecedentes que se presenten.


No se admitirán incidentes en la tramitación de estos reclamos.


Los Tribunales resolverán con los antecedentes que el interesado o él o los afectados le suministren, previo informe del Servicio Electoral, el cual deberá ser evacuado a más tardar al cuarto día de ser solicitado.


La resolución se expedirá dentro de los cinco días siguientes a la audiencia y se notificará a las partes por el Estado Diario.


Las sentencias de los Tribunales Electorales Regionales, serán apelables por el requirente, el o los afectados y el Servicio Electoral, dentro del plazo de tres días, contado desde la fecha de incorporación en el Estado Diario del Tribunal, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el cual deberá resolver la apelación dentro del plazo de cinco días.


Ejecutoriada la sentencia que ordene la exclusión será notificada al Servicio Electoral para que efectúe la cancelación correspondiente.


Artículo 49.- Los informes de las empresas de auditoría tendrán ante los tribunales el valor de un informe de peritos.

TÍTULO IV

DE LAS CIRCUNSCRIPCIONES ELECTORALES


Artículo 50.- Las Circunscripciones Electorales son la unidad territorial electoral básica, formada por todo o parte del territorio comunal. En cada circunscripción electoral se determinarán Mesas Receptoras de Sufragios que deberán funcionar en el territorio jurisdiccional de la circunscripción.


El Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear circunscripciones electorales cuando lo hagan aconsejable circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia.


La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones y se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva y, si allí no lo hubiere, en el correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.


El Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá cancelar una circunscripción electoral cuando lo hagan aconsejable circunstancias tales como la cantidad de población o las dificultades para sufragar. En este caso, deberá asignar a los electores a la circunscripción más cercana incorporándolos a una mesa receptora de sufragios de conformidad al artículo 12 y efectuando la comunicación señalada en el artículo 7°, inciso primero, de esta ley.

TÍTULO V

DE LAS SANCIONES

Párrafo 1°

De los procedimientos judiciales por faltas y delitos contemplados en esta ley


Artículo 51.- Los delitos o faltas electorales se regirán por las disposiciones de la presente ley y, supletoriamente, por el Código Penal.


Cualquier persona capaz de comparecer en juicio, domiciliada en la región donde hubieren ocurrido los hechos, podrá deducir querella para la investigación de los delitos sancionados en esta ley.


Artículo 52.- No procederá el indulto particular en favor de los condenados en virtud de esta ley.

Párrafo 2°

De las sanciones


Artículo 53.- Sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales:


1.- El que, al momento de solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, suplantare a otra persona. 


2.- El que proporcionare datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento.


3.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio o una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan.


4.- El que use para fines comerciales los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.


Artículo 54.- Sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos:


1.- El que maliciosamente altere la información contenida en el Registro Electoral, en el Padrón Electoral, en los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragio, en las Nóminas de Inhabilitados y en los antecedentes del Servicio de Registro Civil e Identificación y cualquier otro antecedente que pueda ser usado para conformar el Registro Electoral y sus actualizaciones.


2.- El que maliciosamente modifique el domicilio electoral informado por los electores al recibir solicitudes de éstos o cuando lo informen al obtener o renovar su cedula de identidad.


3.- El que incite u organice a electores para proporcionar datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral.


4.- El que comercialice los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.


Artículo 55.- Si los delitos señalados en el artículo precedente fueren cometidos por un funcionario público, se aplicarán las penas asignadas a los referidos delitos aumentadas en un grado, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos.


Artículo 56.- El que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio electoral, solicitudes de acreditación de avecindamiento o destruyera información computacional que contenga antecedentes del Registro Electoral o del Padrón Electoral y de los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragios, sufrirá la pena de prisión en su grado máximo.


Si en la desaparición de estos efectos mediare dolo, los autores del hecho sufrirán la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de una a tres unidades tributarias mensuales e inhabilitación absoluta y perpetua para ejercer cargos y oficios públicos.”.


2) Reemplázase la numeración del Título IV por la de Título VI, y la de los artículos 87, 88 y 89 por 57, 58 y 59. Además, sustitúyese el texto del artículo 90, que ha pasado a ser artículo 60, por el siguiente:


“Artículo 60.- Corresponderá al Servicio Electoral ejercer las siguientes funciones:


a) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley N° 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente.


b) Formar, mantener y actualizar el Registro Electoral.


c) Determinar el Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados en los términos señalados en esta ley.


d) Ordenar y resolver directamente sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral.


e) Resolver respecto de las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento que se le presenten.


f) Solicitar la colaboración y antecedentes que sean necesarios, de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.


g) Disponer la compra de los programas y equipos computaciones que utilizará en el cumplimiento de sus funciones, y los sistemas de mantención, protección y actualización de éstos.


h) Las demás funciones que ésta u otras leyes establezcan.”.


3) Agrégase al Párrafo 1° del Título IV, que ha pasado a ser VI, el siguiente artículo 61:


“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo corresponderá la dirección superior del Servicio y la dirección administrativa al Director.”.


4) Sustitúyense los Párrafos 2° y 3° del Título IV, que ha pasado a ser VI, por los siguientes Párrafos 2°, 3° y 4°:

“Párrafo 2°

Del Consejo Directivo del Servicio Electoral


Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. El Presidente formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.


Los consejeros durarán ocho años en sus cargos y podrán ser designados para otro período, por una sola vez, en la forma prevista en el inciso precedente. Se renovarán por parcialidades cada cuatro años.


Los consejeros elegirán de entre ellos un Presidente por mayoría de votos. En caso de ausencia o impedimento temporal, el Presidente será subrogado por el consejero que en el acto se elija. Si no se lograre mayoría, en ambos casos, se procederá por sorteo. 


El Presidente del Consejo durará cuatro años en el cargo y podrá ser reelegido por una sola vez. El Presidente subrogante ejercerá el cargo mientras dure la ausencia o impedimento de aquél.


En caso de que un consejero cesare en su cargo por cualquier causa, se designará un nuevo consejero de conformidad con el inciso primero, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que tuvo lugar el hecho o circunstancia que ocasionó el cese. El nuevo consejero desempeñará su cargo hasta completar el período del consejero reemplazado.


Si el que cesare fuere el Presidente del Consejo, se procederá a la elección de su reemplazante una vez que se haya provisto su cargo de consejero. El nuevo Presidente desempeñará el cargo hasta completar el período del cesado.


Artículo 63.- Para ser designado consejero del Servicio será necesario, además de cumplir con los requisitos generales para ocupar cargos públicos, poseer título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquéllos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, acreditar experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado y no haber desempeñado cargos de representación popular, de Ministro de Estado, de Subsecretario, de Intendente, de Gobernador o de miembro de la Directiva Central de un partido político en los cinco años anteriores a su designación.


Tampoco podrán ser consejeros las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


Los consejeros no podrán estar afiliados a partidos políticos mientras ejerzan su cargo.


La función de consejero no es delegable y se ejerce colectivamente, en sala legalmente constituida.


Artículo 64.- Los consejeros tendrán derecho a ser informados plena y documentadamente y en cualquier tiempo, por el Director o quien haga sus veces, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio. Además, tendrán derecho a revisar el Registro Electoral y los padrones electorales, con la sola limitación de no afectar el funcionamiento del Servicio.


Los consejeros percibirán una dieta equivalente a treinta unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de ciento veinte unidades de fomento por mes calendario.


El Presidente del Consejo o quien le subrogue, percibirá igual dieta, aumentada en un 50%.


Artículo 65.- Son causales de cesación en el cargo de consejero, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado. Sin perjuicio de ello, éste será prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Haber cumplido los 75 años de edad.


c) Renuncia, aceptada por el Presidente de la República.


d) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.


e) Alguna causal de inhabilidad sobreviniente. El consejero que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar el cargo cesará automáticamente en él.


f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Serán faltas graves la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a seis sesiones del Consejo, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario.


La existencia de las causales establecidas en las letras d) y e), si hubiere discusión sobre la sobreveniencia de la inhabilidad, y f) precedentes, serán declaradas por el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo o del Ministro del Interior y Seguridad Pública en el caso de la letra f), o de cualquier persona en el caso de la letra e). El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días para que exponga lo que estime conveniente en su defensa.


Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se decretará autos en relación y la causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra d), el Tribunal, como medida para mejor resolver, podrá decretar informe pericial.


Los consejeros y el Director tendrán el carácter de ministro de fe en las actuaciones que las leyes les encomienden.


A los consejeros y al Director les será aplicable lo señalado en el N° 2° del artículo 50 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 66.- El Consejo sesionará, a lo menos, con cuatro de sus miembros en ejercicio. Presidirá las sesiones el Presidente del Consejo.


El Consejo podrá sesionar en forma ordinaria o extraordinaria.


Son sesiones ordinarias aquellas que determine el propio Consejo para días y horas determinadas. En ellas se tratarán todas las materias que el Presidente incluya en la tabla respectiva, la que deberá ser comunicada a los consejeros con no menos de 24 horas de anticipación a la fecha de la sesión.


Por cada mes el Consejo deberá sesionar en forma ordinaria no menos de una vez y no más de tres veces.


Son sesiones extraordinarias aquellas en que el Consejo es convocado especialmente para conocer de modo exclusivo las materias que motivan la convocatoria. Estas sesiones serán convocadas por su Presidente, cuando exista algún asunto urgente que requiera del conocimiento del Consejo, o cuando así sea solicitado a éste, por requerimiento escrito de dos consejeros. La citación a sesión extraordinaria deberá hacerse con una anticipación no inferior a 48 horas y contendrá expresamente las materias a tratar.


Los acuerdos requerirán del voto favorable de, a lo menos, cuatro consejeros. Si el Consejo no lograra el anterior quórum, deberá dejar constancia pública de su desacuerdo y las razones fundadas de las partes, convocando el Presidente del Consejo a una nueva sesión que deberá realizarse no antes de cuatro días ni después de quince, siempre que este último plazo no altere el cumplimiento de un plazo legal, donde deberá resolverse el desacuerdo con el voto conforme de, a lo menos, tres de sus miembros.


En todo caso, se requerirá siempre del voto conforme de, al menos, cuatro consejeros para tomar los acuerdos señalados en la letra h) del artículo 67.


El Servicio no podrá celebrar actos o contratos en los que uno o más consejeros tengan interés por sí o como representantes de otra persona. Se presume que existe interés directo de un consejero en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directo o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.


De toda deliberación y acuerdo del Consejo se deberá dejar constancia en un libro de actas. El acta deberá ser firmada por todos los consejeros que hubieren concurrido a la sesión.


Artículo 67.- Corresponderá al Consejo:


a) Designar a los miembros de las Juntas Electorales según propuesta del Director.


b) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables al Servicio y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento.


c) Aprobar la propuesta del presupuesto del Servicio efectuada por el Director.


d) Supervisar los actos del Director y del Subdirector.


e) Dar instrucciones generales sobre la aplicación de las normas electorales para su ejecución por los organismos establecidos en ellas.


f) Aprobar los Padrones Electorales y la Nómina de Electores Inhabilitados a los que se refiere esta ley.


g) Aprobar las bases para llamar a la licitación de las empresas de auditoría, seleccionarlas y conocer de sus informes.


h) Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral. La designación se hará a partir de una quina propuesta para el cargo por el Consejo de la Alta Dirección Pública, en conformidad a las normas del Título VI de la ley N° 19.882.


i) Los demás asuntos que la ley le encomiende o sobre los que deba pronunciarse en virtud de sus funciones o atribuciones.

Párrafo 3°

Del Director del Servicio Electoral


Artículo 68.- El Director del Servicio Electoral será el representante legal del Servicio y el Jefe Superior de éste. Le corresponderán, especialmente, las siguientes funciones:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Directivo.


b) Planificar, organizar, dirigir y coordinar el funcionamiento del Servicio de conformidad con las directrices que defina el Consejo Directivo.


c) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento del Servicio, previo acuerdo del Consejo Directivo.


d) Nombrar al personal del Servicio y poner término a sus servicios, de conformidad a las normas estatutarias.


e) Ejecutar los actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio.


f) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios del Servicio.


g) Representar al Servicio Electoral, tanto judicial como extrajudicialmente.


h) Llevar el Registro de Partidos Políticos, actualizado por regiones, y ejercer las demás atribuciones y funciones que le encomienden la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos u otras leyes.


i) Celebrar con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, convenios especiales para la ejecución de estudios, investigaciones o programas, que tengan por objeto el mejor cumplimiento o la difusión de los fines del Servicio.


j) Convocar a propuestas públicas o privadas, aceptarlas o rechazarlas.


k) Dictar las resoluciones generales y particulares necesarias para el ejercicio de sus atribuciones.


l) Contratar personal en forma transitoria, a contrata o a honorarios, a suma alzada o asimilado a grados, cuando por necesidades del Servicio así se requiera.


m) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo.


n) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes.


Artículo 69.- El Director y Subdirector tendrán derecho a asistir a las sesiones de Consejo, con derecho a voz.


Artículo 70.- Al Director y al Subdirector les serán aplicables las inhabilidades, prohibiciones e incompatibilidades aplicables a los consejeros.

Párrafo 4°

Del personal del Servicio Electoral


Artículo 71.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Electoral estarán obligados a mantener reserva acerca de los antecedentes, informaciones o documentos que conozcan en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las publicaciones que deban efectuarse y de las informaciones que pueda proporcionar dicho Servicio en conformidad a la ley.


Ni el personal del Servicio, ni las personas que a cualquier título desempeñen alguna función en él, podrán militar en partidos políticos, ni participar en o adherir a reuniones, manifestaciones, asambleas, publicaciones o cualquier otro acto que revista un carácter político-partidista o de apoyo a candidatos a cargos de representación popular. Tampoco podrán participar de modo similar con ocasión de los actos plebiscitarios.


Toda contravención a este artículo se sancionará con las penas contenidas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.


5) Sustitúyese la numeración del Título V por la de Título VII, y el texto del artículo 99, que ha pasado a ser 72, por el siguiente:


“Artículo 72.- Los partidos políticos, candidatos independientes y demás entidades o personas que, de acuerdo a la ley, tengan acceso a la información contenida en el Registro Electoral, Padrón Electoral y Nómina de Inhabilitados, deberán actuar responsablemente en su manejo, debiendo responder civil y penalmente, según corresponda, y en conformidad a lo que establezca la ley.”.


6) Agrégase el siguiente artículo 73:


“Artículo 73.- Todos los plazos a que se refiere esta ley serán de días corridos.”.


7) Reemplázase la numeración de los artículos 100 y 101, por 74 y 75, respectivamente.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios:


1) Agrégase, en el artículo 1°, la siguiente oración final: “Además, establece y regula las Juntas Electorales.”.


2) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Las declaraciones de candidaturas deberán efectuarse por escrito, para cada acto eleccionario, ante el Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere, quien les pondrá cargo y otorgará recibo.


Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político o de los partidos que hubieren acordado un pacto electoral o por, a lo menos, cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando la nómina a que se refiere el artículo 11. En todo caso, serán acompañadas por una declaración jurada del candidato, o de un mandatario designado especialmente al efecto por escritura pública, en la cual señalará cumplir los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a inhabilidades. La declaración jurada deberá ser acompañada sólo por los antecedentes que acrediten los estudios del candidato, cuando corresponda, en los términos que disponga el Servicio Electoral. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante el oficial del Registro Civil correspondiente a la comuna donde resida el candidato.


La declaración de candidatura podrá presentarse en un acto separado por cada candidato.


Ningún candidato podrá figurar en más de una declaración en elecciones que se celebren simultáneamente.”.


3) Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 3° bis, por el siguiente:


“El pacto electoral deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral, en forma previa al vencimiento del plazo y a las declaraciones de candidaturas, mediante la presentación de una declaración suscrita por los Presidentes y Secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en lista conjunta en una elección de Parlamentarios y que existe afinidad entre sus declaraciones programáticas.”.


4) Reemplázase el inciso segundo del artículo 6°, por el siguiente:


“Tratándose de las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República, éstas sólo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del nonagésimo día anterior a aquél en que deba realizarse la primera o única votación, o hasta los treinta días siguientes a la convocatoria que se realice para una repetición de la elección presidencial, en virtud de ocurrir alguna de las circunstancias contempladas en los incisos cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28 de la Constitución Política de la República.”.


5) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 11, por los siguientes:


“El patrocinio de candidaturas independientes deberá suscribirse ante notario por ciudadanos con derecho a sufragio que declaren bajo juramento o promesa no estar afiliados a un partido político legalmente constituido o en formación, y cuyos domicilios electorales registrados en el Registro Electoral correspondan al distrito o circunscripción senatorial, según se trate de elecciones de Diputados o Senadores. Será notario competente cualquiera del respectivo territorio.


La nómina de patrocinantes deberá señalar en su encabezamiento el nombre del candidato y el acto electoral de que se trate. A continuación, deberá dejarse expresa constancia del juramento a que se refiere el inciso anterior y de los siguientes antecedentes: primera columna, numeración correlativa de todos los ciudadanos que la suscriban; segunda columna, sus apellidos y nombres completos; tercera columna, número de la cédula nacional de identidad; cuarta columna, indicación de su domicilio electoral, con mención de la comuna; quinta columna, firma del elector o su impresión dactiloscópica, si no pudiere firmar, la que se estampará en línea enfrentando los datos de su filiación personal.”.


6) Reemplázase, en el artículo 13, la expresión “inscritos en cualquier parte del territorio nacional”, por “habilitados para ejercer el derecho a sufragio”.


7) Sustitúyese el artículo 17, por el siguiente:


“Artículo 17.- El Consejo del Servicio Electoral, dentro de los diez días siguientes a aquel en que venza el plazo para declaración de candidaturas, deberá aceptarlas o rechazarlas. Para tal efecto dictará las resoluciones respectivas que se publicarán dentro de tercer día en el Diario Oficial.


El Consejo del Servicio Electoral deberá rechazar las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los artículos 25, 48 y 50 de la Constitución Política de la República, o que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el artículo 57 de la Constitución. Asimismo, rechazará las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los Párrafos 1° a 3° de este Título.”.


8) Agrégase, en el artículo 19, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“Si el rechazo de la candidatura por parte del Servicio Electoral, conforme al artículo 17, se hubiere fundado en no ser el candidato declarado ciudadano con derecho a sufragio, y el fallo del Tribunal hubiere ordenado su inscripción como candidato, el Servicio Electoral deberá también incorporar al candidato dentro del Padrón de Electores. Si, por el contrario, el Tribunal rechazare una candidatura aceptada por el Servicio Electoral, al considerar que el candidato no es ciudadano con derecho a sufragio, el Servicio Electoral deberá excluir al candidato del Padrón de Electores.”.


9) Derógase el artículo 21.


10) Suprímese, en el inciso primero del artículo 27, la expresión “Director del”.


11) Modifícase el artículo 29, del modo que sigue:


a) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“El Servicio Electoral entregará a los partidos políticos, a los pactos electorales y a los candidatos independientes, el número de facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará que determine el Servicio. La entrega se hará dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.


b) Elimínase el inciso tercero.


12) Derógase el artículo 34.


13) Reemplázase el artículo 37, por el siguiente:


“Artículo 37.- El Servicio Electoral podrá fusionar aquellas mesas receptoras de sufragios que tengan menos de ciento setenta y cinco electores habilitados para votar al momento de determinarse el Padrón Electoral, con una o más mesas receptoras de sufragio de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente como si fueran una sola mesa, siempre que el resultado de dicha fusión no signifique que la mesa resultante supere el número de trescientos cincuenta electores habilitados para votar.


En este caso existirá un solo padrón de la mesa fusionada y se ordenará alfabéticamente.


La nueva mesa se identificará con los números de las mesas que se fusionaron, separados por guiones.”.


14) Sustitúyese el artículo 38, por el siguiente:


“Artículo 38.- Cada Mesa Receptora de Sufragios se compondrá de cinco vocales elegidos de entre los inscritos en el Padrón de Mesa respectivo.”.


15) Reemplázase, en el artículo 39, la frase “la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral”, por la siguiente: “el Título XII de la presente ley”.


16) Modifícase el artículo 40, del modo siguiente:


a) En el inciso primero, intercálase, a continuación de la expresión “representación popular;”, lo siguiente: “las personas a cargo de los trabajos electorales que señala el artículo 7° de esta ley;”, y sustitúyese la frase “los jueces letrados y los de Policía Local”, por la que sigue: “los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local;”.


b) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“Si por las causales anteriores no fuere posible integrar la Mesa, se constituirá con ciudadanos que figuren en los Padrones de Mesas correspondientes a mesas contiguas.”.


17) Sustitúyese el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- Se designarán tres vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios con ocasión de la elección de diputados y senadores, y dos con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior si se trata de una mesa nueva, o si alguno de los designados para elecciones anteriores que deba continuar ejerciendo esta función se hubiese cambiado de Circunscripción Electoral o hubiese perdido el derecho a sufragio.


Para proceder a la designación de vocales, a partir del cuadragésimo quinto día anterior a la elección, cada uno de los miembros de la Junta Electoral escogerá diez nombres, que deberán corresponder a diez ciudadanos con derecho a sufragio, que aparezcan en la nómina por mesa receptora de sufragio del Padrón Electoral con carácter de auditado, señalado en el artículo 32 de la ley N° 18.556, que el Servicio Electoral pondrá a disposición de la Junta. Si la Junta funcionare con dos miembros cada uno elegirá quince nombres.


Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que pueda presumirse más aptas para desempeñar las funciones de vocales de Mesas y a los que no hubiesen ejercido igual función durante los cuatro años anteriores.


Escogidos los nombres, la Junta Electoral procederá a confeccionar para cada Mesa Receptora una nómina en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al treinta.


En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, a las catorce horas del trigésimo día anterior a la fecha de la elección o plebiscito, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros números, según corresponda, sirvan para individualizar en cada nómina a las personas que se desempeñarán como vocales de las Mesas Receptoras, y los siguientes, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como reemplazantes.”.


18) Elimínase, en el inciso primero del artículo 42, la expresión “comenzando por las de varones,”.


19) Reemplázase el inciso primero del artículo 43, por el siguiente:


“Artículo 43.- El Secretario de la Junta Electoral publicará la nómina completa de los vocales designados para cada Mesa Receptora de la respectiva elección. Respecto de todos ellos se indicarán sólo los apellidos y sus dos primeros nombres, en un diario o periódico el vigésimo segundo día anterior a la elección o plebiscito o, si ese día no circulare el periódico en que deba publicarse, en la primera ocasión posterior a esa fecha en que esto ocurra, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.”.


20) Sustitúyese el artículo 47, por el siguiente:


“Artículo 47.- Los vocales designados por las Juntas Electorales para las Mesas Receptoras ejercerán dicha función durante cuatro años, actuando en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta antes de la próxima elección ordinaria para la cual fueron designados. Con todo, los vocales designados por las Juntas Electorales a quienes corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el solo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.”.


21) Incorpórase el siguiente artículo 47 bis:


“Artículo 47 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocal de Mesa Receptora de Sufragios, un bono equivalente a dos tercios de unidad de fomento, por cada acto electoral en el que participen. Se considerará, para estos efectos, como otro acto electoral, la segunda votación realizada conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República.


Dicho bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Este bono se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario, o bien, depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.


Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77 de esta ley, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido efectivamente la función de vocales en el acto electoral respectivo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.


22) Modifícase el artículo 49, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “a las catorce horas del último día sábado que preceda al tercer”, por “a las quince horas del”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“El Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales respecto de las funciones y atribuciones que deberán ejercer el día de la elección fomentando, especialmente, la aplicación de criterios objetivos y homogéneos en ellas. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.”.


23) Reemplázase el inciso segundo del artículo 52, por el siguiente:


“El Secretario de la Junta Electoral requerirá de la Comandancia de Guarnición respectiva, a lo menos con sesenta días de anticipación a la audiencia, un informe sobre los locales estatales o privados que sean más adecuados para el expedito funcionamiento de las Mesas, la instalación de cámaras secretas y la mantención del orden público. Sin perjuicio de su informe escrito, el jefe aludido podrá, personalmente o representado por quien él designe, asistir a la audiencia de la Junta y proponer otros locales. La asignación de las Mesas que corresponderán a cada local se hará tratando de mantener, en la medida que ello sea posible, la misma asignación de las elecciones anteriores.”.


24) Sustitúyese el artículo 54, por el siguiente:


“Artículo 54.- A partir de las catorce horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito, en cada recinto de votación iniciará sus funciones una Oficina Electoral dependiente de la respectiva Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Esta nominación, que se entenderá subsistente para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, deberá recaer preferentemente en un Notario Público, Secretario de Juzgado de Letras o Secretario Abogado de Policía Local, Receptor Judicial, Auxiliar de la Administración de Justicia u otro ministro de fe. En ningún caso podrá recaer en funcionarios municipales o dependientes directa o indirectamente de Corporaciones Municipales. Estos delegados podrán hacerse asesorar por el personal necesario para el funcionamiento de la oficina, con cargo al Servicio Electoral y de acuerdo con las instrucciones que el Servicio imparta. Este personal percibirá un bono diario equivalente a media unidad de fomento.


El Delegado tendrá derecho a un bono total equivalente a cinco unidades de fomento por todas las tareas realizadas con ocasión de las elecciones y plebiscitos que se realicen en un mismo acto electoral. Se considerará para estos efectos como otro acto electoral, la segunda votación realizada, conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.


A estos bonos le será aplicable lo señalado en el inciso segundo del artículo 47 bis.


Las Oficinas Electorales funcionarán no menos de cuatro horas durante el segundo día anterior a la elección o plebiscito; desde las nueve horas y hasta al menos las dieciocho horas el día anterior a la elección o plebiscito; y desde las siete horas y hasta completar todas sus funciones en el día de la elección o plebiscito.


Corresponderá al Delegado de la Junta Electoral, sin perjuicio de las demás tareas que señala esta ley:


1) Informar a los electores sobre la mesa en que deberán emitir el sufragio. Para estos efectos deberá contar con medios expeditos para la atención de las consultas de los electores de toda la Circunscripción Electoral, especialmente en lo relativo a su local de votación y su Mesa Receptora de Sufragios, o para señalar al elector su condición de estar inhabilitado para votar en la elección, mencionando la causal.


2) Velar por la debida constitución de las Mesas Receptoras y, cuando corresponda, designar a los reemplazantes de los vocales que no hubieren concurrido conforme al artículo 57.


3) Hacer entrega a los Comisarios de Mesa de los útiles electorales.


4) Instruir a los electores no videntes sobre el uso de la plantilla a que se refiere el artículo 28.


5) Recibir, terminada la votación, los útiles electorales empleados en las mesas y los sobres con las actas de escrutinio que debe entregar al día siguiente al Colegio Escrutador.


6) Requerir el auxilio de la fuerza encargada del orden público.”.


25) Reemplázase el artículo 55, por el siguiente:


“Artículo 55.- El Servicio Electoral pondrá a disposición de la Oficinas Electorales, por intermedio de las Juntas Electorales, los útiles destinados a cada una de las Mesas Receptoras de Sufragios del respectivo local a lo menos el día anterior a la elección o plebiscito.


Para cada Mesa Receptora deberá considerarse el siguiente material:


1) El Padrón de Mesa con la nómina alfabética de los electores habilitados para votar en ella y los datos para identificarlos. Este padrón deberá disponer en la línea de cada elector de un espacio donde se estamparán las firmas o huellas dactiloscópicas de los electores que voten. Este espacio deberá ser de, por lo menos, tres centímetros de arriba a abajo por cada elector. Además deberá disponer de un espacio para anotar los números de las cédulas electorales. El Padrón de Mesa podrá estar dividido en dos secciones si así lo dispusiere el Servicio Electoral.


2) Dos ejemplares de la cartilla de instrucciones para uso de la Mesa Receptora de Sufragios, que elaborará el Servicio Electoral.


3) Las cédulas para la emisión de los sufragios en número igual al de los electores que deben sufragar, más un diez por ciento.


4) Cuatro lápices de grafito de color negro y dos lápices pasta de color azul.


5) Un tampón para huella dactilar.


6) Un formulario de acta de instalación.


7) Tres formularios de actas de escrutinio por cada elección o plebiscito y un cuarto de reemplazo en caso de que inutilicen alguno de los anteriores.


8) Un sobre para cada acta de escrutinio que deberá remitirse al Colegio Escrutador.


9) Un sobre para cada acta de escrutinio que deberá remitirse al Tribunal Calificador de Elecciones.


10) Cinco sobres por cada elección o plebiscito que se realice, para colocar las cédulas con que se sufrague. Uno de ellos llevará en su parte exterior la indicación “Votos escrutados no objetados”; otro, “Votos escrutados marcados y objetados”; otro, “Votos nulos y en blanco”; otro, “Talones de las cédulas emitidas”; y el quinto, “Cédulas no usadas o inutilizadas y talones y sellos adhesivos no usados”.


11) El sobre para colocar el Padrón de la Mesa.


12) El o los sobres para guardar el resto de los útiles usados.


13) Formularios de recibos de los útiles electorales y de las actas, que deban entregarse al Delegado de la Junta.


14) Un formulario de minuta del resultado del escrutinio por cada elección o plebiscito.


15) Un ejemplar de esta ley.


16) Sellos adhesivos.


En los padrones, formularios y sobres se deberá indicar la región y circunscripción, el número de Mesa correspondiente y el sello del Servicio Electoral. Los sobres llevarán, además, la indicación del objeto a que están destinados o de su destinatario.


En la misma oportunidad el Servicio Electoral remitirá, para uso de los Delegados de las Juntas Electorales, dos ejemplares del Padrón Electoral y de la Nómina de Electores Inhabilitados de toda la Circunscripción Electoral correspondiente y los formularios de recibo de los útiles electorales por parte de los Comisarios.”.


26) Sustitúyese el artículo 57, por el siguiente:


“Artículo 57.- A las ocho horas de la mañana del día fijado para la elección o plebiscito se reunirán, en los locales designados para su funcionamiento, los vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios.


Las Mesas no podrán funcionar con menos de tres vocales.


Los vocales asistentes que no se encontraren en número suficiente para el funcionamiento de las respectiva Mesa darán aviso inmediato al Delegado de la Junta Electoral.


A partir de las nueve horas el Delegado procederá a designar los vocales que faltaren hasta completar sólo el mínimo necesario para funcionar, de entre los electores alfabetos no discapacitados que deban sufragar en el recinto. Deberá preferir a los electores que voluntariamente se ofrezcan, en el orden en que se presenten. A falta de éstos, deberá designar a otros que se encuentren en el recinto, recurriendo al auxilio de la fuerza encargada del orden público si fuera necesario. El Delegado deberá haber constituido todas las mesas, a más tardar, a las diez horas.


Integrada la mesa, los vocales originalmente designados podrán incorporarse a ella, en orden de presentación, hasta completar el máximo de cinco, sin que puedan reemplazar a los vocales designados en virtud del inciso anterior y siempre que ello ocurra con anterioridad a las once horas. Del hecho de las incorporaciones y de su hora se dejará constancia en el acta de instalación.


En ningún caso las Mesas podrán integrarse pasadas las doce horas.”.


27) Modifícase el artículo 58, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “el o los Registros”, por “el Padrón de Mesa”.


b) Elimínanse los incisos tercero y cuarto.


28) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 59, después de la expresión inicial “Cumplidos los trámites anteriores,”, la frase “y nunca antes de las ocho de la mañana,”.


29) Sustitúyese el artículo 60, por el siguiente:


“Artículo 60.- Son electores, para los efectos de esta ley, los ciudadanos con derecho a sufragio y extranjeros que figuren en los Padrones de Mesa y que tengan cumplidos dieciocho años de edad el día de la votación.


El elector que concurra a votar deberá hacerlo para todas las elecciones o plebiscitos que se realicen en el mismo acto electoral.”.


30) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 61, la siguiente oración final: “En ningún caso una misma persona podrá asistir a más de un elector en la misma Mesa Receptora de Sufragios, salvo que se trate de ascendientes o descendientes.”.


31) Sustitúyese el artículo 62, por el siguiente:


“Artículo 62.- El elector chileno entregará al Presidente su cédula nacional de identidad o pasaporte. El elector extranjero su cédula de identidad para extranjeros. Dichos documentos deberán estar vigentes. Ningún certificado u otros documentos podrán reemplazar a los anteriores.


Una vez comprobada la identidad del elector, la vigencia de su cédula de identidad o de su pasaporte, y el hecho de estar habilitado para sufragar en la Mesa, el elector firmará en la línea que le corresponda en el Padrón Electoral de la Mesa o, si no pudiere hacerlo, estampará su huella dactilar del dedo pulgar derecho, o en su defecto cualquier otro dedo, de lo que el Presidente dejará constancia al lado de la huella. De la falta de este requisito se dejará constancia en el acta, aceptándose que el elector sufrague.”.


32) Reemplázase el inciso primero del artículo 63, por el siguiente:


“Artículo 63.- Si a juicio de la Mesa existiere disconformidad notoria y manifiesta entre las indicaciones del Padrón de Mesa y la identidad del elector, se recabará la intervención del experto de identificación que habrá en cada local de votación. El experto hará que el elector estampe su huella dactilar derecha al lado de su firma y la cotejará con la estampada en su cédula nacional de identidad o cédula de identidad para extranjeros.”.


33) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 64, la expresión “respectivo cuaderno de firmas”, por “Padrón de la Mesa”, y la palabra “votación” por “elección”.


34) Reemplázase el artículo 66, por el siguiente:


“Artículo 66.- Después de haber sufragado y depositadas las cédulas en la urna, se procederá a devolver al elector su cédula nacional de identidad, el pasaporte o su cédula de identidad para extranjeros, según corresponda.”.


35) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 67, la expresión “numérico de sus inscripciones”, por “alfabético en el Padrón de Mesa”.


36) Reemplázase el artículo 68, por el siguiente:


“Artículo 68.- A las dieciocho horas del día de la elección, y siempre que no hubiere algún elector que deseare sufragar, el Presidente declarará cerrada la votación, dejando constancia de la hora en el acta. Si hubiere electores con intención de sufragar, la Mesa deberá recibir el sufragio de todos ellos antes de proceder con el cierre de la votación.


Efectuada la declaración de cierre, el Secretario o el vocal en su caso, escribirá en el Padrón de la Mesa, en el espacio destinado para la firma, la expresión “no votó” respecto de los electores que no hubiesen sufragado.”.


37) Modifícase el artículo 71, del modo que sigue:


a) Sustitúyese el numeral 1), por el siguiente:


“1) El Presidente contará el número de electores que hayan sufragado según el Padrón de la Mesa y el número de talones correspondientes a las cédulas emitidas para cada elección o para el plebiscito;”.


b) Reemplázase el numeral 5), por el que sigue:


“5) Serán nulas y no se escrutarán las cédulas en que aparezca marcada más de una preferencia, contengan o no en forma adicional leyendas, otras marcas o señas gráficas. La Mesa dejará constancia al dorso de ellas del hecho de su anulación y de la circunstancia de haberse reclamado por vocales o apoderados de esta decisión.


Se considerarán como marcadas y podrán ser objetadas por vocales y apoderados, las cédulas en que se ha marcado claramente una preferencia, aunque no necesariamente en la forma correcta señalada en el artículo 65, y las que tengan, además de la preferencia, leyendas, otras marcas o señas gráficas que se hayan producido en forma accidental o voluntaria, como también aquellas emitidas con una preferencia pero sin los dobleces correctos. Estas cédulas deberán escrutarse a favor del candidato que indique la preferencia, pero deberá quedar constancia de sus marcas o accidentes en las actas respectivas con indicación de la preferencia que contienen.


Se escrutarán como votos en blanco las cédulas que aparecieren sin la señal que indique una preferencia por candidato u opción del elector, contengan o no en forma adicional leyendas, otras marcas o señas gráficas;”.


c) Sustitúyese el numeral 6), por el siguiente:


“6) Tratándose de una elección de Presidente de la República y de Parlamentarios, se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada uno de los candidatos.


En los plebiscitos se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada una de las cuestiones sometidas a decisión.


Las operaciones se practicarán por el Presidente, por el Secretario y demás vocales;”.


d) Reemplázase el numeral 7), por el que sigue:


“7) Terminado el escrutinio se llenará la minuta con los resultados, y será firmada por los vocales colocándose en un lugar visible de la mesa, y”.


e) Sustitúyese el numeral 8), por el siguiente:


“8) Los vocales, apoderados y candidatos tendrán derecho a exigir que se les certifique, por el Presidente y el Secretario, copia del resultado, lo que se hará una vez terminada las actas de escrutinio.”.


38) Reemplázase el artículo 72, por el siguiente:


“Artículo 72.- Inmediatamente después de practicado cada escrutinio, y en el mismo lugar en que hubiere funcionado la Mesa Receptora, se levantarán actas del escrutinio, estampándose separadamente, en letras y en cifras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso.


Se dejará constancia de la hora inicial y final del escrutinio y de cualquier incidente o reclamación concerniente a la votación o escrutinio que deseen hacer constar los vocales y apoderados, sin que pueda eludirse por ningún motivo la anotación, bajo las penas que esta ley señala. Se dejará especial testimonio en el acta del cumplimiento de las exigencias del artículo 71.


El acta de escrutinio se escribirá en tres ejemplares idénticos, los que tendrán para todos los efectos legales el carácter de copias fidedignas, serán firmadas por todos los vocales y los apoderados que lo deseen.


El primer ejemplar del acta quedará en poder del Secretario de la Mesa en sobre cerrado, sellado y firmado por los vocales, por el lado del cierre, para su remisión al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, y dejándose testimonio, en letras, en la cubierta del sobre, de la hora en que el Secretario lo hubiere recibido.


El segundo ejemplar del acta se entregará por el Presidente de la Mesa al Delegado de la Junta Electoral, en sobre dirigido al Colegio Escrutador, cerrado, sellado y firmado por los vocales por el lado del cierre, para que lo presente al Colegio en la oportunidad señalada en el artículo 86. El Delegado entregará recibo de su recepción.


El tercer ejemplar del acta, inmediatamente después de llenada, y antes de practicar el escrutinio de otra elección, se entregará por el Comisario de la Mesa a la persona dispuesta por el Servicio Electoral de la Oficina Electoral del local a que se refiere el artículo 76 bis, en sobre cerrado, sellado y firmado por los vocales por el lado del cierre. Se entregará recibo de su recepción.


Si en el local de votación se contare con facilidades de fotocopia, se procederá a llenar un solo ejemplar del acta y, antes de su firma por los vocales, el Comisario de la Mesa concurrirá al lugar de fotocopia, obteniendo las otras dos copias y las copias necesarias para entregar a todos los apoderados que la hubieran solicitado. Después regresará a la mesa, donde se procederá a firmar el original y las copias por los vocales y apoderados que lo deseen con tinta o lápiz a pasta de color azul, cerciorándose de que sean idénticas al original. Posteriormente, se procederá a su ensobrado y distribución conforme a los incisos anteriores, debiendo destinarse el original al sobre que el Secretario de la Mesa remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones.”.


39) Reemplázase el artículo 73, por el siguiente:


“Artículo 73.- Después de practicado cada escrutinio y llenado de las actas conforme al artículo anterior, el Presidente pondrá las cédulas escrutadas con las que se hubiere sufragado en la elección o el plebiscito, separando las cédulas escrutadas y no objetadas, las escrutadas marcadas y objetadas, los votos nulos y en blanco, las cédulas no usadas o inutilizadas, los talones desprendidos de las cédulas emitidas y los talones y sellos adhesivos no utilizados, dentro de los sobres especiales destinados a cada efecto.


En el sobre caratulado "Votos escrutados no objetados" se colocarán aquellas cédulas que, emitidas correctamente conforme al artículo 65, no se encuentran en las situaciones señaladas en el número 5) del artículo 71.


En el sobre caratulado "Votos nulos y en blanco" se colocarán aquellas cédulas que, a juicio de la mayoría de la Mesa, se encuentren en cualquiera de los casos señalados en los párrafos primero y tercero del número 5) del artículo 71.


En el sobre caratulado "Votos escrutados marcados y objetados" se colocarán aquellas cédulas consideradas marcadas conforme al párrafo segundo del número 5) del artículo 71, contra las cuales se hayan formulado objeciones, que consten en el acta respectiva.


Se pondrá, además, dentro del respectivo sobre, el Padrón de Mesa empleado en la votación de la Mesa.


Los sobres se cerrarán, sellarán y firmarán, por el lado del cierre, por todos los vocales y por los apoderados que quisieren.”.


40) Sustitúyese el artículo 75, por el siguiente:


“Artículo 75.- Completados todos los escrutinios, llenadas las actas y ensobrados los votos, se hará un paquete en que se pondrán los sobres de los votos a que se refiere el artículo 73, el acta de instalación y los demás útiles usados en la votación.


El paquete será cerrado y sellado. En su cubierta se anotará la hora y se firmará por todos los vocales y los apoderados que lo desearen. Luego, se dejará en poder del Comisario.”.


41) Agrégase el siguiente artículo 76 bis:


“Artículo 76 bis.- La persona que disponga el Servicio Electoral se instalará en la Oficina Electoral del local de votación y procederá a recibir los ejemplares del acta señalados en el inciso sexto del artículo 72, cuyos datos procederá a incorporar al sistema computacional en la forma que disponga el Servicio Electoral, en conformidad al artículo 175 bis.


Los apoderados acreditados ante la Oficina Electoral del Local Votación podrán estar presentes y observar la recepción de las actas y el proceso de ingreso o transmisión de los datos que ellas contengan.”.


42) Agrégase, en el artículo 77, el siguiente inciso final:


“El Delegado de la Junta Electoral deberá concurrir personalmente al inicio de la sesión que se señala en el artículo 86, del Colegio Escrutador que corresponda, con objeto de hacer entrega personalmente de los sobres cerrados y dirigidos al Colegio Escrutador que contengan las actas de escrutinios de las mesas de votación del Local donde ejerció su función.”.


43) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 80, la palabra “Director” por “Consejo”, el vocablo “veinte” por “cuarenta y cinco”, y la frase “o, dentro del décimo quinto día siguiente a la publicación del decreto supremo que convoca a un plebiscito”, por “o plebiscito”.


44) Reemplázase el artículo 81, por el siguiente:


“Artículo 81.- Cada Colegio estará compuesto de seis miembros titulares e igual número de suplentes, designados por las respectivas Juntas Electorales, en conformidad a los artículos siguientes.


Se designarán tres miembros con ocasión de la elección de diputados y senadores, y tres con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior si alguno de los designados para elecciones anteriores, que deba continuar ejerciendo esta función, se hubiese cambiado de Circunscripción Electoral a una que no deba escrutar el Colegio o hubiese perdido el derecho a sufragio.


No podrán ser designados como miembros de los Colegios Escrutadores las personas señaladas en el inciso primero del artículo 40, ni aquéllas que hubiesen sido designadas como vocales de mesas receptoras de sufragios para la misma elección de que se trate.”.


45) Sustitúyese el artículo 82, por el siguiente:


“Artículo 82.- Para proceder a la designación de los miembros de los Colegios Escrutadores, cada uno de los miembros de la Junta Electoral respectiva escogerá veinte nombres, que deberán corresponder a veinte ciudadanos inscritos en las mesas que corresponda escrutar al Colegio respectivo. Si la Junta funcionare con dos miembros, elegirán treinta cada uno de ellos.


Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que pueda presumirse más aptas para desempeñar las funciones de miembro del Colegio Escrutador, cuyo domicilio electoral corresponda a la localidad donde sesionará el Colegio Escrutador, y que no hubieren sido seleccionadas para vocales de mesas en la misma elección.


A continuación, la Junta Electoral procederá a confeccionar una nómina para cada Colegio Escrutador que le corresponda designar, en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al sesenta.


En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, inmediatamente designados los vocales de las respectivas Mesas Receptoras de Sufragios, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros seis números sirvan para individualizar, en cada nómina, a las personas que se desempeñarán como miembros de los Colegios Escrutadores, y los siguientes seis, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como suplentes.


La Junta Electoral formará un libro con las nóminas alfabéticas firmadas por todos sus miembros, debidamente foliadas y con indicación del Colegio a que corresponda, el que se entenderá como parte integrante del acta del sorteo. Este libro será público y se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.


En todo caso, las nóminas deberán encontrarse en el local donde se efectúe el sorteo respectivo.”.


46) Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:


“Artículo 83.- El Secretario de la Junta Electoral publicará el acta de lo obrado, incluyendo las nóminas de los miembros designados para cada Colegio Escrutador, respecto de quienes se indicarán sólo los apellidos y sus dos primeros nombres, en la forma establecida en el artículo 43 de esta ley, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.


Dentro del mismo plazo comunicará su nombramiento por carta certificada a los miembros designados, indicando la fecha, hora y lugar en que el Colegio Escrutador funcionará, y el nombre de los demás integrantes. El encargado de la oficina de correos deberá otorgar recibo circunstanciado de los avisos que se entregaren.”.


47) Incorpórase el siguiente artículo 83 bis:


“Artículo 83 bis.- Cualquier miembro de los Colegios Escrutadores podrá excusarse de desempeñar el cargo, en los plazos y formas y por las causales establecidas en el artículo 44.


En el mismo plazo cualquier persona podrá solicitar la exclusión del o los miembros de un Colegio Escrutador que estuvieren afectados por alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el artículo 81.


Para los efectos de conocer y resolver las excusas que se presentaren y reemplazar a los miembros cuya excusa o exclusión hubiere sido acordada por la Junta Electoral, se procederá de conformidad con lo dispuesto en los artículos 45 y 46 de esta ley.”.


48) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 84, la palabra “Director” por “Consejo”.


49) Reemplázase el artículo 85, por el siguiente:


“Artículo 85.- Los miembros de los Colegios Escrutadores ejercerán dicha función durante cuatro años, actuando en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta antes de la próxima elección ordinaria para la cual fueron sorteados. Con todo, los miembros sorteados por las Juntas Electorales a quienes corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el solo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.”.


50) Incorpórase el siguiente artículo 85 bis:


“Artículo 85 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de miembro de los Colegios Escrutadores y de Secretario de Colegio Escrutador, un bono equivalente a dos tercios de unidad de fomento, por cada acto electoral. Se considerará, para estos efectos, como otro acto electoral, la segunda votación realizada conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República.


Dicha cantidad no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecta a descuento alguno.


Esta cantidad se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándola en la cuenta bancaria que él indique al efecto.


Para tal efecto, las Juntas Electorales que correspondan deberán remitir a la Tesorería General de la República, dentro de los dos días siguientes al término de la función de los Colegios Escrutadores, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la funciones respectivas en dicho organismo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.


51) Sustitúyese el artículo 86, por el siguiente:


“Artículo 86.- A las catorce horas del día siguiente a la elección o plebiscito, el Colegio Escrutador se reunirá con, al menos, tres de sus miembros, en el lugar que hubiere designado la Junta Electoral correspondiente, bajo la presidencia provisional del Secretario del Colegio, nombrado de conformidad al artículo 84. Reunido el número requerido, se procederá a sortear de entre los miembros presentes un Presidente.


Al inicio de la sesión, los delegados de las Juntas Electorales deberán entregar al Secretario los sobres sellados que contengan las actas de escrutinios de las Mesas Receptoras que hubieren funcionado en su respectivo local de votación. Éste se cerciorará del estado de los sellos y de las firmas y otorgará el recibo correspondiente, en original y copia. El Delegado conservará el original y la copia la remitirá al Secretario de la Junta Electoral.


Inmediatamente, el Presidente declarará constituido el Colegio, levantándose un acta en que se dejará constancia de los siguientes hechos y circunstancias: a) individualización del Colegio, expresándose la correspondiente región, provincia, comuna y circunscripción; b) el local de su funcionamiento; c) las Mesas que debe escrutar; d) nombre, profesión y cédula de identidad de sus miembros asistentes; e) el día y hora de la constitución del Colegio, y f) la nómina de los miembros del Colegio que no hubieren asistido a la reunión. El acta se extenderá en el Libro de Actas correspondiente y será firmada por los miembros del Colegio y el Secretario, quien deberá remitirla, para los efectos de las ausencias injustificadas, al Juzgado de Policía Local correspondiente.”.


52) Reemplázase el artículo 87, por el siguiente:


“Artículo 87.- El Colegio Escrutador, en audiencia pública, procederá con la ayuda de un sistema computacional, a registrar y sumar el número de votos obtenidos por cada candidato en las mesas que debe escrutar y, además, en el caso de elecciones de Parlamentarios, a sumar los votos obtenidos por cada lista de candidatos, de acuerdo con el procedimiento del artículo 88 de esta ley y, una vez concluido éste, se extenderá el acta y el cuadro a que se refiere dicha norma.


Para efectos de lo anterior, el Servicio Electoral dotará a cada Colegio Escrutador de computador con su respectiva impresora y de un software o sistema que permita realizar el ingreso o revisión de los resultados por mesa y candidato, que proceda a realizar las sumas y emita los cuadros y actas a que se refiere el artículo 89. Además, deberá proveer de una manual para el uso de este equipo y su software.


El sistema computacional señalado en los incisos anteriores deberá tener ya registrados los resultados de cada candidato por Mesa Receptora de Sufragios, que se hubieren ingresado a los sistemas del Servicio Electoral, conforme al artículo 76 bis.”.


53) Sustitúyese el artículo 88, por el que sigue:


“Artículo 88.- El Presidente leerá el acta de la Mesa en alta voz, debiendo el Secretario comprobar los resultados por candidato con los datos ya ingresados al sistema computacional, pudiendo corregirlos, modificarlos o completarlos si ellos faltaren. Los demás miembros del Colegio y los apoderados podrán comprobar la exactitud de la lectura con los datos que en definitiva queden registrados en el sistema. Cada uno de los miembros y apoderados podrán a su vez tomar nota separadamente del resultado de las actas a medida que sean leídas, con el objeto de verificar los datos ingresados y las sumas de los votos obtenidos por cada candidato y lista cuando corresponda.


Si faltaren actas de Mesas que hubieren funcionado el día de la elección, se dejará constancia expresa en el acta que dichas Mesas no fueron escrutadas por el Colegio. Si respecto de esas Mesas el sistema computacional tuviere registrado sus resultados de acuerdo al ingreso de datos efectuado conforme al artículo 76 bis, se dejará constancia que dichos resultados no fueron revisados por el Colegio, por carecer de un ejemplar del acta.


Si las actas contuvieren errores, especialmente discrepancias entre la suma real de los votos de cada candidato, los nulos y blancos y los totales indicados en las actas, se ingresaran igual al sistema los datos que existan, dejándose constancia en el acta de las desigualdades en la suma y de los errores que se hubieren detectado.


Terminada la lectura y el ingreso de resultados al sistema computacional se obtendrá de este último, en forma provisoria, un cuadro de resultados, que contendrá para cada Mesa los votos obtenidos por cada candidato y por lista, si correspondiere, además de los votos nulos y blancos y el total de votos escrutados de la Mesa. Este cuadro contendrá también la suma total de votos del Colegio por cada candidato, y lista si correspondiere, además de la suma total de votos blancos y nulos y total de votos escrutados. El cuadro provisorio se emitirá con el número de copias que sea necesario para que los miembros del Colegio y los apoderados puedan revisar los datos ingresados y las sumas, a objeto de que puedan sugerir correcciones cuando consideren que existen errores.


Se efectuarán las correcciones que acuerde la unanimidad de los miembros del Colegio, así como las que acuerde la mayoría de los miembros del Colegio cuando haya discrepancias respecto del valor correcto de un resultado ingresado, resolviendo el Secretario en caso de empate. En todo caso, se deberá dejar siempre constancia detallada en el acta de la discrepancia surgida, como también de las correcciones u observaciones requeridas por los apoderados y que el Colegio no haya considerado.”.


54) Reemplázase el artículo 89, por el siguiente:


“Artículo 89.- Terminada la revisión y resueltas las discrepancias señaladas en el artículo anterior, se obtendrá del sistema computacional el cuadro de resultados definitivo del Colegio, en tres ejemplares.


Deberá levantarse un acta donde se harán constar los siguientes hechos o circunstancias:


a) El día y la hora del término de su labor.


b) Las cifras totales, en número y letras, alcanzadas por los candidatos y por las listas de candidatos en el caso de elecciones Parlamentarias.


c) La cantidad de votos nulos y en blanco emitidos dentro de su territorio jurisdiccional y la circunstancia de haberse practicado la agregación a que se refiere el inciso segundo del artículo siguiente.


d) Los reparos de que hubiere sido objeto el procedimiento observado al hacerse la operación.


e) Un detalle de las mesas que el Colegio no pudo escrutar o no pudo revisar por no haber recibido la correspondiente acta de escrutinio.


f) Un detalle de las mesas donde existen desigualdades en el acta entre los totales que ellos muestran y las suma de los votos por candidatos más los nulos y blancos.


g) Todos los demás que determine esta ley o el Colegio.”.


55) Sustitúyese el inciso primero del artículo 94, por el siguiente:


“Artículo 94.- El Secretario del Colegio Electoral deberá obtener del sistema computacional y hacer entrega de un copia certificada por él, del cuadro de resultados definitivo y del acta, a todos los apoderados y candidatos que lo soliciten.”.


56) Reemplázase el artículo 95, por el que se indica a continuación:


“Artículo 95.- El Servicio Electoral deberá dar a conocer los resultados de los escrutinios practicados por los Colegios Escrutadores a medida que vaya disponiendo de ellos.


Para estos efectos, el Director del Servicio Electoral abrirá el sobre con el acta y cuadro que hubiere recibido del Presidente de cada Colegio Escrutador, comprobará las exactitud de dichos resultados con los contenidos en el sistema computacional, efectuará las correcciones que fueren necesarias para que los resultados del sistema computacional se ajusten al acta y cuadro, y procederá a liberar su información en los términos señalados en el inciso siguiente.


Los partidos políticos que participan en la elección o plebiscito, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio web que el Servicio Electoral disponga, a objeto de conocer los resultados de los Colegios Escrutadores. Los resultados deberán estar desplegados a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Los partidos políticos y los candidatos independientes que participan en la elección o plebiscito, podrán también disponer de esos mismos resultados en medios magnéticos o digitales no encriptados para efectuar los procesos que estimen convenientes.


Los resultados que entregue el Servicio Electoral en virtud de este artículo deberán señalar su condición de provisorios y sujetos al escrutinio general de los Tribunales que correspondan.”.


57) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 96, la expresión “, y” que sigue a las palabras “de Mesas”, por un punto y coma (;), y el punto final (.) por “, y”, y agrégase, a continuación, como letra f), nueva, la siguiente: 



“f) La utilización de un Padrón Electoral incorrecto, que contenga omisiones de inscritos o electores con derecho a sufragio, inhabilidades mal aplicadas, errores en el domicilio electoral, en la correspondiente circunscripción electoral y en los demás datos del padrón.”.


58) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 97, por los siguientes:


“Artículo 97.- Cualquier elector podrá solicitar la rectificación de escrutinios cuando, en su opinión, se haya incurrido en omisiones, calificación errada de los votos válidos, marcados, objetados, nulos o en blanco por parte de la Mesa, errores en las actas de escrutinios, en sus sumas y totales, diferencias entre las actas o entre ellas y los certificados de escrutinios entregados a los apoderados, resultados mal imputados por los Colegios Escrutadores o en errores aritméticos.


Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad de elecciones o plebiscitos se presentarán ante el Tribunal Electoral Regional correspondiente al territorio en que se hubieren cometido los hechos que sirvan de fundamento al reclamo, dentro de los seis días siguientes a la fecha de la elección o plebiscito, debiendo acompañarse en el mismo acto los antecedentes en que se funde. Si el Servicio Electoral no hubiere dado a conocer los resultados de algún Colegio Escrutador antes del sexto día siguiente de la elección, el plazo para efectuar las reclamaciones y rectificaciones que tengan relación con las Mesas de dicho Colegio Escrutador se entenderá prorrogado hasta el día siguiente de la fecha en que el Servicio Electoral entregue la información faltante.”.


59) Sustitúyese el artículo 99 bis, por el siguiente:


“Artículo 99 bis.- Tratándose de la elección de Presidente de la República las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad se interpondrán directamente ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de los seis días siguientes a la fecha de la elección, acompañándose en el mismo acto los antecedentes en que aquéllas se fundaren.


Si el Servicio Electoral no hubiere dado a conocer los resultados de algún Colegio Escrutador antes del sexto día siguiente de la elección, el plazo para efectuar las reclamaciones y rectificaciones que tengan relación con las Mesas de dicho Colegio Escrutador se entenderá prorrogado hasta el día siguiente de la fecha en que el Servicio Electoral entregue la información faltante.


Dentro del plazo fatal de dos días, contado desde la fecha del respectivo reclamo o solicitud, se rendirán ante el Tribunal las informaciones y contrainformaciones que se produzcan. El Tribunal conocerá, adoptará las medidas para mejor resolver y emitirá su fallo dentro del plazo señalado por el artículo 27 de la Constitución Política de la República. En todo caso, dicho fallo no será susceptible de recurso alguno y su notificación se practicará por el Estado Diario.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Tribunal deberá además dar cumplimiento a las normas establecidas en el Título V de la presente ley, en lo que fuere pertinente.”.


60) Agrégase el siguiente artículo 101 bis:


“Artículo 101 bis.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición del Tribunal los resultados de los Colegios Escrutadores, en formato digital, que sirvieron para generar los cuadros de resultados conforme al inciso primero del artículo 89, los que en todo caso deberán ser concordantes con los cuadros remitidos al Tribunal en virtud de lo señalado en el artículo 91.”.


61) Reemplázase el artículo 103, por el siguiente:


“Artículo 103.- Para practicar el escrutinio general el Tribunal se apoyará en equipos y sistemas computacionales, debiendo resolver las solicitudes de rectificaciones conjuntamente con el escrutinio y observando las siguientes reglas:


1) Todas las sesiones del Tribunal que tengan por objeto practicar el escrutinio general o el escrutinio de alguna Mesa en particular serán públicas. A ellas podrán asistir los candidatos y hasta dos apoderados, designados al efecto por cada uno de los partidos políticos y por los candidatos independientes que hayan participado en la elección o plebiscito.


2) Si no se dispusiere del acta y cuadro de uno o más Colegios Escrutadores, el Tribunal requerirá del Servicio Electoral la remisión de todas las actas y cuadros que faltaren y que obren en su poder y procederá a completar el escrutinio general.


3) Respecto de todas aquellas Mesas cuyos resultados estén contenidos en los cuadros de resultados de los Colegios Escrutadores que no hayan sido objeto de observaciones o discrepancias según el acta del mismo Colegio, ni hayan sido objeto de una reclamación o de una solicitud de rectificación, y siempre que sean concordantes con resultados contenidos en las actas de las Mesas remitidas al Tribunal, se practicará el escrutinio general en base a los resultados de dichos cuadros sin más trámite. Para establecer la concordancia podrán usarse sistemas computacionales.


4) Si algún Colegio hubiere dejado de escrutar una o más actas de Mesas, ya sea por no haber conseguido las actas o porque aquéllas contuvieren errores u omisiones que impidieren conocer el resultado real y completo de la Mesa, el Tribunal recurrirá al ejemplar del acta de la Mesa que le fue remitida, y procederá a completar el escrutinio.


5) Si, con todo, no fuere posible contar con uno de los ejemplares del acta de las Mesas no escrutadas por el Colegio Escrutador, el Tribunal practicará el escrutinio de la Mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


6) En relación a las Mesas que hayan sido objeto sólo de reclamaciones de nulidad, el Tribunal considerará provisoriamente su resultado, según el cuadro del Colegio Escrutador, a objeto de completar el escrutinio general y en espera de lo que resuelva posteriormente, según lo señalado en los artículos siguientes.


7) En relación a las Mesas que hayan sido objeto de observaciones, discrepancias o desigualdades, según el acta del Colegio Escrutador, o que hayan sido objeto de una solicitud de rectificación, el Tribunal procederá a revisar todos los antecedentes que obren en su poder o hayan sido presentados por los requirentes, y cotejará al menos dos ejemplares del acta de escrutinio para poder resolver la rectificación solicitada y los resultados de la Mesa, pudiendo, en caso de que lo considere necesario, proceder a practicar el escrutinio de la Mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


8) En relación a las Mesas del número anterior y en el caso de que existieran discrepancias entre los resultados de al menos dos ejemplares del acta de escrutinio, o discrepancia entre las actas de escrutinio y un certificado de escrutinio emitido por el Presidente o Secretario de la misma, en virtud del número 8) del artículo 71 de esta ley, que haya sido presentado en una rectificación al Tribunal, este procederá a resolver la solicitud de rectificación, practicando el escrutinio de la Mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


9) En relación a las Mesas del número 7) precedente, que hayan sido objeto de una solicitud de rectificación fundamentada en una mala calificación de los votos que la Mesa consideró válidos, nulos o blancos, o que hayan sido equivocadamente asignados a otro candidato, o que siendo considerados como marcados no hayan sido contabilizados para el candidato de la preferencia, y que de estos hechos algún apoderado de Mesa o vocal haya dejado observación o constancia en el acta de la Mesa, o haya sido impedido por la Mesa de hacerlo, el Tribunal deberá proceder a resolver la solicitud de rectificación practicando el escrutinio de la Mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral. Lo anterior procederá siempre y cuando la revisión de la totalidad de los votos alegados de todas las Mesas sujetas de rectificación pudieren dar lugar a la elección de un candidato distinto o de una opción diferente a la que arrojan los resultados del escrutinio, de no ser revisados estos votos.”.


62) Agrégase, en el artículo 110, el siguiente inciso final:


“Los encargados del orden público se constituirán en los locales de votación a partir de las 14 horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito.”.


63) Modifícase el artículo 115, de la siguiente forma:


a) Elimínase, en el inciso primero, la expresión “de la respectiva localidad”.


b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“Cualquier local público o privado en el cual se realicen actividades de propaganda o se desarrollen reuniones de carácter electoral durante el período indicado, salvo las señaladas en el artículo 158, será clausurado por la fuerza encargada del orden público, hasta dos horas después de haberse cerrado la votación.”.


64) Reemplázase el artículo 116, por el que sigue:


“Artículo 116.- El día de una elección o plebiscito, hasta dos horas después del cierre de la votación, no podrán realizarse espectáculos o eventos deportivos, artísticos o culturales de carácter masivo, cuando la fuerza encargada del orden público estime que éstos podrían afectar el normal desarrollo del proceso electoral.


El día de la elección o plebiscito, entre las cinco horas de la mañana y dos horas después del cierre de la votación, los establecimientos comerciales no podrán expender bebidas alcohólicas para su consumo en el local o fuera de él, exceptuándose sólo a los hoteles respecto de los pasajeros que pernocten en ellos.


La fuerza encargada del orden público dispondrá la clausura de los recintos en que se infringiere esta disposición.”.


65) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 117, la expresión “deberán” por “podrán”.


66) Reemplázanse los números 3) y 6) del artículo 132, por los siguientes:


“3) Admitir el sufragio de personas que no aparezcan en el padrón de la Mesa o que no exhiban su cédula nacional de identidad, pasaporte o cédula de identidad para extranjeros vigentes según corresponda;”.


“6) Impedir la presencia de algún apoderado o miembro de la Mesa, sin perjuicio de lo señalado en el inciso quinto del artículo 57;”.


67) Sustitúyense los números 4) y 8) del artículo 136, por los siguientes:


“4) El que falsificare, sustrajere, ocultare o destruyere algún Padrón de Mesa, acta de escrutinio o cédula electoral;”.


“8) El que impidiere a cualquier elector ejercer su derecho a sufragar por medios violentos, amenazas o privándolo de su cédula nacional de identidad, pasaporte o cédula de identidad para extranjeros, y”.


68) Sustitúyese el artículo 139, por el siguiente: 


“Artículo 139.- Quienes perciban maliciosamente los bonos a que se refieren los artículos 47 bis y 85 bis, sufrirán la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente.”.


69) Elimínase, en el artículo 140, la expresión “, para no sufragar”.


70) Reemplázase el artículo 153, por el siguiente:


“Artículo 153.- Terminado el proceso de calificación de una elección o plebiscito, el Director del Servicio Electoral denunciará, ante los jueces de Policía Local de la comuna correspondiente a la respectiva circunscripción electoral, a los miembros de las Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y Delegados de las primeras que hubieren incurrido en omisiones en el cumplimiento de las funciones que establece esta ley.”.


71) Sustitúyese el artículo 158, por el que se indica a continuación:


“Artículo 158.- Las sedes oficiales de los partidos políticos y de los candidatos, en su caso, podrán funcionar aún en el día de la elección, especialmente para efectos de atender, preparar y distribuir a los apoderados y entregarles su materiales y recibir copias de las actas de escrutinios. También podrán seguir los escrutinios conforme al artículo 175 bis, sin que les sea permitido realizar propaganda electoral o política, atender electores o realizar reuniones de carácter político antes del cierre de las mesas de votación.”.


72) Reemplázase el artículo 159, por el siguiente:


“Artículo 159.- Los candidatos a Presidente de la República, los partidos que participen en una elección y los candidatos independientes, podrán designar un apoderado con derecho a voz, pero sin voto, para que asista a las actuaciones que establece esta ley de las respectivas Juntas Electorales, Mesas Receptoras de Sufragios, Colegios Escrutadores, Oficinas Electorales que funcionen en los locales de votación, Tribunales Electorales Regionales y Tribunal Calificador de Elecciones. El mismo derecho tendrán los partidos políticos y los parlamentarios independientes en los plebiscitos nacionales. Tratándose de plebiscitos comunales, este derecho sólo corresponderá a las organizaciones comunitarias y actividades relevantes de la respectiva comuna o agrupación de comunas.


Podrá designarse también un Apoderado General titular y uno suplente por cada recinto o local de votación en que funcionaren Mesas Receptoras de Sufragios, para la atención de los apoderados de Mesas.


Servirá de título suficiente para los apoderados generales de local, titular o suplente, así como para los apoderados ante las Juntas Electorales, Colegios Escrutadores, Tribunales Electorales y Tribunal Calificador de Elecciones, el nombramiento mediante un poder autorizado ante notario que se les otorgue por los encargados electorales a que se refiere el artículo 7°. En el caso de los apoderados de Mesa y los apoderados ante la Oficina Electoral del local de votación, servirá de título suficiente un poder simple otorgado por un apoderado general, sea titular o suplente, que esté presente en el local de votación.


En el nombramiento deberá indicarse los nombres y apellidos y la cédula nacional de identidad del apoderado, el candidato o partido que representa, y la Junta, Mesa, Local, Colegio, Oficina Electoral o Tribunal ante el cual se acredita. La omisión de cualquiera de esos antecedentes invalidará el nombramiento.


En los plebiscitos, los nombramientos de apoderados que corresponden a los encargados electorales del artículo 7°, serán efectuados por el Presidente y el Secretario del Consejo Regional del partido o por el parlamentario independiente, en su caso.”.


73) Sustitúyese el artículo 160, por el siguiente:


“Artículo 160.- Para ser designado apoderado se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio y no haber sido condenado por delitos sancionados por esta ley o por cualquiera de las leyes que regulan el Sistema Electoral Público. Esta última condición se presumirá siempre existente mientras no se pruebe lo contrario ante el Presidente de la respectiva Junta, Mesa o Colegio.


Con todo, no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Consejeros Regionales, Gobernadores y Alcaldes; los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local, los jefes superiores de Servicio y Secretarios Regionales Ministeriales; el Contralor General de la República ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en servicio activo. Tampoco podrán serlo los no videntes y los analfabetos.”.


74) Reemplázase el artículo 161, por el siguiente:


“Artículo 161.- Si dos o más ciudadanos exhibieren simultáneamente una designación de apoderado ante una misma Junta, Local de Votación, Colegio o Tribunal, se estimará válida la que tuviere fecha posterior. Si tuvieren la misma fecha, se preferirá a aquél de más edad. En el caso de apoderados de Mesa o ante la Oficinas Electorales se estará a lo que resuelva el apoderado general de local.”.


75) Sustitúyese el artículo 162, por el siguiente:


“Artículo 162.- Los apoderados generales de Local, de Mesa y ante la Oficina Electoral del Local, se identificarán con una credencial durante el día de la elección o plebiscito, que señale al candidato o partido que representan y que deberán portar a la vista, en el pecho. Podrán también contar con una carpeta para guardar su material de trabajo. El contenido, tamaño y formato de la credencial y carpeta serán regulados por resolución del Consejo del Servicio Electoral.


Los encargados electorales mencionados en el artículo 7° deberán someter ante el Servicio Electoral el formato de las carpetas y credenciales que usarán sus apoderados, dentro de los cuarenta y cinco días anteriores a la elección, para que sea aprobado o rechazado por el Servicio en un plazo no superior a los cinco días de presentado.


Los apoderados tendrán derecho a instalarse en los locales de votación o al lado de los miembros de las Mesas Receptoras, en las Juntas Electorales, Colegios Escrutadores, Oficinas Electorales o Tribunales Electorales, observar los procedimientos, formular las objeciones que estimaren convenientes y, cuando corresponda, exigir que se deje constancia de ellas en las actas respectivas, verificar u objetar la identidad de los electores y, en general, tendrán derecho a todo lo que conduzca al buen desempeño de sus mandatos.


La Junta, Mesa o Colegio, deberá hacer constar en acta los hechos cuya anotación pida cualquier apoderado y no podrá denegar el testimonio por motivo alguno.”.


76) Deróganse los artículos 171, 171 bis y 173.


77) Reemplázase el artículo 174, por el siguiente:


“Artículo 174.- Las elecciones de Diputados y Senadores se harán conjuntamente pero en cédulas separadas, el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deban renovarse la Cámara de Diputados y el Senado.”.


78) Sustitúyese el artículo 175, por el que sigue:


“Artículo 175.- El Director del Servicio Electoral deberá entregar a los partidos políticos y a los candidatos independientes, dentro de los treinta días contados desde la fecha del término de la calificación de una elección o plebiscito, el resultado completo de la elección, en medios magnéticos o digitales no encriptados. Deberán detallarse a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, circunscripción electoral, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Al efecto, el Tribunal Calificador de Elecciones pondrá los referidos resultados a disposición del Director, dentro de los diez días siguientes al término de la calificación.”.


79) Reemplázase el artículo 175 bis, por el siguiente:


“Artículo 175 bis.- Con objeto de mantener informada a la opinión pública del desarrollo de toda elección o plebiscito, el Servicio Electoral emitirá boletines y desplegará información en su sitio web, respecto de la instalación de las mesas de votación y sobre los resultados que se vayan produciendo, a medida que las mesas culminen su proceso de escrutinio.


Para estos efectos, el Servicio Electoral, en cada local de votación, acreditará una persona en la Oficina Electoral de dichos locales, que será responsable de recepcionar las copias del acta de las Mesas señalada en el inciso sexto del artículo 72, e incorporar los resultados al sistema computacional en los términos señalados en el artículo 76 bis.


Para el adecuado desempeño de este funcionario, las municipalidades deberán habilitar una instalación eléctrica en la Oficina Electoral del Local de Votación. Además, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de las Intendencias y Gobernaciones respectivas, le otorgará las facilidades necesarias para asegurar el respaldo de los resultados y el traslado expedito de los mismos. 


Los partidos políticos que participan en la elección o plebiscito, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio web que el Servicio Electoral disponga, a objeto de conocer los resultados de la elección, a medida que se vayan ingresando al sistema computacional conforme al artículo 76 bis. Los resultados deberán estar desplegados a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, circunscripción electoral, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Los partidos políticos, los candidatos independientes que participan en la elección o plebiscito y los medios de comunicación que lo soliciten al Servicio Electoral podrán también acceder a esos mismos resultados en archivos magnéticos o digitales no encriptados para efectuar los procesos que estimen convenientes.


El Presidente del Consejo del Servicio Electoral deberá emitir, en forma pública y solemne, boletines parciales y final con los resultados de la elección o plebiscito.


Los resultados que entregue el Servicio Electoral en virtud de este artículo tendrán carácter meramente informativo y no constituirán escrutinio para efecto legal alguno, debiendo señalar esta condición en sus informes o boletines.”.


80) Derógase el artículo 176.


81) Agrégase, a continuación del Título Final, que ha pasado a ser Título XI, el siguiente Título XII, nuevo:

“TÍTULO XII

DE LAS JUNTAS ELECTORALES


Artículo 182.- En cada provincia habrá una Junta Electoral que tendrá las funciones que esta ley y las demás leyes les encomienden.


Artículo 183.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Servicio Electoral, por acuerdo de su Consejo, mediante resolución del Director y previo informe de la Junta respectiva, podrá crear temporal o permanentemente otras Juntas Electorales, cuando lo hagan aconsejable circunstancias tales como la cantidad de población, la dificultad de comunicaciones o las distancias entre los diversos centros poblados.


La resolución designará a los integrantes de las nuevas Juntas Electorales, establecerá su territorio jurisdiccional y la localidad en que tendrán su sede. Dicha resolución se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva. En caso que no lo hubiere, la publicación se realizará en un periódico correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias así lo requieran.


Artículo 184.- Las Juntas Electorales, en las provincias cuya capital sea asiento de Corte de Apelaciones, estarán integradas por el Fiscal Judicial de esta última, el Defensor Público de la capital de la provincia y el Conservador de Bienes Raíces de la misma. Actuará de Presidente el primero de los nombrados, y de Secretario, el último.


En las demás capitales de provincia, las Juntas se integrarán con el Defensor Público, el Notario Público y el Conservador de Bienes Raíces de ellas. Actuará de Presidente el primero de los nombrados, y de Secretario, el último.


Si hubiere más de uno de los funcionarios mencionados en los incisos precedentes, integrará la respectiva Junta el más antiguo de ellos en la categoría respectiva.


Los miembros de las Juntas Electorales serán permanentes y conservarán ese carácter en tanto desempeñen la función pública requerida para su designación.


Artículo 185.- Las Juntas Electorales que cree el Servicio Electoral de acuerdo con las normas del artículo 183 de esta ley se integrarán con el Defensor Público, un Notario y un Conservador de Bienes Raíces que tengan competencia en todo o parte del territorio jurisdiccional que se les asigne y, si hubiere más de uno de ellos, por los que tengan su oficio en la localidad en que tendrá su sede la respectiva Junta de acuerdo con su antigüedad en la categoría, excluidos los que deban integrar otras Juntas de conformidad con los incisos primero y segundo del artículo anterior.


Si no hubiere alguno de los auxiliares de la administración de justicia señalados en el inciso anterior, la Junta Electoral se integrará con un Secretario del Juzgado de Letras, con otro Notario o con el Secretario Municipal de la Municipalidad que tenga asiento en la localidad sede de la Junta. Sin embargo, la falta de Conservador sólo podrá ser suplida por un Archivero Judicial o un Notario.


En estas Juntas actuará como Presidente el Defensor Público o, en su defecto, el miembro que designe el Servicio Electoral, y como Secretario, el Conservador de Bienes Raíces o, a falta de éste, el Archivero Judicial o el Notario que nomine el Servicio Electoral. La permanencia de sus miembros será la misma indicada en el inciso final del artículo 184.


Artículo 186.- Para los efectos de la designación de los integrantes de las Juntas Electorales el Servicio Electoral requerirá de la Corte Suprema la nómina de los correspondientes funcionarios y auxiliares de la administración de justicia señalados en los artículos 184 y 185 de esta ley, con jurisdicción en el territorio de competencia de la Junta.


Los miembros serán notificados de su designación por el Secretario de la Corte de Apelaciones respectiva, a requerimiento del Servicio Electoral. La notificación se hará personalmente o por carta certificada que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.


Las Juntas Electorales se instalarán el quinto día siguiente a la notificación del último de sus miembros, a las quince horas.


Artículo 187.- Si en alguna provincia no se reuniere el número de funcionarios suficientes para integrar una Junta Electoral, el Servicio Electoral dispondrá, mediante resolución fundada que será publicada en la forma señalada en el artículo 183 de esta ley, que sus funciones sean cumplidas por la Junta Electoral de la provincia de la misma Región que tenga mayores facilidades de comunicación terrestre con aquélla.


Artículo 188.- Las Juntas Electorales celebrarán sus sesiones en el oficio del Secretario y podrán funcionar válidamente con dos de sus miembros. Si faltare alguno de ellos, será sustituido por la persona a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones. 


Corresponderá a los Presidentes velar por el fiel y oportuno cumplimiento de las funciones que la ley encomienda a las Juntas. Podrán convocarlas cuando lo estimen necesario o lo pidan otros miembros. Las Juntas se reunirán, además, en las ocasiones que señale la ley o cuando hubiere asuntos que requieran de su conocimiento, situación que los Secretarios informarán de inmediato a los Presidentes, caso en el cual aquéllos efectuarán las citaciones correspondientes.


Artículo 189.- De todas las actuaciones de la Junta se levantarán actas que se estamparán en un libro denominado Protocolo Electoral. En ellas se indicará la fecha de la sesión, la individualización de los miembros asistentes, las materias tratadas y las resoluciones adoptadas. Estas actas serán firmadas por todos los miembros asistentes.


El Protocolo Electoral será público y se sujetará a las reglas que rigen los registros notariales. Copia de él deberá remitirse al Servicio Electoral para su publicación en su sitio web.


El Protocolo se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.”.


ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Reemplázase, en el artículo 99, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de”, por “habilitados para votar en”.


2) Sustitúyense, en el artículo 100, la expresión “5%” por “10%”, y la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna”, por “que sufragaron en la última elección municipal”.


3) Modifícase el artículo 101, en la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“El decreto contendrá la o las cuestiones sometidas a plebiscito. La votación plebiscitaria se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscritos en los registros electorales de”, por “habilitados para votar en”.


c) Suprímese el inciso cuarto.


4) Modifícase el artículo 107, del modo que sigue:


a) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en la declaración mencionada en el artículo 3° de la ley N° 18.700, o su omisión, producen la nulidad de la declaración de ese candidato y la de todos sus efectos legales posteriores, incluyendo su elección.”.


b) Reemplázase el inciso quinto, por el que sigue:


“En lo demás, las declaraciones de candidaturas se regirán por los artículos 3°, con excepción del inciso tercero para el caso de los concejales, 3° bis, con excepción de su inciso tercero, 4°, incisos segundo y siguientes, y 5° de la ley N° 18.700.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Las declaraciones de candidaturas de concejales deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada comuna.”.


5) Sustitúyese el artículo 110, por el siguiente:


“Artículo 110.- Las declaraciones de pactos electorales, de los subpactos que se acuerden, así como la o las comunas excluidas de los subpactos, deberán constar en un único instrumento y su entrega se formalizará en un solo acto ante el Director del Servicio Electoral, dentro del mismo plazo establecido en el artículo 107 y en forma previa a las declaraciones de candidaturas.”.


6) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 113, la frase “inscritos en los registros electorales de”, por “habilitados para votar en”.


7) Sustitúyese el artículo 119, por el siguiente:


“Artículo 119.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones municipales serán practicados por los tribunales electorales regionales, en conformidad a los Títulos IV y V de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, teniendo, en cuanto les fueren aplicables, todas las facultades que se conceden al Tribunal Calificador de Elecciones.


Las resoluciones que dicten los Tribunales Electorales Regionales, en el marco de la competencia que se les confiere por la presente ley, serán apelables para ante el Tribunal Calificador de Elecciones.


El plazo para comparecer en segunda instancia será el segundo día contado desde el respectivo certificado de ingreso. La resolución que proclame a los candidatos definitivamente electos no será susceptible de recurso alguno.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, las instancias jurisdiccionales electorales deberán poner en conocimiento del Juzgado de Garantía competente aquellos hechos o circunstancias fundantes de la reclamación que, a su juicio, revistieren características de delito.”.


8) Intercálase, en el artículo 121, el siguiente inciso primero, nuevo, pasando su inciso único a ser inciso segundo:


“Artículo 121.- Se considerará que constituyen una lista, los pactos electorales, los partidos que participen en la elección sin formar parte de un pacto electoral y cada una de las candidaturas independientes que no formen parte de un pacto electoral.”. 


9) Sustitúyese el artículo 122, por el siguiente:


“Artículo 122.- Se determinará el cuociente electoral, para lo cual los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como concejales corresponda elegir. Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente de mayor a menor y el que ocupe la posición ordinal correspondiente al número de concejales a elegir, será el cuociente electoral.


Para determinar cuántos son los elegidos en cada lista se dividirá el total de votos de la lista por el cuociente electoral. Se considerará la parte entera del resultado de la división, sin aproximar y despreciando cualquiera fracción o decimal.”.


10) Reemplázase el número 3) del artículo 123, por el siguiente:


“3) Si el número de candidatos presentados es inferior al de los concejales que a la lista le corresponde elegir, se proclamará elegidos a todos los candidatos de la lista, debiendo reasignar el cargo sobrante recalculando el número de cargos elegidos por las demás listas. Para ello se repetirá el cálculo del inciso segundo del artículo anterior, utilizando como cuociente electoral al cuociente que ocupe la posición ordinal que siga en el orden decreciente de los cuocientes determinados según el inciso primero del artículo anterior. Si fuesen más de uno los cargos sobrantes, para determinar el cuociente electoral, se avanzará en el orden decreciente de los cuocientes del inciso primero del artículo anterior, tantas posiciones ordinales como cargos sobrantes existan.”.


11) Sustitúyese el artículo 124, por el siguiente:


“Artículo 124.- Para determinar los candidatos elegidos en una lista que corresponda a un pacto electoral se procederá a sumar las preferencias de los candidatos incluidos en cada uno de los partidos o de los subpactos, según sea el caso.


Posteriormente, se repetirá el procedimiento descrito en los artículos 122 y 123, considerando para estos efectos como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso.”.


ARTÍCULO CUARTO.- Modifícase el inciso tercero del artículo 83 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, reemplazándose la expresión “inscritos en los registros electorales de la provincia respectiva a la fecha de la elección municipal más reciente”, por “con derecho a sufragio que hubieren sufragado en la respectiva provincia en la última elección municipal”.


ARTÍCULO QUINTO.- Incorpóranse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos:


1) Suprímese la oración final del inciso primero del artículo 2º, que comienza con la palabra “Asimismo”.


2) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 5º, la expresión “inscritos en los Registros Electorales”, por “con derecho a sufragio”.


3) Modifícase el artículo 6º, de la siguiente manera:


a) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo, las expresiones “inscritos en los Registros Electorales”, por “con derecho a sufragio”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscrito en los Registros Electorales de”, por “habilitado para votar en”.


4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “inscrito en los Registros Electorales”, por “con derecho a sufragio”.


5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 27, la expresión “estar inscrito en los Registros Electorales de la Región”, por “que el domicilio electoral esté ubicado en una circunscripción de la Región”.


ARTÍCULO SEXTO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral:


1) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente manera:


a) Reemplázanse, en los incisos tercero y cuarto, las expresiones “inscritos en los registros electorales”, por “electores”.


b) Sustitúyese, en el inciso quinto, la expresión “inscritos en los registros electorales del”, por “electores en el”.


2) Sustitúyese el artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- Todo candidato a Presidente de la República, a senador o a diputado, deberá nombrar un Administrador Electoral que actuará como mandatario respecto de las funciones de control de los ingresos y gastos electorales que esta ley le asigna. Igual obligación pesará en el caso de candidatos a alcalde o a concejal. Si no se efectuare la designación, las funciones de Administrador Electoral recaerán en el propio candidato.


Una misma persona podrá ejercer como Administrador Electoral para más de un candidato, siempre que las respectivas candidaturas hayan sido declaradas por un mismo partido político o pacto.


El nombramiento de éste deberá efectuarse ante el Director del Servicio Electoral, al momento de la declaración de la correspondiente candidatura o en la declaración jurada a que se refiere el inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 18.700.


La designación se formalizará por escrito, indicándose el nombre, cédula de identidad y domicilio del respectivo Administrador, quien deberá también suscribir este documento en señal de aceptación del cargo.


Este nombramiento podrá ser dejado sin efecto en cualquier momento mediante comunicación del candidato correspondiente al Director del Servicio Electoral, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 37.”.


3) Reemplázase el artículo 32, por el siguiente:


“Artículo 32.- Cualquier militante del respectivo partido político en las elecciones de Presidente de la República, de senadores, de diputados y de alcaldes y concejales, podrá ejercer el cargo de Administrador Electoral General.


El nombramiento de éste deberá efectuarse por el partido político ante el Director del Servicio Electoral de conformidad a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 30, en forma previa a las declaraciones de candidaturas.”.


4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 34, la expresión “inscritos en los Registros Electorales”, por “con derecho a sufragio”.


ARTÍCULO SÉPTIMO.- Modifícase el artículo 9° de la ley N° 18.460, orgánica constitucional sobre el Tribunal Calificador de Elecciones, de la siguiente forma:


1) Sustitúyese, en la letra d), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).


2) Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando la letra e) a ser letra f):


“e) Reglamentar los procedimientos comunes que deban aplicar los Tribunales Electorales Regionales, en la forma señalada en el artículo 12 y consultando previamente la opinión de éstos, y”.


ARTÍCULO OCTAVO.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales del Servicio Electoral.


ARTÍCULO NOVENO.- La presente ley comenzará a regir a partir del día de su publicación, siempre que a esa fecha faltaren, al menos, doscientos setenta días para la realización de la próxima elección general, ya sea de alcaldes y concejales o de Presidente y parlamentarios. De lo contrario, regirá a partir del primer día del mes siguiente de realizada la última elección.


En todo caso, la disposición contenida en el nuevo artículo 24 de la ley N° 18.556, que mediante el artículo primero de la presente ley se establece, comenzará a regir el primer día hábil del tercer mes siguiente al de la publicación de esta ley.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1°.- Las Juntas Inscriptoras en actual funcionamiento dejarán de recibir inscripciones desde la fecha en que empiece a regir la presente ley. A contar de esa fecha, las Juntas Inscriptoras tendrán un plazo de cinco días para remitir al Servicio Electoral todos los Registros Electorales de que dispongan, tanto en uso como en blanco.


Los secretarios de Juntas Electorales, en el plazo de veinte días desde la entrada en vigencia de esta ley, harán entrega al Servicio Electoral, en la forma que su Director disponga, de todos los ejemplares de los archivos electorales locales a su cargo. 


El Director del Servicio Electoral dispondrá la inutilización y destrucción de esos ejemplares dentro del plazo de ocho meses, desde la vigencia de esta ley, previa su microfilmación.


A partir de la vigencia de esta ley y hasta ciento veinte días antes de la primera elección en que se apliquen sus disposiciones, el Director del Servicio Electoral podrá disponer que las Juntas Inscriptoras que estime necesarias continúen su funcionamiento con al menos uno de sus miembros, con el objeto de recibir las solicitudes de cambio de domicilio que se señalan en el nuevo artículo 25 de la ley N° 18.556, que se establece mediante el artículo primero de la presente ley. Las respectivas Municipalidades mantendrán la obligación de proporcionar los locales, mobiliarios y servicios que se requieran para el funcionamiento de estas oficinas, en conformidad a lo establecido en el artículo 24 de la ley N° 18.556 vigente hasta antes de la fecha de la publicación de esta ley.


Artículo 2°.- Todas las personas que, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en los registros electorales de conformidad a la ley N° 18.556, serán inscritas sin más trámite en el Registro Electoral manteniendo la misma Mesa Receptora de Sufragios o registro.


Respecto de estas personas ya inscritas, el Servicio Electoral queda eximido del deber de comunicar sus inscripciones según lo dispuesto en el inciso primero del artículo 7º de la ley N° 18.556.


Artículo 3°.- Los chilenos y extranjeros no inscritos en los registros electorales que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, cumplan con los requisitos para ser inscritos automáticamente en el Registro Electoral serán inscritos en él de conformidad a las reglas que a continuación se indican.


El Servicio Electoral asignará a los nuevos electores a Mesas Receptoras de Sufragios de la circunscripción electoral que corresponda a su domicilio electoral, distinguiendo entre hombres y mujeres. Los hombres serán inscritos siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional en las mesas de mujeres existentes en la circunscripción que tengan menos de trescientos cincuenta electores, hasta completar dicho número. Las mujeres serán inscritas siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional en las mesas de hombres existentes que tengan menos de trescientos cincuenta electores, hasta completar dicho número.


Si realizado lo anterior quedaren electores por asignar, ellos serán destinados sin distinción de sexo, siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, a nuevas mesas que se crearán para estos efectos en la circunscripción electoral, las que tendrán como máximo trescientos cincuenta electores.


Con a lo menos ciento ochenta días de anticipación a la primera elección donde rijan las disposiciones de esta ley, el Servicio Electoral notificará a los electores señalados en los incisos anteriores, mediante carta certificada, el hecho de su inscripción, así como su domicilio electoral, circunscripción electoral, comuna y Mesa Receptora de Sufragios en que hubiesen sido inscritos.


A partir de la fecha señalada en el inciso anterior, el Servicio Electoral deberá poner a disposición del público el sistema de consultas contemplado en el inciso segundo del artículo 7° de la ley N° 18.556 y durante los siguientes sesenta días deberá promover su  uso entre los electores, por medio de una campaña a través de medios masivos de comunicación social, llamándolos a revisar su domicilio electoral y la circunscripción electoral donde está registrada su inscripción, convocándolos a corregir su domicilio electoral si fuese necesario, concurriendo a las Juntas Inscriptoras que estarán habilitadas para estos efectos.


Artículo 4°.- Las mesas o registros existentes a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley se identificarán con una letra y un número. Las antiguas mesas o registros de varones con la letra “V” y las antiguas mesas o registros de mujeres con la letra “M”, y el número corresponderá al que actualmente tienen de acuerdo con la circunscripción electoral a la que corresponden.


Las nuevas mesas que se creen en virtud de esta ley se identificarán sólo por un número, el cual se asignará en forma correlativa, partiendo desde el número de mesa o registro más alto existente en la circunscripción electoral incrementado en uno.


Artículo 5°.- En la primera elección o plebiscito que se realice después de la fecha de entrada en vigencia de esta ley las Juntas Electorales procederán, con ocasión de la designación de vocales, a sortear tres de los cinco vocales que ejercieron en la última elección, quienes mantendrán su condición de vocales hasta la elección anterior a la de diputados y senadores. Respecto de los demás vocales se aplicará lo señalado en el artículo 41 de la ley N° 18.700.


En la primera elección o plebiscito que se realice después de la fecha de entrada en vigencia de esta ley las Juntas Electorales procederán, con ocasión de la designación de miembros de los Colegios Escrutadores, a sortear tres de los seis que eligieron, quienes mantendrán su condición de miembro del Colegio Escrutador hasta la elección anterior a la de diputados y senadores. Respecto de los demás miembros de los Colegios Escrutadores se aplicará lo señalado en los artículos 82 y 85 de la ley N° 18.700.


Artículo 6°.- Para los efectos de esta ley, lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N° 18.556 comenzará a regir al año siguiente de la publicación de la presente ley.


Artículo 7°.- En la primera propuesta que haga el Presidente de la República al Senado para que éste preste su acuerdo a la designación de los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556, indicará dos consejeros que durarán cuatro años en sus cargos y tres consejeros que durarán ocho años.


En la primera sesión que celebre, el Consejo elegirá su Presidente. Esta reunión será presidida inicial y provisoriamente por el consejero de mayor edad que asista.


Artículo 8°.- Durante los cinco primeros años de vigencia de esta ley las Juntas Electorales podrán designar como delegados a cargo de las oficinas electorales de los locales de votación a las personas que hubiesen integrado una Junta Inscriptora a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo 9°.- Desde la entrada en vigencia de la ley, y mientras no sean designados los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, las funciones y atribuciones conferidas al Consejo Directivo en virtud de dicha ley, serán asumidas por el Director del Servicio Electoral, salvo aquellas señaladas en las letras c) y d) del artículo 67 de dicha ley, las cuales serán asumidas por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Durante el mismo período, no se aplicará la facultad conferida en la letra h) del artículo 67 referido, y regirá lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 91 de la ley N° 18.556 vigente hasta antes de la fecha de la publicación de esta ley.


En todo caso, la primera proposición a la que se refiere el inciso primero del artículo 62 de la ley N° 18.556, no podrá ser formulada antes del mes de noviembre del año 2012.


Artículo 10.- En las elecciones que deban efectuarse durante el primer año de aplicación de esta ley, las funciones conferidas al Servicio Electoral en virtud de los artículos 175 bis, 72, inciso sexto, y 76 bis de la ley N° 18.700, continuarán siendo ejercidas por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Artículo 11.- Para las elecciones que deban efectuarse desde la vigencia de esta ley y hasta el mes de noviembre del año 2012, el plazo de siete meses señalado en el inciso tercero del artículo 72 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, será de cinco meses.


Artículo 12.- El gasto fiscal que irrogue la puesta en marcha de la presente ley durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

____________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Frei y Horvath, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_______________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 83ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 21 DE DICIEMBRE DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y del Trabajo y Previsión Social, señores Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Pablo Longueira y señora Evelyn Matthei, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


El acta de la sesión 77ª, especial, del día 30 de noviembre del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que reemplaza los artículos 2° bis y 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos (Boletín Nº 7.849-11).


Con el mismo Mensaje, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, al proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (Boletín N° 6.523-11, refundido con los N°s. 6.331-11 y 6.037-11). 


- Queda retirada la urgencia, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11). 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

De la señora Directora del Trabajo


Responde petición de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto de fiscalización de condiciones de higiene y seguridad en la Fundición Potrerillos comprometida por ese Servicio en 2009 y de una inspección a aquélla para determinar si cumple con la normativa vigente en la materia.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Cantero y Gómez, con la que inician un proyecto de ley que propone denominar “Aeropuerto Andrés Sabella” al Aeropuerto Nacional Cerro Moreno (Boletín Nº 8.107-04). 


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Honorables Senadores señores Prokurica, García-Huidobro, Horvath y Larraín Peña, con la que se da inicio al proyecto de ley que establece discriminación positiva para las personas con discapacidad en el ingreso a los órganos y servicios públicos (Boletín Nº 8.108-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señores Prokurica, García, García-Huidobro, Horvath y Larraín Peña, con la que se da inicio el proyecto de ley que modifica la Ley sobre Registro Civil con el fin de permitir la inscripción de los nacidos en el domicilio de su progenitor, en el caso que indica (Boletín Nº 8.109-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Bianchi, Cantero, Horvath y Tuma, con la que se da inicio a un proyecto de ley que exige el sistema Universal Transversal de Mercator (Coordenadas UTM) en el sistema registral (Boletín Nº 8.110-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


El Honorable Senador señor Horvath solicita que el proyecto de ley que exige el sistema Universal Transversal de Mercator (Coordenadas UTM) en el sistema registral (Boletín Nº 8.110-07), del que se ha dado cuenta, pase a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, en lugar de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Así se acuerda. 

- - -


El Honorable Senador señor Cantero, en primer lugar, deja constancia de su adhesión al proyecto de ley que modifica la Ley sobre Registro Civil con el fin de permitir la inscripción de los nacidos en el domicilio de su progenitor, en el caso que indica (Boletín Nº 8.109-07).


En segundo término, pide recabar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Integración del Área de las Comunicaciones pueda sesionar paralelamente con aquélla, desde las 13:15 hasta las 13:30 horas de hoy.


Se accede a lo solicitado.

- - -


La Honorable Senadora señora Rincón, manifiesta su molestia por los términos en que se habría informado acerca de la votación recaída en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07). Al respecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Letelier y Zaldívar, señoras Alvear y Allende y señores Quintana, Gómez y Navarro.

_______________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°

19.764, con informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que procede iniciar la discusión del proyecto que tiene el Boletín N° 8.066-05, con urgencia de "discusión inmediata". 


El principal objetivo de la iniciativa es postergar la plena vigencia de la ley Nº 19.764; se incrementan en consecuencia las tasas de reintegro que establece ese cuerpo legal, que contiene una tasa de devolución del 25 por ciento, y se mantiene un porcentaje de devolución superior al dispuesto en dicho cuerpo legal. 


Al efecto, el proyecto considera que, a contar del 1 de diciembre de 2011 y hasta el 30 de junio de 2014, las empresas de transporte de carga puedan acceder mensualmente a una recuperación según el esquema que la iniciativa plantea. 


La Comisión de Hacienda discutió este proyecto en general y en particular a la vez, y lo aprobó, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados, por 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Novoa y 2 en contra de los Honorables Senadores señores Frei y Lagos. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión el proyecto, en general y en particular, otorgando el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señores Frei, Rossi y Larraín Fernández.

- - -


Cabe señalar que los Comités acuerdan que, en la presente sesión, el proyecto sólo se votará en general, quedando el tratamiento en particular para la sesión ordinaria de hoy.

- - -


Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa, se aprueba por 27 votos a favor, 3 en contra y 6 abstenciones. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag y Uriarte. 


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Bianchi.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Frei, Lagos y Tuma. 


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Lagos y Tuma.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Pizarro, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Zaldívar y Pizarro.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_____________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 84ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 21 DE DICIEMBRE DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Quintana. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública; de Hacienda; Secretario General de la Presidencia, y de Economía, Fomento y Turismo, señores Rodrigo Hinzpeter, Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Pablo Longueira, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 74ª y 75ª, especiales, de los días 24 y 29 de noviembre del año en curso, respectivamente, 76ª ordinaria, y 77ª extraordinaria, de los días 29 y 30 del mismo mes, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07). 


- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura (Boletín N° 8.010-03).


- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


De la Cámara de Diputados, con el que informa que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura (Boletín N° 8.010-03).


- Queda para Tabla.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Responde petición de antecedentes, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a la existencia de dos contratos para la ejecución de trabajos del Programa de Protección del Patrimonio Familiar, tanto en la comuna de Linares como en la de Colbún.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Escalona y Muñoz Aburto, señora Rincón y señores Tuma y Walker, don Patricio, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que modifica el numeral 9° del artículo 19 de la Constitución Política de la República para garantizar el acceso y detener el lucro en la salud (Boletín Nº 8.125-07). 

- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana, Rossi y Ruiz-Esquide, con el que inician un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del dirigente sindical y ex Diputado señor Manuel Bustos Huerta (Boletín Nº 8.111-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Del Honorable Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de reforma constitucional que refuerza el principio de Independencia Judicial (Boletín Nº 8.112-07).


2.- Proyecto de ley que agrava la penalidad de la detención ilegal, descrita y sancionada en el artículo 148 del Código Penal, cuando la víctima se encuentre en ejercicio del periodismo (Boletín Nº 8.113-07).


3.- Proyecto de ley que incorpora la figura delictiva de alteración fraudulenta de precios a la ley N° 20.393 sobre responsabilidad penal de las personas jurídicas por los delitos que ésta señala (Boletín Nº 8.114-07).


- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


4.- Proyecto de ley que exceptúa a quienes ejerzan cargos técnico-profesionales no directivos, en las áreas de educación, salud o servicios de una municipalidad, de la incompatibilidad para desempeñarse como concejal de esa misma corporación (Boletín Nº 8.115-06).


5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.948, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, aumentando el plazo para interponer reclamación ante el Tribunal Electoral Regional (Boletín Nº 8.120-06).


6.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.884 para establecer el impedimento de asumir el cargo de concejal, alcalde, diputado o senador por incumplimiento de la regulación sobre límite en el gasto electoral (Boletín Nº 8.124-06).

- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, elevando la penalidad fijada por el artículo 285 del Código Penal cuando se comprometa el interés difuso o colectivo de aquéllos (Boletín Nº 8.117-03).


8.- Proyecto de ley que incorpora, en la ley N° 19.496, una norma de equidad que asegura la ineficacia de penas civiles estipuladas en los contratos preparatorios o de promesa en que el consumidor está afecto a un régimen de adhesión (Boletín Nº 8.118-03).


- Pasan a la Comisión de Economía.

9.- Proyecto de ley que homologa las penas del artículo 330 Código de Justicia Militar con las que establece la ley penal común por delitos similares (Boletín Nº 8.121-02).


- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

10.- Proyecto de ley que modifica la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente y exige al titular de proyectos de saneamiento ambiental comunicar a Bomberos el tipo de residuos que tratan o almacenan, las medidas de seguridad y sus riesgos para la salud humana (Boletín Nº 8.116-12).


- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

11.- Proyecto de ley relativo a la exigencia de fijar advertencias en los establecimientos que expendan bebidas alcohólicas sobre los daños irreparables a la salud que produce su mezcla con bebidas energizantes (Boletín Nº 8.119-11).

- Pasa a la Comisión de Salud.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley sobre cuentas corrientes bancarias y cheques, tipificando y sancionando las transferencias indebidas de fondos realizados por medios electrónicos (Boletín Nº 8.123-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Allende y Rincón y señores Lagos, Muñoz Aburto y Rossi, que insta al reconocimiento y la preocupación efectiva por las libertades de los indígenas Mapuche-Picunche de la Región del Maule (Boletín N° S 1.436-12).


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Bianchi, Cantero, Chahuán, Frei, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Peña, Pérez Varela, Quintana, Tuma y Walker, don Patricio, sobre la necesidad de dar cumplimiento a la ley Nº 19.773 para cautelar el pleno respeto de la libertad de informar, el ejercicio del periodismo y el pluralismo en el ámbito de la radiodifusión y asegurar la reciprocidad entre los países (Boletín N° S 1.437-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
_______________


A continuación, el Honorable Senador señor Escalona, señala que se ha dado cuenta del proyecto de reforma constitucional que modifica el numeral 9° del artículo 19 de la Constitución Política de la República para garantizar el acceso y detener el lucro en la salud (Boletín Nº 8.125-07), y solicita al señor Ministro Secretario General de la Presidencia que el Ejecutivo considere fijarle urgencia a la iniciativa.

- - -


El Honorable Senador señor Horvath destaca que en la Cuenta se informó que la Cámara de Diputados aprobó, con las enmiendas que indica, el proyecto de ley sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura (Boletín N° 8.010-03), al que, además, se le ha fijado urgencia de "discusión inmediata". Al respecto, solicita recabar el asentimiento de la Sala para que sea despachado en la sesión de hoy. 


Así se acuerda. 

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la ley marco de los Bomberos de Chile, con informe oral de la Comisión de Gobierno, Descentralización y

Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.897-22.
- - -


El señor Presidente somete a votación en general el proyecto, y se aprueba por 27 votos favorables.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Frei, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).

- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Girardi y García.

- - -


Seguidamente, se propone fijar plazo para presentar indicaciones hasta el día 23 de enero de 2012, a las 13 horas. 


Así se acuerda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el siguiente:
PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile constituyen el Sistema Nacional de Bomberos; servicios de utilidad pública, que se rigen por las disposiciones de esta ley, de su reglamento, la de sus estatutos y de leyes especiales, y, en lo no previsto en ellas, por las normas sobre personas jurídicas a que se refiere el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil.


Artículo 2°.- Los Cuerpos de Bomberos integrantes del Sistema Nacional de Bomberos, tendrán por objeto atender, gratuita y voluntariamente, las emergencias causadas por la naturaleza o el ser humano, tales como, incendios, accidentes de tránsito u otras, sin perjuicio de la competencia específica que tengan otros organismos públicos y,o privados.


Artículo 3°.- Existirá un Cuerpo de Bomberos por comuna o agrupación de comunas, los que estarán conformados por Compañías y Brigadas, según requiera el trabajo de la institución. Los Cuerpos que se organicen en el país deberán constituirse de acuerdo a los requisitos establecidos en esta ley, en su reglamento y subsidiariamente por las disposiciones del Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil.


Quienes soliciten personalidad jurídica, conforme lo dispuesto en el inciso anterior, deberán acompañar un informe técnico favorable de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en el que se acredite el cumplimiento, a lo menos, de los siguientes requisitos:


1.- Que en la comuna o agrupación de comunas no exista otro Cuerpo de Bomberos prestando servicios.


2.- Que el Cuerpo de Bomberos cuya creación se solicita disponga de un número mínimo de personal, en condiciones de prestar eficientemente servicios bomberiles.


3.- Que cuente con uno o más carros bombas en condiciones de prestar servicios y demás material necesario para el servicio.


4.- Que cuente con un local para la instalación y funcionamiento del Cuerpo de Bomberos; de las Compañías y Brigadas que lo conformen.


El cumplimiento de los requisitos señalados, deberán ser calificados por la Junta Nacional de de Cuerpos de Bomberos de Chile en los términos que establezca el Reglamento que, para estos efectos, dicte el Ministerio de Justicia, previo informe de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile.


Artículo 4°.- En atención a la especial condición de servicio de utilidad pública y a las características y naturaleza de sus funciones, el Sistema Nacional Bomberos, se relacionará con la autoridad administrativa del país a través del Ministerio de Interior y Seguridad Pública.


Artículo 5°.- En las materias que son de su competencia, el Sistema Nacional de Bomberos podrá asesorar técnicamente a los órganos de la administración del Estado y a las instituciones del sector privado que así lo requieran, gratuita o remuneradamente.


Artículo 6°.- Los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile se financiarán:


- Con los ingresos que obtengan por la prestación de servicios, distintos de los establecidos en el artículo 2° de esta ley. La totalidad de estos ingresos deberán ingresar, siempre, a las arcas del Cuerpo de Bomberos que prestó el servicio.


- Con las donaciones o aportes que reciban de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, de su participación en sociedades.


- Con los bienes que conforman su patrimonio.


Artículo 7°.- Corresponderá a la Contraloría General de la República, a las Intendencias o Gobernaciones, la fiscalización y control de los aportes financieros del Estado que se otorguen a los Cuerpos de Bomberos, a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y sus organismos dependientes. Asimismo, cumplirá igual función respecto a los aportes o subvenciones municipales.


La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile deberá rendir al Ministerio del Interior cuenta anual de sus ingresos y gastos, mediante estados financieros auditados por auditores externos, remitiendo copia de los mismos a los Ministerios de Hacienda y Justicia y a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado. Cada Cuerpo de Bomberos deberá presentar su correspondiente rendición de cuenta anual mediante balance de ingresos y gastos antes del 31 de marzo del año siguiente, a la Intendencia Regional o a la Gobernación Provincial respectiva.


Artículo 8°.- Todas las empresas e instituciones del país, públicas o privadas, que tengan la obligación de contar con planes de emergencia contra incendios y,o servicios o brigadas de extinción de incendios, deberán coordinarse con el Cuerpo de Bomberos que atiende su respectiva comuna.


Artículo 9°.- Serán inembargables los cuarteles, los vehículos, equipos y herramientas de propiedad de los Cuerpos de Bomberos, necesarias para el cumplimiento de sus funciones.


Artículo 10.- En caso de suceder un conflicto o situación que afecte la seguridad de la población, sea que haga peligrar la continuidad o la administración del servicio bomberil, implique la paralización de éste o comprometa la imagen de los Cuerpos de Bomberos frente a la ciudadanía, la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, a petición fundada del Ministro del interior y Seguridad Pública, del Ministro de Justicia, de un Intendente Regional o Gobernador Provincial, elaborará un informe sobre la situación denunciada a la autoridad solicitante, estando facultada para realizar visitas e inspecciones a él o los Cuerpos de Bomberos que aparezcan involucrados en los hechos denunciados por la autoridad, pudiendo imponerse de toda su documentación interna, y recomendar las medidas que permitan la solución del conflicto.


Evacuará un informe de lo obrado y de las medidas recomendadas, y en caso de no ser posible la solución del conflicto a través de las medidas propuestas, propondrá a la autoridad respectiva la adopción de medidas que estime pertinentes para la solución del conflicto. Copia del informe será remitido al Ministerio de Justicia para la adopción de medidas que resulten en derecho procedentes.


Artículo 11.- Habrá un Registro Nacional de Bomberos Voluntarios que estará a cargo de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y en el cual los Cuerpos de Bomberos deberán inscribir a la totalidad de sus integrantes y mantener actualizados mensualmente la información. La inscripción en este registro será obligatoria y requisito necesario para acceder a los beneficios que esta y otras leyes contemple a favor de bomberos.


Artículo 12.- Créase un Registro Nacional de Vehículos de Bomberos, el cual estará a cargo de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y en el que los Cuerpos de Bomberos deberán registrar todos los vehículos que posean o que incorporen al servicio bomberil debiendo mantener dicha información actualizada.


De igual manera, habrá un Registro Nacional de Estadísticas de Servicio a cargo de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en la cual los Cuerpos de Bomberos deberán ingresar trimestralmente la información sobre actos de servicio en los cuales hayan participado.


Artículo 13.- En caso de ocurrir un sismo, inundación u otra catástrofe de la naturaleza que afecte a una o más regiones del país, la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, a través de sus organismos, asumirá la coordinación del desplazamiento a las zonas afectadas de los Cuerpos de Bomberos del país que se requieran, aportando los medios necesarios para dicho efecto.


Igual acción desarrollará en caso de que el Gobierno o sus organismos soliciten el envío de bomberos al extranjero para apoyo de otros países.


Artículo 14.- Bomberos de Chile, a través de su Academia Nacional de Bomberos determinará las competencias mínimas que deberán cumplir las personas para el desempeño de la función de bombero.

Disposiciones Transitorias


Artículo Primero.- El Servicio de Registro Civil e Identificación, dentro del plazo de 180 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, procederá a practicar, sin costo para el requirente, la inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados de todos aquellos vehículos usados de propiedad de los Cuerpos de Bomberos que a la fecha de publicación de esta ley, no se encuentren debidamente inscritos y que estén destinados exclusivamente a uso del servicio bomberil.


Para los efectos de practicar la correspondiente inscripción, los Cuerpos de Bomberos solicitantes deberán acompañar a la solicitud de inscripción los siguientes documentos:


1.- Un certificado de inspección ocular en que consten las características del vehículo, tales como número de motor, número de chasis, color, año de fabricación, etcétera, otorgado por la Dirección del Tránsito de la Municipalidad de la comuna en donde tenga su domicilio el Cuerpo de Bomberos requirente.


2.- Un certificado o acta de entrega emitido por la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile que acredite que el vehículo ha sido asignado por ella al servicio del Cuerpo de Bomberos solicitante, cuando corresponda.


Artículo Segundo.- Los Cuerpos de Bomberos deberán informar a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile los vehículos motorizados de que dispongan y actualizarla al 31 de diciembre de cada año.”.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y

cuota global de captura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.010-03 y urgencia de “discusión inmediata”.
- - -


La Cámara de Diputados comunicó que ha dado su aprobación al proyecto del Senado, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

Inciso primero.


Ha agregado las siguientes letras g) y h):


"g) Pez espada (Xiphias Gladius) de la III Región, con enmalle y arpón.


h) Congrio dorado (Genypterus Blacodes) de la X Región, con espinel.".

Artículo 5°

Número 2)


Ha agregado al final del artículo 9° bis, que incorpora, los siguientes incisos:


"En el plan de manejo se podrá considerar un procedimiento de certificación de la información de desembarque a que se refiere el artículo 63 de esta ley, el cual será efectuado, previa licitación, por entidades auditoras externas. La certificación de desembarques será obligatoria para todos los pescadores artesanales que participen en el plan de manejo. Los requisitos para la certificación serán establecidos por el Servicio, asimismo, la entidad que realice la certificación deberá ser evaluada anualmente por aquél y los resultados de dicha evaluación serán públicos.


Para la elaboración de la propuesta, implementación, evaluación y adecuación si correspondiere del plan de manejo, la Subsecretaría constituirá una mesa de trabajo público privada que tendrá el carácter de asesora y será presidida por el funcionario que el Subsecretario designe al efecto. Dicha mesa deberá estar integrada por los pescadores artesanales inscritos en la o las pesquerías de que se trate, a través de las organizaciones a las cuales pertenecen.


La propuesta de plan de manejo será sometida a consulta pública a través del sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría, mediante mensaje radial y publicación en extracto en un diario de circulación regional. Se podrán formular observaciones dentro del plazo de un mes contado de la fecha de publicación en el sitio de dominio electrónico. Recibidas las observaciones, la Subsecretaría evaluará la pertinencia de reformular la propuesta y dará pública respuesta a las observaciones planteadas, aprobando el plan de manejo mediante resolución.


Una vez aprobado el plan de manejo será obligatorio para todos los pescadores artesanales, así como las embarcaciones, incluidas las transportadoras y las plantas de proceso.".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.


Ha reemplazado la frase "a que se refiere el artículo 1°" por "a que se refieren los artículos 1° y 2°", y ha suprimido la frase "que se encuentren vigentes a la fecha de su publicación,".

Artículo cuarto.


Lo ha eliminado.

- - -


El señor Presidente pone en discusión las enmiendas de la Cámara de Diputados y otorga la palabra al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y al Honorable Senador señor Horvath.


Cerrado el debate y puestas en votación dichas enmiendas, se aprueban por 30 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela. 

- - -


Finalmente, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los armadores artesanales y sus embarcaciones que, no encontrándose inscritos en la misma, hubieren informado desembarques al Servicio Nacional de Pesca, de acuerdo a lo establecido en el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en el marco de pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, en las pesquerías que a continuación se individualizan: 


a) Jurel (Trachurus Murphy) de la III, V y VIII Regiones, con cerco.


b) Raya volantín (Zearaja chilensis) de la X y XI Regiones, con espinel. 


c) Pejegallo (Callorhynchus callorhynchus) y Tollos (Mustelus mento, Squalus acanthias y Mustelus whitneyi) de la X Región, con espinel y enmalle.


d) Reineta (Brama australis) de la VII, VIII y X Regiones, con espinel y enmalle.


e) Sardina austral (Sprattus fueguensis) de la X y XI Región, con cerco.


f) Merluza común (Merluccius gayi) de la VII y VIII Regiones, con enmalle y espinel.


g) Pez espada (Xiphias Gladius) de la III Región, con enmalle y arpón.


h) Congrio dorado (Genypterus Blacodes) de la X Región, con espinel.


Asimismo, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los buzos y recolectores de orilla, algueros o buzos apnea que, no encontrándose inscritos en la misma, acrediten operación pesquera extractiva en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en el marco de pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, y que se encuentren individualizados en los informes entregados a la Subsecretaría de Pesca por las entidades ejecutoras de dichas investigaciones con anterioridad al 31 de enero de 2012, en las pesquerías que a continuación se individualizan:


a) Algas pardas (Lessonia trabeculata, Lessonia nigrescens y Macrocystis integrifolia) de la XV, I, II, III y IV Regiones, mediante buceo y recolección de alga varada. 


b) Pulpo del norte (Octopus mimus), Erizo (Loxechinus albus) y Lapas (Fissurela spp) de la III Región, mediante buceo o recolección. 


c) Macha (Mesodesma donacium) y Pulpo chilote (Enteroctopus megalocyathus) de la X Región, mediante buceo y recolección.


d) Erizo (Loxechinus albus) de la X y XI Regiones, mediante buceo.


Artículo 2°.- En el caso de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los armadores artesanales y sus embarcaciones que, no encontrándose inscritos en la misma, se hubieren inscrito en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011 en las pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, en las pesquerías que a continuación se individualizan:


a) Centollón (Paralomis granulosa), con trampas. 


b) Centolla (Lithodes santolla), con trampas. 


c) Congrio dorado (Genypterus blacodes), con espinel.


d) Raya volantín (Zearaja chilensis), con espinel.


e) Reineta (Brama australis), con espinel y enmalle.


Asimismo, en la Región señalada en el inciso anterior, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en todas las pesquerías que a continuación se indican a los buzos que, no encontrándose inscritos en cualquiera de ellas, se hubieren inscrito en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011 en la pesca de investigación autorizada por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, y que se encuentren individualizados en los informes entregados a la Subsecretaría de Pesca por las entidades ejecutoras de dicha investigación con anterioridad al 31 de enero de 2012:


- Caracol trofon (Trofon geversianus), Ostión patagónico (Chlamys patagónica), Ostión del sur (Chlamys vitreae), Loco (Concholepas concholepas), Huepo (Ensis macha) y Erizo (Loxechinus albus), mediante buceo.


Artículo 3°.- Para los efectos indicados, mediante una o más resoluciones, la Subsecretaría de Pesca establecerá, conjunta o separadamente, una o más nóminas de los pescadores artesanales y embarcaciones que cumplan con los requisitos contemplados en los artículos anteriores. Dichas resoluciones deberán ser publicadas en extracto en el Diario Oficial, a más tardar el día 31 de marzo de 2012, sin perjuicio de la publicación de su texto íntegro en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría de Pesca. 


Los pescadores artesanales y embarcaciones que, cumpliendo con los requisitos anteriores, no hubieren sido incorporados en la nómina respectiva, podrán interponer los recursos administrativos que correspondan de conformidad con la ley N° 19.880, con las siguientes salvedades:


a) El plazo para presentar el recurso de reposición será de 15 días hábiles contados desde la fecha de publicación en extracto en el Diario Oficial de la última resolución que establece la nómina de la pesquería que se impugna, y


b) En caso de que sólo se interponga el recurso jerárquico, el plazo será el establecido en la letra anterior.


La Subsecretaría de Pesca establecerá, mediante una o más resoluciones, las nóminas definitivas resultantes del procedimiento antes indicado. Dichas resoluciones se publicarán en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría de Pesca y en extracto en el Diario Oficial, y en contra de ellas no procederá recurso administrativo alguno. 


En el plazo de treinta días, contado desde la publicación en extracto en el Diario Oficial de la resolución indicada en el inciso anterior, los pescadores artesanales y sus embarcaciones que se encuentren individualizados en las nóminas deberán acreditar ante el Servicio Nacional de Pesca el cumplimiento de las normas de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos en materia de inscripción en el Registro Artesanal.


Una vez vencido el plazo establecido en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Pesca, en el término de un mes, procederá a modificar el Registro Artesanal en la sección de pesquería que corresponda, incorporando las embarcaciones con el arte o aparejo de pesca respectivo, así como a los pescadores artesanales de acuerdo a su categoría. 


Artículo 4°.- Lo dispuesto en los artículos anteriores se entenderá sin perjuicio de las inscripciones vigentes en el Registro Artesanal a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo 5°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente manera:


1) Modifícase el artículo 2° del modo que sigue:


a) Intercálase el siguiente numeral 26 bis):


“26 bis) Observador científico: persona natural, encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos.


Los observadores científicos deberán acreditar conocimientos y aptitudes para llevar a cabo tareas científicas básicas y podrán ser profesionales o técnicos ligados a las ciencias marinas, pesqueras o acuícolas, de universidades e institutos profesionales acreditados.”.


b) Reemplázase el numeral 29), por el siguiente:


“29) Pesca de investigación: extracción sin fines de lucro de individuos de una especie hidrobiológica o parte de ellos, con la finalidad de obtener datos e información para alguno de los siguientes propósitos: generar conocimiento científico o tecnológico, realizar actividades de docencia, contar con antecedentes para adoptar medidas de administración o proteger la biodiversidad, el ambiente acuático y el patrimonio sanitario del país. Asimismo, se considerarán pescas de investigación aquellas de carácter exploratorio, de prospección y experimental.


La extracción podrá comprender la captura con retención temporal o permanente de los individuos.”. 


2) Incorpórase el siguiente artículo 9° bis:


“Artículo 9° bis.- Para la administración y manejo de una o más pesquerías de recursos bentónicos de invertebrados y algas, la Subsecretaría podrá establecer un plan de manejo aplicable a todo o parte de una región o regiones, el que deberá contener las menciones y se implementará de conformidad a las reglas establecidas en el artículo 9°.


No obstante lo anterior, en la formulación de estos planes de manejo se deberá determinar los pescadores artesanales involucrados en la o las pesquerías que lo integren. En los casos en que éste sea aplicable sólo a una parte de la región o regiones, participarán los pescadores artesanales inscritos en la pesquería que cumplan con los criterios de participación establecidos en el plan, entre los cuales deberá considerarse el haber efectuado operaciones extractivas en el área de aplicación del plan. Sólo podrán continuar operando en el área quienes cumplan con los requisitos de participación y operación establecidos en el plan. Al menos cada tres años se evaluará el esfuerzo pesquero aplicado al área, pudiendo la Subsecretaría, mediante resolución fundada, determinar el ingreso de nuevos pescadores artesanales, siempre que ello no afecte la sustentabilidad de la pesquería. 


Además de las medidas de conservación y administración contempladas en esta ley, en los planes de manejo a que se refiere este artículo se podrán establecer por resolución del Subsecretario las siguientes medidas:


a) Rotación de áreas de pesca.


b) Criterio y limitación de la extracción.


c) Traslocación y repoblación de recursos bentónicos.


d) Técnicas de extracción o cosecha.


e) Buenas prácticas, sustentabilidad y recuperación de ecosistemas.


f) Programas de educación y capacitación.


En el plan de manejo se podrá considerar un procedimiento de certificación de la información de desembarque a que se refiere el artículo 63 de esta ley, el cual será efectuado, previa licitación, por entidades auditoras externas. La certificación de desembarques será obligatoria para todos los pescadores artesanales que participen en el plan de manejo. Los requisitos para la certificación serán establecidos por el Servicio, asimismo, la entidad que realice la certificación deberá ser evaluada anualmente por aquél y los resultados de dicha evaluación serán públicos.


Para la elaboración de la propuesta, implementación, evaluación y adecuación si correspondiere del plan de manejo, la Subsecretaría constituirá una mesa de trabajo público privada que tendrá el carácter de asesora y será presidida por el funcionario que el Subsecretario designe al efecto. Dicha mesa deberá estar integrada por los pescadores artesanales inscritos en la o las pesquerías de que se trate, a través de las organizaciones a las cuales pertenecen.


La propuesta de plan de manejo será sometida a consulta pública a través del sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría, mediante mensaje radial y publicación en extracto en un diario de circulación regional. Se podrán formular observaciones dentro del plazo de un mes contado de la fecha de publicación en el sitio de dominio electrónico. Recibidas las observaciones, la Subsecretaría evaluará la pertinencia de reformular la propuesta y dará pública respuesta a las observaciones planteadas, aprobando el plan de manejo mediante resolución.


Una vez aprobado el plan de manejo será obligatorio para todos los pescadores artesanales, así como las embarcaciones, incluidas las transportadoras y las plantas de proceso.”.


3) Intercálase, en el inciso primero del artículo 50, a continuación de la palabra “Servicio”, la siguiente frase final: “, salvo que se configure alguna de las causales denegatorias del artículo 50 A”. 


4) Incorpórase el siguiente artículo 50 A, nuevo, pasando el artículo 50 A a ser artículo 50 B: 


“Artículo 50 A.- Se inscribirán en el Registro Artesanal las solicitudes de inscripción que recaigan sobre las pesquerías que se encuentran incorporadas en una nómina que determinará la Subsecretaría por región. 


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución, la nómina de pesquerías y las especies que la constituyen por región, el respectivo arte o aparejo de pesca y categoría de pescador artesanal que la puede extraer, y que conformarán el Registro Artesanal. Dicha nómina se deberá actualizar, a lo menos, cada dos años.


La solicitud de inscripción será denegada cuando concurra alguna de las siguientes causales:


a) Encontrarse suspendida transitoriamente la inscripción de la pesquería solicitada en el Registro Artesanal, de conformidad con los artículos 20, 33 y 50 de esta ley.


b) Constituir la o las pesquerías solicitadas, unidades de pesquerías declaradas en régimen de recuperación o de desarrollo incipiente, según lo dispuesto en el Párrafo 3° del Título III de esta ley.


c) Constituir la o las especies solicitadas, en conformidad a una nómina que establecerá la Subsecretaría de Pesca, fauna acompañante de las pesquerías señaladas en las letras a) o b) anteriores, salvo que el solicitante se encuentre inscrito en ellas.


En el evento que la especie solicitada no se encuentre en la nómina el Servicio deberá remitir dicha solicitud a la Subsecretaría la que deberá pronunciarse en el plazo de un mes, incluyendo en la nómina las respectivas especies y artes o denegándola mediante resolución fundada en virtud de las siguientes causales:


a) Por no tener distribución geográfica en el área solicitada.


b) Cuando la actividad solicitada sea contraria a la normativa pesquera vigente.”.


5) Agrégase, a continuación del artículo 55 H, el siguiente artículo 55 I:


“Artículo 55 I.- Dentro del marco del Régimen Artesanal de Extracción establecido de conformidad con el artículo 48 A, los titulares de asignaciones podrán ceder las toneladas asignadas para el respectivo año calendario a otro titular de la misma región o a titulares de otras regiones, siempre que se trate de una misma unidad poblacional. También se podrán celebrar estos actos jurídicos en beneficio de uno o más pescadores artesanales inscritos en el Registro Artesanal en el recurso respectivo en regiones no sometidas al régimen y dentro de la misma unidad poblacional.


La Subsecretaría, mediante resolución fundada, autorizará las cesiones a que se refiere el inciso anterior. 


El Servicio llevará, de oficio, un registro público de traspasos que estará disponible en su página de dominio electrónico, en el que se registrará la cesión celebrada, debiendo constar en ella el cedente y el cesionario y las toneladas objeto de la cesión, así como el listado de los pescadores artesanales propiamente tales que hayan participado en el último zarpe de la embarcación del cedente, de conformidad con el registro de zarpe otorgado por la Autoridad Marítima o en el contrato de embarque, cualquiera que conste en la solicitud de cesión. En el evento de que las toneladas objeto de la cesión superen los saldos de asignación disponibles al momento de la autorización, ésta se realizará hasta el límite disponible.


En los casos antes regulados las capturas se imputarán al titular original de la asignación.


No obstante lo anterior, el titular de la asignación sólo podrá ceder, en un período de tres años corridos, hasta el 50% de la cuota asignada para dicho período. 


La infracción a la obligación señalada en el inciso anterior será causal de caducidad de la inscripción en el Registro Artesanal del pescador o pescadores titulares de la asignación y de la embarcación artesanal, en su caso.”.


6) Reemplázanse los artículos 98, 99, 100, 101 y 102, por los siguientes:


“Artículo 98.- La Subsecretaría autorizará mediante resolución la pesca de investigación de conformidad con las normas de este Párrafo. Las solicitudes deberán enmarcarse dentro de los propósitos definidos en el número 29) del artículo 2° de esta ley.


Los resultados de las investigaciones deberán comunicarse a la Subsecretaría mediante el envío de informes, incluyendo los datos recopilados, dentro de los plazos y de acuerdo con la metodología y objetivos del proyecto aprobado. Dentro del plazo de diez días de cumplida la exigencia de enviar el informe de resultados, éstos deberán publicarse en el sitio web de la Subsecretaría.


El incumplimiento de la obligación antes señalada se considerará como causal suficiente para denegar cualquier nueva solicitud de pesca de investigación, mientras no se regularice la entrega y aprobación del informe final, el que será público. 


Todos los resultados y bases de datos obtenidos mediante la investigación realizada con pesca de investigación serán públicos. La Subsecretaría deberá llevar un registro de ellos y publicarlos en su sitio web.


Artículo 99.- Las personas naturales y jurídicas interesadas en realizar pesca de investigación deberán presentar una solicitud a la Subsecretaría de Pesca, acompañada de los términos técnicos de referencia del proyecto y de los demás antecedentes que establezca el reglamento. 


Si el solicitante es una persona natural o jurídica extranjera deberá contar con el patrocinio de una institución pública o privada chilena dedicada a la investigación.


Los términos técnicos de referencia y la ejecución de las actividades de investigación deberán ser realizadas por personas naturales y jurídicas que tengan conocimiento y experiencia profesional o académica en relación a los objetivos planteados en el estudio. 


Artículo 100.- La Subsecretaría podrá autorizar, en casos fundados, la ejecución de proyectos de investigación, exceptuándolos de las medidas de administración vigentes para las especies en estudio.


No obstante, tratándose de recursos hidrobiológicos sometidos a cuotas globales anuales de captura, sólo se podrán eximir de tales medidas de administración las pescas de investigación que se efectúen con cargo a la cuota de investigación. Asimismo, tratándose de recursos hidrobiológicos no sometidos a cuotas globales de captura, no se podrá autorizar a capturar más del 2% de los desembarques del año calendario anterior exceptuándolos de las medidas de administración.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará tratándose de los proyectos de investigación que tengan por objeto proteger la biodiversidad, el ambiente acuático o el patrimonio sanitario del país, en cuyo caso la Subsecretaría podrá, fundadamente, eximir de las medidas de administración vigentes para las especies en estudio.


En ningún caso podrá eximirse de las prohibiciones contempladas por esta ley ni de las obligaciones legales y reglamentarias establecidas para la realización de actividades pesqueras extractivas. 


Artículo 101.- Las naves industriales o embarcaciones artesanales que se utilicen en pesca de investigación deberán estar inscritas en el Registro Nacional Pesquero Industrial o en el Registro Artesanal, según corresponda, y en los casos que la pesquería esté declarada en plena explotación o con su acceso cerrado, dichas naves deberán contar con autorización o inscripción sobre el respectivo recurso. En el caso de las pesquerías bentónicas la obligación antes señalada se hará aplicable al buzo y al recolector de orilla, alguero o buzo apnea. 


Quedarán exceptuados de las disposiciones antes señaladas los buques de investigación matriculados como tales ante la Autoridad Marítima o aquellos con dedicación preferente a la ejecución de actividades de investigación, lo cual deberá ser acreditado ante la Subsecretaría. En el caso de proyectos de investigación sobre recursos bentónicos, o que tengan por objeto proteger la biodiversidad, el ambiente acuático o el patrimonio sanitario del país, quedarán exceptuados los muestreadores científicos acreditados por instituciones de investigación.


La Subsecretaría podrá exigir al peticionario la obligación de admitir a bordo al o a los observadores científicos o profesionales que ésta determine y las demás obligaciones necesarias para el cabal cumplimiento de los objetivos de la investigación.


Los armadores podrán disponer de las capturas obtenidas, incluyendo el desembarque y procesamiento de las mismas, una vez recopilada la información necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la investigación.


Artículo 102.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 11 del decreto ley N° 2.222, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional, que sustituye la Ley de Navegación, se podrá autorizar la operación de naves extranjeras para los efectos de la pesca de investigación, supeditada a la celebración de un convenio con organismos de investigación públicos o privados chilenos. La solicitud deberá señalar el nombre y dirección de la persona responsable, domiciliada en el país, para efectos de esta ley. 


Los armadores extranjeros deberán cumplir con las disposiciones de la presente ley y con aquellas que otorgan atribuciones a la Autoridad Marítima.”.


Artículo 6°.- Agrégase, en el artículo transitorio de la ley N° 20.485, el siguiente texto final: “Durante dicho período y en las Unidades de Pesquería comprendidas entre la XV y II, y III y IV Regiones, la extracción de jurel se efectuará sobre una talla mínima de carácter referencial de 22 centímetros de longitud de horquilla. Sin perjuicio de lo anterior, se aceptará un margen de tolerancia de un 35% medido en número de ejemplares, respecto de la captura por cada viaje de pesca, durante períodos que serán definidos por la Subsecretaría, debiendo cerrase temporalmente por un lapso de siete días corridos, el área o las áreas definidas por la Subsecretaría dentro de cada Unidad de Pesquería, si se excede dicho porcentaje.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las pescas de investigación en las pesquerías a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se entenderán prorrogadas hasta el día 30 de junio de 2012, en los mismos términos autorizados. Con todo, en las citadas pescas de investigación sólo podrán participar los pescadores artesanales y embarcaciones que se encuentren operando en el marco de la respectiva pesca de investigación con anterioridad al 1 de enero de 2012. 


Artículo segundo.- Los armadores industriales que se encuentren sometidos a la medida de administración de límite máximo de captura por armador, de conformidad con la ley N° 19.713 y sus modificaciones, podrán ceder total o parcialmente las toneladas asignadas durante el año calendario a un armador artesanal inscrito en dicha pesquería, el que podrá extraerla en la región de su inscripción y dando cumplimiento a las exigencias de certificación de las capturas al momento del desembarque de conformidad con la ley antes citada, o a un titular de límite máximo de captura, el que deberá extraerla en la unidad de pesquería autorizada. En ambos casos, las cesiones sólo podrán efectuarse dentro de la misma unidad poblacional. 


Asimismo, los titulares de asignación artesanal como consecuencia del Régimen Artesanal de Extracción, establecido de conformidad con el artículo 48 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán ceder las toneladas asignadas para el respectivo año a un armador industrial, quien deberá extraerlas de acuerdo con la normativa del sector industrial y dentro de la unidad de pesquería autorizada. En este caso las cesiones tendrán un límite del 50% de las toneladas asignadas cada año. 


Las cesiones a que se refieren los incisos anteriores deberán ser autorizadas mediante resolución fundada de la Subsecretaría de Pesca. 


En todos los casos precedentes, una vez autorizadas las cesiones, éstas se deberán publicar en el registro que llevará el Servicio al efecto, de conformidad con las reglas del artículo 55 I de la Ley General de Pesca y Acuicultura. 


En los casos antes regulados las capturas se imputarán al titular original de la asignación.


Artículo tercero.- Dictada la resolución a que se refiere el inciso segundo del artículo 50 A el Servicio, de oficio, deberá proceder a reinscribir a los pescadores artesanales y sus embarcaciones, si corresponde, que tengan inscritas una o más especies con su acceso cerrado en una determinada pesquería de conformidad con la nómina, esto es, incorporando en la inscripción todas aquellas especies contenidas en la nómina y que tengan su acceso abierto. En relación a las especies que tengan su acceso cerrado, sólo se permitirá que puedan ser extraídas como fauna acompañante de la especie principal en los porcentajes que determine la Subsecretaría de Pesca.”.

_______________

Proyecto de Acuerdo de la Comisión de Régimen Interior, con el que propone la aprobación del Reglamento del artículo 3° A de la ley N° 18.918, sobre contratación de personal para los Senadores y Comités Parlamentarios, con cargo a sus

asignaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.435-14. 


Agrega que los contratos del personal de los Honorables Senadores se celebrarán por la Corporación a contar del 1° de enero próximo, para lo cual las disposiciones del Reglamento regulan lo señalado en el artículo 3° A de la ley N° 18.918. 


Añade que se consideran los casos normales de terminación contemplados en el Código del Trabajo, más las causales excepcionales derivadas del hecho de tratarse de personal de exclusiva confianza de los parlamentarios. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, se aprueba por 31 votos a favor y un pareo, con una modificación consistente en reemplazar, en el inciso segundo del artículo 13, la frase “procederá el desahucio” por “procederá por ello el término”. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto aprobado por el Senado es el siguiente:

“REGLAMENTO DEL ARTÍCULO 3o A DE LA LEY 18.918, SOBRE CONTRATACIÓN DE PERSONAL PARA LOS SENADORES Y COMITÉS PARLAMENTARIOS, CON CARGO A SUS ASIGNACIONES.


Artículo 1o.- El presente reglamento se dicta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3o A de la Ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y tiene por objeto regular las materias contenidas en dicha disposición, en relación a la contratación del personal necesario para prestar servicios en los Comités Parlamentarios o para los señores Senadores. Este reglamento no será aplicable a las personas naturales o jurídicas que los Senadores dispongan contratar con cargo a su asignación de asesoría externa, definida en la letra B) del Capítulo III del Acuerdo del Consejo Resolutivo de asignaciones parlamentarias de fecha 5 de septiembre de 2011, que se regirá por su respectivo reglamento, ni a los servicios menores de gastos operacionales establecidos en el mismo Acuerdo.


Artículo 2o.- La prestación de servicios del personal a que se refiere este reglamento se efectuará en la modalidad de contrato de trabajo, cuando los servicios se presten bajo vínculo de subordinación y dependencia o como contrato de prestación de servicios civiles a honorarios, cuando no exista dicha dependencia o sean prestados por personas jurídicas.

Cuando los servicios a prestar sean bajo dependencia y subordinación, el contrato de trabajo del personal a que se refiere el artículo anterior será celebrado por el Secretario General del Senado, y esta corporación tendrá la calidad de empleador para los efectos legales.

La retribución por la prestación de servicios del personal del inciso primero se financiará con cargo a las respectivas asignaciones parlamentarias.

Artículo 3o.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, será de responsabilidad privativa  de cada Senador o del Comité parlamentario respectivo, en su caso:

a) La selección de la persona a contratar, determinando en  cada caso los requisitos de capacidad, calificación, idoneidad y rendimiento que sean exigibles.

b) La asignación de tareas y labores a desempeñar, así como la fiscalización superior inmediata  del cumplimento de las obligaciones emanadas del contrato, y

c) Indicar el monto de la remuneración u honorario de los servicios y las demás condiciones del contrato dentro del marco establecido en este reglamento.

En todo ello, se deberá dar cumplimiento a las exigencias de idoneidad, competencia laboral y profesional, probidad, y demás contenidas en el artículo 2° del Código del Trabajo en relación a la no discriminación.


Artículo 4o.- Cada Senador o Comité parlamentario deberá informar por escrito a la unidad administrativa del Senado encargada de la administración de los contratos del personal a que se refiere el presente reglamento, la identidad de cada persona a contratar junto con la información y documentación necesaria para la confección del correspondiente contrato y los demás trámites administrativos correspondientes.


Será obligación del Senador o Comité comunicar oportunamente por escrito las modificaciones a introducir en los respectivos contratos.


Artículo 5o.- El personal regido por el presente reglamento que preste servicios en la modalidad de contrato de trabajo, se regirá por las normas del Código del Trabajo en las materias específicas contenidas en el artículo 3°A de la Ley 18.918 y por las contenidas en este reglamento.


Artículo 6o.- El personal contratado para prestar servicios en forma independiente o por personas jurídicas se regirá por las normas correspondientes del Código Civil y por lo prescrito en el presente reglamento.


Artículo 7o.- Los contratos de trabajo de los trabajadores que se contraten de acuerdo a las normas del presente reglamento contendrán, al menos, las cláusulas obligatorias establecidas en el artículo 10° del Código del Trabajo, sin perjuicio de aquellas otras que, de acuerdo a lo convenido entre el Comité Parlamentario o el Senador y el trabajador, sea necesario incorporar.


Artículo 8o.- En atención a que el trabajador prestará  servicios sin la fiscalización directa inmediata del Senado, como empleador, quedará excluido de la limitación de la jornada de trabajo, de acuerdo a lo previsto en el artículo 22 del Código del Trabajo, por lo que no tendrá derecho al pago de horas extraordinarias. 

Artículo 9°.- Los trabajadores tendrán la obligación de observar estrictamente el principio de probidad, para lo cual especialmente deberán:


1. Desempeñar honesta y lealmente sus labores, con preeminencia del interés general de la Corporación por sobre el interés particular, absteniéndose de utilizar bienes de la Corporación, distintivos oficiales o el nombre del Senado o de un Senador para asuntos de carácter personal, sean o no comerciales. 


2. Mantener una conducta intachable, con una actitud de respeto y cortesía para con los parlamentarios, autoridades, invitados y otros trabajadores que se desempeñen en la Corporación.


3. Abstenerse de ejercer, mientras se desempeñen como trabajadores contratados por el Senado, cualquier actividad que pugne con sus deberes para con el Comité Parlamentario al que pertenece el Senador para el cual se desempeñe o para con el Senador bajo cuya dependencia directa se encuentre. 


Se entiende que no pugnan con las labores contratadas las actividades político partidistas que se efectúen para el Comité o Senador respectivo. 


4. Mantener  en reserva  todos los documentos, informes, cartas, oficios y, en general, todos los antecedentes que reciban, incluso aquellos que le sean proporcionados verbalmente, o a lo que tengan acceso en razón de sus labores, como direcciones particulares de autoridades, teléfonos celulares y correos electrónicos, ya sea que la información conste en instrumentos, cintas, videos, formatos digitales o cualquier otro soporte físico o virtual, salvo la expresa autorización escrita del Senador.  


La infracción a las normas de probidad establecidas en este artículo será constituirá una infracción grave a las obligaciones del contrato, que dará lugar a la terminación inmediata del contrato de trabajo, sin derecho a indemnización. 


Artículo 10°.- Cada Comité Parlamentario y Senador contará con el personal contratado por la Corporación que estime conveniente y necesario para el cumplimiento de sus cometidos y siempre que disponga de los recursos suficientes para tal fin.


El pago de las remuneraciones de este personal sólo se hará con cargo a los recursos que se consignen para la asignación fijada por la letra A) del Capítulo III del Acuerdo del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de fecha 5 de septiembre de 2011.


Para la provisión de estos trabajos el representante de cada Comité y cada Senador indicará por escrito a la unidad administrativa correspondiente, las personas que se desempeñarán en labores de apoyo en las dependencias de la Corporación o en sus oficinas regionales.


En las contrataciones con cargo a las asignaciones de los Senadores o de los Comités el monto de las remuneraciones mensuales brutas se ajustará a un rango mínimo equivalente al valor del ingreso mínimo mensual y tendrá como rango máximo el monto de recursos fijado por el Consejo Resolutivo para la respectiva asignación, y su reajustabilidad no podrá ser superior al incremento que para tal asignación determine anualmente el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, sin que el total de las asignaciones en caso alguno pueda superar esta última cantidad.


Artículo 11°.- Los Comités parlamentarios o los Senadores, en su caso, podrán convenir con el personal contratado de acuerdo a las normas del presente reglamento, en forma adicional a los sueldos, devoluciones de gastos necesarios que realice el trabajador para la prestación de sus servicios, tales como asignaciones de locomoción o colación, viáticos y otros, los que no constituirán remuneración para ningún efecto legal, y que sumadas al total de los compromisos contraídos con cargo a la respectiva asignación parlamentaria, no podrán exceder el monto máximo fijado  para ésta por el Consejo Resolutivo.


Artículo 12°.- Serán aplicables a los trabajadores regulados por este reglamento las normas contenidas en el Código del Trabajo referidas a capacidad, nacionalidad, feriado, descanso semanal, protección de las remuneraciones, servicio militar obligatorio, todas ellas del Libro I de dicho cuerpo legal y, las normas referidas a protección de los trabajadores, protección a la maternidad y permiso postnatal parental y demás títulos contenidos en el Libro II del mismo Código.


Artículo 13°.- El contrato de trabajo de los trabajadores regidos por este reglamento terminará por los casos de terminación y causas de caducidad contemplados en los artículos 159 y 160 del Código del Trabajo.


Con todo, en virtud del inciso tercero del artículo 3o A de la Ley 18.918, que califica a dichos trabajadores como de la exclusiva confianza del Comité o parlamentario para quien presta servicios, procederá por ello el término de sus contratos.


Además, el contrato de estos trabajadores terminará, en todo caso, por la cesación en el cargo del parlamentario para quien fue contratado o la expiración del Comité, aplicándose a dicho respecto lo previsto en el número 5 del artículo 159 del código laboral.


Artículo 14°.- Las formalidades a aplicar para la terminación de un contrato de trabajo del personal regido por este reglamento serán las establecidas en el Código del Trabajo.  


Artículo 15°.- Será obligación del Comité o del Senador beneficiario de la prestación de los servicios, informar oportunamente por escrito a la unidad administrativa encargada de la administraron del contrato, los hechos fundantes de una causa de caducidad del contrato y, en especial, de la pérdida de confianza, a fin de proceder a la terminación del contrato correspondiente, en los términos contenidos en las disposiciones precedentes.


Artículo 16°.- La interpretación de las normas contenidas en el presente reglamento será de competencia de la Comisión de Régimen Interior del Senado.


Artículo transitorio.- Los trabajadores que al 31 de diciembre de 2011 tengan contrato de trabajo vigente con un Comité Parlamentario  o  con uno más Senadores, y cuya contratación  solicite el Comité o Senador de conformidad al artículo 4°, podrán celebrar un nuevo contrato de trabajo teniendo como empleador al Senado.


El Senado reconocerá a dichos trabajadores el tiempo servido bajo contrato de trabajo para el respectivo Senador o Comité para los efectos del cálculo de las indemnizaciones por años de servicio a que dé lugar el nuevo contrato, sólo considerando los años cuya indemnización no se haya pagado en forma previa a la suscripción de este nuevo contrato.”.

_____________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°

19.764, con informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.066-05 y urgencia de “discusión inmediata”.

- - -


La iniciativa se aprobó en general en la sesión de la mañana de hoy y corresponde considerar una indicación presentada a su texto, del siguiente tenor: 


- Remplazar, en los incisos primero y final del artículo único, la frase "30 de junio del año 2014" por "30 de junio de 2012".

Puesta en discusión la indicación, interviene el Honorable Senador señor Pizarro.


La indicación es retirada.

- - -


Con acuerdo de la Sala, se presenta una segunda indicación, para remplazar, en los incisos primero y final del artículo único, la frase "30 de junio del año 2014" por “31 de diciembre de 2012”.

El señor Presidente la pone en discusión, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro, Escalona, Larraín Fernández y Zaldívar.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, se aprueba por 25 votos a favor, 6 en contra y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Orpis, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Allende, señores García-Huidobro, Quintana, Sabag y Pizarro, señora Rincón y señores Navarro, Gómez, Coloma, Larraín Fernández y Lagos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores García, Larraín Peña, Novoa y Prokurica. 


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Larraín Peña, Novoa y García.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Zaldívar.
- - -


Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro de Hacienda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de diciembre del año 2011 y el 31 de diciembre del año 2012, ambas fechas inclusive, el porcentaje a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de la ley Nº 19.764, que establece el reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades para facilitar la fiscalización sobre combustibles, será el que resulte de la aplicación de la siguiente escala, en función de los ingresos anuales del contribuyente durante el año calendario inmediatamente anterior:


1)
 80% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 2.400 unidades de fomento.


2)
 70% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 2.400 y no excedan de 6.000 unidades de fomento.


3)
 52,5% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 6.000 y no excedan de 15.000 unidades de fomento.



4)
31% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 15.000 unidades de fomento. 


Tratándose de contribuyentes que al momento de acogerse a este beneficio no tuvieren ingresos por el período de 12 meses inmediatamente anterior al mes en que se impetre el beneficio, se considerará que los ingresos anuales corresponden a la suma de los ingresos acumulados, según su proyección a doce meses, para lo cual los ingresos obtenidos en él o los meses respectivos deberán dividirse por el número de meses en que hubiere registrado ingresos efectivos, y multiplicarse por 12. En el momento en que el contribuyente haya completado sus primeros 12 meses de ingresos, se considerarán éstos para establecer el porcentaje de recuperación que le corresponda, según el inciso anterior, durante lo que resta del año.


Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades de fomento, según el valor de ésta en el mes respectivo y se descontará el impuesto al valor agregado correspondiente a las ventas y servicios de cada período.


Para determinar el monto de los ingresos y establecer el porcentaje de recuperación a que se tiene derecho, se deberá considerar el total de los ingresos del conjunto de personas relacionadas con el contribuyente, y que realicen actividades de transporte de carga. Para estos efectos, se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el número 2° del artículo 34 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aplicándose lo dispuesto en el inciso cuarto de dicha disposición al caso que la persona relacionada fuere cualquier contribuyente.


Lo dispuesto en este artículo se aplicará al impuesto específico que se encuentre recargado en facturas emitidas por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible, a partir del 1 de diciembre de 2011 y hasta el 31 de diciembre de 2012.”.

___________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Bianchi, Cantero, Escalona y Quintana, en primer trámite constitucional, que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación, con informe de la Comisión de

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.856-04.


En el trámite ante la Comisión informante, adhirieron a esta iniciativa los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Frei, Gómez, Girardi, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Rossi, Sabag, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar. 


Los objetivos de este proyecto son prohibir los aportes estatales directos o indirectos a personas naturales o jurídicas que persigan fines de lucro en materia de educación escolar; prohibir que los centros de formación técnica y los institutos profesionales sean personas jurídicas con fines de lucro, y limitar las relaciones societarias que puedan tener las instituciones de educación superior con personas jurídicas que persigan fines de lucro. 


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología debatió esta iniciativa solamente en general, y aprobó la idea de legislar por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Navarro, Quintana e Ignacio Walker y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general la iniciativa, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Quintana, Walker (don Ignacio), Escalona y Navarro y señoras Pérez San Martín y Allende.


Queda pendiente la discusión en general de este asunto.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Coloma señala que se encuentra en Tabla el proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales, (Boletín N° 7.328-03), con urgencia de “discusión inmediata”.


En el evento de que el Ejecutivo retire la urgencia al proyecto, solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que sea tratado y despachado en la sesión del día martes 3 de enero de 2012, y que el plazo para presentar indicaciones se extienda hasta el día 9 de enero. 


Así se acuerda.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que la Honorable Senadora señora Rincón, ha requerido que se dirija oficio, en su nombre, a la autoridad y en relación con la materia que se consigna, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la Senadora indicada, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Quintana (en el tiempo del Comité Partido por la Democracia), Cantero (en el tiempo del Comité Independientes), Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social y Partido Demócrata Cristiano) y Escalona (en el tiempo del Comité Partido Socialista), quienes se pronuncian o solicitan el envío de oficios en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Radical Social Demócrata, Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional.


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE EL SISTEMA DE ELECCIONES PRIMARIAS PARA LA NOMINACIÓN DE CANDIDATOS A PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, PARLAMENTARIOS Y ALCALDES

(7911-06)


Con motivo del Mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7911-06.

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1°.- La presente ley establece y regula un sistema de elecciones primarias a ser usado por los partidos políticos para la nominación de candidatos a los cargos de elección popular que determina la ley, en virtud de lo dispuesto en el número 15° del artículo 19 de la Constitución Política. 

Artículo 2°.- Los partidos políticos, cuando así lo determinen sus organismos internos, en conformidad a sus estatutos y a las disposiciones de la ley N°18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, podrán participar en procesos de elecciones primarias para la nominación de candidatos a cargos de Presidente de la República, Senador, Diputado y  Alcalde en la forma y condiciones que establece esta ley. 

TÍTULO I

DE LAS ELECCIONES PRIMARIAS

Párrafo 1°

De la Realización de las Elecciones Primarias y su Fecha

Artículo 3°.- El Servicio Electoral deberá organizar una elección primaria conjunta para la nominación de los candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Parlamentarios, y otra para el cargo de Alcalde. 

La elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Parlamentarios será de carácter nacional y deberá realizarse el vigésimo domingo anterior a la fecha de la elección de Presidente de la República.

La elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Alcalde deberá realizarse el vigésimo domingo anterior a la fecha de las elecciones municipales.

Las elecciones primarias se realizarán simultáneamente en las fechas indicadas para todos los candidatos de los partidos políticos y pactos electorales que participen en ellas.

Artículo 4°.- Lo señalado en el artículo anterior regirá siempre y cuando algún partido político o pacto electoral de partidos políticos, haya declarado candidaturas para las elecciones primarias para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República, de Parlamentarios o de Alcaldes, según corresponda, de conformidad a lo señalado en los artículos 14 y 15, y éstas hayan sido aceptadas por el Servicio Electoral.

Las elecciones primarias se realizarán sólo en los territorios electorales donde se hayan declarado candidatos.

Para efecto de esta ley, se entenderá como territorio electoral, en el caso de la elección de Presidente de la República, a todas las circunscripciones electorales existentes; en el caso de la elección de Senadores, al territorio comprendido por las circunscripciones senatoriales; en el caso de la elección de Diputados, al territorio comprendido por el distrito electoral; y en el caso de la elección de Alcaldes, al territorio de la comuna.

Artículo 5°.- No procederá la realización de elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República, cuando las elecciones presidenciales sean convocadas en virtud de las situaciones señaladas en el inciso cuarto del artículo 26, el inciso segundo del artículo 28 y el inciso cuarto del artículo 29 de la Constitución Política de la República.

Artículo 6°.- Para las elecciones primarias reguladas por esta ley, en todo lo que no sea contrario a ella y en lo que le sea aplicable, regirán las disposiciones de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios; de la ley N°18.556, Orgánica Constitucional de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral; y de la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Párrafo 2°

De la Decisión de Participar en las Elecciones Primarias

Artículo 7°.- Los partidos políticos podrán participar en la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Alcalde, en forma individual o en conjunto con otros partidos y candidatos independientes conformando un pacto electoral, y con el objeto de nominar un candidato para cada cargo en el territorio electoral que corresponda. 

En la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Parlamentarios, para cada territorio electoral, los partidos políticos podrán participar:

a) En forma individual, sin haber suscrito un pacto electoral con otros partidos, y con el objeto de determinar sus dos candidatos.

b) En forma individual, habiendo suscrito un pacto electoral con otros partidos, y con el objeto de determinar su propio candidato dentro del pacto.

c) En conjunto con otros partidos con los cuales ha suscrito un pacto electoral, y con el objeto de determinar los dos candidatos de dicho pacto. 

En la elección conjunta de Presidente y de Parlamentarios podrá haber un pacto electoral para las elecciones presidenciales y otro diferente para las elecciones parlamentarias. 

El pacto para las elecciones parlamentarias deberá ser común, abarcando todas las circunscripciones senatoriales y distritos.

El pacto para las elecciones de Alcaldes deberá ser común, abarcando todas las comunas.

Artículo 8°.- Corresponderá al Consejo General de cada partido político la decisión de participar en una elección primaria para la nominación de su candidato a Presidente de la República, el hacerlo en forma individual o por medio de un pacto electoral, y la nominación de los candidatos para dicha elección. 

El Consejo General deberá pronunciarse respecto de las decisiones señaladas en este artículo, cuando así lo solicite la Directiva Central del partido o un 10% de los miembros de dicho Consejo.

Artículo 9°.- Corresponderá al Consejo General de cada partido político la decisión de participar en elecciones primarias para la nominación de candidatos a los cargos de Parlamentarios y de Alcaldes, los territorios electorales en que se participará, el hacerlo en forma individual o por medio de un pacto electoral, y la nominación de los candidatos para dichas elecciones. 

El Consejo General deberá pronunciarse respecto de las decisiones señaladas en este artículo, cuando así lo solicite la Directiva Central del partido o el Consejo Regional que corresponda. 

El Consejo Regional deberá pronunciarse sobre solicitar al Consejo General del partido elecciones primarias de Parlamentarios o de Alcaldes en algún territorio electoral de su jurisdicción, si así lo solicita la Directiva Regional del partido o un 10% de los miembros del mismo Consejo Regional.

Artículo 10.- La decisión de realizar el proceso de elecciones primarias podrá hacerse en forma separada para la nominación del candidato o candidatos de cada cargo de elección popular, no siendo obligatorio someter al mismo proceso a todos los cargos que se elijen en una misma elección. 

El proceso de elecciones primarias deberá abarcar todo el territorio electoral que corresponda al cargo cuyos candidatos se quieren nominar.

Artículo 11.- Será requisito para participar en la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Alcalde, que el partido político o pacto electoral declare al menos un número superior de candidatos a los cargos a definir.

Será requisito para participar en una la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Parlamentarios, que el partido político o pacto electoral declare al menos un número superior de candidatos a los cargos a definir.

Artículo 12.- El pacto electoral para la elección de Presidente de la República deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral, antes del vencimiento del plazo para efectuar las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias, mediante la presentación de los siguientes documentos:

a) Declaración suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en pacto electoral para la elección primaria de Presidente de la República, de apoyar en la elección definitiva al candidato que resulte nominado de este proceso y las demás exigencias señaladas en el inciso cuarto del artículo 3° bis de la ley N°18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y

b) Declaración de las candidaturas para la nominación al cargo de Presidente de la República para la elección primaria.

El pacto electoral para la elección de Presidente de la República se entenderá constituido a contar de la fecha de su formalización. Los partidos políticos que hubieren constituido un pacto electoral no podrán acordar otro, a menos que aquél fuere dejado sin efecto. Sólo se podrá dejar sin efecto este pacto electoral antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas, siempre y cuando los partidos que lo integren hayan dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 29, inciso primero, de la ley Nº18.603, y exista acuerdo unánime entre ellos. Este acuerdo deberá ser comunicado al Director del Servicio Electoral, mediante una declaración suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos políticos de que se trate, antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas.

El pacto electoral para las elecciones presidenciales también se podrá dejar sin efecto antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas señalado en el artículo 6° de la ley N°18.700, a requerimiento de uno de los partidos políticos integrantes del mismo, presentado ante el Director del Servicio Electoral, siempre que se cumpla alguna de las circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 41.

Artículo 13.- En el caso que dos o más partidos políticos decidan participar en las elecciones de Parlamentarios o Alcaldes conformando un pacto electoral, y decidan resolver la nominación de alguno de sus candidatos a Parlamentario o Alcalde por elecciones primarias, el pacto electoral deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral antes del vencimiento del plazo para efectuar las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias, mediante la presentación de los siguientes documentos:

a) Declaración suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en pacto electoral para la elección primaria, de apoyar en la elección definitiva a los candidatos que resulten nominados de este proceso y las demás exigencias señaladas en el inciso cuarto del artículo 3° bis de la ley N°18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y

b) Declaración de las candidaturas para la nominación de los cargos de Parlamentarios o de Alcaldes para las elecciones primarias.

Los pactos electorales suscritos con ocasión de estas elecciones primarias de Parlamentarios o de Alcaldes, se entenderán constituidos a contar de la fecha de su formalización y tendrán validez hasta el término de la elección definitiva de Parlamentarios o de Alcaldes y concejales según se trate. No será necesaria la formalización del pacto conforme al artículo 3° bis de la ley N°18.700, o al artículo 110 de la ley N°18.695, con ocasión de la inscripción de candidatos a Parlamentarios o a Alcaldes y concejales, cuya nominación no se haya hecho por medio de elecciones primarias, bastando en tal caso la declaración de candidaturas suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos integrantes del pacto.

Los partidos políticos que hubieren constituido un pacto electoral no podrán acordar otro, a menos que aquél fuere dejado sin efecto. Sólo se podrá dejar sin efecto este pacto electoral antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas para las elecciones primarias, siempre y cuando los partidos que lo integren hayan dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 29 de la ley Nº18.603, y exista acuerdo unánime entre ellos. Este acuerdo deberá ser comunicado al Director del Servicio Electoral, mediante una declaración suscrita por los presidentes y secretarios de los partidos políticos de que se trate, antes del vencimiento del plazo para declarar candidaturas.

Párrafo 3°

De la Declaración de Candidaturas

Artículo 14.- Las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República, a Parlamentario y a Alcalde para participar en las elecciones primarias, sólo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del septuagésimo día anterior a aquél en que deba realizarse la elección primaria.

Ningún candidato podrá figurar en más de una declaración de candidaturas.

Artículo 15.- Los candidatos nominados para participar en las elecciones primarias por un partido político que lo haga en forma individual, deberán estar afiliados al partido. Podrán ser también independientes sin militancia, en el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Alcalde, cuando el partido haya suscrito un pacto sólo con independientes; y en el caso de las elecciones parlamentarias, cuando el partido haya suscrito un pacto electoral con otros partidos conforme al artículo 13.

Los candidatos nominados para participar en las elecciones primarias por un pacto electoral deberán estar afiliados a cualquiera de los partidos integrantes del pacto, o ser independientes sin afiliación política.

No podrán participar en las elecciones primarias las candidaturas independientes que no sean presentadas ni cuenten con el patrocinio de partidos políticos o de pactos electorales.

Artículo 16.- Junto con cada declaración de candidatura, el partido político o el pacto electoral deberá adjuntar una norma para determinar el padrón electoral que se señala en el artículo 20, que podrá ser diferente según se trate de elecciones presidenciales, parlamentarias o municipales.

Artículo 17.- La declaración de encargados de trabajos electorales y de nombramientos de apoderados, señalada en el artículo 7° de la ley N°18.700, podrá hacerse en forma separada por cada candidato, aún en los casos en que ellos fueran del mismo partido político o pacto electoral.

Artículo 18.- Los candidatos independientes nominados para participar en las elecciones primarias por los partidos políticos o pactos electorales, no requerirán de los patrocinios señalados en los artículos 8° y 13 de la ley N°18.700.

Artículo 19.- El Servicio Electoral deberá verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales de las candidaturas para postular a cada cargo.

El cumplimiento de los requisitos para ser candidato se evaluará siempre en relación a la fecha de la elección definitiva y, en ningún caso, en relación a la fecha de la elección primaria. 

El plazo para que el Director del Servicio Electoral acepte o rechace las declaraciones de candidaturas para participar en las elecciones primarias de conformidad al artículo 17 de la ley N°18.700, será de cinco días.

Párrafo 4°

De los Padrones Electorales

Artículo 20.- Cada partido político o pacto electoral que participe en las elecciones primarias, deberá presentar al Servicio Electoral para cada tipo de primaria, ya sea presidencial, parlamentaria o de alcalde, junto con la declaración de candidaturas, la norma de cómo se determinará el padrón electoral de los electores con derecho a sufragio en su caso.

La norma deberá contemplar una de las siguientes opciones de electores:

a) Sólo los afiliados al partido inscritos con derecho a sufragio, en el caso que el partido participe en forma individual.

b) Sólo los afiliados al partido, e independiente sin afiliación política, inscritos con derecho a sufragio, en el caso que el partido participe en forma individual.

c) Sólo los afiliados a los partidos integrantes del pacto inscritos con derecho a sufragio, en el caso de un pacto electoral.

d) Sólo los afiliados a los partidos integrantes del pacto e independientes sin afiliación política inscritos con derecho a sufragio, en el caso de un pacto electoral.

e) Todos los electores inscritos con derecho a sufragio.

Artículo 21.- El Servicio Electoral confeccionará el padrón electoral de cada mesa receptora de sufragios que contendrá a los electores inscritos en el registro de la mesa.

El padrón contendrá, para cada elector, los antecedentes del libro de registro electoral que corresponde a la mesa receptora de sufragios. Además, señalará si el elector se encuentra con su inscripción vigente y si está habilitado para sufragar. En caso contrario, indicará en forma destacada su inhabilidad para sufragar indicando la causal. 

Respecto de los electores habilitados para sufragar en las elecciones primarias, el padrón señalará las primarias de los partidos o pactos electorales en que tiene derecho a sufragio, conforme a la norma indicada por cada partido o pacto, según lo señalado en el artículo anterior. El padrón contemplará, además, un espacio para la firma y el número de serie de la cédula, respecto de cada una de las primarias que se realicen en el territorio electoral al que corresponde la mesa receptoras de sufragios. 

Artículo 22.- El padrón electoral de cada mesa receptora de sufragios reemplazará, en forma conjunta, al libro de registro electoral correspondiente a la mesa receptora de sufragios y al cuaderno de firmas que se señala en el artículo 62 de la ley N°18.700.

Párrafo 5°

De las Cédulas Electorales y del Derecho a Sufragio de los Electores

Artículo 23.- Para la elección primaria conjunta para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente y de Parlamentarios, habrá cédulas electorales diferentes, existiendo una para la elección de Presidente de la República, y otra para la de Senadores y de Diputados.

Existirá una cédula electoral diferente para cada elección primaria de un partido político o pacto electoral.

Las cédulas electorales serán confeccionadas por el Servicio Electoral, en número suficiente para que puedan sufragar todos los electores indicados por los partidos políticos o pactos electorales en la norma señalada en el artículo 20. 

El orden de los candidatos y partidos políticos en la cédula y sus códigos de identificación serán determinados por el Servicio Electoral, mediante sorteo.

Artículo 24.- Cuando, de acuerdo con el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios, un elector tenga derecho a sufragar en las elecciones primarias de más de un partido político o pacto electoral, deberá libremente elegir en cuál de ellas desea sufragar. 

En virtud de lo dispuesto en el  inciso anterior, el elector recibirá para emitir su sufragio una sola cédula electoral para la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Presidente de la República; una sola para la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Senador; una sola para la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Diputado, y una para la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Alcalde, siempre que estas elecciones primarias se realicen en la circunscripción electoral a que corresponde la mesa receptora de sufragios. 

Artículo 25.- En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República, de Parlamentario y de Alcalde, el elector deberá sufragar marcando la preferencia por uno solo de los candidatos que aparecen en la cédula electoral. 

Párrafo 6°

Inscripciones Electorales, Propaganda, Mesas Receptoras de Sufragios, Vocales de Mesas, Acto Electoral y Apoderados

Artículo 26.- El Servicio Electoral determinará el número de mesas receptoras de sufragios y el número de urnas que se instalarán por cada mesa; dispondrá los útiles electorales; y dictará las normas que rigen la propaganda electoral, la votación, el escrutinio y, en general, todo aquello relativo al acto 

eleccionario, en conformidad con las disposiciones que se establecen en este párrafo.

Artículo 27.- Las Juntas Inscriptoras señaladas en la ley N°18.556, Orgánica Constitucional de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, suspenderán su funcionamiento y la inscripción de electores desde el septuagésimo día anterior a una elección primaria y lo reanudarán el tercer día hábil siguiente a esa elección.

Artículo 28.- El Director del Servicio Electoral podrá aplicar la facultad señalada en el artículo 37 de la ley N°18.700, referente a reunir dos o más registros en una mesa receptora de sufragios, en forma transitoria y sólo para las elecciones primarias, cuando así lo considere necesario en base a la experiencia relativa a la participación y concurrencia de electores a votar en otras elecciones primarias. Las mesas fusionadas podrán superar los 350 electores.

La determinación del número de mesas receptoras de sufragios y los registros electorales que correspondan a cada una de ellas, conforme al artículo 38 de la ley N°18.700, se realizará el quincuagésimo día anterior al de la elección primaria.

Artículo 29.- En las elecciones primarias las mesas estarán constituidas por tres vocales, que serán designados por la Junta Electoral respectiva, por medio de un sorteo, de entre aquéllos que se hayan desempeñado como vocal en la última elección general, ya sea de parlamentarios o municipal.

En el caso que se aplique lo señalado en el artículo anterior, la Junta Electoral procederá a elegir tres vocales por sorteo, de entre todos los que correspondan a las mesas o registros que se reunieron en una sola.

Artículo 30.- El sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario. No será aplicable a las elecciones primarias lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 60 y en el artículo 139 de la ley N°18.700. 

Artículo 31.- En las elecciones primarias, para identificar a los electores con derecho a sufragio, se les requerirá la presentación de su cédula nacional de identidad o de su cédula de identidad para extranjeros, la que deberá encontrarse vigente.

No procederá la identificación de los electores conforme al artículo 63 de la ley N°18.700.

Artículo 32.- La facultad conferida a los partidos políticos para designar sedes y apoderados, contenida en los artículos 157 y 159 de la ley N°18.700, se entenderá también conferida a cada uno de los candidatos que participen en una elección primaria.

Párrafo 7°

De la Calificación de la Elección Primaria

Artículo 33.- Resultará nominada para la elección definitiva, en el caso de las elecciones Presidenciales o de Alcalde, aquella o aquellas candidaturas que hubieren obtenido la mayor votación individual.

En el caso de las elecciones parlamentarias, será elegida la o las mayores votaciones individuales, según corresponda.

Artículo 34.- El Tribunal Calificador de Elecciones proclamará como candidatos nominados para la elección definitiva de Presidente de la República o de Parlamentarios, en cada territorio electoral, a los candidatos de cada partido político o pacto electoral que haya participado en las elecciones primarias, en conformidad a lo señalado en el artículo anterior. En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidatos al cargo de Alcalde, dicha proclamación corresponderá al Tribunal Electoral Regional.

Artículo 35.- Para el caso de las elecciones primarias de Presidente de la República y Parlamentarios, el proceso de calificación y la determinación de los candidatos nominados deberá quedar concluido dentro de los veinticinco días siguientes de la elección primaria, aún en el caso que se hayan presentado reclamaciones de nulidad o solicitudes de rectificación, en virtud de lo señalado en los artículos 96 y 97 de la ley N°18.700.

Para el caso de las elecciones primarias de Alcaldes, el proceso de calificación y la determinación de los candidatos nominados deberán quedar concluidos dentro de los quince días siguientes de la elección primaria en primera instancia, y dentro de los veinticinco días siguientes de la elección primaria en caso de apelación. Lo anterior, aún en el caso que se hayan presentado reclamaciones de nulidad o solicitudes de rectificación, en virtud de lo señalado en los artículos 96 y 97 de la ley N°18.700.

Artículo 36.- En el caso que el Tribunal Calificador de Elecciones o el Tribunal Electoral Regional, según corresponda, declaren por cualquier causa la nulidad de una elección primaria, ya sea de Presidente de la República, de Parlamentarios o de Alcaldes, ésta no podrá repetirse. En tal caso, no habrá candidatos proclamados como nominados, debiendo los partidos políticos o pactos electorales proceder conforme a lo señalado en las letras a) o b) del artículo 41, según corresponda.

Artículo 37.- El acuerdo del Tribunal Calificador de Elecciones o del Tribunal Electoral Regional, según corresponda, por el que se proclame a cada candidato nominado, se comunicará por escrito al Servicio Electoral, al partido político que lo declaró como candidato, o a todos los partidos políticos integrantes del pacto electoral que lo declararon como candidato, si correspondiere, y al candidato nominado.

Párrafo 8°

De los Efectos Vinculantes de las Elecciones Primarias

Artículo 38.- Los candidatos nominados por el Tribunal Calificador de Elecciones o por el Tribunal Electoral Regional, según corresponda, en virtud de una elección primaria, serán considerados por el Servicio Electoral como candidaturas aceptadas para todos los efectos legales, deberán ser inscritos en el registro señalado en el artículo 19 de la ley N°18.700 y en el artículo 116 de la ley N°18.695, y no podrán ser objeto de reclamación alguna.

Artículo 39.- Si en la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Presidente de la República o de Alcalde de un partido político o pacto electoral, hubiere resultado un candidato nominado de conformidad a lo señalado en el artículo 33, los demás candidatos que hubieran participado en dicha elección primaria y que no hubieren resultado nominados, no podrán presentarse como candidatos en la elección definitiva por el mismo cargo y territorio electoral, ni el partido político o pacto electoral podrá declarar otros candidatos. Lo anterior es sin perjuicio de la excepción contenida en el artículo 41.

Artículo 40.- Si en la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de parlamentarios de un partido político o pacto electoral, hubieren resultado nominados como candidatos, según lo dispuesto en el  artículo 33,  la totalidad de los cargos que se decidió someter a elecciones primarias, conforme a lo señalado en el inciso segundo del artículo 7°, los demás candidatos que hubieren participado en dicha elección primaria y que no hubieren resultado nominados, no podrán presentarse como candidatos en la elección definitiva por el mismo cargo y territorio electoral, ni el partido político o pacto electoral podrá declarar otros candidatos por el mismo territorio electoral. Lo anterior es sin perjuicio de la excepción contenida en el artículo 41.

Artículo 41.- Si un candidato nominado según lo dispuesto en el artículo 33, fallece, o renuncia a su candidatura por medio de una declaración ante notario, después de su nominación y antes de la fecha de la declaración de candidaturas señaladas en el artículo 6° de la ley N°18.700, y en el artículo 107 de la ley N°18.695, se procederá como sigue:

a) Si se trata de un candidato Presidencial o a Alcalde, el partido político, el pacto electoral y los partidos que lo integran, quedarán liberados para designar sus candidatos, en forma individual o en pacto electoral, de acuerdo a sus estatutos y a lo dispuesto en las leyes Nos 18.603, 18.700 y 18.695, pudiendo en tal caso nominar a cualquiera de los candidatos que participaron en la elección primaria, o a otra persona si así lo deciden.

b) Si se trata de un candidato al Congreso Nacional, el partido político o el pacto electoral quedará liberado para designar al candidato faltante, de acuerdo a sus estatutos y a lo dispuesto en las leyes Nos 18.603 y 18.700, pudiendo en tal caso nominar a cualquiera de los candidatos que participó en la elección primaria, o a otra persona, si así lo deciden.

TÍTULO III

DEL GASTO ELECTORAL

Artículo 42.- A las elecciones primarias les serán aplicables las disposiciones contenidas en la ley N°19.884, en todo lo que no sea contrario a esta ley y, en lo que le sea aplicable, salvo lo señalado en el párrafo 2° del Título II y en el Título Final de esa ley, y considerando las excepciones que se señalan en los artículos siguientes de este título.

Artículo 43.- Se entenderá por período de campaña electoral aquel comprendido entre el día que venza el plazo para declarar candidaturas para elecciones primarias y el de la elección primaria.

Artículo 44.- Los límites al gasto electoral que se aplicarán en el caso de las elecciones primarias, serán equivalentes al 25% de los valores señalados en el artículo 4° de la ley N°19.884, según el tipo de elección.

TÍTULO IV

SANCIONES

Artículo 45.- Los actos en contravención a esta ley se sancionarán de conformidad a lo señalado en el Título VII de la ley N°18.700, en lo que fuere procedente.

Artículo 46.- A los partidos políticos que no den cumplimiento a lo establecido en esta ley, o en sus estatutos, respecto de la realización de elecciones primarias, les serán aplicables las disposiciones contenidas en los Títulos VIII y IX de la ley N°18.603, en lo que corresponda.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- La presente ley comenzará a regir a partir del día de su publicación, siempre que a esa fecha faltaren, al menos, 210 días para la realización de la próxima elección general. De lo contrario, regirá a partir del primer día del mes siguiente de realizada la última elección.

En el evento que entre la fecha de la publicación de la ley y la de la elección municipal correspondiente al año 2012 mediaren menos de 240 días, la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de Alcalde se realizará el decimoséptimo domingo anterior a la fecha de dicha elección municipal.

Artículo segundo.- El gasto fiscal que irrogue la puesta en marcha de la presente iniciativa durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.


    *********


  Hago presente a V.E. que todos los artículos del proyecto fueron aprobados, en general,  por 104 Diputados y, en particular, por 106; con excepción de los siguientes artículos, que fueron aprobados en particular con la votación que se indica: 3°, por 101 Diputados; 7° y 9°, por 87 Diputados; 14, por 97 Diputados; 15 y 20, por 86 Diputados, en todos los casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo preceptuado por el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política.  

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RESPECTO DE COMUNICACIÓN DE ÓRDENES DE APREMIO EN JUICIOS DE ALIMENTOS

(7765-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Alvear y señores Espina, y Larraín, don Hernán.


A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa asistieron, especialmente invitados, la Jueza del Tercer Tribunal de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni, y el Director del Departamento de Derecho Privado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Mauricio Tapia.


Concurrieron, asimismo, la Directora Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina González; el asesor parlamentario de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash, y el asesor legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.

- - - 


No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, la Comisión lo discutió sólo en general y acordó, unánimemente, proponer que la Sala proceda de la misma forma, con el fin de considerar, durante la discusión en particular de esta iniciativa, otras proposiciones que la perfeccionen.

- - - 

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


Facilitar el cumplimiento de las sentencias que condenan al pago de pensiones alimenticias en favor de menores de edad.

ANTECEDENTES

1.- De Derecho


1.1.- Ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de Justicia, de 30 de mayo del año 2000.


1.2.- Ley Nº 17.322, que establece Normas para la Cobranza Judicial de Cotizaciones, Aportes y Multas de las Instituciones de Seguridad Social.

2.- De Hecho


La Moción que da origen al presente proyecto modifica el artículo 14 de la ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias. Este precepto, junto con el artículo 16, faculta al juez de familia para imponer un conjunto de medidas de apremio para hacer efectivo el pago de pensiones de alimentos.


En lo que interesa a este informe, el artículo 14 faculta al juez para decretar el arresto nocturno, hasta por quince días, del deudor de pensiones alimenticias impagas, medida que se puede repetir hasta obtener la cancelación de la suma adeudada. Agrega que si el demandado no cumple con su obligación el tribunal puede ampliar dicho plazo de arresto hasta por treinta días.




Asimismo, el juez de familia puede autorizar a la policía para que allane y descerraje el domicilio del demandado y ordenar que sea conducido directamente ante Gendarmería.





Si el alimentante no es habido en el domicilio que consta en el proceso, el juez  puede ordenar a la fuerza pública que averigüe su paradero y adopte todas las medidas necesarias para hacer efectivo el apremio.





La Moción hace presente que estas medidas de apremio, si no han tenido resultados positivos después de que hayan sido tramitadas por las unidades policiales a quienes se ordenó su ejecución, son devueltas al tribunal, no quedando registro de las mismas, lo que impide que ellas se mantengan vigentes, haciendo ineficaz la acción judicial.





Con el fin de solucionar este problema, y siguiendo el ejemplo de lo que prescribe el artículo 12 de la ley N° 17.322 -que establece Normas para la Cobranza Judicial de Cotizaciones, Aportes y Multas de las Instituciones de Seguridad Social-, se propone modificar el inciso tercero del mencionado artículo 14 para establecer expresamente que tanto la orden de apremio como su suspensión, deberán ser comunicadas a la Policía de Investigaciones de Chile, para su registro, de forma de aumentar la efectividad de esta medida de apremio.

- - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al comenzar el estudio de esta iniciativa, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear ofreció la palabra a la Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni.


La invitada comenzó su intervención agradeciendo la invitación cursada para tratar este proyecto que se vincula con materias que ha debido analizar como integrante de una unidad de apoyo de la Corte Suprema para el estudio de la reforma a la legislación de familia. 


A continuación, hizo presente que si bien se habían producido importantes progresos en los juicios declarativos de alimentos aún faltaba avanzar en el perfeccionamiento de las normas relativas a la ejecución de las sentencias de los Tribunales de Familia. 


Manifestó que estos tribunales han mejorado su funcionamiento acortando significativamente los plazos en que se realizan las audiencias y se resuelven los asuntos sometidos a su conocimiento. Lo anterior, explicó, se ha debido a cambios administrativos implementados a partir de diversos Autos Acordados que ha dictado la Excma. Corte Suprema, entre los cuales destaca el Acta N° 98, del año 2009.


Señaló que algunas de las disposiciones contenidas en ellos debieran traducirse en normas de rango legal para un mejor desarrollo de todos los procedimientos que inciden en la ejecución de las sentencias que dictan los tribunales de familia.


Seguidamente, se refirió a los criterios de interpretación que utilizan los mencionados tribunales en materia de alimentos. 


En primer lugar, recordó que los alimentos que se les deben a los menores de edad tienen el carácter de derecho fundamental, pues garantiza la supervivencia de los niños, asegurando su adecuado desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. Este derecho, acotó, es uno de los pilares esenciales del principio de protección del denominado “interés superior del niño”, recogido en el artículo 27 de la Convención de los Derechos del Niño.


Expresó que como correlato a lo anterior, el Estado debe tomar todas las medidas apropiadas para ayudar a los padres u otras personas obligadas por estas prestaciones a dar efectividad a este derecho, asegurando el pago de las pensiones alimenticias.


Observó que estos criterios de interpretación también están confirmados en el artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la que determina un ámbito de protección especial  los derechos fundamentales de los niños, regulando, a su vez, las obligaciones especiales de protección por parte de las familias, la Sociedad y los Estados.


En concordancia con lo anterior, indicó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha declarado que existe un “Corpus Juris” que surgió consecuencia de la evolución del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en lo relativo a la protección de la niñez y la infancia. Hizo presente que  ese conjunto de normas imponen al Estado el deber de dar protección a los niños y garantizar el pago de las obligaciones alimenticias. Recordó que ese deber también está consignado en otros instrumentos internacionales, tales como las declaraciones sobre los Derechos del Niño de 1924 y 1959; la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989; las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores (“Reglas de Beijing de 1985”); las Reglas sobre Medidas No Privativas de la Libertad en contra de Niños (“Reglas de Tokio de 1990”); las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (“Reglas de Riad de 1990”), y los instrumentos internacionales sobre derechos humanos de alcance general.


Por otra parte, recordó que para interpretar el sentido y alcance de lo que ha de entenderse por “interés superior del niño” ha de tenerse en cuenta la opinión consultiva Nº 17 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos la que establece que “el principio regulador de la normativa de los derechos del niño se funda en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades.”.


Señaló que en concordancia con lo anterior se ha precisado que ha de entenderse por “Vida Digna”, a partir de lo que dispone el artículo 4° de la Convención Interamericana. Precisó que la protección de ese Derecho impone al Estado el deber de proveer las condiciones necesarias para que la vida revista condiciones dignas que les permita a todos –especialmente niños, niñas y adolescentes- llegar a bastarse a sí mismos y facilitar su participación en la Sociedad.


Puntualizó que la legislación chilena reconoce estos principios en el artículo 16 de la ley N° 19.968 que creó los Tribunales de Familia. Esta normativa tiene por objetivo garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes que se encuentren en el territorio nacional el ejercicio y goce pleno y efectivo de sus derechos y garantías.


En ese precepto –continuó- se consagra como principios rectores del quehacer de los jueces de familia la protección del interés superior del niño y su derecho a ser oído.


Sostuvo, asimismo, que el artículo 13 de la mencionada ley impone a los jueces de familia el deber de proceder con la mayor celeridad posible  para otorgar protección a los niños; dar curso progresivo al procedimiento, salvar errores formales y omisiones subsanables, y solicitar a las partes antecedentes necesarios para la debida tramitación y fallo de las causas que afectan a menores.


Manifestó que este marco normativo crea un sistema especial de actuación en el ámbito de la judicatura de familia que es distinto al que impera en materia civil o penal.


Resaltó que esta diferencia también debe expresarse en la ejecución de las sentencias que imponen obligaciones al alimentante. Se trata –sostuvo- de resguardar los derechos de un niño frente a un adulto que tiene una obligación moral y legal, que va más allá del campo de los deberes contractuales meramente civiles. En materia de alimentos, agregó, existe un compromiso de carácter ético, con relevancia jurídica y social, entre el deudor y el beneficiario. 


Afirmó, en concordancia con los criterios indicados, que resulta indispensable lograr que estos principios que protegen los derechos de los niños, niñas y adolescentes se apliquen efectivamente con ocasión de la ejecución de las obligaciones alimenticias decretadas judicialmente.


Seguidamente, se refirió a los problemas que se presentan en la implementación de las resoluciones que dictan los tribunales de familia.


En primer lugar, señaló que era indispensable aclarar, en el artículo 14 de la ley N° 14.908, el alcance de las normas sobre notificaciones de las resoluciones judiciales. Hizo presente que si bien en estos juicios declarativos la resolución que comunica una medida de apremio debe notificarse personalmente o por cédula, las restantes resoluciones debieran notificarse por el estado diario. Como esto último no está claramente establecido,  muchas resoluciones se están notificando personalmente o por cédula lo que retarda estos procedimientos.


En segundo lugar, indicó que era necesario determinar qué domicilio va a ser válido para notificar la ejecución de una sentencia que impone obligaciones al alimentante. En otras palabras si dicha resolución se puede notificar en el domicilio que fijó el demandado o también en el que ha indicado la parte demandante.


Asimismo, expresó que era importante dilucidar las dudas que existen respecto a si la medida de apremio también  hay que notificarla al abogado del alimentante. Explicó que la no resolución de esta cuestión genera retrasos en estos juicios.


Señaló que todas estas cuestiones debían resolverse previamente a una medida de apremio.


Luego, hizo presente que en materia de ejecución de  sentencias y aplicación de medidas de apremio los tribunales de familia no sólo debían coordinarse con Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones sino que también con Gendarmería de Chile. Al respecto señaló que, por ejemplo, en la ciudad de Concepción tuvieron que adoptarse medidas administrativas para que Gendarmería recibiera detenidos más allá de las 17:00 horas.


A continuación, puntuaizó que se ha interpretado muy restrictivamente la facultad del juez para decretar un allanamiento que contempla el inciso tercero del artículo 14 de la Ley sobre Abandono de Familia. En la medida que dicha disposición establece que éste sólo se puede decretar cuando se estime estrictamente necesario, sucede que el allanamiento sólo se utiliza excepcionalmente lo que muchas veces impide detener a personas que se sabe que están en sus domicilios pero que se niegan a entregarse. En este sentido, sugirió legislar para precisar  que la orden de arresto al alimentante debe despacharse siempre con facultades de allanamiento y descerrajamiento.


Por otra parte, puntualizó que se requiere perfeccionar las normas relativas a la suspensión de la licencia de conducir del deudor, medida que en parte ha sido regulada por el Auto Acordado 55-2008 de la Excma. Corte Suprema. En dicho acuerdo se establece que la resolución que ordena la suspensión de la licencia debe hacerse efectiva mediante el envío de un oficio al Servicio de Registro Civil ordenando la inscripción de su suspensión. Asimismo, se ha previsto un procedimiento para regular la situación que se produce cuando la licencia es indispensable para el ejercicio de la actividad del alimentante. 


Sostuvo, asimismo, que era necesario revisar las normas que regulan las imputaciones al pago. En esta materia recordó que de conformidad al artículo 9° el juez de familia puede efectuar las imputaciones de pago al momento de fijarse los alimentos o después de dictada la sentencia, situación que crea problemas de interpretación. Asimismo, respecto de los alimentos provisorios sugirió que sería conveniente fijar un plazo determinado en la ley  de manera de facilitar su ejecución y promover la demanda de alimentos definitivos.


En otro orden de materias, señaló que también existen problemas en relación con las normas que regulan la responsabilidad de terceros en materia de alimentos. Sobre este punto, expresó que no se contempla un procedimiento efectivo y oportuno para llevar adelante la acción que permita establecer la solidaridad en el pago de las pensiones de alimentos y aplicar las sanciones respectivas. Al respecto, propuso considerar la posibilidad de establecer un plazo legal para que el tercero que es notificado en cumplimiento de esta obligación evacue un traslado, ya que la regulación de este punto no es pacífica en la interpretación jurisprudencial.


A continuación se refirió a los problemas que se generan cuando el alimentante es un trabajador independiente con contrato a honorarios o percibe jubilación. Al respecto, recordó que existen posiciones encontradas en orden a la posibilidad de aplicar o no por analogía las normas de retención de remuneraciones que se aplican a  los trabajadores dependientes.


En este mismo ámbito, indicó que muchas empresas, amparándose en la legislación laboral, no permiten retenciones que impliquen limitar la remuneración del alimentante a menos del 50% de lo efectivamente percibido. Sobre el punto, manifestó que debe quedar claro en la ley que las empresas no pueden  cuestionar el monto fijado por el Tribunal o por las partes, sino que deben limitarse a cumplir lo ordenado, y la retención en este caso debería efectuarse sobre el total de los haberes, salvo los descuentos estrictamente legales.


Por su parte, observó que en consonancia con el principio de igualdad y no discriminación, el límite del 50% de las rentas del alimentante debe ser revisado. Planteó que aquel de los padres que tiene a su cargo el cuidado de los hijos generalmente invierte un porcentaje bastante mayor del 50% de sus ingresos para satisfacer las necesidades de sus hijos. Por tanto, aseveró que sería deseable establecer que los aportes de los padres se realicen en proporción a sus efectivas facultades económicas. 


A este respecto, añadió que siguiendo el criterio que establece el artículo 3° de la ley Nº 14.908  -que presume que el alimentante tiene los medios para pagar sus obligaciones respecto del alimentado- también debiera presumirse legalmente que existe un nivel mínimo de necesidades de los niños que deben ser satisfechas.


En relación con las dificultades procedimentales que enfrentan los tribunales de familia hizo presente que es indispensable que la ley consagre herramientas que permiten dar curso progresivo a las causas sobre alimentos y a aquellas en que se encuentran involucrados los derechos de los niños.


En este sentido, sugirió, finalmente, seguir un modelo que ya se ha implementado administrativamente y que permite separar las causas según la tipología de casos, distinguiéndose entre las causas más complejas –donde la prueba es mayor y la intensidad de la discusión es más amplia- de aquellas que son más fáciles de resolución. Esta distinción ha permitido a los tribunales de familia concentrar audiencias de menor cuantía, en el caso de los alimentos, lo que permite dictar sentencias en la primera audiencia. Esta medida, recordó está contemplada en el Auto Acordado 98, de 2009, por lo que sugirió su incorporación en la ley.


A continuación, intervino el Director del Departamento de Derecho Privado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Mauricio Tapia, agradeció la invitación cursada e inició su presentación presentando algunas reflexiones en torno al alcance de la reforma propuesta y al contexto en que esta se enmarca.


En primer lugar precisó que de las relaciones de familia surgen derechos y obligaciones extra patrimoniales como son el de respeto recíproco y de autoridad paterna. Puntualizó que estos derechos no tienen que ver con consideraciones de orden pecuniario. 


Agregó que los deberes patrimoniales son excepcionales y se hacen especialmente exigibles cuando se produce el quiebre de las relaciones familiares.


Sostuvo que en el caso de las familias que conviven adecuadamente estas obligaciones son cumplidas sin ningún tipo de apremio, y su monto queda entregado al criterio de sus miembros, contexto en el que el derecho tiene poco que decir. Observó que esta situación cambia cuando hay un quiebre familiar o se está en presencia de filiaciones no queridas que fueron fruto de relaciones pasajeras; en este escenario cobran importancia estos derechos de contenido patrimonial porque a través ellos se asegura el sustento y la crianza de los hijos.


Señaló que los derechos de familia de índole patrimonial son obligaciones civiles, y como tales están reguardados por instrumentos muy antiguos que aseguran su cumplimiento, como son el derecho de prenda general, las garantías reales o personales, y otras medidas más excepcionales como la acción oblicua o subrogatoria y la acción pauliana. Planteó que acudir a estos instrumentos jurídicos resulta engorroso cuando se quiere proteger rápidamente los derechos patrimoniales de familia, razón por la que se ha admitido que también se puedan ocupar apremios personales, los que les da cierto cariz que los acerca al derecho penal.


Seguidamente, recalcó que los apremios personales no son una forma de pago ni reemplazan al pago de las obligaciones dinerarias emanadas de las relaciones de familia, sino que sólo sirven para presionar al deudor.


A continuación, planteó algunas interrogantes acerca de la efectividad de las medidas de apremio para conseguir el objetivo para el cual se han establecido.


Manifestó que si bien la reforma de la ley Nº 20.152 estableció un conjunto de medios para facilitar la determinación y el cobro de pensiones de alimentos -como son la facultad de retener la devolución de impuestos del alimentante, la suspensión de su licencia de conducir y la posibilidad de requerir al empleador de ese deudor que efectúe la retención de sus remuneraciones que el tribunal haya ordenado-, no reguló pormenorizadamente el procedimiento para hacer vales esos nuevos derechos. Agregó que no es razonable que existan dudas respecto a cómo deben notificarse determinadas resoluciones que imponen apremios que deben respetar el principio del debido proceso. En este sentido, insistió en la necesidad de regular adecuadamente la forma en que se aplicarán o llevarán adelante las medidas de apremio que estable la ley.


Indicó que era relevante reunir mayores antecedentes para medir el grado de cumplimiento de las medidas de apremio que decretan los tribunales de familia. Expresó que había recabado información sobre este asunto pero que no había encontrado antecedentes que dieran completa claridad a esta materia. Señaló que no existen datos precisos respecto al número de medidas de apremio quedan sin cumplirse y cuál es el grupo objetivo de personas se refiere la modificación legal propuesta por esta iniciativa. Manifestó que tampoco encontró datos sobre el número de pensiones alimenticias solicitadas.


Seguidamente, puntualizó que sólo tenía algunas estadísticas que indican que de 240 mil nacimientos que se habían producido el año 2005 alrededor de 110 mil madres demandaron una pensión alimentos. Hoy, sostuvo, existen 260.000 nacimientos por año de los cuales probablemente un 40 por ciento de ellos da lugar a una demanda de alimentos.


Agregó que de los antecedentes que ha podido reunir se puede concluir que anualmente se producen alrededor de quince mil arrestos por esta causa.


Señaló que probablemente la advertencia que se hace al demandado en los juicios por alimentos, o en la etapa de mediación previa, de que puede ser apremiado con la medida de arresto cumple un papel disuasivo importante que es necesario precisar.


Asimismo, comentó que de acuerdo con los datos que ha elaborado Gendarmería de Chile cada detenido por estas causas de alimentos cumple 11 noches de arresto, y que  durante el año recién pasado 6.058 personas egresaron de los establecimientos penitenciarios después de haber cumplido con la totalidad de la medida - o sea, sin pagar la pensión adeudada – además que 3.000 órdenes judiciales que originalmente imponían esta medida fueron dejadas sin efecto por orden del tribunal y que cerca de 4.000 personas incumplieron de una otra forma el fallo al no presentarse a una o más jornadas de encierro nocturno. Finalmente que apenas 239 personas fueron liberadas durante ese año por haber pagado la pensión adeudada, lo que demuestra que la ejecución de este apremio no tiene mayor utilidad práctica como forma de obligar al pago de una pensión.


Puntualizó que la norma de retención de remuneraciones que se aplica a los deudores de pensiones alimenticias que son trabajadores dependientes parece ser suficiente para garantizar el cumplimiento exacto de la obligación alimentaria para este tipo de personas, por lo que el problema se concentra en los trabajadores esporádicos o a honorarios. Relató que ante esta situación el derecho comparado ha intentado algunas soluciones. A modo de ejemplo, citó el caso de Francia donde se adoptó - durante la década de los 70 del siglo pasado -, un mecanismo ideado por el jurista Jean Carbonnier, que permite al alimentario recurrir contra cualquiera que tenga la calidad de deudor del alimentante y requerirle a nombre de este último el pago de su deuda para imputarla a la pensión adeudada. Con todo, observó que este mecanismo es útil en una sociedad desarrollada en la que los deudores de familia tienen un patrimonio importante y varias acreencias a su haber.


Seguidamente, puntualizó que en Chile cualquier persona que incumpla una obligación comercial, por pequeña que sea, es incorporada a un registro público de deudores morosos, lo que puede acarrear problemas para obtener un crédito o conseguir un trabajo. En razón de ello, planteó que podría considerarse la posibilidad de generar un registro nacional de deudores morosos de pensiones alimenticias.


Refiriéndose específicamente a la Moción expresó que existían algunas dudas que era necesario dilucidar, tales como ¿qué pasa en los lugares en los que no hay cuartel de la Policía de Investigaciones?; ¿cuántos recursos se consideran para la necesaria coordinación que requeriría el registro de órdenes pendientes?, y ¿en qué situación quedarían frente al registro las reiteraciones judiciales de órdenes de apremio? Observó que además había que tener en cuenta que las órdenes de apremio son por un monto determinado que considera únicamente lo no pagado hasta la resolución que las contiene, y no las sumas que se devenguen con posterioridad.


Finalizó su intervención precisando que quizás sería conveniente también estudiar en detalle las deficiencias procesales que detalló previamente la Jueza Negroni ya que no es claro que el arresto sea una manera efectiva para compeler al pago de las pensiones alimenticias impagas.


A continuación, la Presidenta de la Comisión ofreció la palabra los Senadores presentes.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio agradeció las intervenciones de los invitados, pues ellas muestran que el problema que intenta solucionar esta iniciativa tiene más aristas que la solución legislativa que ella ofrece, por lo que parece necesario que el Ejecutivo haga un estudio más omnicomprensivo del tema y presente, a través de las indicaciones, otras medidas que permitan enfrentar este tema.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que esta Moción era un buen punto de partida para estudiar esta materia, pero resultaba imprescindible, tal como lo indicó el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, que las inquietudes planteadas en las exposiciones precedentes sean consideradas en un estudio más profundo que debe acometer el Gobierno.


La Directora Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina González, manifestó que aunque en principio este tema no se encontraba entre las prioridades de la agenda legislativa de esa Secretaría de Estado, si podría constituirse una Mesa de Trabajo que ponderara los resultados obtenidos con la reforma de la ley Nº 20.152 de 2007 a la Ley de Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias.


Expresó que la idea de crear un Registro Nacional de Deudores podría ser efectiva, pero que su implementación requiere una evaluación y regulación adecuada para su implementación. Por otra parte, señaló que en el estudio de la aplicación de medidas de apremio también debía considerar el problema del actual hacinamiento carcelario.


La Jueza señora Negroni expresó que el año 2010 se tramitaron 193.000 causas de alimentos a nivel nacional, y en la inmensa mayoría de esos casos se observó que los padres de los menores involucrados no estaban juntos y la madre debía cargar con la parte más significativa de la responsabilidad económica y personal de la crianza de los niños.


Explicó que la modificación que se introdujo a la Ley de Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias por la ley Nº 20.286, de 2008, más las medidas internas que ha implementado el Poder Judicial, han redundado en un notable impulso en tramitación de las causas que declaran el derecho de alimentos, al punto que el promedio nacional arroja que un 78% de ellas son falladas dentro de los 90 días siguientes, según se da cuenta en el siguiente gráfico:
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Señaló que estas cifras no tienen un correlato similar en el proceso de ejecución de las sentencias por las razones que ha expresado precedentemente.


Hizo presente que la modificación que propone la Moción es una herramienta útil para revertir la situación antes descrita, pero para mejorar su eficacia es necesario ampliarla, estableciendo un espacio de coordinación entre la Policía de Investigaciones, Carabineros de Chile y Gendarmería.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que el artículo 14 de la ley de Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias utiliza el concepto de “adoptado” al enumerar quienes tienen derecho a impetrar las medidas que ahí se indican. Su Señoría recordó que en la última modificación de la ley de filiación se garantizó la igualdad entre todos los hijos, sin importar su origen filiativo, por lo que debe revisarse la inclusión del término en cuestión en la disposición citada.


El profesor señor Tapia indicó que históricamente el ordenamiento jurídico nacional ha incluido una serie de distinciones a este respecto que han resultado ser odiosamente discriminatorias, y que el legislador más moderno ha eliminado paulatinamente, por lo que en principio se mostró partidario de suprimir el referido término. Con todo, manifestó que ello debe hacerse después de una revisión completa de la normativa, pues es posible que en estatutos anteriores del adoptado se contemplen algunos derechos que no hayan sido considerados en la nueva legislación, y una eliminación del concepto podría acarrear problemas interpretativos.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que lo expuesto por los invitados y la discusión posterior han revelado que la Moción incide en un tema relevante que afecta el cumplimiento de las resoluciones judiciales emanadas de los tribunales de familia. No obstante lo anterior, hizo presente que ella aborda sólo un aspecto de aquellos que hay que revisar en materia de ejecución de las resoluciones que adoptan los tribunales de familia


En vista de lo anterior, propuso aprobar sólo en general esta iniciativa de manera de abrir un periodo largo de indicaciones para estudiar con calma que otras enmiendas se pueden introducir en la Ley sobre Abandono  de Familia y Pago de Pensiones de Alimenticias para enfrentar los problemas planteados precedentemente.


- En concordancia con lo anterior, puso en votación en general el proyecto de ley, el cual que fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.
- - - 

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponer a la Sala la aprobación, en general, del siguiente:

“PROYECTO DE LEY


Artículo único.- Agrégase, a continuación del punto final del inciso tercero del artículo 14 de la ley Nº 14.908,  la siguiente oración:


“Tanto la orden de apremio como su suspensión, deberán ser comunicadas a la Policía de Investigaciones de Chile, para su registro.”.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 21 de diciembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), y señores Hernán Larraín Fernández, Jaime Orpis Bouchón y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 27 de diciembre de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES URIARTE, ESPINA, LARRAÍN (DON HERNÁN), LARRAÍN (DON CARLOS) Y PROKURICA, SOBRE DECISIÓN DEL PARTIDO COMUNISTA DE CHILE DE EXPRESAR CONDOLENCIAS POR LA MUERTE DE KIM JONG II

(S 1439-12)

Considerando:
1.- Que Corea del Norte ha sido gobernado desde el año 1948 por Kim II Sung y, posteriormente, por su recién fallecido hijo, Kim Jong-il, ambos considerados de los gobernantes dictatoriales más férreos y tiranos del pasado y presente siglo;

2.- Que en Corea del Norte se han violado sistemáticamente los derechos humanos de sus ciudadanos;

3.- Que los norcoreanos están completamente aislados del resto del mundo por las severas restricciones que existen para entrar o salir del país;

4.- Que Corea del Norte es uno de los gobiernos en que la represión se ha llevado a los niveles más altos conocidos, de forma que gran parte de su población ha sufrido privación del alimento, arrestos arbitrarios y observado muertes por golpes, torturas y ejecuciones.

5.- Que la prensa norcoreana está controlada por el Estado;

6.- Que entre los años 1995 y 1998, como consecuencia de la llamada "hambruna norcoreana", producida fundamentalmente por un mal sistema de distribución de comida, murieron millones de norcoreanos de hambre;

7.- Que Corea del Norte mantiene ilegalmente material bélico atómico y desarrollado un ambicioso programa nuclear, poniendo de esta forma en jaque al mundo entero; y

8.- Que, a pesar de todo lo anterior, y en calidad de compañeros, el Partido Comunista de Chile ha entregado sus condolencias por la muerte de Kim Jung-il a su hijo, quien lo sucederá como autoridad máxima del país, continuando el terror en que está sumido el pueblo de este país;

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:
Rechazar en la forma más categórica la actitud política del Partido Comunista, por la muerte de Kim Jong-il, a su hijo y sucesor como tirano que valida a jerarcas que violan los derechos humanos en regímenes de su misma ideología, como el encabezado por el dictador de Corea del Norte, Kim Jong -il, justificando además la sucesión en el hijo del tirano sin proceso democrático alguno. Quien así procede, el PC chileno, actúa con doble estándar y carece de respetabilidad jurídica, lo que merece nuestra total, condena.

(Fdo.): Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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